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Notas explicativas
En los cuadros de la presente publicación se han empleado

los siguientes signos

… Tres puntos indican que los datos faltan o no constan por separado.

— La raya indica que la cantidad es nula o despreciable.

Un espacio en blanco en un cuadro indica que el concepto de que se trata no es aplicable.

– Un signo menos indica déficit o disminución, salvo que se especifique otra cosa.

, La coma se usa para separar los decimales.

/ La raya inclinada indica un año agrícola o fiscal, p. ej., 2001/2002

- El guión puesto entre cifras que expresan años, p. ej., 2001-2002, indica que se trata de todo
el período considerado, ambos años inclusive.

Salvo indicación contraria, la palabra “toneladas” se refiere a toneladas métricas, y la palabra “dó-

lares”, a dólares de los Estados Unidos. Las tasas anuales de crecimiento o variación corresponden a
tasas anuales compuestas. Debido a que a veces se redondean las cifras, los datos parciales y los
porcentajes presentados en los cuadros no siempre suman el total correspondiente.

Orientaciones para los colaboradores
de la Revista de la CEPAL

La Dirección de la Revista tiene interés permanente en estimular la publicación de artículos que
analicen el desarrollo económico y social de América Latina y el Caribe. Con este propósito en
mente y con el objeto de facilitar la presentación, consideración y publicación de los trabajos, ha
preparado la información y orientaciones siguientes que pueden servir de guía a los futuros colabo-
radores.

• El envío de un artículo supone el compromiso por parte del autor de no someterlo simultá-
neamente a la consideración de otras publicaciones periódicas.

• Los trabajos deben enviarse en su original español, francés, inglés o portugués, y serán
traducidos al idioma que corresponda por los servicios de la CEPAL.

• Se deberá acompañar un extracto del artículo (resumen, de no más de 150 palabras), en que
se sinteticen sus propósitos y conclusiones principales. El artículo será publicado en la página Web
de la CEPAL en la Internet.

• La extensión total de los trabajos —incluyendo resumen, notas y bibliografía, si la hubiere—
no deberá exceder de 10.000 palabras, pero también se considerarán artículos más breves.

• El artículo puede enviarse con una copia, acompañado de un disquete en Word para
Windows 98 o 2000, a Revista de la CEPAL, Casilla 179-D, Santiago, Chile. También puede enviarse
por correo electrónico a: revista@eclac.cl.

• Los artículos que contengan cuadros, ecuaciones, gráficos y otros elementos insertados en el
texto deberán venir en programa Word (excluido Picture), o Excel (en el caso de Excel deberán
incluir su correspondiente tabla de valores).

• Toda colaboración deberá venir precedida de una hoja en la que aparezca claramente, además
del título del trabajo, el nombre del autor, su afiliación institucional, nacionalidad, dirección, fax,
teléfono y correo electrónico.

• Se recomienda limitar las notas a las estrictamente necesarias.
• Asimismo, se recomienda restringir el número de cuadros y gráficos al indispensable, evitan-

do su redundancia con el texto. En el caso de los gráficos, éstos deben ser confeccionados teniendo
en cuenta que se publicarán en blanco y negro. Finalmente, deberá indicarse la ubicación en el texto
de cuadros y gráficos.

• Recomendación especial merece la bibliografía, que no debe extenderse innecesariamente. Se
solicita consignar con exactitud, en cada caso, toda la información necesaria (nombre del o los
autores, título completo y subtítulo cuando corresponda, editor, ciudad, mes y año de publicación
y si se trata de una serie, indicar el título y el número del volumen o la parte correspondiente, etc.).

• La Dirección de la Revista se reserva el derecho de encargar la revisión y los cambios
editoriales que requieran los artículos, incluyendo los títulos de éstos.

• Los autores recibirán una suscripción anual de cortesía, más 30 separatas de su artículo en
español y 30 en inglés, cuando aparezca la publicación en uno y otro idioma.
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Fernando Henrique Cardoso

Ex Presidente de la República

Federativa de Brasil

Más allá de la economía:
interacciones de la
política y desarrollo económico

Fernando Henrique Cardoso

Las tesis de un vínculo obligado entre autoritarismo y progreso

han sido desacreditadas por la historia. Hoy democracia y desarrollo

son valores destacados, pero no indisociables, en la agenda de las

naciones. El vínculo entre ellos no es dado; se construye al reconocer

que la democracia se justifica per se como un valor universal que puede

ser aceptado por todos. La democracia legitima las políticas públicas, al

basarse en la deliberación y el equilibrio negociado de intereses, con

reglas transparentes. Los procedimientos democráticos ayudan a supe-

rar dificultades coyunturales y afianzar confianzas externas. Ante los

efectos asimétricos de la globalización cabe buscar la inserción interna-

cional más ventajosa, afirmando la capacidad de plasmar por el método

democrático un desarrollo no excluyente, distinto del que marcó nuestra

experiencia histórica. El camino es arduo, y si no hay retribución ade-

cuada en calidad de vida, no sólo peligra la democracia, sino que la

economía no despega.
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I
Aporte de Prebisch y de la CEPAL

Inicié y concluí mis ocho años de gobierno en estre-
cho contacto con la CEPAL, lo que resulta muy signifi-
cativo para alguien que se considera desde siempre
inspirado por la misión que ésta tiene de comprender
la realidad latinoamericana en sus propios términos.
Quien definió el norte de esa misión, como todos sa-
bemos, fue Raúl Prebisch, inspirador de la cátedra que
lleva su nombre y en el marco de la cual me referí en
2003 a los temas que aquí abordo.

Escribí una vez que el mayor mérito de la CEPAL

fue haber alcanzado la originalidad en la copia, y lo
dije como un elogio. Prebisch es el mejor ejemplo. Su
obra no se produjo ex nihilo: él bebió de buena fuen-
te. Estaba familiarizado con la teoría del desarrollo,
conocía los clásicos y la obra de Keynes, tenía presente
el trabajo de Hans Singer y valorizó el acervo estadís-
tico de las Naciones Unidas.

Pero supo asimilar creando, que es como suele
presentarse la innovación en las ciencias económicas
y sociales. Usualmente el conocimiento evoluciona
mediante progresos acumulativos, con la apertura de
un nuevo ángulo o perspectiva, no apartándose radi-
calmente del saber existente. La clave de la que se valió
Prebisch fue la adecuación de la teoría del desarrollo
al contexto regional.

Él demostró que el comercio internacional no
había brindado a América Latina las bondades procla-
madas por la teoría de las ventajas comparativas, o por
la promesa neoclásica de que el comercio permitiría
equiparar la remuneración de los factores de produc-
ción entre los países. También proporcionó una expli-
cación: la capacidad de organización política de los tra-
bajadores y empresarios de los países del centro impi-
dió que los frutos del mayor progreso técnico allí al-

canzado fueran compartidos por las economías latinoa-
mericanas a través de una caída del precio de los bie-
nes industriales. De hecho, lo que se observó fue un
deterioro continuo, aunque irregular, de la relación de
precios de intercambio de nuestros productos agrícolas.

De allí su recomendación de aplicar políticas de
industrialización que apuntaran no sólo a ampliar la ca-
pacidad de acumulación de las economías regionales,
sino a reorientar el perfil de nuestro comercio exterior.
Posteriormente propondría una concertación política a
favor de la integración de los mercados nacionales.
Quería garantizar, atendiendo a las exigencias de es-
cala, el éxito del proceso de sustitución de importacio-
nes y, por consiguiente, deseaba establecer las condi-
ciones políticas para redimensionar el papel y quizás
el peso de América Latina en la economía mundial.

Sin embargo, Prebisch no era fatalista. Creía en
el desarrollo, pese a los obstáculos internos y a las
asimetrías del comercio internacional. Y en esto fui y
sigo siendo su discípulo. En el estudio que hicimos
Enzo Faletto y yo, jamás vimos contradicción entre
desarrollo y dependencia (Cardoso y Faletto, 1969). La
situación de dependencia definía la índole excluyente
e inicua del desarrollo, pero no representaba un impe-
dimento. Fue el sólido aporte del capital externo el que,
junto a la inversión pública y, en menor volumen, al
capital privado nacional, contribuyó en el decenio de
1960 a la expansión de los indicadores en muchos de
nuestros países. El desafío que se planteaba y que no
fue atendido era hacer llegar los beneficios de ese cre-
cimiento al mayor número de personas. Era creer en
la autonomía del político y buscar un arreglo de poder
más sensible a los intereses de la mayoría, lo que su-
ponía la afirmación de la democracia.

   Este artículo se basa en una conferencia magistral dictada por el
autor en la Comisión Económica para América Latina y el Caribe

II
Vínculos entre política y desarrollo económico

(Santiago de Chile, 8 de agosto de 2003), en el marco de la Tercera
Cátedra Raúl Prebisch.

Lo anterior nos remite a la interacción de la política y
el desarrollo económico. Este tema —que apasionaba

a Raúl Prebisch, quien creía fervientemente en un de-
sarrollo políticamente orientado— evoca desafíos que
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los actores políticos están llamados a enfrentar en el
nuevo milenio y trae a la mente el esfuerzo que se está
haciendo para adecuar nuestras economías a los nue-
vos patrones de competencia y productividad, sin per-
der de vista el objetivo de tornar al Estado apto para
responder a demandas sociales cada vez más comple-
jas y diversificadas.

Cabe recordar aquí que democracia y progreso
económico no siempre han sido considerados valores
compatibles. Fueron muchos los momentos a lo largo
de la historia en que los reclamos democráticos se
vieron inhibidos por supuestas exigencias del proceso
económico. Se forjaron antinomias entre el sufragio
universal y el derecho de propiedad, entre los derechos
sociales y el crecimiento económico, entre los derechos
colectivos y la estabilidad presupuestaria.

En su acuciosa revisión del pensamiento conser-
vador de los dos últimos siglos, Hirschman (1991)
recuerda el peso del argumento económico en el dis-
curso contrario a la ampliación de los derechos de ciu-
dadanía. Un caso emblemático habría sido la resisten-

cia opuesta a la aprobación por parte del Parlamento
inglés de las reformas liberales de 1832 y 1867, con-
sideradas un punto de inflexión en la historia política
de Inglaterra, al provocar con la extensión del derecho
de voto el fin del dominio oligárquico. No menos te-
naz fue la campaña de oposición a los derechos socia-
les desarrollada en Europa y en los Estados Unidos en
la segunda mitad del siglo XX, basada en la idea de
que la ampliación de los derechos sociales mermaría
las oportunidades de crecimiento.

En contraste con las tesis keynesianas que procla-
maban la compatibilidad entre los gastos sociales y el
crecimiento económico, se acentuaban en demasía los
riesgos que la hipertrofia del Estado planteaba para el
equilibrio fiscal y la estabilidad monetaria.

A esto se sumaría el recelo de que la ampliación
de las garantías sociales pudiese provocar una crisis de
gobernabilidad, como tanto proclamó la celebrada
Comisión Trilateral en el transcurso del decenio de
1970. Se temía que los Estados estuviesen asumiendo
obligaciones más allá de su capacidad de gestión.

III
Política y economía en América Latina

En América Latina, el conflicto entre política y eco-
nomía se manifestaba con otros matices, por cierto más
notorios y de difícil equilibrio. Yo estuve entre aque-
llos que miraban con reservas la explicación de que la
experiencia autoritaria estaría inscrita en la lógica del
mercado como condición para profundizar el proceso
de sustitución de importaciones (O’Donnell, 1972). Me
parecía claro que las dictaduras latinoamericanas eran
fenómenos eminentemente políticos, que se sustenta-
ban en la capacidad de los autócratas de turno de uti-
lizar el espectro de la Guerra Fría para reprimir el di-
senso.

Las elevadas tasas de crecimiento alcanzadas en
algunos años del decenio de 1970 obedecieron a la
amplia disponibilidad de crédito; no al autoritarismo.
Este último sólo acentuaría algunos rasgos perversos
del modelo, como la concentración del ingreso.

En el decenio de 1980, ya en pleno proceso de
liberalización política, el discurso del autoritarismo
como factor de progreso volvió a la escena en Améri-
ca Latina. Frente a la presunta ineptitud de los gobier-
nos civiles para promover las reformas que se sabían

necesarias para la reanudación de un crecimiento
sustentable, los elogios al desempeño de los regíme-
nes autocráticos del sudeste asiático se volvieron ha-
bituales.

Sabemos que, una a una, las tesis que postularon
un vínculo obligado entre autoritarismo y progreso
fueron desacreditadas por la historia. Vemos así que
la extensión del sufragio en Europa se dio paso a paso
con la evolución de la Segunda Revolución Industrial
y que el afincamiento del Estado de bienestar social
coincidió con el fuerte auge del crecimiento de las
economías industriales en la posguerra. América Lati-
na no se volvió más justa bajo los regímenes de ex-
cepción.

Democracia y desarrollo son hoy valores de pri-
mera magnitud en la agenda de los Estados pero, en
esencia, no son indisociables. Sin embargo, aunque de
la historia política de las naciones más ricas se pueda
inferir que el crecimiento económico difícilmente se
sustenta sin un amplio usufructo de las libertades pú-
blicas, la afluencia material no es siempre un corola-
rio de la opción democrática.
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Prefiero hablar de un vínculo imperativo, que no
está dado, sino que se construye, a partir del reconoci-
miento de que la democracia es una opción que se
justifica en sí misma, como valor universal, y posible
como tal de ser aceptada por todos.

No pretendo con esto desanimar a quienes bus-
can afinidades entre democracia y desarrollo. Por el
contrario, lo que deseo es contribuir a que esa búsqueda
se haga con realismo.

No fueron pocos los que en América Latina pro-
nosticaban que el fin del autoritarismo era la llegada a
la tierra prometida. La experiencia pronto nos mostra-
ría que el camino habría de ser más arduo, más lleno
de desafíos. La larga y penosa recesión que aquejó a
esta región en la década de 1980, cuando ya se tenía
gobiernos civiles, fue una prueba muy elocuente de que
política y economía pueden dar señales contradictorias,
de que el Estado de derecho no necesariamente trae
consigo la prosperidad. Entonces, ¿cómo situar la re-
lación entre democracia y desarrollo?

Difiero del escepticismo de algunos analistas que,
ante la dificultad de definir vínculos precisos y perma-
nentes entre esos valores, optan por verlos como rea-
lidades enteramente autónomas cuya interacción sólo
podría darse sobre bases aleatorias y ocasionales. Es-
toy convencido de que podemos ser más asertivos en
la valorización de la democracia.

Sin preocuparnos de traducir a cifras las bonda-
des del voto, es posible discernir aspectos de la expe-
riencia democrática que tienen innegable interés para
los actores económicos y son fundamentales para la
búsqueda de un desarrollo sustentable.

Cabe mencionar, en primer lugar, la cuestión de
la legitimidad. Sabemos que la democracia tiene un
método propio de definir políticas públicas, incluidas
aquellas que afectan la gestión de la economía. Las
decisiones no prescinden de la deliberación. Resultan
de un equilibrio negociado de intereses, conforme a
reglas transparentes, definidas en el espacio público.

Los beneficios que de allí se obtienen para la
conducción de la economía me parecen evidentes,
comenzando por la credibilidad que adquieren en de-
mocracia las normas para el funcionamiento del mer-
cado. Las políticas macroeconómicas dejan de reflejar
la supuesta omnisciencia de tecnócratas iluminados y
pasan a representar la depuración de intereses legíti-
mos, en un concierto de voluntades entre las cuales
figura la del propio gobierno.

Me permito recurrir, en este contexto, al ejemplo
del plan de estabilización de la economía brasileña, el
Plan Real. A diferencia de experiencias anteriores,

todas insatisfactorias, este Plan fue montado a lo lar-
go de un extenso proceso de consulta, diálogo, persua-
sión y adaptación de puntos de vista. La acogida que
dispensaron a sus directrices las fuerzas productivas y
la sociedad en general no fue, pues, un desdoblamien-
to fortuito. Se derivó de su legitimidad como proceso.

En ese momento se argumentaba que, antes de
contemplar un plan de estabilización, había que cum-
plir con una plétora de condiciones económicas previas.
La realidad reveló que las medidas económicas necesa-
rias podían constituir etapas y no requisitos del esfuer-
zo de estabilización, siempre que se aplicaran con un
amplio y consciente apoyo político y social. La dispo-
sición para ofrecer explicaciones a los actores sociales
y a la opinión pública en general fue, ella sí, la condi-
ción sin la cual el Plan Real no habría prosperado.

Otro ejemplo de la importancia de los procedi-
mientos democráticos para la superación de dificulta-
des se encuentra en la reacción que se produjo en Brasil
ante la crisis de energía de 2001.

Al percibirse la gravedad de esa situación, se tomó
la decisión de explicar todo al país para pedir la cola-
boración de la población y aplicar un estricto raciona-
miento. El apoyo fue generalizado. Los medios de
comunicación se movilizaron, informando sobre el
asunto de manera independiente y acabada. El país
como un todo, durante cerca de diez meses, acompa-
ñó los esfuerzos de restricción del consumo en cada
región (y en algunos casos en cada gran ciudad) y sus
efectos en las reservas. De este modo se logró evitar
—a diferencia de lo que ocurrió en California, por
ejemplo— la necesidad de “apagones” por algunas
horas diarias. Sin duda, fue gracias a la concertación
entre el Estado y la sociedad que se limitaron consi-
derablemente los daños que la crisis podría haber in-
fligido a la economía nacional.

Cuando se adoptan siguiendo el método democrá-
tico, las decisiones económicas también se muestran
menos sujetas a las circunstancias volátiles en que hoy
se genera la riqueza. Las opciones de que las autori-
dades gubernamentales suelen disponer para superar
crisis coyunturales surgen del debate diario entre el
gobierno y la oposición, cuando no de los propios
mecanismos de deliberación internos de la máquina del
Estado. Basta recordar la reacción del Brasil a los ata-
ques especulativos contra el real.

La consistencia con que se superó esa crisis difí-
cilmente habría sido posible en un ambiente de menos
transparencia y estabilidad democrática, a juzgar por
el desenlace de estrategias más impositivas adoptadas
en otras regiones del mundo.
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No estoy sugiriendo que la democracia nos deja
inmunes al humor de los especuladores. Las decisio-
nes sobre cómo y cuándo asignar los capitales de cor-
to plazo pueden escapar al control de las instancias
gubernamentales, provocando variaciones cambiarias,
afectando las cuentas públicas y comprometiendo las
políticas de los inversores. Pero ese panorama se pue-
de cambiar. Cada vez hay más conciencia en los Esta-
dos sobre la necesidad de reexaminar la arquitectura
del sistema financiero internacional para dotarlo de más
eficacia en la regulación de los flujos de capital, cuyo
descontrol afecta a todos, ricos y pobres, aunque en
distinta medida.

Planteé este tema por primera vez en una confe-
rencia dictada en la CEPAL en 1995. Para mi satisfac-
ción, en el vigésimo noveno período de sesiones de la
Comisión (Brasilia, 2002), supe por José Antonio
Ocampo, entonces Secretario Ejecutivo de la CEPAL, que
ésta había aceptado el desafío y estaba tratando el asunto
con la seriedad que los riesgos que comporta exigen.
Lamentablemente, el ejemplo no ha cundido y la pro-
puesta de un mejor seguimiento del capital volátil con-
tinúa ausente de la agenda de los países con mayor
influencia sobre el sistema financiero internacional.

Conviene recordar que la hipótesis de la regula-
ción de los flujos financieros estuvo en el programa de
la Conferencia de Bretton Woods y fue aceptada en sus
negociaciones. En el artículo VI del Convenio Consti-
tutivo del Fondo Monetario Internacional se prevé la
posibilidad de que el FMI solicite a un Estado miem-
bro que adopte medidas de control para contener la
fuga excesiva de capital, y la necesidad consiguiente
de recurrir a las reservas de la organización.

Es verdad que los dos principales arquitectos de
los acuerdos de Bretton Woods —John Maynard
Keynes, que asesoraba al Exchequer (el ministerio de
hacienda del Reino Unido), y Barry Dexter White, del
Departamento del Tesoro estadounidense— discrepa-
ban sobre el grado de autonomía que debía tener el
Fondo y la disponibilidad de reservas. Keynes espera-
ba que el FMI fuera un verdadero banco central interna-
cional, que sirviera de contrapunto al poder económico
de los Estados Unidos y tuviera, entre otras prerrogati-
vas, la de crear su propio instrumento de crédito. Por
su parte, White veía el Fondo como una institución des-
tinada a asegurar el crecimiento equilibrado del comer-
cio mundial de manera tal que preservase el papel cen-
tral del dólar en las finanzas internacionales. Y así fue
creada la institución, anclada únicamente en el dólar.

Sin embargo, White pronto comprendió que la
estabilidad del dólar correría peligro con el aumento

vertiginoso que se anunciaba del comercio mundial y la
necesidad de una expansión equivalente de las reservas
internacionales. Pasó pues a apoyar la posición de
Keynes, y llegó a proponer la revisión de los estatutos
del Fondo, a fin de permitir la creación de reservas pro-
pias. La propuesta no prosperó. Sólo dos décadas des-
pués se aceptaría la enmienda para introducir la figura
de los derechos especiales de giro (DEG), aunque en un
volumen sumamente limitado. Y el hecho es que hasta
hoy continúa postulándose la ampliación de esos DEG con
el fin de crear un colchón de reservas que pueda ampa-
rar mejor a los países con problemas coyunturales.

Al tratar la importancia de la democracia para la
fundamentación de la política exterior, no se puede
omitir una mención al Mercosur. Este nació gracias a
la democracia, que permitió que se disiparan las riva-
lidades y se afianzara la confianza entre Brasil y Ar-
gentina. El proceso se desarrolló bajo la égida de la
democracia, con la participación de las respectivas
sociedades nacionales. Por su eficacia, la cláusula de-
mocrática inspiró la adopción de mecanismos semejan-
tes en la Cumbre de Jefes de Estado de América del
Sur (Brasilia, 2000) y, en el ámbito hemisférico, en la
Tercera Cumbre de las Américas (Quebec, 2001).

Sin la democratización del Cono Sur, el Mercosur
no existiría; pero al existir, integrando mercados, su-
perando crisis coyunturales y produciendo riquezas,
promovió la democracia fuera de sus fronteras. Este
círculo virtuoso confiere autoridad a la lucha de sus
miembros por un orden mundial más democrático.

Retomando la idea que ha permeado este trabajo
—que el vínculo entre democracia y desarrollo no está
dado, sino que se construye— es importante resaltar
que esa noción acentúa la responsabilidad política de
los grupos dirigentes: tanto la responsabilidad de no
dejarse seducir por el llamado fácil del populismo,
amigo del autoritarismo, como también, y sobre todo,
de tener la osadía de actualizar posiciones, de renovar
conceptos y de explorar nuevos caminos, siempre que
así lo recomiende el bien común.

No fueron pocas las situaciones en que se plan-
teó este desafío a quienes estuvieron en el ejercicio del
poder en la América Latina del decenio de 1990. Me
refiero a situaciones en que la omisión inexorablemente
supondría el costo de arrastrar al país al pasado, a fór-
mulas anticuadas. Frente a la globalización, o a su
carácter ineluctable, cabía explorar el modo de inser-
ción internacional más ventajoso para nuestros países,
sin la fantasía de soluciones autárquicas, pero con la
conciencia de que el proceso tiende a generar efectos
asimétricos, a perpetuar desigualdades.
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IV
Una nueva agenda de crecimiento

A comienzos del siglo XXI los desafíos de este tipo
siguen vigentes. En ellos está en juego más que el des-
empeño económico de las democracias de América
Latina. También se pone en tela de juicio su capaci-
dad de plasmar, por el método democrático, un con-
cepto de desarrollo diferente de aquel que marcó su
experiencia histórica: un desarrollo que no sea exclu-
yente, que contemple a todos, que permita erradicar la
miseria y que elimine la indigencia en que continúan
viviendo millones de latinoamericanos.

Pero para que lo anterior no suene a declaración
vaga o aun demagógica, es preciso delinear una nueva
agenda de crecimiento.

A partir de la década de 1990 quedó claro que,
en las actuales circunstancias, no hay espacio para el
cierre de las economías, ni para el financiamiento in-
flacionario del consumo y de la inversión, y ni siquie-
ra, incluso en el caso de los países de desarrollo inter-
medio, para el retorno puro y simple a la política de
sustitución de importaciones.

Pero esto no significa la aceptación sin más de lo
que se ha dado en llamar la ortodoxia monetaria o el
Consenso de Washington. Tan es así que los países
latinoamericanos han ampliado las políticas educacio-
nales, han creado redes de protección para ofrecer al-
guna perspectiva a los más pobres, y han reorganiza-
do la administración pública y la estructura del Esta-

do. Salvo pocas excepciones, no se ha caído en la vi-
sión denominada neoliberal de un Estado mínimo.

Ha llegado la hora de que, junto con seguir es-
forzándose por aumentar sostenidamente la producti-
vidad y ganar mercados externos, también se procure
recuperar gradualmente el mercado interno.

Esto es fácil de decir y difícil de hacer, pero no
imposible. Tal vez la cuestión básica —y aquí entra-
mos de lleno en la relación entre economía y políti-
ca— sea comprender lo que es más duro de aceptar:
como no hay posibilidad alguna de romper con las
reglas fundamentales del juego, ni hay milagros, el
camino será largo y, desgraciadamente, los líderes res-
ponsables deberán ofrecer “sudor y lágrimas”.

Pero es evidente que el sudor y las lágrimas sin
recompensa llevan al desaliento (a la insatisfacción
social, a disturbios coyunturales, a la desmoralización
de los gobiernos) ante lo que se identifica con prome-
sas populistas. De manera que el camino del progreso
lento —y no hay otro— sólo es aceptable si represen-
ta un progreso continuo y para todos.

En nuestros liderazgos políticos ha faltado firmeza
para mostrar que el camino es arduo. Es más, ha falta-
do también la comprensión —nacional e internacio-
nal— de que sin retribución adecuada en términos de
una mejor calidad de vida, no sólo corre peligro la de-
mocracia, sino que la economía misma no despega.
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   Este artículo, que contiene información actualizada, se basa en
el documento “América Latina: La transición demográfica en sec-
tores rezagados”, que los autores presentaron a la Conferencia in-
ternacional de población (Beijing, octubre de 1997), de la Unión
Internacional para el Estudio Científico de la Población. Véase una
versión ampliada de dicho documento en Schkolnik y Chackiel
(1998).

I
Introducción

Existe consenso entre los estudiosos de los temas de
población en que no se puede hablar sólo de la transi-
ción, que describe cambios en los componentes de una
población, sino de las transiciones, lo que se cumple
también para el caso particular de la fecundidad. Esto
es válido cuando se hace referencia a América Latina
como región, debido a la heterogeneidad existente entre
los países, y también cuando se considera cada país
por separado, dado el comportamiento demográfico di-
ferente de los distintos sectores sociales o áreas de re-
sidencia.

Los cambios en el comportamiento de las varia-
bles demográficas de un país son el resultado, en con-
secuencia, de lo que ocurre dentro de cada sector y, al
mismo tiempo, se ven afectados por la transferencia de
personas entre diferentes sectores, es decir, por la
movilidad social. Así, por ejemplo, en tanto exista
movilidad ascendente, lo que lleva a un porcentaje
mayor de población con comportamientos propios de
sectores medios y altos, habrá avances en la transición,
sin que ello implique necesariamente cambios de con-
ductas dentro de cada uno de los grupos sociales. Sin
embargo, el peso relativo de estos dos factores ha es-
tado cambiando. Dado que los cambios demográficos
han estado ligados, en parte importante, a las conduc-
tas de los estratos medios y altos, existe la expectativa
de que las tendencias futuras estén vinculadas funda-
mentalmente a lo que ocurra en los grupos más reza-
gados en la transición. Estos grupos ya han mostrado
signos inequívocos de haber iniciado su propio proce-
so de transición. Esto último estaría avalado por la
tendencia a la continuidad del proceso de transición en
las últimas dos décadas, a pesar del estancamiento eco-
nómico que causó incluso un aumento del porcentaje
de pobres en muchos países. Es difícil, sin embargo,
establecer con precisión los factores determinantes de
este proceso.

Tal situación ha dado lugar a planteamientos que
consideran posible, por ejemplo, postular la existencia
de un modelo de transición de la fecundidad propio de
los grupos sociales de bajos ingresos, que se diferen-
ciaría del modelo europeo del siglo XIX y del que si-
guieron los sectores medios y altos de América Latina
durante la primera mitad del siglo XX. Mientras que
en estos últimos sectores el elemento contextual clave
para la transición habría sido el desarrollo económico
y social, podría ser que en los cambios recientes de los
estratos de bajos ingresos de los países latinoamerica-
nos los continuos descensos fueran mejor explicados
por la presión de las necesidades económicas agudiza-
das en períodos de crisis.

Es probable que ambos tipos de factores hayan
tenido una influencia importante en el proceso. Si bien
las crisis de las últimas décadas en América Latina
pudieron provocar descensos de la fecundidad, proba-
blemente los sectores pobres también se hayan visto
influidos por el proceso global de desarrollo que ha
tenido lugar en la región. Aunque en años recientes el
desarrollo no se tradujo en mejoras de los ingresos, el
empleo y las condiciones de vida de algunos sectores
de la población (los que incluso se habrían deteriora-
do), sí se ha reflejado en otros aspectos, como la ex-
pansión de la educación y de la atención de salud, la
ampliación de las comunicaciones, la mayor participa-
ción económica de la mujer y, por ende, en la emer-
gencia de nuevas actitudes hacia la procreación aso-
ciadas al uso de métodos modernos de planificación
familiar. Además, en apoyo al planteamiento de que
la fecundidad en los sectores pobres descendió en parte
importante también por efecto del desarrollo global,
cabe señalar que en algunos países de mayor desarro-
llo relativo se observa que dicho descenso comenzó
con anterioridad a la crisis del decenio de 1980.

También se ha tenido en cuenta que una vez de-
sencadenado el proceso de transición demográfica —en
asociación con los aspectos del desarrollo ya mencio-
nados— las variables demográficas y también otros
indicadores sociales relacionados, como la educación
y la salud, adquieren una cierta inercia que las hace
—por su naturaleza y características— relativamente
independientes de los movimientos de corto plazo de
la economía. Por lo tanto, es factible modificar el com-
portamiento de estas variables con políticas sociales
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específicas, lo que también contribuiría a explicar por
qué su tendencia al descenso continuará durante los pe-
ríodos de crisis.

Como es sabido, el rezago en la transición se pre-
senta en los estratos sociales bajos, que viven en con-
diciones de pobreza y tienen menor nivel de instrucción.
Esta situación se da en las zonas rurales donde la ma-
yoría de la población vive en esas condiciones, en las
poblaciones marginales urbanas y en las poblaciones
indígenas, en las cuales la pobreza se une a las barre-
ras culturales y lingüísticas que dificultan su acceso a
la información sobre salud y planificación familiar.

Si bien hay trabajos que analizan las diferencias
en la mortalidad y fecundidad entre sectores sociales,
estos son puntuales y no siempre comparables entre
países y a través del tiempo. La información disponi-
ble que permite determinar tendencias en un plazo
mayor se refiere, generalmente, a dos formas de
estratificar la población: por zona de residencia (urba-
na/rural) y por nivel de instrucción de la madre (nú-
mero de años de estudio o ciclo de enseñanza).

Para estudiar lo que está sucediendo con las ten-
dencias de la fecundidad de aquellos sectores más re-
zagados, y cuál es su contribución al cambio demográ-
fico de los países, se analizará la evolución de la tasa

global de fecundidad y de los determinantes próximos,
según el nivel de instrucción de la madre, debido al alto
poder discriminador de esta variable (Cleland, 2002;
Cleland y Rodríguez, 1988; Naciones Unidas, 1995;
Weinberger, Lloyd y Blanc, 1989). Un análisis multi-
variado que se aplica en el citado estudio de Naciones
Unidas muestra que en América Latina la relación
inversa entre educación de la madre y fecundidad ha
resultado ser la más fuerte en términos comparativos.
Casi todos los coeficientes de regresión son los más
elevados y estadísticamente significativos, luego de
considerar las variables geográficas y sociodemográ-
ficas. Esto avalaría que la educación es probablemen-
te la variable que capta mejor las diferencias en la fe-
cundidad entre grupos sociodemográficos y económi-
cos. En lo que sigue se considera a las mujeres sin
instrucción y con muy bajo nivel de instrucción (0 a 3
años de estudio o primaria incompleta), como los gru-
pos más rezagados en la transición demográfica.

Las fuentes principales de información son los
casos nacionales de la Encuesta Mundial de Fecundi-
dad (EMF), los censos de población y estadísticas vita-
les para el decenio de 1970, y las Encuestas de Demo-
grafía y Salud (EDS)1 para las décadas de 1980 y 1990
y para los años más cercanos al 2000.

1 Estas encuestas se efectúan con financiamiento de un proyecto de
la Agencia para el Desarrollo Internacional (AID) de los Estados
Unidos, y son realizadas por Macro International Inc.

II
La transición demográfica y de la

fecundidad en América Latina

Existen múltiples estudios sobre la transición demográ-
fica latinoamericana que señalan sus características
particulares, principalmente en comparación con el
proceso europeo.

La situación pretransicional, de comienzos del
siglo XX, se definía por una esperanza de vida al na-
cer E(0) del orden de 30 años y una tasa global de
fecundidad (TGF) en torno a los 6 hijos (Pérez Brignoli,
1994). Una de las características que distingue a la
pretransición latinoamericana de la europea es el ma-
yor nivel observado en la fecundidad, lo que se atri-
buye a una nupcialidad más temprana y una menor
incidencia del celibato en los países latinoamericanos
(Zavala de Cosío, 1992).

En América Latina primero comenzó a descender
la mortalidad, con lentitud a comienzos del siglo XX,

con mayor intensidad a partir de 1930 (Arriaga, 1974),
y de manera generalizada después de la segunda gue-
rra mundial. La región alcanzó una E(0) promedio de
52 años y una tasa de mortalidad infantil (TMI) de 127
por mil en el período 1950-1955 (CEPAL/CELADE, 2004).
En las dos décadas siguientes se lograron los mayores
avances, superándose los 60 años de E(0) en la déca-
da de 1970. En la actualidad la región ya tiene una E(0)
de 70 años (nueve países superan esa cifra) y una TMI

de aproximadamente 33 por mil.
El descenso de la fecundidad fue bastante pos-

terior al de la mortalidad. Al comenzar la segunda
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mitad del siglo XX la fecundidad promedio de Amé-
rica Latina se aproximaba a los 6 hijos por mujer y
mostró tendencias moderadamente ascendentes hasta
el inicio de la década de 1960. Esta tendencia a aumen-
tos de la fecundidad fue probablemente producto de los
descensos anteriores de la mortalidad, que aumentó el
tiempo de exposición de la mujer al embarazo y se
asoció a mejores condiciones de salud para la procrea-
ción. También habrían incidido los aumentos en la nup-
cialidad observados en los decenios de 1950 y 1960
(Zavala de Cosío, 1992). Solamente en la segunda
mitad del decenio de 1960 hubo un cambio importan-
te en el promedio de hijos por mujer, que fue descen-
diendo para llegar en la actualidad a 2,7, menos que
la mitad de la cifra de 35 años atrás. El descenso co-
incidió con la llamada segunda revolución anticon-
ceptiva europea, es decir, con la difusión de métodos
modernos de anticoncepción, incluyendo la esteriliza-
ción y sin descartar que el aborto pudo haber tenido
gran importancia en este proceso. La rapidez del des-
censo de la fecundidad marca también una diferencia
con el proceso seguido por los países desarrollados,
aunque América Latina todavía se mantiene en nive-
les superiores a los de aquellos. Cabe hacer notar que

principalmente en Europa se asiste a un fenómeno de
descenso de la fecundidad a niveles inesperados, bas-
tante por debajo del nivel de reemplazo, lo que en la
región solamente ocurre en Cuba.

La información disponible actualmente acerca de
la transición demográfica y la fecundidad en América
Latina indica que todos los países han entrado con
mayor o menor intensidad en ellas. Sin embargo, las
experiencias han sido muy heterogéneas. Al respecto,
en el cuadro 1 se presenta una tipología de los países,
agrupándolos en categorías según las tasas de fecun-
didad a mediados del siglo pasado y en el período
1995-2000.

De esta manera se han conformado categorías que
toman en cuenta el nivel actual y la trayectoria de la
fecundidad en los últimos 50 años. Cabe hacer notar
que mientras en 1950-1955 eran 16 de 20 países de la
región los que tenían la fecundidad muy alta, en el
último quinquenio ninguno tiene tasas en esa catego-
ría y ya 14 de ellos están en los grupos de fecundidad
media baja, baja y muy baja. En síntesis, se identifican
las siguientes situaciones: i) países que han pasado de
fecundidad muy alta a alta (Guatemala); ii) países que
han pasado de fecundidad muy alta a media alta (cin-

CUADRO 1

América Latina: Clasificación de los países por nivel de
fecundidad, 1950-1955 y 1995-2000a

(Tasa global de fecundidad observada en los quinquenios señalados)

Nivel de Nivel de fecundidad 1995-2000
fecundidad Muy alta: Alta: Media alta: Media baja: Baja: Muy baja:
1950-1955 5,5 y más 4,5-5,4 3,5-4,4 2,5-3,4 1,8-2,4 menos de 1,8

Muy alta: 5,5 y más Guatemala (5,0) Bolivia (4,4) El Salvador (3,2) México (2,8)
Haití (4,4) Perú (3,2) Brasil (2,5)
Honduras (4,4) Ecuador (3,1)
Nicaragua (3,9) Venezuela (3,0)
Paraguay (4,2) República

Dominicana (2,9)
Colombia (2,8)
Costa Rica (2,6)
Panamá (2,8)

Alta: 4,5-5,4 Chile (2,2)

Media alta: 3,5-4,4 Cuba (1,6)

Media baja: 2,5-3,4 Argentina (2,6) Uruguay (2,4)

Baja: 1,8-2,4

Muy baja: menos de 1,8

Fuente: CEPAL/CELADE (2004).

a Los valores entre paréntesis corresponden a la tasa global de fecundidad (TGF) del período 1995-2000.
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co países); iii) países que han pasado de fecundidad
muy alta a media baja (ocho países); iv) países que han
pasado de fecundidad muy alta a baja (Brasil y Méxi-
co); v) países que han pasado de fecundidad alta a baja
(Chile); vi) países que han pasado de fecundidad media
alta a muy baja (Cuba); vii) países que se han manteni-
do en media baja (Argentina); viii) países que han pa-
sado de fecundidad media baja a baja (Uruguay). Cabe

destacar que Cuba es el único país que tiene una tasa
global de fecundidad por debajo de la de reemplazo.

Para los efectos de este trabajo se trató de selec-
cionar países en cada una de las diversas situaciones.
Paradójicamente, esto no ha sido posible en los países
de transición precoz y más avanzada (Argentina, Cuba
y Uruguay), por no tener información disponible so-
bre fecundidad por estratos sociales.

III
Transición de la fecundidad en los

grupos rezagados

No todos los grupos sociales fueron protagonistas de
la misma manera del proceso de cambio en la fecun-
didad, que en general se inició a mediados de la déca-
da de 1960. Los datos disponibles cubren las décadas
de 1970, 1980 y 1990, y en algunos casos hay infor-
mación para algún año cercano al 2000, por lo que
resultan suficientes para llegar a algunas conclusiones.

En general, en la década de 1970 la tasa global
de fecundidad del grupo “sin instrucción” se mantenía
sobre los 5,5 hijos por mujer. Las mujeres con baja ins-
trucción (primaria incompleta ó 1 a 3 años de estudio)
presentaban una TGF relativamente menor, pero también
se ubicaban en esa categoría. Los datos más recientes
indican que, salvo en los países de baja fecundidad, en
los demás se mantendría en los grupos rezagados una
TGF superior a 4 hijos y, en ciertos casos, de más de
5,5 hijos. Sin embargo, en los países donde persisten
tasas globales de fecundidad altas, también se obser-
van descensos, pues anteriormente tenían valores próxi-
mos a 7 hijos. En síntesis, existe un cambio reciente
de la fecundidad en los grupos más rezagados, pero aún
persisten valores relativamente altos (cuadro 2, y véa-
se más adelante el cuadro 3).

El hecho de que en el cuadro 2 la mayoría de los
grupos según nivel de instrucción se ubique encima de
la diagonal, expresa un cambio de categorías que se
traduce en un descenso de los valores de la TGF. Esto,
sin embargo, no es tan válido para los grupos rezaga-
dos en los países de alta fecundidad, dado que cerca
de la mitad de los 11 casos que en el decenio de 1970
tenía fecundidad “muy alta” permanece en esa catego-
ría. Con todo, tres casos pasaron a la categoría “alta”
y tres a la “media alta”. A su vez, de los tres que es-

taban en la categoría “alta”, uno pasó a ubicarse en la
categoría “media alta” y los otros dos en la “media
baja”. También se observa que los grupos rezagados
de los países con mayor avance en la transición, en
general tenían una menor fecundidad en el período
inicial y en Chile incluso alcanzaron una fecundidad
baja en el período reciente. La totalidad de los casos
que pertenecen a un nivel de instrucción superior se
ubican en las categorías de fecundidad media baja y
baja, y muestran también un descenso durante el pe-
ríodo considerado.

De acuerdo con el modelo general de la transición
demográfica, como se ha visto, la fecundidad parece
también haber comenzado a descender entre los gru-
pos más postergados y, según lo que se esperaba, este
descenso se habría iniciado más tardíamente que el de
la mortalidad. Esta secuencia puede apreciarse en el
estudio de Schkolnik y Chackiel (1998). El desequili-
brio demográfico creado por una mortalidad más baja
en relación con la fecundidad, que se ha observado en
el origen de otros procesos de transición demográfica
(Zavala de Cosío, 1992), está también presente en este
caso. Luego de desencadenado el cambio en la fecun-
didad, ese hecho podría producir mayores bajas en la
mortalidad en la niñez, principalmente por factores
biológicos (prolongación del intervalo intergenésico
medio, menor número de nacimientos en edades de alto
riesgo, menor paridez). De esta manera los efectos
mutuos entre estas variables producirían una tenden-
cia potenciada al descenso de ambas.

La información disponible, que es fragmentaria,
no permite apreciar con claridad si la disminución de
la fecundidad de los sectores rezagados fue precedida
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de un aumento de ella, como sucedió a nivel nacional
en la mayoría de los países de la región en la década
de 1950 (Chackiel y Schkolnik, 1992). Sin embargo,
en algunos países se ha detectado este fenómeno, aun-
que de distinta manera. Por ejemplo, Haití muestra en
una encuesta de 1987 tasas globales de fecundidad
superiores a las del pasado en todos los grupos socia-
les y Honduras presenta un aumento en los grupos más
rezagados en la década de 1970 (cuadro 3 y gráfico 1).
Es probable que actualmente el descenso de la morta-
lidad, sobre todo la infantil, haga primar más fuerte-
mente los factores que tienden a disminuir la fecundi-
dad, en lugar de los que propician un aumento, al es-
tar más presentes las motivaciones y los mecanismos
necesarios para limitar el número de hijos. También
puede ser que el aumento se haya producido antes del
período analizado, en algunos casos concomitante-
mente con lo observado para el total del país en el
período 1950-1960. Un estudio de Guzmán y Rodrí-
guez (1993) confirmaría este hecho al analizar la ten-
dencia de la fecundidad pretransicional por zona de
residencia. Los autores ligan lo sucedido con aumen-
tos de la nupcialidad en la década de 1950, con mejo-

ras en las condiciones sanitarias y con las expectati-
vas económicas de las parejas.

El gráfico 1 permite apreciar, que a pesar de las
deficiencias propias de la información, en los países
más retrasados en la transición la brecha de la tasa
global de fecundidad, según nivel de instrucción de la
madre, aumenta o permanece estable. Es el caso ilus-
trado aquí con Honduras y Bolivia. Sin embargo, a
medida que se consideran países más avanzados en la
transición, como México, Colombia y principalmente
Chile, se observa que se tiende a una convergencia,
producto de un descenso más pronunciado de la fecun-
didad de los grupos rezagados. Estos tienen margen para
lograr reducciones en la tasa global de fecundidad, mien-
tras que los grupos de mayor instrucción ya han alcan-
zado tasas bajas y probablemente los descensos serán
menores. Aparentemente, para sus hijos habría descen-
dido la mortalidad infantil tempranamente en el siglo XX
y, es probable que su fecundidad lo hiciera en los años
posteriores a la segunda guerra mundial. En síntesis,
como se mencionó, y lo ejemplifica el gráfico 1, se
esperaría que el descenso de la fecundidad según es-
tratos sociales en estos últimos países condujera a una

CUADRO 2

América Latina (seis países): Clasificación de los grupos según
el nivel de instrucción de la mujer, década de 1970 y 1995-2000a b

(Tasa global de fecundidad (TGF) observada)

Nivel de Nivel de fecundidad 1995-2000
fecundidad Muy alta: Alta: Media alta: Media baja: Baja: Muy baja:
1950-1955 5,5 y más 4,5-5,4 3,5-4,4 2,5-3,4 1,8-2,4 menos de 1,8

Muy alta: 5,5 y más Bolivia-A (7,1) Honduras-I (4,8) Ecuador-I (3,6)
Bolivia-B (5,8) Ecuador-B (5,4) México-B (3,7)
Honduras-A (7,1) México-A (4,7) Colombia-A (4,1)
Honduras-B (6,1)
Ecuador-A (6,2)

Alta: 4,5-5,4 Colombia-B (3,6) México-I (3,1)
Chile-A

Media alta: 3,5-4,4 Bolivia-I (4,6) Chile-B (2,4)
Ecuador-S (2,6)

Media baja: 2,5-3,4 Honduras-S (2,9) Colombia-S (2,2)
Bolivia-S (2,7) México-S (2,2)

Chile-I (2,4)
Chile-S (2,4)

Baja: 1,8-2,4

Muy baja: menos de 1,8

Fuente: Cuadro 3.

a A: sin instrucción; B: con instrucción primaria incompleta; I: con instrucción intermedia; S: con instrucción secundaria y más.
b Los valores entre paréntesis corresponden a la tasa global de fecundidad del período 1995-2000.
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CUADRO 3

América Latina (ocho países): Distribución relativa de la población femenina
de 15-49 años y tasa global de fecundidad
(TGF) según nivel de instrucción a partir de diversas fuentesa b

Fuente 1 Fuente 2 Fuente 3 Fuente 4
Nivel de fecundidad, país y fuente (decenio de 1970) (decenio de 1980)  (decenio de 1990) (alrededor de 2000)

Mujeres % TGF Mujeres % TGF Mujeres % TGF Mujeres % TGF

Fecundidad alta
Guatemala (EDS 1987, 1995, 1998) – – 100 5,6 100 5,1 100 5,0
Sin instrucción – – 38 7,0 28 7,1 25 7,1
Primaria incompleta – – 35 5,6 47 5,1 49 5,2
Primaria completa – – 12 3,9 – – – –
Secundaria y más – – 15 2,7 25 2,7 25 3,0

Fecundidad media alta
Bolivia (censo 1976; EDS 1989,
1994, 1998) 100 6,5 100 4,9 100 4,8 100 4,2
Sin instrucción 43 7,6 18 6,1 12 6,5 8 7,1
Instrucción básica 30 6,5 36 5,9 36 6,0 29 5,8
Instrucción media 12 4,0 16 4,5 16 4,9 14 4,6
Instrucción secundaria y más 15 4,0 30 2,9 36 2,7 49 2,7

Honduras (EDENH 1975, 1983;
ENESF 1991; EDS 1996) 100 7,0 100 6,3 100 5,2 100 4,9
Sin instrucción 42 7,5 24 8,0 15 7,0 12 7,1
1-3 años 28 7,3 26 7,7 26 6,4 23 6,1
4-6 años 23 5,9 28 5,8 35 4,9 37 4,8
7 años y más 7 3,3 22 3,3 24 3,1 28 2,9

Fecundidad media baja
Ecuador (ENF 1979, ENDESA 1987,
ENDEMAIN 1994, 1999) 100 6,6 100 4,3 100 3,6 100 3,3
Sin instrucción 10 8,6 8 6,4 5 6,2 4 5,6
Primaria 55 7,0 48 5,2 43 4,4 40 4,2
Secundaria y más 35 3,5 44 3,0 52 2,8 56 2,6
Superior – – – – 12 2,1 15 1,9

Colombia (ENFC 1976; EPDS 1986; ENDS 1995,
EDS 2000) 100 4,7 100 3,3 100 3,0 100 2,6
Sin instrucción 21 7,1 6 5,4 4 5,0 3 4,1
Primaria 55 5,2 49 4,2 37 3,8 32 3,6
Secundaria y más 24 2,7 45 2,5 59 2,5 50 2,4
Superior – – – – – – 15 1,5

Fecundidad baja
México (EMF 1976; END 1982;
ENADID 1992, 1997) 100 6,3 100 4,7 100 3,5 100 2,7
Sin instrucción 34 7,5 12 7,2 15 5,6 6 4,7
Primaria incompleta 38 6,8 32 5,5 23 4,3 17 3,7
Primaria completa 18 4,6 19 4,2 20 3,2 22 3,1
Secundaria y más 10 3,2 37 3,0 42 2,4 55 2,2

Chile (Censos/registros 1970, 1982, 1992) 100 3,9 100 3,0 100 2,5 – –
0-3 años 31 5,3 13 3,9 7 2,8 – –
4-6 años 28 4,4 25 3,4 17 2,4 – –
7-9 años 10 3,4 35 2,9 24 2,4 – –
10 años y más 31 2,5 27 2,3 52 2,4 – –

Brasil (EDS 1986, 1996)
Sin instrucción – – 100 3,4 100 2,5 – –
Primaria incompleta – – 7 6,5 5 5,0 – –
Primaria completa – – 67 5,1 33 3,3 – –
Secundaria y más – – - 3,1 – 2,4 – –
Superior – – 26 2,5 62 1,6 – –

Fuente: Schkolnik (1998); Encuestas de Demografía y Salud nacionales, varios años, www.measuredhs.com.

a Las fuentes no son necesariamente comparables en términos de las categorías de nivel de instrucción. El cuadro se construyó tratando de
que las categorías sean coherentes para las fuentes de un mismo país.

b EDENH: Encuesta Demográfica Nacional de Honduras; EDS: Encuestas de Demografía y Salud; EMF: Encuesta Mundial de Fecundidad;
END: Encuesta Nacional Demográfica; ENADID: Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica; ENDEMAIN: Encuesta Demográfica y de
Salud Materna e Infantil; ENDESA: Encuesta Nacional de Salud; ENESF: Encuesta nacional de epidemiología y salud familiar; EPDS Encues-
ta de Prevalencia, Demografía y Salud.
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GRAFICO 1

América Latina (seis países): Tasa global de fecundidad según nivel
de instrucción de las madres, quinquenios entre 1970 y 2000
(Países seleccionados)

Honduras

0

2

4

6

8

10

T
G

F

Sin
instrucción

1-3 años

4-6 años

7 y más
años

Sin
instrucción

Primaria

Intermedia

Secundaria

 y más

México Chile

1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000

Bolivia

0

2

4

6

8

10

T
G

F

1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000

Colombia

0

2

4

6

8

10
T

G
F

Sin
instrucción

Primaria

Secundaria
 y más

Ecuador

0

2

4

6

8

10

T
G

F

Sin
instrucción

Primaria

Secundaria
  y más

1975 1980 1985 1990 1995 2000 1970 1980 1990 2000 2010

0

2

4

6

8

10

T
G

F

Sin
instrucción

Primaria
incompleta

Primaria
completa

Secundaria y
más

0

2

4

6

8

10

T
G

F

0-3 años

4-6 años

7-9 años

10 y más

1970 1975 1980 1985 1990 1995 2000 1965 1970 1975 1980 1985 1990 1995

Fuente: Cuadro 3.

tendencia general hacia la convergencia en valores
bajos.

Los datos de algunas Encuestas de Demografía
y Salud de finales de la década de 1990 y comienzos
de la de 2000 permiten evaluar lo que ha sucedido re-
cientemente con las tendencias de la fecundidad y tam-
bién de la mortalidad infantil. Como ya se ha dicho,
varios estudios han formulado hipótesis acerca del
efecto que la crisis ha tenido sobre estas variables. En
particular, se considera que la crisis y las medidas de

ajuste económico no habrían detenido el descenso de
la mortalidad infantil ni de la fecundidad y que los
cambios demográficos se habrían independizado del
proceso de desarrollo. Más aún, la crisis habría pro-
fundizado el deseo de tener menos hijos, por la difi-
cultad de asegurar una crianza adecuada. En este sen-
tido, para los grupos rezagados se esperaría que con-
tinuara la disminución de la fecundidad. Los datos
muestran que el comportamiento de los distintos sec-
tores sociales es heterogéneo. Por ejemplo, la tendencia
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reciente en cuanto al promedio de hijos muestra que
los sectores rezagados en general continuaron con
dicho proceso, aunque en varios casos con menos in-
tensidad que en el pasado. En los sectores con mayor
nivel de instrucción, la tasa global de fecundidad tien-

de a estabilizarse, por lo general en valores todavía su-
periores a los observados en el mundo desarrollado,
aunque países de fecundidad baja de la región ya lle-
garon a tasas cercanas o inferiores a las de reemplazo
(cuadro 3).

IV
El aporte de los grupos rezagados

a la transición demográfica nacional

Esta sección analizará los cambios en la fecundidad
atribuibles a dos tipos de factores, tratando de identi-
ficar la importancia de cada uno de ellos. Estos facto-
res son, por un lado, los cambios en la movilidad so-
cial de una población (usando como aproximación la
proporción de mujeres en edad fértil en los diferentes
grupos conformados según el grado de instrucción) y,
por otro, los cambios en las tasas de fecundidad den-
tro de cada grupo educativo, no atribuibles a la movi-
lidad social.

En consecuencia, por un lado está el posible im-
pacto de los cambios en el perfil educativo de una
población sobre su fecundidad media, es decir, cuánto
varía la tasa de fecundidad según los cambios en la
estructura educativa de la población, sin que se hayan
producido dentro de cada grupo modificaciones de la
fecundidad atribuibles a otros factores. Por ejemplo,
una población puede tener en un momento 2 una ma-
yor proporción de mujeres con educación media o alta
que en el momento 1, que es el tipo de fenómenos im-
plícitos en los procesos de movilidad social. Si las
mujeres mantienen la fecundidad del grupo, la fecundi-
dad descenderá sólo por efecto de la mayor proporción
de mujeres con más instrucción en la población total.

Por otro lado, las tasas de fecundidad son afecta-
das por otros factores que operan dentro de los grupos
y que no tienen que ver con la distribución de las
mujeres por estratos sociales o niveles educativos. En
este caso se podría apreciar un cambio en la tasa de
fecundidad de una población entre un momento 1 y un
momento 2, aun cuando no haya habido avances en el
terreno de la educación (en el caso de las mujeres en
edad fértil). Esto podría deberse a una mayor oferta de
anticonceptivos, a la implementación de políticas de
planificación familiar o, incluso, al hecho de que las
mujeres de los grupos más rezagados hayan comenza-
do a adoptar nuevos patrones reproductivos por otros

motivos, incluso como respuesta a un período de cri-
sis económica.

Para efectuar este análisis se ha recurrido a un
procedimiento de tipificación (estandarización) utiliza-
do en Weinberger y otros (1989), donde se demostró
la existencia de importantes contribuciones de ambos
factores en la experiencia de cuatro países latinoame-
ricanos en los decenios de 1970 y 1980. En el presen-
te artículo, al igual que en un trabajo anterior
(Schkolnik y Chackiel, 1998), se ha aplicado el mis-
mo procedimiento a un número mayor de países, in-
corporando ahora información de períodos más recien-
tes. Debe señalarse que el ejercicio da una idea global
de la contribución de los dos factores señalados, pero
es poco robusto cuando las variaciones de la tasa glo-
bal de fecundidad son muy pequeñas, pues la sensibi-
lidad de los resultados a imprecisiones menores de las
estimaciones podría conducir a conclusiones erróneas.

En el cuadro 4 se presenta el cambio en la fecun-
didad atribuible al perfil educativo de las mujeres (lla-
mado “efecto distribución”) y el cambio al interior de
los grupos atribuible a otros factores (llamado “efecto
tasas”), mostrando tanto el aporte absoluto (magnitud)
como el aporte porcentual de cada uno de ellos al cam-
bio total de la tasa entre dos momentos.

Para calcular el peso del “efecto distribución” y
del “efecto tasas”, se siguió el procedimiento que se
describe a continuación. En primer lugar, se calcula-
ron las siguientes tasas globales de fecundidad:
— TGF(1), tasa global de fecundidad del momento 1

(combinación de las tasas por grupos de educa-
ción en el momento 1, ponderadas por la propor-
ción de cada grupo en el momento 1).

— TGF(2), tasa global de fecundidad del momento 2
(combinación de las tasas por grupos de educa-
ción en el momento 2, ponderadas por la propor-
ción de cada grupo en el momento 2).
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CUADRO 4

América Latina (seis países): Aporte del “efecto tasas”, del
“efecto distribución” y de los cambios en la fecundidad de
cada grupo frente al cambio de la tasa global de fecundidad (TGF)a b

Países y fuentes Fecundidad
Decenio de 1970 Decenio de 1980 Cerca de 2000

Aporte Aporte Aporte Aporte Aporte Aporte
absoluto porcentual absoluto porcentual absoluto porcentual

Bolivia (Censo 1976; EDS 1989,1994, 1998)
“Efecto tasas” -0,9 62 0,1 -97 -0,1 10
“Efecto distribución” -0,8 50 -0,2 166 -0,4 89
Grupos:

Sin instrucción -1,5 55 0,4 -64 0,6 -120
Básico -0,6 24 0,1 -38 -0,2 130
Intermedio 0,5 -8 0,4 -68 -0,3 90
Medio o más -1,1 29 -0,2 70 0,0 0

Honduras (EDENH 1975, 1983; EDS 1991/92, 1996)
“Efecto tasas” 0,3 -58 -0,9 80 -0,1 44
“Efecto distribución” -0,7 138 -0,2 23 -0,2 55
Grupos:

Sin instrucción 0,5 -67 -1,0 23 0,1 -9
1 a 3 años de instrucción 0,4 -44 -1,3 39 -0,3 50
4 a 6 años -0,1 11 -0,9 33 -0,1 24
7 años o más 0,0 0 -0,2 5 -0,2 35

Ecuador (EMF 1979, EDS 1987, Enc.1994, 1999)
“Efecto tasas” -1,4 86 -0,5 73 -0,2 74
“Efecto distribución” -0,3 21 -0,2 32 -0,1 28
Grupos:

Sin instrucción -2,2 15 -0,2 1 -0,6 12
1 a 6 años de instrucción -1,8 70 -0,8 90 -0,2 38
7 años o más -0,5 15 -0,2 9 -0,2 50

México (EMF 1976/77, Enc. 1982, 1992, 1997)
 “Efecto tasas” -0,7 39 -1,0 92 -0,4 56
“Efecto distribución” -1,0 66 -0,1 25 -0,4 57
Grupos:

Sin instrucción -0,3 11 -1,6 22 -0,9 27
Primaria incompleta -1,3 70 -1,2 34 -0,6 34
Primaria completa -0,4 13 -1,0 22 -0,2 12
Más que primaria -0,2 6 -0,6 22 -0,2 27

Colombia (EMF 1976, EDS 1986, 1995, 2000)
“Efecto tasas” -1,0 64 -0,2 52 -0,3 76
“Efecto distribución” -0,8 54 -0,3 62 -0,1 24
Grupos:

Sin instrucción -1,7 28 -0,4 10 -0,9 11
Primaria -1,0 64 -0,4 90 -0,2 24
Secundaria o más -0,2 8 0,0 0 -0,3 65

Chile (Censo y registros 1970, 1982 y 1992)
“Efecto tasas” -0,8 83 -0,5 96 – –
“Efecto distribución” -0,3 34 -0,3 44 – –
Grupos:

0 a 3 años de instrucción -1,4 42 -1,1 26 – –
4 a 6 años -1,0 35 -1,0 49 – –
7 a 9 años -0,5 15 -0,5 34 – –
10 años o más -0,2 8 0,1 -9 – –

Fuente: Elaboración propia sobre la base del cuadro 3.

a Véase la descripción del “efecto tasas” y del “efecto distribución” en la sección IV, párrafo quinto. Véase también nombres completos de
las encuestas en el cuadro 3, nota b.

b En Bolivia (decenio de 1980) y Honduras (decenio de 1970) los resultados de la contribución atribuible a los grupos de educación no son
consistentes con los resultados globales, por las imprecisiones de las fuentes.
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— TGF(HE), tasa global de fecundidad hipotética, re-
sultante de la combinación de las tasas por grupos
de educación en el momento 1, ponderadas por la
proporción de cada grupo en el momento 2.

— TGF(HT), tasa global de fecundidad hipotética, re-
sultante de la combinación de las tasas de cada
grupo de educación en el momento 2, pondera-
das por la proporción de cada grupo en el momen-
to 1.
A partir de estas tres tasas se realizaron las si-

guientes comparaciones:
— TGF(2) – TGF(1) = cambio total real entre el mo-

mento 1 y el momento 2;
— TGF(HE) – TGF(1) = cambio que se habría dado si

sólo se modificara el perfil educativo.
— TGF(HT) – TGF(1) = cambio que se habría dado si

sólo se modificaran las tasas de fecundidad de
cada grupo educacional.
A su vez, el cociente

 (TGF(HE) – TGF(1))/( TGF(2) – TGF(1))

indica la proporción del cambio total atribuible al mero
efecto de la educación, lo que se denominó “efecto
distribución”. Análogamente, se calcula el cambio es-
perado debido al mero cambio en las tasas de cada
grupo, lo que se llamó “efecto tasas”:

 (TGF(HT) – TGF(1))/( TGF(2) – TGF(1))

La suma de ambos efectos puede ser levemente
distinta de uno por la interacción de ambos factores.

A partir de los cálculos realizados se corrobora-
ron los hallazgos de Weinberger y otros (1989): am-
bos factores desempeñan un rol muy importante en el
cambio de la fecundidad de los países, y el aporte
debido al “efecto tasas” sería, en la mayoría de ellos,
mayor que el debido al “efecto distribución”, sobre
todo en los casos en que ya se ha logrado una fecun-
didad baja. Los resultados, que figuran en el cuadro 4,
se ilustran para tres países en el gráfico 2. Se puede
observar en dicho cuadro que ello en general ocurre
en Ecuador, México, Colombia y Chile, con algunas
excepciones en México y Colombia.

En los países más avanzados en la transición, el
“efecto tasas” se incrementa en el último período, lo
que surge de cambios más generalizados en la fecun-
didad dentro de los distintos grupos sociales y también
porque se atenúan los cambios en la estructura por
nivel educacional. Como consecuencia, se observa algo
semejante cuando se examinan las diferencias entre
países tomando en cuenta la etapa de la transición por
la que atraviesan. Por ejemplo, en Chile el aporte del

GRAFICO 2

América Latina (tres países): Aportes del
“efecto tasas” y del “efecto distribución”,
según grupos educacionales, al cambio de
la fecundidad del país, decenios de 1970,
1980 y 1990

Fuente: Cuadro 4.
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Efecto distribución Efecto tasas

porcentajes

porcentajes

1970-1980

1980-1990

1990-2000

1970-1980

1980-1990

“efecto tasas” al cambio en la TGF es superior a 80%,
y llega al 96% en el período más reciente, mientras que
en Bolivia y Honduras predomina en general el “efec-
to distribución”. En estos dos países podrían presen-
tarse algunas irregularidades, producto de la calidad de
los datos y de la robustez del ejercicio por la pequeña
reducción de la TGF.

El aporte porcentual de cada uno de los grupos por
nivel de instrucción se calculó tomando el cambio ocu-
rrido en cada grupo educacional en el período compren-
dido entre encuestas y ponderándolo por el peso del
grupo que surge del promedio de la distribución por
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nivel educacional en las dos fuentes consideradas. La
contribución de cada grupo al cambio en la fecundidad
se presenta en el mismo cuadro 4 y se ilustra en el grá-
fico 3. La mayor contribución al descenso de la fecun-
didad está dada, en general, por los grupos con instruc-
ción “primaria” o “1 a 6 años de estudio”. Si bien en
algunos casos las mayores bajas en números absolutos
se observan entre las mujeres sin instrucción, en los
países de transición avanzada el aporte de este grupo al
descenso de la fecundidad es menor, por su pérdida de
importancia relativa tras la universalización de la ense-
ñanza básica (cuadro 3).

Para ilustrar lo que ocurre en los países en las
primeras etapas de la transición, se recurrió a los ca-
sos de Bolivia y Honduras (cuadro 4). En Bolivia, entre
las décadas de 1970 y de 1980, los mayores cambios
en la fecundidad están en los extremos y la mayor
contribución al descenso corresponde al grupo “sin
instrucción” (55%), que exhibe un mayor cambio ab-
soluto y un mayor peso relativo. En la década de 1980,
los datos de Bolivia están afectados por los problemas
de falta de robustez ya mencionados, que se pueden
presentar cuando los cambios son menores, lo que
podría explicar el hecho de que el “efecto tasas” tien-
da a elevar la fecundidad. Ya en el período más recien-
te (finales de la década de 1990) se observa la mayor
importancia del aporte de las mujeres con enseñanza
básica. En Honduras el comportamiento se parece más
al de los países más adelantados en la transición, ob-
servándose los mayores aportes en las mujeres con 1
a 6 años de estudio.

En síntesis, en los últimos años ya no se observa
que los aportes al descenso de la fecundidad se deban
principalmente a los grupos de altos niveles de educa-
ción formal, con la expectativa de que luego se extien-
da a los demás. Es probable que esto se deba a que esos
sectores experimentaron antes de 1970 los cambios
demográficos importantes, incluso en los países reza-
gados en la transición. Al parecer, los descensos ac-
tuales de la fecundidad se estarían dando fundamen-
talmente por el aporte de las mujeres de más baja ins-
trucción, principalmente las que han cursado estudios
básicos, dado que en muchos países aquellas sin ins-
trucción han llegado a representar un porcentaje muy
bajo de la población.

GRAFICO 3

América Latina (tres países): Contribución
de las tasas de cada grupo educacional al
cambio de la fecundidad del país, decenios
de 1970, 1980 y 1990

Fuente: Cuadro 4.
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V
Los determinantes próximos

de la fecundidad

En las secciones anteriores se ha visto que en los últi-
mos años los sectores sociales más rezagados, incluso
en países de alta fecundidad, han iniciado su proceso
de transición. Si bien se observan cambios en estos
grupos, aún mantienen fecundidad elevada y su posición
de desventaja social y económica. Además, como se ha
mencionado, es probable que las motivaciones y los
mecanismos que producen la transición en ellos no sean
los mismos que en el modelo europeo del siglo XIX y
en los sectores medios y altos de América Latina.

 La influencia de los cambios sociales en la fe-
cundidad es mediatizada por un conjunto de determi-
nantes próximos que tienen que ver con la exposición
a la concepción, al embarazo y al parto (Davis y Blake,
1956; Bongaarts, 1978 y 1982). En lo que sigue, apro-
vechando información proporcionada por las Encues-
tas de Demografía y Salud y otras encuestas, se hará
referencia principalmente al comportamiento de los
determinantes próximos que pudieran haber tenido
mayor impacto sobre el descenso de la fecundidad en
los grupos más rezagados.

Se ha observado que los factores asociados a la
disminución de la fecundidad en los países europeos
pudieran estar presentes en las mujeres con más ins-
trucción de América Latina. En Europa, en los inicios
de la transición, tuvo un papel importante la nupcia-
lidad (matrimonios menos frecuentes y más tardíos) y,
posteriormente, el aumento en la prevalencia de anti-
conceptivos modernos (Zavala de Cosío, 1992).

En América Latina, sin embargo, las mujeres de
los estratos más bajos parecerían no estar siguiendo
dichas pautas en lo que se refiere a la nupcialidad y
sólo parcialmente en lo relativo a la anticoncepción.
Esto, sin embargo, no puede atribuirse al deseo de tener
una familia numerosa, pues en sus declaraciones del
número deseado de hijos no están tan alejadas del ta-
maño ideal de familia declarado por aquellas que tie-
nen mayor nivel de instrucción. En efecto, el número
ideal de hijos que declaran en las encuestas las muje-
res de grupos rezagados (cuadro 5) es relativamente
bajo y, aunque resulta sistemáticamente mayor, no
muestra gran diferencia con el declarado por las mu-
jeres con más instrucción. Por ejemplo, el número ideal

de hijos para las mujeres sin instrucción es de 2,7 en
Brasil y Bolivia, de 2,9 en Colombia y Perú, y de 3,1
en Ecuador, mientras entre las con mayor instrucción
varía entre 2,2 y 2,4 en los mismos países. Esto se
traduce en que las brechas entre la fecundidad obser-
vada y la deseada en los grupos rezagados son de con-
siderable magnitud (por ejemplo, 5,0 contra 2,7 en
Brasil, 5,6 contra 3,1 en Ecuador, 5,1 contra 2,9 en
Perú, 7,1 contra 2,7 en Bolivia, 6,4 contra 3,5 en Hai-
tí). Los casos de Colombia y Perú, que contienen datos
de la década de 1970, muestran asimismo que las mu-
jeres con menor instrucción no siempre desearon un
número de hijos tan bajo como el señalado en las en-
cuestas recientes. En las últimas décadas al parecer se
ha evolucionado hacia un menor número deseado de
hijos, lo que ha afectado a las mujeres de todos los gru-
pos sociales, incluso las de estratos más bajos, aunque
las motivaciones de cada grupo pueden ser diferentes.

Los estudios realizados sobre los principales de-
terminantes próximos de la fecundidad (nupcialidad,
infertilidad posparto, anticoncepción y aborto) mues-
tran que la anticoncepción es la variable que ha influi-
do decisivamente en el descenso de la fecundidad en
la región. Esto también parece ser así en el caso de los
grupos más rezagados, observándose que en ellos ha
aumentado el uso de anticonceptivos, incluidos los
modernos. El aborto ha quedado excluido de los estu-
dios por falta de información, aunque hay indicios de
que puede estar desempeñando un papel importante en
todos los sectores sociales (Ferrando, 2003).

Debido a la urbanización, la expansión de la edu-
cación, el mejoramiento de la situación de la mujer y
los esfuerzos de los programas de planificación fami-
liar, entre otros factores, la información sobre anticon-
ceptivos y cómo obtenerlos se ha difundido en los
países de la región y en los distintos grupos sociales.
En general, a medida que aumenta la cobertura de la
educación formal, aumenta el uso de anticonceptivos.
Es posible distinguir dos patrones de uso según secto-
res sociales, lo que está ligado al nivel de la fecundi-
dad en cada país (cuadros 5 y 6). Así, se tiene por un
lado países que en general exhiben fecundidad alta
y media, en los cuales hay una gran diferencia de
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comportamiento anticonceptivo entre los grupos con el
máximo nivel de instrucción y aquellos con el nivel
mínimo (por ej.: Guatemala, Bolivia y, en menor medi-
da, Nicaragua). Por el otro lado están aquellos países,
generalmente de menor fecundidad, que muestran me-
nos diferencia en el comportamiento anticonceptivo de
dichos grupos y en los cuales las mujeres de menor
instrucción se han incorporado con mayor intensidad a
la práctica anticonceptiva (como Brasil y Colombia).

 En el primer grupo de países, según las encues-
tas más recientes, hay una mayor diferencia en el uso
de anticonceptivos modernos entre las mujeres con
menos y con más instrucción (por ejemplo, 16 contra
54 en Guatemala y 8 frente a 38 en Bolivia) y una
utilización relativamente baja de la esterilización fe-
menina, como se ve en el cuadro 6 (en Guatemala 11
frente a 24 y en Bolivia 4 frente a 8). En estos países
este último método, en general, tiene mayor prevalen-
cia entre las mujeres con más instrucción. En el segun-
do grupo de países hay menor diferencia en el uso de
anticonceptivos modernos entre mujeres con más y con
menos instrucción (57 frente a 75 en Brasil y 56 fren-
te a 65 en Colombia), observándose un nivel elevado
de esterilización femenina en todos los grupos (46 fren-
te a 36 en Brasil y 39 frente a 23 en Colombia), posi-
blemente porque los programas de planificación fami-
liar hacen hincapié en este método. De todas maneras,
cabe mencionar que en los países con mayor descenso
de la fecundidad la esterilización femenina es más
marcada entre las mujeres con menor instrucción, lo
que ha dado pie a dudas acerca de si las usuarias han
decidido su uso en forma voluntaria o han sido indu-
cidas a adoptar este método por no tener acceso a otras
opciones disponibles o por carecer de información
sobre ellas. Es probable que este comportamiento se
deba en parte a que en el grupo con menor nivel de
instrucción la estructura por edades de las mujeres es
más envejecida, por lo que pudieron haber hecho ma-
yor uso de la esterilización. Las generaciones más re-
cientes de mujeres, en cambio, han tenido más acceso
a otros métodos de anticoncepción.

En síntesis, al comparar las mujeres sin instruc-
ción en estos dos grupos de países se observa que las
diferencias en las tasas globales de fecundidad se en-
cuentran asociadas a diferencias en el uso de anticon-
ceptivos modernos, principalmente de la esterilización
femenina.

Ciertos aspectos del comportamiento reproductivo
y el resultado final del tamaño de la familia están vin-
culados al comportamiento de las mujeres en materia
de nupcialidad (edad al casarse, frecuencia con que se

realizan las uniones, importancia del celibato perma-
nente, tiempo de permanencia dentro de las uniones,
entre otros aspectos).

Como se ha mencionado, en los inicios de la tran-
sición de la fecundidad en los países de Europa occi-
dental, tanto la postergación de los matrimonios como
el incremento del celibato tuvieron un impacto decisi-
vo (Zavala de Cosío, 1992). Asimismo los indicadores
de nupcialidad para las mujeres de los sectores socia-
les medios y altos en América Latina muestran com-
portamientos que, si bien pueden no ser tan extremos
como aquéllos, van en la misma dirección. La edad a
la que se efectúa la primera unión de las mujeres que
tienen educación media o superior oscila, en general,
alrededor de los 24 años (cuadro 5) y el porcentaje de
solteras al final del período fértil es superior al que se
encuentra en los restantes grupos. Sin embargo, en
los sectores de mujeres con menor instrucción, los pa-
trones de nupcialidad han influido menos que la
anticoncepción en el descenso de la fecundidad. En
cambio, entre las mujeres con más instrucción estos
patrones han tenido —y tienen— un papel más impor-
tante.

Los indicadores de nupcialidad derivados de las
Encuestas de Demografía y Salud muestran que las
mujeres sin instrucción tienen una mayor exposición
a la concepción que las con mayor instrucción, tanto
por el menor porcentaje de solteras como por el ma-
yor tiempo transcurrido en uniones en períodos simi-
lares y por la primera unión a temprana edad. En efec-
to, la edad a la fecha de la primera unión es más baja
entre estas mujeres que entre aquellas con mayor ni-
vel de instrucción, pero no se observan —como en el
caso anterior— diferencias entre países con diferente
nivel de fecundidad (cuadro 5).

La duración de la lactancia —un componente
fundamental de la infertilidad posparto— también ha
sido considerada como un determinante próximo de la
fecundidad de mucha importancia, que influye en la
exposición al riesgo de embarazo, los intervalos entre
nacimientos y el nivel de la fecundidad final. Puesto
que la lactancia suspende la ovulación, prolongando la
amenorrea posparto, se esperaría encontrar que el des-
censo de la fecundidad estuviera asociado a períodos
más prolongados de lactancia.

 En América Latina existe tradicionalmente el
ideal de una lactancia prolongada, que resalta la im-
portancia de la leche materna para la salud y el desa-
rrollo futuro del niño, especialmente en los sectores
sociales menos aventajados. Sin embargo, los meses
de lactancia encontrados en las últimas encuestas
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muestran una cierta heterogeneidad, que va de un pro-
medio nacional de ocho meses en la República Domi-
nicana a 22 meses en Perú (cuadro 7).

Cuando se observa el promedio de meses de lac-
tancia por nivel de instrucción de las mujeres, se ad-
vierte que, tal como las restantes variables, también
ésta presenta diferencias, y tiende a disminuir a medi-
da que aumentan los años de instrucción, según mues-
tran los datos publicados de las EDS. De hecho este
comportamiento se observa también en otros países y
parece ser consecuencia del ritmo más acelerado de la
vida urbana, la mayor incorporación de las mujeres al
trabajo fuera del hogar, el insuficiente conocimiento de

los beneficios de la lactancia materna y la gran difu-
sión de alimentación alternativa fácil de obtener. Se ha
señalado que una de las causas de la disminución de
la lactancia materna es que las instituciones de salud
han desarrollado rutinas y prácticas que no la favore-
cen, tales como la separación de la madre y el recién
nacido, el establecimiento de horarios de alimentación
rígidos, el uso del biberón y la distribución de mues-
tras de otros tipos de alimentos en forma gratuita
(Rodríguez-García, Schaefer y Yunes, 1990).

Entre las mujeres sin instrucción la duración de
la lactancia es la más elevada —entre 10 y 25 meses—
y no se observan cambios significativos en el tiempo

CUADRO 7

Meses de lactancia según nivel de instrucción de las mujeres
en países seleccionados de América Latina en distintas etapas
de la transición demográfica

Nivel Nivel de instrucción
de Total Sin instrucción Primaria Secundaria Superior
fecundidad TGF Lactancia TGF Lactancia TGF Lactancia TGF Lactancia TGF Lactancia

Alta
Guatemala
DHS-87 5,6 20,6 7,0 22,9 5,6 20,1 3,3 14,4 – –
DHS-95 5,1 19,8 7,1 22,2 5,1 19,0 2,7 11,0 1,8 9,6
DHS-98/99 5,0 19,9 6,8 21,4 5,2 19,0 2,9 13,6 – –

Media alta
Bolivia
DHS-89 4,9 16,2 6,1 17,8 5,9 17,3 4,5 15,2 2,9 12,3
DHS-94 4,8 17,5 6,5 20,7 6,0 18,0 4,9 15,2 2,7 15,1
DHS-98 4,2 17,5 7,1 20,5 5,8 18,4 4,6 15,8 2,7 15,9
Nicaragua
ESF-92/93 4,5 12,3 6,8 15,9 4,7 12,2 3,4 9,6 2,4 9,4
DHS-98 3,9 12,2 6,1 17,6 4,7 14,1 2,7 8,4 1,5 6,0
DHS-2001 3,2 17,0 5,2 20,2 3,8 18,4 2,5 14,7 1,7 9,4

Media baja
Perú
DHS-86 4,5 16,3 7,0 – 6,1 – 4,7 – 2,9 –
DHS-92 3,5 17,3 7,1 21,9 5,1 19,3 3,1 14,8 1,9 10,3
DHS-96 3,5 19,5 6,9 22,4 5,0 19,9 3,0 19,5 2,1 15,0
DHS-2000 2,9 21,6 5,1 25,4 4,0 21,9 2,4 22,0 1,8 17,4
República
Dominicana
DHS-86 3,7 9,4 5,3 12,7 4,3 10,0 2,9 7,2 2,1 6,2
DHS-91 3,3 5,9 5,2 16,6 3,8 7,1 2,8 5,2 2,6 2,5
DHS-96 3,2 7,6 5,0 14,2 3,0 9,1 2,6 6,5 1,9 4,4
Colombia
DHS-86 3,3 11,1 5,4 12,4 4,2 11,9 2,5 9,5 1,5 –
DHS-90 2,9 8,5 4,9 13,7 3,6 9,4 2,4 7,8 1,6 4,9
DHS-95 3,0 11,3 5,0 12,2 3,8 12,6 2,6 10,6 1,8 7,8
DHS-2000 2,6 13,1 4,0 9,9 3,6 16,9 2,4 12,6 1,5 6,4

Baja
Brasil
DHS-86 3,4 – 6,5 – 5,1 – 3,1 – 2,5 –
DHS-96 2,5 7,0 5,0 5,8 3,3 7,6 2,4 6,5 1,6 7,5

Fuente: Encuestas Nacionales de Demografía y Salud (varios años), www.measuredhs.com.
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dentro de cada país, por lo cual se hace evidente que
al menos en los últimos años esta variable no ha inci-
dido en los cambios en el nivel de la fecundidad. A
esto se puede agregar que las mismas encuestas mues-
tran que —entre las mujeres sin instrucción— la du-
ración de la lactancia es incluso menor en los países
de más baja fecundidad, como Colombia y República

Dominicana, en comparación con países que tienen
mayor fecundidad, como Guatemala y Bolivia. En
estos últimos, si bien la duración de la lactancia es
mayor, lo que favorecería el descenso de la fecundi-
dad, es evidente que esto no logra compensar el me-
nor uso de anticonceptivos como determinante del
descenso de la fecundidad.

VI
Conclusiones

Así como en todos los procesos de transición demo-
gráfica conocidos, en América Latina también en los
grupos más rezagados (identificados a través de las
mujeres sin instrucción o con nivel primario) ya se lle-
gó a la etapa del descenso de la fecundidad, probable-
mente estimulado por la baja de la mortalidad infantil
que lo habría precedido. Asimismo, hubo un descenso
de la fecundidad en estos grupos en casi todos los paí-
ses de la región, independientemente del nivel en que
se encuentren en el proceso de transición demográfica
y del nivel de fecundidad del que partieron o en que se
encuentran actualmente. Los datos obtenidos de las EDS

más recientes confirman este comportamiento.
En los países de transición más avanzada ya es

posible apreciar, entre los grupos sociales, una tenden-
cia decreciente y convergente hacia niveles bajos, aun-
que sigue habiendo diferencias según nivel de instruc-
ción. Más aún, los niveles actuales de la TGF entre los
grupos más rezagados son, todavía, elevados en rela-
ción con el promedio de la región. En los países de
fecundidad alta y media se observa una mayor brecha
entre grupos según el nivel de instrucción, y la TGF de
los grupos rezagados muestra un descenso menor y en
algunos casos incluso aumentos. Para estos países su
valor es todavía propio de una fecundidad alta, gene-
ralmente superior a 5 hijos por mujer.

Con respecto a la contribución al descenso de la
TGF por efecto de la movilidad social y el cambio al
interior de los sectores, los resultados indican que en
los inicios de la transición —1960 y 1970— ambos
factores fueron importantes, con preponderancia siem-
pre del último. En años recientes los cambios estuvie-
ron más asociados a lo ocurrido en los grupos rezaga-
dos. Ya en la última década los descensos de la fecun-
didad en los países provienen principalmente del aporte
de las mujeres de bajo nivel de instrucción. En los

países más atrasados en la transición el comportamien-
to es más heterogéneo, y en los más avanzados la
mayor contribución está dada más claramente por las
mujeres con educación primaria.

Las mujeres de los grupos más rezagados —que
desean un tamaño de familia no tan alejado del que
desean aquellas con mayor instrucción— no muestran
un comportamiento parecido a éstas en cuanto a la pos-
tergación del matrimonio, sino que mantienen una
nupcialidad temprana. Se ha observado entre ellas, sin
embargo, un incremento en el uso de anticonceptivos,
aunque —como era de esperar— en niveles inferiores
a las de instrucción mayor. En este aspecto hay dife-
rencias entre los países observados: en los países de
menor fecundidad el comportamiento anticonceptivo
de las mujeres de bajo nivel de instrucción presenta
menor diferencia, con respecto al de mayor instrucción,
en el uso de anticonceptivos modernos, en particular
la esterilización. El uso de este último método incluso
es superior entre las mujeres de menor instrucción y
puede haber estado asociada en parte con decisiones
no totalmente voluntarias de las usuarias, sino que con-
dicionadas por la falta de información y de acceso a
otras opciones. En los países de mayor fecundidad, el
uso de anticonceptivos es bajo, lo que sin duda man-
tiene en niveles altos la fecundidad de los grupos más
rezagados.

 En síntesis, la baja de la mortalidad infantil (pro-
ducida fundamentalmente por factores exógenos) es-
taría en el origen del descenso de la fecundidad en los
grupos rezagados, lo que también coincide con la ex-
pansión educativa, el deseo de un menor número de
hijos y una mayor oferta de anticonceptivos, aunque
de acceso muy restringido para estos sectores. Las
posibles bajas futuras de la mortalidad infantil, aún
elevada en estos grupos, podría conducir a mayores
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I
Introducción

Las elaboraciones teóricas y metodológicas de Amartya
Sen acerca de la pobreza representaron un claro punto
de inflexión tanto en las perspectivas de análisis como
en la política pública (Sen, 1981, 1983 y 1995). Al si-
tuar el problema de la pobreza no simplemente en la
carencia de recursos sino en las capacidades de los
hogares y sus miembros, se gestaron nuevos enfoques
(de análisis y acción) centrados en las desventajas que
afectan a determinados sectores y que generan y repro-
ducen situaciones de pobreza. Esta nueva perspectiva
de análisis significó ubicar el tema de la pobreza en el
marco de los debates teóricos sobre la igualdad y los
derechos de ciudadanía en las sociedades contempo-
ráneas. Al mismo tiempo, se comenzó a explorar (y
revalorizar) diversas dimensiones socioeconómicas de
nivel micro, meso y macro que limitan las capacida-
des de los hogares para alcanzar una plena integración
social. Como resultado, el análisis de la pobreza alcan-
zó un nivel de complejidad mayor.

El presente artículo se inspira en esa perspectiva
de análisis, al retomar dos de sus supuestos fundamen-
tales. Por un lado, se pretende superar una visión está-
tica, taxativa y dicotómica (pobre / no pobre) de la
pobreza, para asumir una más dinámica y procesal que
hace hincapié en la acumulación de ventajas y/o des-
ventajas. Este enfoque analítico se ha desarrollado y
consolidado a través de la literatura contemporánea
sobre vulnerabilidad y exclusión social, donde los pro-
cesos de desafiliación son concebidos como resultado
de una creciente concentración y acumulación de des-
ventajas en sectores particulares de la sociedad.1 Por
otro lado, y en relación directa con el supuesto ante-
rior, se asume la necesidad de explorar dimensiones
socioculturales asociadas a situaciones de pobreza en
que pueden hallarse entramados de desventajas que se
retroalimentan mutuamente. El mercado de trabajo,
pero también el hogar de origen, el barrio y la comu-
nidad local, entre otros, constituyen ámbitos en que se
generan algunas de estas ventajas y/o desventajas. Los
múltiples factores y procesos que pueden desencade-
nar las desventajas surgidas en los espacios antes

mencionados emergen como tema central tanto para el
estudio y atención de grupos vulnerables, como para
incrementar nuestra capacidad de anticipar procesos de
exclusión social.

Aquí se intenta explorar tan sólo uno de los ám-
bitos en los cuales pueden generarse ventajas o des-
ventajas: el barrio y la comunidad local. En particu-
lar, se trata de analizar un factor específico asociado
al barrio y la vida comunitaria, como es el rol del es-
pacio público como potenciador de procesos de acu-
mulación de ventajas o desventajas en comunidades ur-
banas pobres. El disparador de este artículo es el inte-
rés por indagar cómo se experimenta o se vive el es-
pacio público barrial, y cómo afecta a sus habitantes
individualmente y a la comunidad en su conjunto.

Las reflexiones de este artículo se basan en el
estudio de las culturas juveniles dominantes (o “cultu-
ra de la calle”) en barrios con alta concentración de
pobreza en dos localidades del Gran Buenos Aires:
Lanús y Florencio Varela.2 En este sentido no se abor-
darán aspectos vinculados con las condiciones
ecológicas y económicas de los barrios pobres, sino que
la atención recaerá sobre las características de las re-
laciones y valores predominantes en el espacio públi-
co dominado por los jóvenes. En particular, se analiza
la generación de diferenciaciones estigmatizantes del
tipo “nosotros y ellos” vinculadas al espacio público
barrial. Estas diferenciaciones ocurren a distintos ni-
veles de análisis (micro, meso y macro) y van deposi-
tándose sobre el individuo como capas sucesivas que
actúan como fuentes de ventajas o desventajas en sus
vidas cotidianas.

El artículo consta de cinco secciones. En la que
sigue (sección II) se reflexiona en torno a la concep-
tualización del barrio como el espacio público más
inmediato, a mitad de camino entre el mundo de lo
público y lo privado, y al mismo tiempo, como una

1 Véase Paugam (1995), Room (1995), Castel (1999) y Bhalla y
Lapeyre (1999).

2 La información en que se basa este artículo fue obtenida a partir
del trabajo en terreno realizado en la segunda mitad del año 2000,
que abarcó 60 entrevistas con jóvenes habitantes de barrios de los
partidos de Lanús y Florencio Varela, pertenecientes al Gran Bue-
nos Aires. De esas entrevistas están tomadas las citas que aparecen
en cuerpo menor en las secciones III y IV. Tanto el nombre de los
entrevistados como el de los barrios han sido cambiados para pre-
servar su anonimato.
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fuente posible de ventajas y/o desventajas para la co-
munidad y sus habitantes. La sección III examina la
asociación de aspectos socioculturales con la dimen-
sión espacial, poniendo de relieve cómo el lugar de
residencia comienza a actuar como una fuente de des-
ventaja y exclusión. En la sección IV se explora la
conformación de una cultura juvenil dominante (o
cultura de la calle) en barrios con alta concentración
de pobreza, así como sus efectos sobre la comunidad

y en particular sobre los jóvenes. Finalmente, la sec-
ción V retoma los argumentos analizados para plantear
que en la Argentina contemporánea los barrios pobres
comienzan a sufrir una nueva desventaja asociada con
las normas, valores y prácticas que dominan el espa-
cio público local. Este nuevo aspecto se define como
una dimensión cultural de la segregación urbana que
actúa a un mismo tiempo como efecto y causa de la
exclusión.

II
Segregación urbana y espacio público

en enclaves de pobreza

Las diversas definiciones de comunidad local o barrio
presentan problemas prácticos e instrumentales comu-
nes, difíciles de resolver. Estos problemas se refieren
a las posibilidades de establecer límites o fronteras que
permitan su identificación como unidad de análisis.
Partiendo de una perspectiva sistémica de la comuni-
dad local, en este artículo se reconoce y asume que los
límites sociales y ecológicos de un barrio pueden ser
flexibles y difusos. El énfasis se ha puesto en las rela-
ciones sociales formales e informales entre vecinos.
Esto no significa abandonar la posibilidad de tomar al
barrio como unidad de análisis, sino centrar el análisis
en las relaciones sociales que tienen por sustento una
común referencia geográfica. Tales relaciones, como
señalaron Kasarda y Janowitz (1974), constituyen el
‘tejido social de las comunidades humanas, sean éstas
barrios, comunidades locales, o áreas metropoli-
tanas’.3 El contenido, fluidez y alcance de estas rela-
ciones se revelan en el proceso mismo de investiga-
ción, por lo cual no pueden ser predefinidas. El barrio
constituye entonces una unidad de análisis flexible,
cuya delimitación inicial puede (o no) modificarse en
el transcurso de la investigación.

El barrio como espacio de relación e interacción
social se asocia a la noción de espacio público local.
Entendido de esta manera, constituye el espacio públi-
co más inmediato; el primer encuentro público al abrir-
se la puerta de lo privado.4 El espacio público repre-

3 En este artículo, las citas entre comillas simples corresponden a
traducciones del inglés proporcionadas por el autor.
4 Retomando la distinción que plantea Rabotnikof (2003) entre los
diversos sentidos en que se ha planteado la diferenciación público-

privada, en este artículo esta dicotomía se equipara al contraste entre
apertura y clausura. ‘…Lo público designa lo que es accesible o
abierto a todos, en oposición a lo privado, entendido como aquello
que se sustrae a la disposición de otros’ (Rabotnikof, 2003, p, 20).
Uno de los ejes analíticos de este artículo reside precisamente en los
procesos de apropiación (y abandono) de estos espacios abiertos.

senta el locus donde tienen lugar los encuentros,
interacciones y relaciones sociales locales; sin embar-
go, los atributos que asumen estas prácticas sociales
están definidos por las características de la vida públi-
ca local y dependen de ellas. Por un lado, la esquina,
la placita, el parque, el quiosco o la tiendita, la puerta
de la escuela o el club, son espacios públicos donde el
barrio se manifiesta. Por otro lado, el clima —de se-
guridad o inseguridad, violencia o amistad, reconoci-
miento mutuo o indiferencia— que predomine moldea-
rá las características de las interacciones y relaciones
que se construyen en los espacios públicos locales. En
este sentido, como señalé más arriba, no puede asig-
narse a priori un contenido preciso a las prácticas so-
ciales que constituyen la esencia del barrio, como lo
han hecho algunas conceptualizaciones al enfatizar y
priorizar las redes sociales basadas en la amistad y/o
el parentesco. Coincidimos con Sampson (2001, p. 102)
en que ‘para bien o para mal, en muchos barrios los
vecinos son conocidos o extraños antes que amigos’,
e incluso cabe agregar que estas relaciones no necesa-
riamente están exentas de conflictos o dominadas por
valores y normas contrastantes.

Sin embargo, ya sea que estas relaciones se ba-
sen en la cooperación o en el conflicto y las interac-
ciones se sustenten en la amistad o en la indiferencia
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recíproca, el barrio constituye un espacio de prácticas
sociales y culturales conocidas y familiares para los
sujetos involucrados. Es decir, no se trata de un espa-
cio público cualquiera, sino de un espacio de tránsito
que separa (o une) el mundo de lo público y lo priva-
do. Es en este sentido que, como señala Pierre Mayol,
el barrio puede considerarse la privatización progre-
siva del espacio público. Según Mayol (1999, p. 8),
‘el barrio es, casi por definición, un dominio del en-
torno social puesto que es para el usuario una porción
conocida del espacio urbano en la que, más o menos,
se sabe reconocido. El barrio puede entonces enten-
derse como esa porción del espacio público en gene-
ral (anónimo para todo el mundo) donde se insinúa
poco a poco un espacio privado particularizado debi-
do a su uso práctico cotidiano’. Como resultado de esta
cercanía e inmediatez, el “espacio público barrial”
asume una particular relevancia en las experiencias y
condiciones de vida de quienes participan en él (i.e.,
los vecinos), y se le puede atribuir un efecto directo
sobre la comunidad local en la medida en que da lu-
gar a diversas prácticas de sociabilidad. De hecho, el
espacio público es un ingrediente fundamental para la
existencia misma de la comunidad. Sus efectos sobre
la comunidad en su conjunto y los vecinos en parti-
cular, sin embargo, pueden ser positivos o negativos
(en términos de representar una ventaja o una desven-
taja).

Freie (1998, p. 49) observa que ‘es en la arena
pública donde una gran diversidad de gente puede
encontrarse, donde el hábito de la asociación puede
desarrollarse, y donde las raíces de la democracia pue-
den ser cultivadas’. El espacio público y las prácticas
sociales que allí se generan pueden constituir la base
para desarrollar acciones colectivas, para el intercam-
bio de bienes, información y otros recursos, para efec-
tuar contactos, para generar, difundir y mantener de-
terminados valores y normas sociales. El barrio puede
ser entonces una fuente importante de capital cívico,
social y cultural.

Esta definición normativa de lo público, sin em-
bargo, no siempre coincide con la experiencia vivida.
En ciertos contextos, el espacio público representa el
riesgo de ser sujeto de violencia o crimen, el ámbito
de valores y normas alternativos u opuestos a los de
la sociedad mayor, o un espacio de aislamiento y se-
gregación. En cualquiera de estos contextos, la vida
pública local o las prácticas sociales que constituyen
el barrio asumen características particulares. En el pri-
mer caso, los vecinos pueden retirarse de la esfera
pública local mediante la ampliación de los límites de

la vida privada, con lo cual se aíslan más unos de otros
y disminuyen las probabilidades de generar acciones
colectivas o redes de ayuda mutua. En el segundo caso,
se pueden gestar y promover prácticas sociales que, al
sustentarse en valores y normas contrarios, alternati-
vos o rechazados por la sociedad, dificulten la integra-
ción social de los vecinos. En el tercer caso, el barrio
puede convertirse en una muralla social, al reproducir
condiciones de vida, relaciones sociales y experiencias
que resultan redundantes y poco enriquecedoras, lo que
en condiciones de pobreza adquiere una importancia
particular. Estas situaciones, destacadas simplemente
como algunos ejemplos entre otros que podrían men-
cionarse, no son recíprocamente excluyentes, sino que
pueden acumularse y reforzarse. La fragmentación
interna, el aislamiento con respecto a la sociedad glo-
bal y el empobrecimiento de la cartera de activos de
los hogares, son algunos de los efectos derivados de
las características que asuma el espacio público local
y que pueden hacer del barrio un pasivo, o para decir-
lo en términos menos economicistas, una fuente im-
portante de desventajas para sus propios habitantes y
para la comunidad en su conjunto.

El entorno socioespacial local emerge de esta
manera como un aspecto de particular importancia en
el estudio de la pobreza o, más específicamente, de
situaciones de vulnerabilidad social que pueden con-
ducir a la exclusión. Al asumir la presidencia de la
Asociación Demográfica de los Estados Unidos de
América, Douglas Massey visualizó el siglo XXI como
una era de extremos, en la cual la pobreza y la riqueza
tenderían a una concentración y un aislamiento crecien-
tes (Massey, 1996). Este proceso de dualización —so-
cial y espacial a la vez—, que está presente en países
desarrollados y en desarrollo, tendría profundas con-
secuencias sobre la capacidad de las sociedades con-
temporáneas de asegurar la integración social de sus
miembros. Según Massey (1996, p. 407), estas limita-
ciones estarían potenciadas por factores socioculturales
asociados con las nuevas condiciones de segregación
de los pobres urbanos: ‘En la emergente ecología de
la desigualdad, los mundos sociales de los pobres y de
los ricos divergirán para dar forma a subculturas dis-
tintas y opuestas. Entre quienes se hallan en el extre-
mo inferior de la distribución de ingresos, la concen-
tración espacial de la pobreza creará un entorno duro
y destructivo, perpetuando así valores, actitudes y com-
portamientos que son adaptativos dentro de un nicho
geográfico de pobreza intensa, pero que son perjudi-
ciales para la sociedad en general y destructivos para
los propios pobres’.
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Diversos estudios, particularmente algunos efectua-
dos en Estados Unidos y Europa,5 han abordado esta
dimensión de análisis. En América Latina, y en Argenti-
na en particular, son pocos los esfuerzos por explorar
las nuevas condiciones socioespaciales de la pobreza.

En el transcurso de las últimas tres décadas, y con
particular intensidad durante la de 1990, la sociedad
argentina sufrió una profunda transformación socioeco-
nómica, cuyos efectos sobre su estructura social ape-
nas comienzan a percibirse. Varios estudios6 han ex-
plorado, como parte de las consecuencias sociales del
nuevo modelo socioeconómico, el proceso de empo-
brecimiento de amplios sectores de la clase media que
ha dado lugar a la emergencia de los llamados “nue-
vos pobres”. Menos interés, sin embargo, ha recibido
el análisis de las nuevas condiciones enfrentadas por
los “viejos pobres” o pobres estructurales. Los pocos
estudios que se han concentrado en este tema coinci-
den en alertar sobre la concentración y acumulación de
múltiples desventajas como un nuevo atributo de ba-
rrios tradicionalmente pobres, lo que puede dar lugar
a una “nueva marginación en viejos territorios”
(Auyero, 2001). En este sentido, Kaztman (2001) su-
giere la emergencia de un creciente proceso de aisla-
miento social de los pobres urbanos en las grandes
ciudades del Cono Sur, que estaría dando lugar a la
conformación de guetos urbanos. De modo similar,
Prévôt-Schapira (2001) observa para el caso de Argen-
tina un proceso de fragmentación de la ciudad en

múltiples espacios urbanos y sociales, caracterizados
no sólo por condiciones de vida contrastantes, sino
también por profundas diferencias en las expectativas
y oportunidades de movilidad e integración social.

En síntesis, los argumentos presentados hasta aquí
destacan la importancia del espacio público barrial en
el estudio de procesos de vulnerabilidad social. Si-
guiendo a Mayol (1999), se considera que el barrio
constituye un objeto de consumo que hacen suyo los
vecinos (o usuarios) mediante la apropiación del espa-
cio público. Sin embargo, como se mencionó anterior-
mente, los barrios no están exentos de conflictos y las
prácticas sociales que predominan en ellos no son
siempre las mismas. En este sentido, el espacio públi-
co barrial constituye una caja negra cuya exploración
puede iluminar nuevos aspectos asociados con proce-
sos de vulnerabilidad social. Quiénes se apropian del
espacio público, cómo lo hacen y cómo se imponen a
la comunidad local, qué tipo de sociabilidad se asocia
con esta apropiación, cuáles son las consecuencias de
este espacio público así conformado sobre las oportu-
nidades de la comunidad y sus vecinos, son preguntas
para investigación que emergen de este planteamiento.
En las secciones siguientes se abordan estas interro-
gantes con la intención de deshilvanar, a través de un
análisis etnográfico de los jóvenes de barrios pobres,
el proceso de consolidación de ciertas prácticas, nor-
mas y valores en el espacio público y su efecto sobre
la comunidad y sus habitantes.

III
El barrio como construcción simbólica

Lanús y Florencio Varela representan localidades con
características ecológicas contrastantes. Si bien ambas
pertenecen al Gran Buenos Aires, Lanús forma parte
del anillo que limita con la ciudad de Buenos Aires,
mientras Varela se halla en el segundo anillo del conur-
bano, a 25 km al sur de la capital federal. Lanús fue
un centro de destino de las olas de migrantes europeos
llegados al país a fines del siglo XIX y comienzos del
XX, y ha experimentado un temprano y dinámico

desarrollo industrial. El proceso de urbanización en
Varela, en cambio, ha sido más reciente, nutriéndose
de migrantes internos provenientes de las provincias
del norte, de migrantes de países limítrofes y de ex
habitantes de “villas miseria” desplazados. Estos po-
bladores se vieron atraídos por la disponibilidad o el
bajo precio de la tierra, pero como nunca se desarro-
lló un sector industrial local, tendieron a ocuparse en
municipios vecinos o en la ciudad capital. Otro rasgo
importante de mencionar es que Lanús está altamente
urbanizado, tiene uno de los índices de densidad
poblacional más altos del Gran Buenos Aires, y pre-
senta una marcada heterogeneidad en su estructura
social, con extensas clases medias y sectores obreros,

5 Véase Wilson (1987 y 1996), Jencks y Peterson (1991), Massey
y Denton (1993) y Musterd y Ostendorf (1998).
6 Véase Minujin (1992), Minujin y López (1994), Minujin y Kessler
(1995) y Kessler (2000).
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pero también con áreas de extrema pobreza. En con-
traste, Florencio Varela tiene una muy baja densidad
de población, áreas donde aún predominan las activi-
dades agropecuarias, y es altamente homogéneo en su
composición social, con un absoluto predominio de
sectores pobres: es el municipio con el índice de po-
breza más alto en el conurbano bonaerense.

Estas características de ambos municipios gene-
ran escenarios urbanos socioeconómicos claramente
contrastantes, con importantes consecuencias para el
proceso de transición a la adultez.7

Sin embargo, las disparidades no se limitan a los
aspectos económicos y ecológicos. Las diferencias
estructurales se reflejan en las distintas percepciones
presentes en el imaginario social acerca de ambas
áreas. Mientras Lanús tiende a ser caracterizado por el
predominio de normas y valores prototípicos de la clase
obrera (o trabajadora), a Florencio Varela se le atribu-
yen rasgos de un típico gueto de pobreza urbana, tales
como bajos niveles educativos, venta y consumo de
drogas, violencia y delincuencia, muy altos niveles de
desempleo e inestabilidad laboral, entre otros. A tra-
vés de procesos en que intervienen los prejuicios so-
ciales, las experiencias individuales, los medios de
comunicación e incluso el tipo de intervención estatal,
la imagen pública de ambas localidades ha sido
predefinida. A través de la decantación y objetivación
de percepciones socialmente construidas, se les asig-
nó a ambos espacios urbanos una identidad propia.
Cabe recordar que estas identidades, sin embargo, no
están necesariamente enraizadas en hechos empíricos,
sino que han adquirido autonomía para reproducirse a
sí mismas en el imaginario colectivo.

Cuando me aprestaba a iniciar el trabajo de cam-
po en estos dos lugares, familiares, amigos, conocidos
y otras personas que supieron lo que iba a hacer coin-
cidieron en darme una misma recomendación (aunque
muchos de ellos nunca habían estado en estas locali-
dades): “sé cuidadoso en Varela que es muy peligro-
so”. Sin embargo, nadie me advirtió de los riesgos y
peligrosidad de algunos barrios específicos de Lanús.
Los antropólogos suelen estar habituados a este tipo de
sugerencias y pasarlas por alto como simples comen-
tarios derivados del exotismo que se acostumbra aso-
ciar a la antropología; sin embargo, tienen valor en sí
mismas como manifestación de percepciones sobre la
“otredad”. En este caso, a pesar de la heterogeneidad
de situaciones que pueden encontrarse en ambas loca-

lidades (más evidente en Lanús), cada una de ellas fue
presentada con una misma y única identidad.

Todos los jóvenes entrevistados conocían la otra
localidad en la que yo estaba trabajando y tenían una
opinión formada sobre ella; las experiencias de dos de
ellos eran más cercanas, al haber vivido o tener fami-
liares en ambos lugares. En sus entrevistas surgieron
referencias a estas dos localidades, lo que puso nue-
vamente en evidencia la imagen pública de ambas.

¿Cómo cambió tu vida al mudarte de Varela a Lanús?
Y cambia por el vínculo de gente que uno hace. Por-
que en Varela o en Solano, yo me juntaba con gente
que estaba en la droga por imposibilidad, por..., por
muchos problemas sociales que había, y acá en Lanús
los pibes que andaban en la droga tenían otros valores,
me entendés. Es como que..., por ahí eran más nenes
de mamá y lo hacían más por la cuestión de la moda,
del salir, de los exámenes, de esto del otro..., o
boludeces. Pero allá en Varela era como que los pibes
lo hacían para sobrevivir muchas veces, entendés; ha-
bía que colar 3 o 4 pastillas para poder salir a afanar,
que te den las bolas para salir a afanar. Era como que
allá había que bancársela..., era otra historia, otra his-
toria. (Aníbal, 23 años, Lanús).

Donde vivíamos eran tres casas. La de adelante era la
de mi tío, la del medio era nuestra, y la de atrás era de
mi abuela. Mi tío también se peleó [con los padres] y
se fue, pero se fue al Barrio Fresno [en Varela]. No,
una pena que se haya ido. Te das cuenta con los chi-
cos, con mis primos, las diferencias, enormes, en cómo
eran ellos y cómo éramos nosotros. Diferencias enor-
mes en el sentido del vocabulario, educación, todo. ¿Y
vos se lo atribuís al barrio? Totalmente. Totalmente,
porque la más grande es más parecida a mí, porque ella
se crió en la casa de San Pablo [Lanús] donde estába-
mos nosotros. En San Pablo, vive gente trabajadora,
humilde, pero medianamente educada, o sea, no hay
villas, no hay malandras… ¿Y con tus primos cuáles
son las diferencias? Desde el vocabulario, la música
que escuchan..., es todo cumbia, yo cumbia no escu-
cho por ejemplo, bailo algo pero tengo otra tendencia
a la música..., son cosas tontas, pero bueno, que... Los
amigos también. Los amigos allá andaban calzados
como dicen ellos, con armas, yo acá no tengo un ami-
go así ni... ; recién conocí chicos que fumaban o toma-
ban a los 22 años, ya era grande, cuando ellos de
chiquititos ya estaban con todo ese tipo de gente.
(Vicky, 25, Lanús).

Esta oposición, asociada además con diferencias
sociales y culturales entre grupos, es un ejemplo espe-
cífico del mecanismo oposicional fundante de la cons-
trucción (social) de identidad. Esta distinción básica
entre “nosotros y ellos” es reproducida a diferentes7 Véase un análisis de estos impactos en Saraví (2002).
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niveles. Como ya se indicó, a nivel macro —Gran Bue-
nos Aires— Lanús es asociada con una “localidad de
clase trabajadora” y Varela con un “gueto de pobreza
urbana”; sin embargo, cuando nos introdujimos en es-
tas comunidades, descubrimos que “no todos son igua-
les”, y tanto a nivel meso (localidad) y micro (el ba-
rrio) emergen nuevas distinciones entre “nosotros y
ellos”. En cada nuevo contexto social (locus) este me-
canismo oposicional es reproducido mediante la dis-
tinción de diferentes grupos sociales caracterizados por
aspectos socioculturales contrastantes (valores, creen-
cias, actitudes, comportamientos, normas). Así enton-
ces, escuchamos que en Lanús también existen guetos
de pobreza urbana y que en Florencio Varela hay sec-
tores de clase trabajadora, e incluso que dentro de esos
guetos no todos adhieren a las normas, valores y prác-
ticas dominantes.

José, uno de los entrevistados en Lanús, al hablar
sobre la situación de los jóvenes fue claro en marcar
las diferencias entre un “nosotros”, al cual él pertene-
cía y que estaba constituido por el barrio, y un “ellos”,
representado por la villa vecina, de la cual lo separaba
una delgada (pero suficiente) línea de asfalto.8 Aquí la
distinción social entre nosotros y ellos se superpone
con una diferenciación espacial, pero incluso en la
villa, en el mismo espacio geográfico, emergen distin-
ciones sociales. En su entrevista, Antonio mostró un
claro interés por diferenciarse de los demás jóvenes
habitantes de la villa. Una situación similar encontra-
mos en Florencio Varela, donde, a pesar de que los
contrastes espaciales son menos evidentes, los jóvenes
marcaron diferencias similares. Julia, por ejemplo,
señaló su intención de mudarse a un barrio de trabaja-
dores, donde debería estar su familia, en contraste con
su actual barrio, el cual fue presentado con los atribu-
tos opuestos, es decir, como un barrio de no trabaja-
dores.

Ya te digo, el 70% de los chicos acá si no se drogan
roban. Porque esto es todo barrios bajos, viste, y los
chicos de 21 años como yo, el 60 o 70% están tirados
en una esquina tomándose una cerveza… Yo también
tomo cerveza, pero te quiero decir que se están toman-

do una cerveza, se están drogando, andan robando, o
pasás vos y te piden monedas. ¿Pero vos no vivís en
ese barrio? No, yo vivo para allá. Para allá ya es dis-
tinto, o sea es más barrio, más gente civilizada, de este
lado hay pasillos,… Es más como un asentamiento, para
allá no, es más barrial, ya hay calles de asfalto, todo
eso. Mirá, yo creo que esos chicos caen por una cues-
tión de que ya está en la mentalidad de ellos por la zona
en donde viven, por la delincuencia que los rodea, es
más, ahí mismo les están vendiendo la droga, entonces
la tienen al alcance de la mano. (José, 21, Lanús.)

Los del barrio no son amigos, son conocidos más que
nada. Porque no hay una amistad acá. Aparte no sé que
tienen en la cabeza, yo tengo 21 años pero parezco …,
no sé, tengo la mentalidad de 40 o 50 años. ¿Sos como
una excepción en el barrio? No sé si a tal punto, pero
una cosa así. ¿Por qué? Y porque a mí no me gustan
los quilombos. Acá no tienen comportamiento, una
educación, no…, no saben comportarse, son de otra
clase. Aparte mucha droga. Y bueno, si vos no querés
estar en un círculo así, para no tentarte, lo mejor es
evitarlos. (Antonio, 21, Lanús).

No, yo espero estar mejor, en todo nivel. Por ejemplo
toda la cuadra son familiares y no me gustaría llegar
a… no es que yo diga bueno es un barrio feo porque
tiene esto, o porque tiene lo otro, pero me gustaría
cambiar, como progresar, salir aunque sea a un barrio
de gente trabajadora; acá vos ves que en la esquina se
juntan a vender droga, todas esas cosas y es feo. (Ju-
lia, 18, Varela).

De este modo la distinción entre “nosotros y ellos”
es asociada con atributos contrastantes, los cuales son
objetivados en diferentes grupos de jóvenes. Estas
categorías de identidad, sin embargo, son relativas y
flexibles dependiendo del nivel en el que se trace el
corte demarcatorio; es decir, un joven será parte de
“nosotros” o de “ellos” dependiendo de cuál sea el
grupo de referencia. Antonio, por ejemplo, pertenece-
rá a la “clase trabajadora” cuando se enfatiza su condi-
ción de lanusense, será miembro de un “gueto urba-
no” cuando se marca su pertenencia a una villa, y
nuevamente pertenecerá a la “clase trabajadora” cuan-
do se consideren las distinciones internas de la villa.

Los individuos, jóvenes en este caso, no sólo es-
tán conscientes de estas percepciones asociadas con su
lugar de residencia, sino que sus vidas e interacciones
cotidianas suelen verse afectadas por ellas. La carga
identitaria que transportan los jóvenes como resultado
de su ubicación social y espacial puede ser emocional-
mente estimulante e incrementar un sentimiento de
autoestima, pero, como señalan Elias y Scotson (1994),
también puede convertirse en fuente de rechazo y

8 Prévôt-Schapira (2002) sostiene que la multiplicación de gradientes
de espacios de pobreza urbana exacerban la necesidad de “distin-
ción” entre “nosotros y ellos”; el miedo a la exclusión acentúa las
lógicas de delimitación en zonas empobrecidas, en un intento por
reafirmar que no se está en la misma situación que los otros. Así,
sostiene esta autora, surgen nuevas fronteras que atraviesan los
espacios de la periferia, separando a los pobres de los menos po-
bres, los villeros de los habitantes de asentamientos, los propieta-
rios de los no propietarios, etc.
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exclusión. La distinción entre “nosotros y ellos” es aquí
al mismo tiempo una diferenciación jerárquica en tér-
minos de estatus social, en ocasiones implica un jui-
cio ético acerca de lo que es y no es deseable en la
sociedad, y siempre actúa como fuente de estigmas que
condicionan las prácticas de unos y otros: “A los dos
meses del accidente, conseguí otra mina… Después me
peleé porque la madre sabía donde yo vivía …, des-
pués se enteró que yo vivía acá. Era media ‘fifi’” … y
podrían agregarse infinidad de experiencias en que los
estigmas vinculados al lugar de residencia disminuyen
la “empleabilidad” de los jóvenes: “Cada vez que
llenás una solicitud y ponés La Cava … ya sabés que
no te van a llamar”.9

El análisis presentado hasta aquí sobre las percep-
ciones sociales acerca de diferentes espacios urbanos
pretende resaltar no sólo el entrecruzamiento entre dis-
tinciones socioculturales y espaciales, sino el efecto de
esta asociación sobre las vidas (oportunidades) de sus
habitantes. El barrio representa una especie de firma
atada de manera indeleble a ciertos atributos específi-
cos en el imaginario social; uno es de un lugar que al
igual que uno tiene un nombre, y éste puede gustarnos
o no, haberlo elegido o no, pero debemos cargar con él.
La asociación entre atributos socioculturales y espacia-
les se constituye así en un mecanismo de exclusión,
abriendo o cerrando las oportunidades de obtener un
empleo, interactuar con otros, acceder a ciertos consu-
mos. Como señalan Sabatini, Cáceres y Cerda (2001)
la estigmatización de los barrios y áreas donde se con-
centran los grupos pobres constituye una dimensión

central de la segregación residencial, y es uno de los
nuevos aspectos que se agrega a la pobreza estructural,
no sólo en las ciudades latinoamericanas, sino casi como
un rasgo inherente a las ciudades contemporáneas. Los
estigmas territoriales (Wacquant, 2001) son un aspecto
fundamental de los procesos de exclusión social.

Yo estoy lleno de tatuajes, estoy todo escrito. Pienso
que era una cuestión también del lugar donde yo vivía,
que tenía que imponer un respeto, quien era yo. Era
jodido. Yo me movía en ambientes jodidos. Yo me
movía en un ambiente de pendejos que andaban en la
droga, chorros,..., era la que me tocaba, estar en esa...,
en ese lugar. ¿Ahora te gustaría sacarte los tatuajes?
Sí, sí. Porque uno tiene una presencia ante el mundo,
tiene ‘una’. No puedo decir que la primera impresión
es lo más importante, pero la primera impresión te cie-
rra muchas puertas. Yo hay muchos laburos que no los
puedo tener porque estoy lleno de tatuajes, ¿me
entendés? Yo de manga corta no puedo laburar en nin-
gún lado; y es un problema que hoy lo tengo yo.
(Aníbal, 23, Lanús).

Esta homogeneidad exterior, sin embargo, se di-
sipa cuando exploramos las comunidades desde su
interior. Como mencionábamos en párrafos más arri-
ba, en el interior del barrio se pueden encontrar nue-
vas diferenciaciones entre “nosotros y ellos”. Estas di-
ferenciaciones y conflictos, derivadas de quién domi-
na y cómo se domina el espacio público local, tienen
consecuencias igualmente profundas en las vidas coti-
dianas de sus habitantes. Este es el tema que me pro-
pongo explorar en la próxima sección.

9 Clarín, 10 de enero de 1999, citado en Auyero (2001).

IV
Disputando el espacio público local

El “mundo de la calle” se ha convertido para los jóve-
nes de sectores populares en el espacio privilegiado de
socialización (Kuasñosky y Szulik, 2000). La calle,
incluyendo no sólo las veredas y esquinas del barrio,
sino también las “placitas”, las “canchitas” de fútbol,
los quioscos y tienditas en los que se vende cerveza,
constituye para estos jóvenes uno de los principales
ámbitos de sociabilidad, interacción y esparcimiento,
a diferencia de lo que sucede con jóvenes provenien-

tes de otros sectores sociales. La apropiación diferen-
ciada del espacio público por sectores sociales es una
variable determinante a la hora de considerar la cre-
ciente importancia que adquiere la presencia de los
jóvenes en el espacio público barrial en contextos ur-
banos de pobreza estructural.10

10 Esta presencia de los jóvenes en enclaves de pobreza estructural
ha sido observada por distintos autores en diversos contextos na-
cionales, y en todos ellos aparece de manera similar el fuerte im-
pacto que ejerce esta “cultura de la calle” sobre la atmósfera y di-
námica de la vida cotidiana en la comunidad en su conjunto (Avery,
1987; Anderson, 1991; Auyero, 1993; Wacquant, 2001).
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La fragmentación de las sociedades latinoameri-
canas y en particular de la argentina durante la década
de 1990 se refleja en la estructura urbana y el espacio
público. Como señala Makowski (2003, p. 96), “los
espacios públicos se han fragmentado, convirtiéndose
en compartimentos estancos en los que se reproduce
la desconexión y el autismo social que tiene lugar en
la propia experiencia urbana”. En el caso de los jóve-
nes esta apropiación diferenciada del espacio público
se presenta con particular nitidez. Mientras que los
“shoppings” o centros comerciales y otros espacios
cerrados han sido ocupados por sectores de clases
medias y altas (Ariovich, Parysow y Varela, 2000),
para los jóvenes de sectores populares “la calle” apa-
rece como el único espacio accesible, disponible para
la conquista. Como veremos más adelante, en los sec-
tores medios el proceso ha sido en sentido inverso,
dándose en ellos una retirada de “la calle” que puede
observarse en distintas esferas de la vida cotidia-
na.11 Pero al mismo tiempo, diversos factores conflu-
yen para que “la calle” represente para los jóvenes de
sectores populares no sólo un espacio público más
importante que para otros sectores sociales, sino el más
importante como espacio de encuentro y sociabilidad.
La exclusión de ámbitos de institucionalización de la
transición a la adultez como la escuela y el mercado
de trabajo, la discriminación social que marca espacios
de pertenencia y no pertenencia, la pobreza de recur-
sos que impide acceder al mercado, el hacinamiento y
otras deficiencias de las viviendas sumadas a frecuen-
tes ambientes familiares conflictivos que expulsan a los
jóvenes de sus hogares, así como los aspectos de iden-
tidad asociados a la calle, son algunos de los factores
que nos ayudan a entender lo importante que es la calle
para los jóvenes residentes en enclaves de pobreza.

En los barrios estudiados el espacio público se
caracteriza por el predominio de una cultura juvenil
particular o “cultura de la calle”, definida por un con-
junto específico de normas y valores, prácticas y com-
portamientos. Los jóvenes que controlan las esquinas
de estos barrios en general no estudian, no trabajan (o
lo hacen esporádicamente), pasan la mayor parte del
tiempo juntos en la calle, conversando, peleando con
otros, tomando alcohol y algunas drogas, y en ocasio-
nes involucrándose en pequeñas actividades delictivas.
Pedro y Diego cuentan en sus entrevistas lo que repre-
senta formar parte de esta cultura de la calle.

A los 16 vivía todos los días en la esquina, durmiendo
ahí con mi hermano. Me la pasaba vagueando. Y
mirá…, ahí te parás en la esquina todo el día y le
empezás a pedir plata a los vecinos y así estás todo el
día y juntás... qué sé yo, para una damajuana, juntás
para el faso, y estás todo el día ahí en la esquina y vas
a comer a tu casa y te volvés a ir. Así estuve un par de
años, como dos años… Y todos mis amigos eran así,
éramos como 15, más los que venían de otro lado, de
pasada, igual que nosotros de otro barrio iban a juntar-
se con nosotros. Pero eso sí, no salíamos ni a robar, ni
nada yo y mis hermanos. Yo a veces le decía a mi vie-
ja, decir que gracias a Dios no salimos a robar. No, yo
todo el tiempo pensaba en mi mamá, yo pensaba en mi
mamá, digo no, no puedo hacer esto, ya que soy bo-
rracho, soy drogadicto, lo único que falta es que sea
ladrón y que me encuentre en un zanjón. (Pedro, 22,
Varela).

Entonces ya se empezó a arruinar un poco el grupo, se
empezaron a separar un poco los pibes, empezaron con
la droga, así a robar…; yo también tuve problemas,
entonces dije no, nunca más, me abrí. […] Es por el
barrio, el tipo de barrio que es. Está por ejemplo..., la
generación anterior a nosotros, son pibes de 25 o 26
años, que cuando nosotros estábamos jugando a la
pelota, esos pibes ya estaban tomando..., en el club ya
estaban tomando cerveza, estaban fumando marihuana
y…, tomando cocaína y esas cosas. Nosotros lo veía-
mos y nunca..., nunca le dimos bola, porque no tenía-
mos conciencia de lo que hacían o de lo que era. Cla-
ro, porque el barrio ese…, ahí se vende droga y todo
eso, pastillas, ácido…, es un shopping eso…; a la no-
che…, hay más vida nocturna que diurna, porque em-
piezan a aparecer autos, camiones, colectivos, de todo.
Y bueno, fue así. Se empezó a meter uno, se empezó a
meter otro, y otro, y otro y así, todos fuimos cayendo…,
casi todos. (Diego, 21, Lanús).

El objetivo central de esta sección no es analizar
las causas por las que emergió esa cultura de la calle,
sino las consecuencias de ella en términos de ventajas
o desventajas para los jóvenes del barrio y el conjunto
de la comunidad. Sin embargo, dada la reemergencia
de enfoques culturalistas en el análisis de procesos de
exclusión social, cabe hacer dos observaciones al res-
pecto.

En primer lugar, como se señala en Massey y
Denton (1993), el problema con los enfoques cultura-
listas reside precisamente en que han olvidado la co-
nexión entre las características culturales de determi-
nados grupos y sus condiciones estructurales de inser-
ción en la sociedad. Diversos estudios muestran que,
ante situaciones de concentración y segregación de sec-
tores en extrema pobreza y carencia de oportunidades,
resulta difícil seguir las normas y valores promovidos

11 La proliferación de “barrios cerrados”, “shoppings” y escuelas
privadas es uno de los ejemplos paradigmáticos de este fenómeno.
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por la sociedad. Particularmente, los jóvenes someti-
dos a estas condiciones de restricción tienden a desa-
rrollar un conjunto de normas, valores y prácticas
percibidas como alternativas o desviadas, pero que sin
embargo les permiten hacer frente a la frustración
generada por el reconocimiento de lo inalcanzable de
las metas avaladas socialmente (Merton, 1984).

En segundo lugar, esta relación entre ambas di-
mensiones debe analizarse en su contexto, consideran-
do que las oportunidades son relativas al entorno so-
cial e histórico. En Ciudad de Guatemala, por ejem-
plo, Roberts (1973) observó que los pobres urbanos, a
pesar de sus condiciones de extrema precariedad, se
mostraban muy activos en la persecución de valores y
metas socialmente hegemónicos, aprovechando peque-
ñas oportunidades de mejoramiento asociadas a las
características del proceso de urbanización, como la
invasión de tierras, la autoconstrucción de viviendas y
el trabajo en actividades informales. En este sentido,
las condiciones de extrema pobreza no se asocian ne-
cesariamente con la emergencia de normas, valores y
prácticas particulares.

No es aventurado sugerir que en Argentina se
experimenta en el transcurso de los últimos años un
proceso de fragmentación socioespacial de las grandes
ciudades. Uno de sus rasgos principales es que, en
contraste con el pasado, los espacios urbanos con alta
concentración de pobreza tienden a caracterizarse por
una evidente exclusión de los canales tradicionales de
ascenso social. Al igual que lo señalado por Roberts
para el caso de Guatemala, las “villas” en Argentina,
si bien estaban sumergidas en situaciones de múltiples
carencias, se mostraban como espacios dinámicos en
la persecución de mejores condiciones de vida. La le-
galización de la propiedad de la tierra, la organización
comunitaria, la escuela pública, la obtención de un
empleo formal, eran algunos de los canales que pro-
metían una movilidad social ascendente. Puede decir-
se que esas expectativas de movilidad social entre
generaciones (revalidadas en la experiencia cotidiana)
fueron el principal mecanismo de integración social
durante buena parte del siglo XX en Argentina. Sin
embargo, las últimas décadas fueron testigos de la
transformación no sólo de un modelo de desarrollo
económico, sino también de los mecanismos tradicio-
nales de movilidad social, hoy fuertemente cuestiona-
dos (también a partir de la experiencia cotidiana) par-
ticularmente entre las generaciones más jóvenes.

¿Pensás en el futuro? Sí, sí!!!, pero ni quiero pensar a
veces, porque de repente como estoy yo digo “qué vas a
hacer boludo”; a veces tengo como dos personas que me

digo “qué vas a hacer boludo, no tenés nada...”. O sea,
no es que no tenés nada sino que cómo estás..., me da
un poco de miedo. Y aparte como está la mano…, ha-
blar de lo económico ya me pone patético, ni siquiera
quiero a veces prender la tele…, cuando prendo la tele
solamente pongo canales de música. (Seba, 23, Varela).

¿Qué hacías en todo el día? No, no, leía, sí me encerra-
ba, sí miraba tele e iba alternando, leía, miraba tele,
escuchaba música y así. ¿Ahora ya no? Sí, sigo hasta el
día de hoy, pero ahora ya tengo más actividad, antes me
encerraba, medio depresivo era lo mío. Por lo mismo que
te digo, que no tenía laburo, no podía nada, no podía
diagramar nada. Tampoco es una depresión ya es una
forma de depresión, no es la literal que te tirás y te tirás
al abandono, no, me quedo así pensando en los proble-
mas… ¿En qué problemas? Ehhh, el futuro, como voy
a…como me voy a mantener, qué sé yo el día de maña-
na quiero tener yo mi propia casa y cómo lo voy a conse-
guir, eso me preocupa. (Federico, 21, Lanús).

Este último aspecto es crucial en nuestro proble-
ma. No se trata simplemente de un desgaste de los
mecanismos tradicionales de integración social percep-
tible para el observador externo, sino que los propios
sujetos de este proceso pueden visualizarlo. Esto añade
una dimensión subjetiva fundamental en todo proceso
de exclusión social. Como señalaba Mills (2003, p. 30),
“cuando la gente estima una tabla de valores y no ad-
vierte ninguna amenaza contra ellos, experimenta bien-
estar; cuando estima unos valores y advierte que están
amenazados experimenta una crisis”. Los jóvenes per-
ciben la amenaza de la exclusión. Como indican
Kuasñosky y Szulik (2000, p. 58), luego de trabajar con
un grupo similiar de jóvenes, “la sociedad es vista como
algo extraño a ellos, un ámbito al que no pertenecen”.

La ausencia de oportunidades y expectativas de
movilidad social (lo cual puede traducirse como una
situación de desafiliación o exclusión) genera entre los
jóvenes no sólo sentimientos de incertidumbre y frus-
tración, sino también una profunda crisis de autoestima
e identidad. Durante este período de transición, que es
clave en el curso de vida, la construcción del indivi-
duo como persona y ciudadano resulta cuestionada.
Diversos estudios etnográficos12 han mostrado que bajo
estas condiciones y en contextos urbanos particulares,
los jóvenes tienden a desarrollar sistemas de roles y
estatus alternativos, los cuales además tienden a basarse
en normas y valores que difieren sustancialmente de
los promovidos por la sociedad.

12 Fordham y Ogbu (1986), Elias y Scotson (1994) y Craine (1997).
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En otro trabajo (Saraví, 2002) observábamos que
la transición familiar —ya sea a través del matrimo-
nio, las uniones consensuales o la maternidad— brin-
da a las mujeres jóvenes un mecanismo socialmente
aceptado de adquirir un nuevo estatus o rol. El inicio
de una nueva familia ofrece a las jóvenes nuevas acti-
vidades y responsabilidades, pero, lo que es más im-
portante aún, les asigna una nueva identidad social
como esposas, madres o amas de casa. Aquí sugerimos
que de manera similar los jóvenes encuentran un sis-
tema de estatus y roles en la calle, en el espacio públi-
co barrial. Este nuevo contexto, con normas y valores
propios, funciona como un mecanismo de defensa y
repliegue para los jóvenes: algunos de ellos encuentran
en la cultura de la calle una fuente de prestigio,
autoestima e identidad; otros, simplemente una venta-
na de escape a una realidad de exclusión.

Mayol (1999) señala que el barrio puede conce-
birse como un objeto de consumo del cual se apropia
el usuario apoderándose del espacio público, imponien-
do su propia ley al orden externo de la ciudad. En este
sentido, en barrios con alta concentración de pobreza
pero fundamentalmente caracterizados por una extendida
ausencia (real y percibida) de oportunidades, los jóve-
nes se apropian del espacio público, construyendo un
entorno que no recrimina el abandono de la escuela, el
desempleo, el no hacer nada, el uso de drogas y alco-
hol, el robo y la violencia. La cultura de la calle, con
sus propias normas y valores, da sustento y reafirma este
conjunto de prácticas que contradicen al “deber ser”. En
esta forma, las evidencias de la exclusión o desafiliación
social son evadidas o resignificadas en el barrio, en el
espacio público apropiado.13 Ante la percepción y ex-
periencia de la exclusión, la sociedad exterior se con-
vierte en una realidad amenazante. Con el control del
espacio público local, los jóvenes responden constru-
yendo un espacio interior de integración que, paradó-
jicamente, será percibido por el exterior como fuente
de amenaza, en un juego de espejos que acentúa los
procesos de fragmentación y segregación urbana.

¿Qué hacías cuando estabas en la calle? Chupaba,
andaba con amigos que andaban en la droga. Y bueno,
ellos se drogaban y siempre me ofrecían pero yo nun-
ca me drogué; estuve a punto pero nunca lo hice. Ese

grupo de amigos es como que yo iba y me olvidaba de
los problemas. Y pienso que eso es lo que les afecta a
los pibes, el de pensar que los problemas ya se fueron.
(Ernesto, 25, Varela).

Los peores años [en el barrio] fueron los 1990s, hasta
el ’98. Por ejemplo, acá 4 años atrás cualquiera no
pasaba; o sea, por la calle de mi casa cualquiera no
pasaba. Los robaban, les pegaban. ¿Quiénes? Personas
que en este momento están presas o desaparecidas, no
sé dónde están. ¿Eran pibes de tu edad? De mi edad,
más grandes, más chicos, de todo. ¿Y por qué había
tanta violencia? Porque eran muchos y estaban eufóri-
cos. ¿Por drogas? Por todo, y por creerse también…,
por ignorancia también de creer que eran más [supe-
riores], y al mismo tiempo sentirse discriminados, pero
entre los suyos se sentían orgullosos de ser el mejor
o…, bueno ese tipo de cosas. Yo jugaba a la pelota con
ellos, pero siempre tuve en claro quiénes son mis ami-
gos y… (Alberto, 23, Lanús).

La cultura de la calle, sin embargo, es dominante
por su presencia en el espacio público barrial, pero no
por una igual adherencia de todos sus habitantes jóve-
nes. Como señalábamos más arriba, en el barrio exis-
ten divisiones entre jóvenes: “nosotros y ellos”, “inte-
grados y aislados”. La demarcación entre unos y otros
es la participación e involucramiento en la cultura de
la calle; así, los aislados son quienes no comparten las
normas, valores y prácticas que caracterizan a la cul-
tura juvenil dominante en el barrio; también llamados
“giles” por los integrados, viven en el mismo barrio,
y van a la escuela o trabajan, no consumen drogas, no
se involucran en actividades violentas y/o delictivas.
A pesar de las evidencias de la exclusión, los giles
perseveran en los canales tradicionales de movilidad e
integración social.

Y a veces es jodido vivir acá. Es decir, depende cómo
te tome la gente, entendés, si te toman como ellos di-
cen ‘un gil’, la vivís mal. ¿Qué es un ‘gil’? Un gil para
ellos es uno que trabaja, que va al colegio, bueno, una
cosa así. ¿Vos serías un gil? Claro. Que no anda en...,
que no tiene amistades así..., chabones que roban y esas
cosas. (Antonio, 21, Lanús).

Si bien existe una relación de conflicto entre in-
tegrados y aislados, ambos manifiestan inseguridad
respecto al patrón elegido. Los integrados suelen cues-
tionar la cultura de la calle fuera del espacio público
del barrio. Esta inseguridad se pone de manifiesto
cuando expresan su pretensión de “rescatarse”.
Rescatarse significa hacer un viraje importante en sus
vidas, abandonar la calle. En términos de prácticas,

13 La apropiación no es sólo simbólica sino también física. Ambas
dimensiones de apropiación se encuentran íntimamente ligadas, lo
cual se manifiesta claramente en el rechazo que produce la presen-
cia de desconocidos o extraños en el barrio. La presencia de extra-
ños no es sólo una ocupación del espacio, sino también la presencia
simbólica del exterior (normas y valores).
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significa dejar las drogas y el alcohol, volver a la es-
cuela o buscar un trabajo, formar una familia; en tér-
minos simbólicos, rescatarse significa volverse un gil.

O sea, cuando me preguntan para qué estaba en la es-
quina, para qué paraba en la esquina y para qué me
drogaba tanto, yo digo ‘y bueno, para salir de la reali-
dad’, porque es la verdad. Es una excusa, en ese mo-
mento era una excusa. Es más para mí mismo era una
excusa el parar en la esquina, era ‘bueno, me voy a la
esquina y estoy con los pibes, me tomo un par de vi-
nos, me fumo un par de fasos’ y estás re-colgado. Y
bueno, te puede pegar el mambo de estar deprimido y
te ponés peor, o te pega el mambo de no saber ni qué
hacer. Pero la mayoría están con ganas de rescatarse y
están esperando... Porque sabés, los pibes no son ma-
los, viven en una burbuja. Se levantan, se fuman un
faso, y se la pasan todo el día escabiando, llega la noche
y siguen escabiando hasta que no dan más y se van a
dormir. Pero no son ‘mocos’, así mal, ‘bardos’.
(Lautaro, 18, Varela).

Los aislados muestran las mismas inseguridades,
pero en sentido contrario. Las experiencias cotidianas,
aunadas a la presión que ejerce la cultura de la calle,
corroen la perseverancia que los define. La incertidum-
bre que mortifica diariamente a los aislados es plan-
tearse si no son realmente giles.

Los chicos acá están perdidos ahora. Yo no sé, yo digo
por el hambre, o por la droga. Más por la droga, por-
que dicen que como no tienen trabajo van a robar para
comprarse una zapatilla de marca, unas Adidas. Pero
se compran la ropa, todo, y a las 3 horas roban otra vez
y ya tienen ropa, y van para la droga. Y así es. ¿Y por
qué vos no estás en esa? Porque me da miedo; pienso
‘si salgo a robar y me pegan un tiro?’. A mí a veces no
me faltan ganas, tampoco, de ir a robar, pero no para
ir a comprar un par de zapatillas, para estar bien,
entendés, para ayudar más a mi familia, viste. Pero un
día perdés, un día perdés, entendés. Una vez ya estuve
preso yo. (Matías, 21, Lanús).

Yo no veía la escuela desde ese punto de vista, porque
tenía muchos compañeros que no seguían la secunda-
ria. O sea, con los chicos que me juntaba del barrio casi
ninguno iba a la secundaria me entendés? Y mi vieja
me decía, ‘tenés que estudiar, tenés que estudiar’, pero
yo no la veía así, para mí era terminar la primaria y lis-
to. Porque era como que yo estaba en un ambiente en
el cual todos terminaban la primaria y ya está, después
vamos a joder y vamos a divertirnos. (Andrés, 18,
Varela).

La cultura de la calle ejerce una enorme presión
sobre los aislados, y lo hace desde diferentes frentes.

Sus vidas cotidianas están permanentemente afectadas
por esta condición. En primer lugar, como vimos en
párrafos anteriores, la sola presencia de la cultura de
la calle representa la existencia de otra vía, la oferta
de una alternativa a la espera de la desilusión y la
desesperanza. Vivir en ese entorno no es sencillo, y los
aislados responden con una combinación de aislamien-
to y confrontación. Estas respuestas, sin embargo, se
transforman en nuevos problemas para ellos mismos
y para la comunidad en su conjunto.

En sus estudios sobre los guetos afroamericanos
de Chicago, Wilson (1987 y 1996) observa un proce-
so de migración selectiva por clases (class-selective
migration): las familias negras de clase media aban-
donan estas comunidades para escapar a un entorno que
exhibe falta de oportunidades, concentración de la
pobreza, violencia, consumo de drogas y otros rasgos
similares. Como es de esperar, el resultado es un cír-
culo vicioso de creciente concentración de la pobreza
y las desventajas. En los barrios estudiados en Varela
y Lanús, varios de los jóvenes definidos como giles
manifestaron sus deseos de emigrar. Diego, por ejem-
plo, cuando se decidió a “rescatarse” después de un
problema de drogas, abandonó el barrio y se mudó a
la casa de sus abuelos. De manera similar, Mauro contó
sus deseos de poder estudiar en un colegio internado
para evitar las influencias de su barrio.

Después me vine a vivir de vuelta a la casa de mi abue-
la. Porque ya no es lo mismo, estar ahí en ese barrio,
porque ya ahora no es como cuando yo era chico que
se jugaba a la pelota, se jugaba a la escondida…, aho-
ra no, ahora los pibes lo único que hacen es drogarse,
drogarse y robar, y eso. Entonces ya…, como a mí no
me gusta andar así… Que hagan su vida, pero estar así
entre ellos ya no porque si se mandan un moco grande
después viene la policía y no mira a quién. Todavía
tengo amigos ahí, lo que pasa es que no tengo tanto
contacto con ellos porque ellos trabajan y otros.... [quie-
re decir que roban], y a los demás ya no les doy cabi-
da. ¿Por qué vos no seguiste el mismo camino que
ellos? Seguirlo lo seguí, lo que pasa es que después me
rescaté un poco, además tuve problemas con la droga
y... y dije ‘listo, ya fue, ya fue’ y me vine para lo de
mi abuela. (Diego, 21, Lanús).

Quiero anotarme en esa escuela porque ahí tenés que
estar de lunes a viernes y salís los fines de semana,
como para probar... porque yo sé que puedo y mucha
gente me dijo que yo puedo hacer lo que yo quiera. Yo
quiero estudiar. Profesoras me dijeron que yo si quería
lo iba a hacer, todos me dijeron igual, que a mí me
jode la vagancia. Claro, tengo que estar sí o sí ahí
adentro o hasta el fin de semana, bueno después el fin



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

SEGREGACION URBANA Y ESPACIO PUBLICO: LOS JOVENES EN ENCLAVES DE POBREZA ESTRUCTURAL • GONZALO A. SARAVI

45

de semana salgo, fumo con los vagos, salimos a bailar
todo, un pedito puede ser, mamarnos por ahí y después
llega el domingo, bueno ya estoy durmiendo hasta las
4 y pico de la tarde y después me vuelvo otra vez.
(Mauro, 17, Varela).

Más frecuente, sin embargo, es un proceso de
aislamiento dentro del propio barrio. Los jóvenes no
integrados a la cultura de la calle de su barrio se reti-
ran del espacio público. No hacen amigos en el barrio,
evitan ciertas calles y esquinas, disminuyen sus rela-
ciones con los vecinos, tratan de asistir a escuelas pri-
vadas u otras fuera de la comunidad. Entre las princi-
pales consecuencias de esta estrategia de retiro y ais-
lamiento de los aislados se cuentan: por un lado, una
mayor presencia de los integrados en el espacio públi-
co barrial, con lo cual sus normas, valores, y prácticas
tienden a consolidarse aún más como dominantes; por
otro, una pérdida de capital social comunitario, es de-
cir, se debilitan las relaciones entre vecinos, disminu-
ye la interacción entre grupos diferentes, los modelos
alternativos a los de la cultura de la calle se hacen
menos visibles, y el temor, la inseguridad y la descon-
fianza se extienden en la comunidad. De esta manera,
la comunidad no sólo se aísla de la sociedad global,
sino que comienza a padecer una creciente fragmenta-
ción interna.

¿Tenés amigos del barrio? No, porque es como que
cada uno se ocupa de su casa, de su familia. Aparte no
hay muchos chicos así de mi edad..., bueno, hay, pero
son así adictos, van en mal camino digamos. Se juntan
mucho en la esquina de mi casa, en la palmera. Se
juntan a tomar, a drogarse, a hacer quilombo. (Martita,
19, Varela).

No, mis amigos son del colegio [privado], no, con los
del barrio yo no me junto. Cuando era más pibe me jun-
taba, jugaba al fútbol, pero después ya no. Porque...,
bueno, estos chicos no hacen nada, o sea, nada, es una
vagancia total. Además las malas juntas…, se quedan
a tomar cerveza en la esquina toda la noche. No es una
buena junta para amigos. No sé, son otra clase de gen-
te, porque no les interesaba mucho el colegio; por ejem-
plo, los pibes esos que están en mi barrio ninguno es-
tudia, ninguno hace nada. Yo siempre los veo que van
a jugar a la cancha, de la cancha al almacén de enfren-
te de mi casa a tomar cerveza y jugar al metegol, y
siguen ahí en la esquina tomando cerveza. (Daniel, 18,
Varela).

En un barrio el aislamiento tiene sus límites; “un
individuo que nace o se instala en un barrio está obli-
gado a darse cuenta de su entorno social, a insertarse

para poder vivir en él” (Mayol, 1999, p. 14). Literal-
mente, para los aislados o “giles” (principalmente jó-
venes varones) vivir en el barrio no es una experien-
cia sencilla. Ellos son doblemente castigados y exclui-
dos, por la sociedad y por su barrio, y sufren una fuer-
te presión en ambas direcciones. Si quieren sobrevivir
en el barrio deben adoptar y usar normas y prácticas
de la cultura de la calle para enfrentar a los integra-
dos, pero al mismo tiempo deben resistir la oposición
de la cultura de la calle y los obstáculos de sus caren-
cias y desventajas para sostener y perseguir los valo-
res, normas y prácticas que promueve la sociedad. La
experiencia de Alberto, quien hoy persiste y perseve-
ra en su intento por obtener un título universitario,
refleja estas múltiples presiones a las que son someti-
dos los aislados.

Me sentía afectado también. Porque yo no…, no te-
nía la misma mentalidad que ellos y se me presenta-
ba…, me venía la violencia y yo no puedo hacer que
ellos entren en mi pensamiento, no les puedo expli-
car, entonces tengo que hacer lo mismo que hacen
ellos para sobrevivir. ¿Qué quiere decir que se te
venía la violencia? Y que te aparecía alguien que te
quería pegar o cualquier cosa y yo tenía que respon-
der tratando de evitarlo, pero llegaba un punto que no
se podía hablar más y tenía que responder de la mis-
ma forma porque ellos no iban a llegar a pensar lo
mismo que yo. Si te peleaban, ¿vos peleabas? Claro.
¿Y por qué te peleaban? Por tonterías. Porque me
veían así que yo estudiaba, que yo no era lo mismo
que ellos, entonces me querían probar, una cosa así.
¿Y qué te decían? No, que me decían no, que me ti-
raban. Cuántas veces me habrán tirado grasa, pie-
dras…, Algunas veces cuando los podía evitar, los
evitaba, hacía que no me daba cuenta. Pero cuando yo
tenía la seguridad que ellos sabían que yo estaba aten-
to a lo que pasaba, entonces tenía que responder de
alguna forma porque así se mueve la cosa…, así es
esto. (Alberto, 23, Lanús).

La comunidad padece en múltiples formas la vio-
lencia asociada con la cultura de la calle y dominante
en el espacio público del barrio. Como señala Auyero
(2001, p. 16): “Hoy, en democracia, los habitantes de
las villas no tienen miedo de los militares, sino de sus
propios vecinos, sobre todo de los más jóvenes”. Los
robos perpetrados por los propios vecinos, el cobro de
“peaje” en ciertos accesos del barrio, las peleas entre
bandas de jóvenes, y la violencia indiscriminada cons-
tituyen experiencias cotidianas.

Sí, acá la mayoría, acá de este barrio, vos preguntás y
te dicen: no, no te conviene meterte porque es como
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que te metés en la boca del lobo. No..., es muy jodido
acá, va por lo menos en mi barrio, acá es jodido.
(Martita, 19, Varela).14

La cultura de la calle surge como un mecanismo
de defensa ante la crisis, ante la evidencia de la exclu-
sión. Sin embargo, como señala Massey en la cita re-
producida al inicio de este trabajo, se convierte al

mismo tiempo en un factor perjudicial para la socie-
dad en su conjunto y destructivo para los propios su-
jetos de este proceso. El análisis previo sugiere que el
espacio público dominado por esta cultura de la calle
representa un eslabón más en una cadena de desven-
tajas y tiene efectos diferentes pero igualmente profun-
dos sobre los integrados, los aislados y la comunidad
en su conjunto.

14 Pocas semanas después de esta entrevista, Martita fue víctima de
una violación a pocas cuadras de su casa, sumándose a una lista de
jóvenes que habían padecido una agresión de esta índole en el mismo
barrio.

15 Sería correcto decir también que constituye el factor que permite
entender la relación entre ambas dimensiones.

V
Conclusión

El espacio público en barrios de pobreza estructural fue
promovido durante mucho tiempo (y aún lo sigue sien-
do) por especialistas en el combate contra la pobreza
y en particular por organismos internacionales, en ca-
lidad de potencial activo de los pobres. Como ámbito
de encuentro, interacción y diálogo, el espacio públi-
co suele asociarse con la participación comunitaria, la
gestación de acciones colectivas, la promoción de re-
laciones de solidaridad y cooperación. Aunque no
siempre de manera explícita, el espacio público es
considerado el esqueleto del capital social comunita-
rio. En este artículo he tratado de mostrar que esto no
es siempre así, y que antes que un activo dicho espa-
cio puede incluso ser un pasivo. Uno de los nuevos
atributos, o mejor dicho, una de las nuevas desventa-
jas de la pobreza estructural, que además le da a este
fenómeno un carácter totalmente nuevo, se asocia con
las características que adquiere el espacio público en
estas comunidades. Como señala Borja (2003, p. 60),
“la pobreza del espacio público los hace aún más po-
bres”.

En un trabajo reciente, Sabatini, Cáceres y Cerda
(2001) mencionan con absoluta claridad dos aspectos
vinculados a la segregación residencial que comple-
mentan la importancia dada en este artículo al rol del
espacio público: la dimensión subjetiva de la segrega-
ción residencial como uno de los atributos más impor-
tantes de ella, y la malignidad de la segregación resi-
dencial en las ciudades latinoamericanas como una de
sus nuevas características. Al primero de estos aspec-

tos los autores mencionados lo definen como la per-
cepción subjetiva que los pobres tienen de la segrega-
ción “objetiva”. Sería conveniente, sin embargo, exten-
derlo no sólo al reconocimiento de la propia segrega-
ción, sino al reconocimiento de la ausencia de oportu-
nidades, al sentimiento de no pertenencia, a una intui-
ción de la exclusión. El segundo aspecto, la maligni-
dad, se refiere a la asociación creciente entre la segre-
gación residencial y síntomas de “desintegración so-
cial” que para los autores citados incluyen indicadores
como la inacción juvenil, la deserción o retraso esco-
lar y los embarazos adolescentes, a los que además
podrían agregarse la violencia, las actividades
delictivas, la inseguridad y el consumo de drogas y
alcohol, entre otras cosas. Como vemos, la malignidad
de la segregación residencial guarda relación con las
normas, valores, prácticas y comportamientos que de-
finen la cultura de la calle de los barrios de pobreza
estructural estudiados, y con los estigmas que pesan
sobre algunos de estos barrios o espacios urbanos y que
son predominantes en el imaginario colectivo. Se po-
dría definir la malignidad como la dimensión cultural
de la segregación.

Cabe sugerir que el espacio público barrial cons-
tituye el eslabón que asocia la dimensión subjetiva y
la dimensión cultural de la segregación.15 El barrio es
espacio de tránsito entre la esfera privada y la esfera
pública, espacio intermedio de privatización de lo pú-
blico en el que los individuos reconstruyen a su modo
una parte del mundo exterior. En este sentido, el espa-
cio público barrial, así apropiado, permite reducir la
extrañeza o la amenaza del mundo exterior.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

SEGREGACION URBANA Y ESPACIO PUBLICO: LOS JOVENES EN ENCLAVES DE POBREZA ESTRUCTURAL • GONZALO A. SARAVI

47

Es en el espacio público del barrio donde, a par-
tir de la dimensión subjetiva, la segregación urbana
comienza a adquirir una dimensión cultural. La cultu-
ra de la calle surge como una resultante de la expe-
riencia y la percepción de la exclusión. Los jóvenes
construyen en este espacio público privatizado o apro-
piado un entorno con normas, valores, prácticas y com-
portamientos que les permite enfrentar o evadir la frus-
tración y exclusión que les ofrece el mundo exterior.

La dimensión cultural de la segregación (también
llamada efecto gueto), cuyo locus es el espacio públi-
co barrial, constituye uno de los atributos principales
que dan a la pobreza estructural un nuevo carácter.
Estudios en Estados Unidos y Europa han asociado a
esta nueva pobreza el concepto de underclass. ¿Es
posible que las transformaciones en la estructura so-
cial de Argentina (en Buenos Aires y tal vez en mu-
chas otras ciudades latinoamericanas) sean tan profun-
das como para que se esté asistiendo al surgimiento de
una nueva pobreza estructural? Como ha señalado
MacDonald (1997), un proceso de ese tipo no puede
percibirse en el transcurso de una sola generación. Sin
embargo, se observan algunas tendencias que muestran
una creciente vulnerabilidad y riesgo de exclusión de
sectores específicos de la sociedad. En este artículo he
intentado destacar que entre los factores de riesgo se

hallan las transformaciones asociadas con el espacio
público del barrio en enclaves de pobreza estructural.
Dos aspectos merecen destacarse al respecto.

Como hemos visto en secciones anteriores, la
apropiación del espacio público barrial no está exenta
de conflictos. El dominio del espacio público genera
inmediatamente una frontera entre “nosotros y ellos”,
entre integrados y aislados. De aquí se derivan dos
observaciones que conviene retomar en estas conclu-
siones. En primer lugar, la homogeneidad que se per-
cibe en el espacio público es siempre falsa o aparente.
En el caso estudiado, un análisis profundo de las rela-
ciones al interior de la comunidad permitió encontrar
las divisiones antes mencionadas entre integrados y
aislados. Ambos grupos padecen en forma diferente las
desventajas del barrio, de la cultura de la calle. Sin
embargo, la presencia de aislados o “giles” representa
aún un recurso (potencial) para que la comunidad trans-
forme el espacio público. En segundo lugar, es sin
embargo sobre esta falsa homogeneidad (entre otros
aspectos) que se construyen los prejuicios y estigmas
territoriales. Así, el espacio público, y más concreta-
mente la cultura de la calle, deja de ser un mecanismo
de defensa producto de la exclusión para convertirse
en un poderoso factor de exclusión para la comunidad
en su conjunto.
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I
Introducción

Para delinear política es importante saber si todas las
zonas rurales pueden tener economías diversificadas,
y si los campesinos pobres son capaces de optimizar
las oportunidades que les ofrezca el empleo rural no
agrícola (ERNA) o si para hacerlo necesitan la ayuda de
políticas especiales. La información de que se dispo-
ne revela que las modalidades de participación y las
posibilidades de aprovechar las oportunidades difieren
marcadamente entre los grupos de población, según el
género, la edad y, sobre todo, el patrimonio personal
o del hogar, la localización de su residencia y el acce-
so a bienes públicos y privados. En este artículo se
aborda, entre otros, un tema poco estudiado: la rela-
ción de la localización en el territorio —y, por lo tan-
to, las “distancias”— con el ERNA.

Desde el decenio de 1990 en América Latina se
ha estado prestando creciente atención al ERNA. Diver-
sos estudios han examinado la forma en que se rela-
cionan con él los distintos activos (públicos y priva-
dos) en cada grupo de ingresos y, a la vez, la forma
en que las distintas ocupaciones no agrícolas influyen

en los ingresos mismos. Varios de esos estudios fue-
ron publicados en una edición especial de World
Development (2001) dedicada al empleo y los ingre-
sos rurales no agrícolas, y recientemente aparecieron
traducidos al español (BID/FAO/CEPAL/RIMISP, 2004). Aquí
recurriremos ampliamente a esos trabajos.

El presente artículo consta de siete secciones. La
sección II siguiente explica algunas de las definicio-
nes utilizadas en América Latina y las que se emplea-
rán en el resto del texto. La sección III reseña las cau-
sas del crecimiento del ERNA. La sección IV muestra
la magnitud del ERNA en América Latina. La sección
V trata del ERNA y los activos privados (tierra, educa-
ción, características de los miembros del hogar) y pú-
blicos (caminos, electrificación), pero también de la lo-
calización y el dinamismo de la agricultura local. La
sección VI examina el ERNA y las “distancias”. Y, por
último, la sección VII contiene algunas conclusiones
en materia de políticas y menciona algunos temas que
merecen mayor estudio.

■  Una versión anterior del presente artículo fue presentada en el
simposio “The rural non-farm economy in the developing world
and transition economies: an answer to rural poverty?”, en el marco
de la 77a conferencia anual de la Agricultural Economics Society
del Reino Unido (Seale-Hayne, Newton Abbott, Devon, 11 a 14 de
abril de 2003). Una versión abreviada se presentó con el título de
“Rural non-farm employment: the importance of distances” en la
sesión dedicada a transformaciones sociales del seminario interna-
cional “El mundo rural: transformaciones y perspectivas a la luz de
la nueva ruralidad” (Bogotá, 15 a 17 de octubre de 2003). La auto-
ra agradece las útiles observaciones de Steve Wiggins, del Overseas
Development Institute, y las de un juez anónimo que comentó ese
artículo.

II
Definiciones

El empleo no agrícola de los residentes en zonas rura-
les puede abordarse de distintas maneras, entre las
cuales destacaremos tres. La primera de ellas general-
mente gira en torno a estudios de casos sobre una de
las ocupaciones de los miembros del hogar, tomando

el hogar como unidad de análisis. El énfasis no recae
necesariamente en la actividad principal de la familia
ni en la de sus miembros, sino en la actividad que el
autor desea examinar con más detalle.1 La segunda se
centra en la principal actividad o fuente de ingresos del
hogar, la que suele obtenerse de las respuestas a las
encuestas de hogares, entre las cuales por lo general
son determinantes las respuestas del jefe de hogar. La
tercera considera la actividad principal de cada perso-
na y tiene como fuentes de información primordiales
las encuestas de hogares o los censos de población. El

1 En el Tercer Simposio Latinoamericano sobre investigación y
difusión de sistemas agrícolas, que trató de nuevos enfoques para la
superación de la pobreza rural y para el desarrollo de las capacida-
des locales (Lima, agosto de 1998), se dieron a conocer varios ejem-
plos de esta clase de estudios (sobre la fabricación de sombreros de
paja en Perú o la confección de “bluyines” en Ecuador).
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análisis que sigue se hará por esta tercera vía y consi-
derará el empleo principal en actividades no agrícolas
de residentes en zonas rurales.

Para describir dicho empleo se acuñó en español
la expresión “empleo rural no agrícola” (ERNA). El ERNA

no incluye las actividades agrícolas realizadas “fuera
de la granja” que, según el autor de que se trate, for-
man o no parte del concepto utilizado en inglés: rural
non-farm employment (RNFE). Para simplificar, el pre-
sente artículo utilizará la sigla ERNA, como lo han he-
cho muchos autores y traductores, ciñéndose a la defi-
nición de Reardon, Berdegué y Escobar (2001, p. 396),
quienes señalan que al hablar de ERNA se refieren al
empleo de los miembros de los hogares rurales en el
sector no agrícola; que “no agrícola” significa cualquier
actividad externa a la agricultura, es decir, en la manu-
factura o los servicios; que se atienen a las definiciones
estándares de las cuentas nacionales, según las cuales
la agricultura produce bienes agroalimentarios no pro-
cesados utilizando recursos naturales (tierra, ríos/lagos/
océanos, aire) como uno de los factores de producción,
y que el proceso puede ser “de cultivo” (siembras,
acuicultura, crianza de ganado, silvicultura) o “de re-
colección” (caza, pesca, silvicultura).

Sin embargo, tanto la sigla en español como la
sigla en inglés dan la impresión errónea de que la ac-
tividad considerada tiene lugar en una zona rural. Esto
ha confundido tanto a los analistas como a quienes
formulan políticas y ha alentado cierto entusiasmo por
un “renacimiento rural” que, al menos en parte, obe-
dece a una percepción errada de la realidad. En ver-
dad, a lo que se refieren ambas es al empleo de quien
reside en una zona definida como rural por el censo
de su país y que lleva a cabo una labor no agrícola,
sin que se indique el lugar en que realiza dicha labor.

Algo que debe tenerse en cuenta al analizar el
ERNA en América Latina es el tema de las definiciones
del término “rural”. En la región, los censos de pobla-
ción y, por ende, las encuestas de hogares, utilizan
cinco definiciones amplias del término que se basan
respectivamente en la población máxima de la locali-
dad (alrededor de 2.000 personas por localidad en la
mayoría de los países); en el número de viviendas
contiguas (Perú); en definiciones legales (Brasil, Ecua-
dor, Guatemala, Uruguay); en el hecho de encontrarse
fuera de la denominada “cabecera municipal” (Colom-
bia, República Dominicana, El Salvador, Paraguay) y
en “características no rurales” (Costa Rica y Haití).
Además, casi ningún país utiliza exactamente la mis-
ma definición que otro y varios la han modificado a
lo largo de los años.

La mayoría de las zonas rurales de la región se
caracteriza por una baja densidad poblacional y por
grandes distancias físicas y de otra naturaleza entre
asentamientos. De hecho, en América Latina la densi-
dad media de la población es de 21 habitantes por km2

(fluctúa entre 257 en El Salvador y seis en Bolivia),
lo que equivale a menos de la quinta parte del prome-
dio de la Unión Europea (15 países), a un poco menos
que el promedio del África subsahariana y a bastante
menos que el de otras regiones en desarrollo. En cuanto
a la población dispersa,2 América Latina en su conjunto
tiene 6,7 habitantes por km2, mientras que en países
como Argentina, Bolivia, Chile, Uruguay y Venezue-
la la cifra es inferior a la mitad y resulta bajísima se-
gún los estándares europeos (Persson y Ceccato, 2001).
La importancia que reviste para la estructura del ERNA

esta baja densidad de población y las “distancias” aso-
ciadas a ella es uno de los temas que trataremos de
subrayar —si no demostrar— en el presente artículo.

III
Causas del incremento del

empleo rural no agrícola

Según datos tomados de censos de población latinoa-
mericanos, el ERNA se habría elevado de alrededor de
17% de la población económicamente activa (PEA) rural
en el decenio de 1970 a 24% de la PEA rural en el
decenio de 1980; esto es, su aumento anual habría sido
de 4,3%. La PEA agrícola, en tanto, sólo se elevó en

2 Calculada dividiendo la población de las localidades con me-
nos de 2.000 habitantes por el 90% de la superficie total del
país. El cálculo es más bien moderado, puesto que de acuerdo
con estimaciones del Centro de las Naciones Unidas para los
Asentamientos Humanos (CNUAH, 1996, p. 418), en la mayoría
de los países las zonas urbanas no sobrepasan el 1% del territo-
rio nacional.
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0,03% al año. En rigor, el empleo agrícola bajó en casi
la mitad de los países latinoamericanos, mientras que
el ERNA aumentó en todos ellos.3 Como se verá más
adelante, en la década de 1990 el ERNA volvió a aumen-
tar apreciablemente.

En las zonas rurales de América Latina la pobre-
za se ha mantenido en niveles más o menos estables
(en términos porcentuales) durante varios decenios.
Puede sostenerse, por lo tanto, que el incremento del
ERNA no se debió a un aumento de la pobreza, pese a
que hay evidencias de que buena parte de las
microempresas rurales se crean para paliar la pobreza
más extrema.

La población rural y el empleo agrícola también
se han mantenido más o menos estables en los últimos
decenios. Sin embargo, entre las personas dedicadas
principalmente a actividades agrícolas se observan
cambios de lugar de residencia, con una creciente ten-
dencia a vivir en zonas urbanas; esto sucede entre mi-
grantes recientes que encuentran menos barreras al
empleo como obreros agrícolas ocasionales que en el
mercado de trabajo de las ciudades (Hataya, 1992), y
también entre agricultores relativamente más próspe-
ros que siguen trabajando en su actividad agrícola pero
se trasladan a vivir en zonas más urbanas (Berdegué,
Ramírez y otros, 2001). A primera vista, esto no ex-
plica el crecimiento del ERNA.

En los últimos tres decenios, la agricultura cre-
ció a una tasa media anual relativamente vigorosa de
2 a 3%. Aunque no sé de cálculos similares respecto
de la economía rural, es probable que ésta haya creci-
do al menos en proporciones parecidas. Por lo tanto,
el incremento del ERNA podría ser una reacción “nor-
mal” ante el crecimiento y también ante la mayor de-
manda de servicios de una agricultura en vías de
modernización. Sigue siendo una incógnita por qué
han de prestar estos servicios los residentes rurales
mientras los agricultores se trasladan a vivir en zonas
urbanas.

También es posible que haya varones jóvenes y
de edad mediana que resuelven seguir viviendo en
zonas rurales (por motivos relacionados con la vivien-
da, su gusto por la vida familiar, su preferencia por el
estilo de vida rural, etc.) pero que no quieren dedicar-
se a la agricultura o no tienen acceso a tierras de cul-
tivo (Dirven, 2002). En consecuencia, postulan a em-
pleos rurales no agrícolas, o “crean” empleos de esta

índole, o bien, si la distancia lo permite, se trasladan
diariamente a trabajar en una zona urbana.

Otra causa del incremento del ERNA podría ser la
incorporación a la fuerza de trabajo de mujeres rura-
les (en su mayoría jóvenes), lo que las pone ante las
mismas opciones que confrontan los varones jóvenes:
migrar, permanecer en zonas rurales pero fuera de la
actividad agrícola, o viajar diariamente hasta su lugar
de trabajo.

Un hallazgo reciente —que hay que investigar
más a fondo, pero que probablemente guarda estrecha
relación con lo señalado en los dos párrafos anteriores
y con la localización del ERNA, a la cual volveremos
luego— es que los más jóvenes parecen concentrarse
i) en torno a zonas más dinámicas, próximas a peque-
ños pueblos o villorrios rurales que han dado muestras
de progreso económico o han recibido recientes inver-
siones del gobierno, a menudo relacionadas con la mi-
tigación de la pobreza o con políticas de descentraliza-
ción; o ii) en zonas situadas cerca de caminos pavimen-
tados que conducen a esos centros más dinámicos.4

Esto nos lleva a destacar la importancia que tu-
vieron para el crecimiento del ERNA las políticas de
descentralización y desarrollo rural aplicadas en la
mayoría de los países latinoamericanos durante el de-
cenio de 1990. Gracias a esas políticas se crearon nue-
vos empleos en municipios y gobiernos regionales, así
como en los servicios de salud, educación, crédito,
asistencia técnica, infraestructura y otros. La verdad es
que hasta en municipios muy poco dinámicos de zonas
con agudos procesos de desertificación y claros patro-
nes de emigración neta se observa la llegada de nuevos
migrantes de todas las edades y diversos perfiles de
empleo, aunque predominan entre ellos los funcionarios
públicos y los consultores, técnicos y voluntarios de
organizaciones no gubernamentales (Morales, 2003).

Otro factor que puede explicar el incremento del
ERNA es la mayor demanda originada por el turismo;
por residentes urbanos adinerados que pasan fines de
semana y vacaciones en segundas viviendas, o por
residentes en zonas periurbanas —pobres o relativa-
mente prósperos— que quieren vivir a distancia y tiem-

3 Reardon, Berdegué y Escobar (2001), a partir de cifras de Klein
(1992).

4 Estas aseveraciones se basan en una interpretación visual de los
mapas preparados por Pablo Ávalos como parte de su pasantía en
la Unidad de Desarrollo Agrícola de la CEPAL y de la preparación de
su tesis como geógrafo de la Universidad de Chile. Ávalos elaboró
una serie de mapas de la VI, VIII y IX regiones de Chile y comparó
los datos de la estructura por edades y género de los censos de
población de 1992 y 2002 a nivel de distritos censales, para lo cual
utilizó el programa de recuperación de datos para áreas pequeñas
por microcomputador (Redatam), desarrollado por CEPAL/CELADE.
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po de traslado “razonables” de las zonas urbanas, que
disfrutan la vida en el campo o que desean invertir
menos en vivienda.5

Según de Janvry y Sadoulet (1993),6 la distribu-
ción extremadamente inequitativa de los activos en
América Latina, peor que en otras regiones, dificulta
la creación de vinculaciones locales. En realidad, de-
bido a la marcada asimetría de la distribución del in-
greso y de la tierra (con coeficientes de Gini en torno
a 0.60 y a 0.80, respectivamente), la mayor parte de
los beneficios por concepto de ingresos que produce
el crecimiento agrícola va a un número reducido de
terratenientes. Ellos son en su mayoría propietarios
ausentes, de manera que la mayor parte de esos ingre-
sos no acrecienta la demanda local. Sin embargo, esto
no impide que el sector agrícola moderno, que en

América Latina es relativamente amplio, utilice más
insumos y servicios que la agricultura de otras regio-
nes en desarrollo y, por lo tanto, genere vinculaciones
relativamente vigorosas con el resto de la economía,
aunque no tanto en el plano local (de Janvry y
Sadoulet, 2002, p. 18). Estimaciones recientes realiza-
das en 2003 por el Instituto Interamericano de Coope-
ración para la Agricultura (IICA) en varios países de la
región muestran multiplicadores agrícolas de alrededor
de 3, que en todo caso son bastante modestos si se les
compara con los de países desarrollados (el mismo
estudio registró un multiplicador de 11 para los Esta-
dos Unidos). Todavía no está claro cuánto de esto se
traduce en empleo rural no agrícola, y en qué condi-
ciones. Esto es algo que habría que estudiar más a
fondo.

IV
El empleo rural no agrícola en cifras: panorama

a fines del decenio de 1990

Mediante la ampliación de las cifras que entregaron las
encuestas de hogares realizadas en 1999 calculamos el
ERNA de once países latinoamericanos,7 que en conjunto
representan alrededor de 72% de la población eco-
nómicamente activa de América Latina8 (esto es, la
población empleada y desempleada). El ERNA resultante
fue de 39% de la población rural ocupada (cuadros 1
y 2). Esto marca un incremento apreciable respecto de
estimaciones de comienzos y mediados del decenio de
1990, que fluctuaron en torno al 30-35%.9 Para obte-
ner el cuadro 1 se utilizaron las respuestas a una pre-
gunta de las encuestas de hogares: ¿cuál fue su activi-
dad principal la semana pasada?10 La cifra total que se

obtuvo, en especial la que se refiere a las mujeres,
excede considerablemente las proyecciones efectuadas
por CEPAL/CELADE (1999)11 de la población económica-
mente activa para el año 2000 (que incluye el 2 a 3%
de población rural desempleada). Esto podría tener tres
explicaciones: i) una de índole metodológica: las cifras
del CELADE se basan en censos de población, que no
captan tan bien el empleo —en especial de las mujeres—
como las encuestas de hogares; ii) se incorporó a la
fuerza de trabajo un número de mujeres superior al
previsto, y iii) se está produciendo un fenómeno simi-
lar al de la “década perdida” de 1980, esto es, que las
migraciones del campo a la ciudad han disminuido
como resultado de una nueva “media década perdida”
(1998-2002), fenómeno que fue captado por las encues-
tas de hogares realizadas en 1999.

La población ocupada total de los 11 países exa-
minados es cercana a los 140 millones de personas, de

5 Véase, entre otros, Graziano da Silva y del Grossi (2001).
6 Mencionados por Lanjouw (2001).
7 Países que cuentan con encuestas de hogares de cobertura nacio-
nal y para los cuales la CEPAL disponía de microdatos. Ellos son
Bolivia Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Hondu-
ras, México, Nicaragua, Panamá y Paraguay.
8 Además de los países comprendidos de norte a sur entre México
y Chile/Argentina, la expresión “América Latina” incluye Cuba,
Haití y la República Dominicana, no así los países angloparlantes
del Caribe, Belice y Guyana.
9 Véase, entre otros, Dirven (2000) y Reardon, Berdegué y Escobar
(2001).
10 En algunos países, el período de referencia es el último mes. Las
encuestas son extremadamente sensibles al momento en que se rea-

lizan y al período abarcado. En Brasil, por ejemplo, 14,6 millones
de personas respondieron que en 1997 su principal actividad había
sido la agricultura. Cuando el período de referencia fue la última
semana de septiembre de ese mismo año, sólo 13,4 millones dieron
esa respuesta (Graziano da Silva y del Grossi, 2001).
11 Actual División de Población de la CEPAL, antes Centro Latino-
americano y Caribeño de Demografía. (CELADE).
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CUADRO 1

América Latina (11 países): Estimaciones de la población rural ocupada, 1999

Fuente: Elaboración propia, a partir de extrapolaciones para 1999 de encuestas de hogares en Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador,
Honduras, México, Nicaragua, Panamá y Paraguay realizadas por la Unidad Mujer y Desarrollo, de la CEPAL.

CUADRO 2

América Latina (11 países): Población urbana ocupada en actividades
agrícolas, y población rural ocupada en actividades agrícolas y en
empleo rural no agrícola (ERNA)
(Número de personas y porcentajes)

Urbana Rural Total rural
En activ. Mujeres En activ. Mujeres ERNA Mujeres Mujeres
agrícolas (%) agrícolas (%) (%) (%)

Bolivia 75 066 25,8 1 192 603 45,9 202 024 45,5 1 394 627 45,9
Brasil 4 476 541 27,8 11 689 984 36,7 4 239 238 44,3 15 929 222 38,7
Chile 279 070 19,6 456 893 10,9 235 594 39,3 692 487 20,5
Colombia 298 067 12,3 3 183 960 11,5 2 462 521 49,1 5 646 482 27,9
Costa Rica 30 791 8,8 220 977 7,7 425 662 36,3 646 639 26,5
El Salvador 72 870 9,1 399 037 7,5 386 139 48,1 785 176 27,5
Honduras 84 390 10,1 647 926 6,0 448 022 59,7 1 095 949 27,9
México 536 329 23,3 6 974 498 22,5 7 528 597 42,3 14 503 095 32,8
Nicaragua 95 120 13,5 445 780 9,8 229 823 49,8 675 603 23,4
Panamá 47 465 4,0 121 666 3,6 127 608 38,7 249 274 21,6
Paraguay 48 660 17,4 576 563 20,5 345 121 45,7 921 684 29,9

Total 6 044 370 25,2 25 909 887 27,3 16 630 351 44,4 42 540 238 34,0

Fuente: Elaboración propia, a partir de extrapolaciones para 1999 de encuestas de hogares realizadas por la Unidad Mujer y Desarrollo, de
la CEPAL.

Total 140 141 814

100,0% = Urbana: 97 601 576
69,6%

= 100,0%

100,0% = Rural: 42 540 238
30,4%

Agrícola No Agrícola Agrícola No Agrícola

100% = 6 044 370
6,6%

100% = 91 557 206
93,4%

100% = 25 909 887
60,9%

100% = 16 630 351
39,1%

100%

100% 100%

100% 100% 100% 100%

M M M MF F F F

4 522 072
74,8%

1 522 298
25,2%

53 802 107
5,8%

37 755 099
41,2%

18 836 892
72,7%

7 072 995
27,3%

9 240 035
5,6%

7 390 316
44,4%

Rural femeninaRural masculinaUrbana femeninaUrbana masculina

100% = 58 324 179
7,8%    92,2%

59,8

100% = 39 277 397
3,9%    96,1%

40,2

100% = 28 076 927
67,1%    32,9%

6,0

100% = 14 463 311
48,9%    51,1%

34,0
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las cuales 30% vive en zonas rurales. De los residen-
tes urbanos ocupados, cerca de 6,6% trabaja principal-
mente en la agricultura (en especial los mayores de 45
años) y de los residentes rurales ocupados alrededor del
39% realiza actividades no agrícolas (en especial los
menores de 45 años, y sobre todo aquellos entre 30 y
44 años).

La participación de las mujeres ocupadas rurales
y urbanas en actividades no agrícolas es superior a su
participación en actividades agrícolas.12 Las mujeres
representan el 44,4% del ERNA y el 41,2% de los ocu-
pados urbanos que trabajan en actividades no agríco-
las. En el empleo agrícola rural, las mujeres represen-
tan el 27,3%, y en el empleo agrícola urbano, el 25,2%
de los ocupados urbanos que se dedican a actividades
agrícolas.

En estudios anteriores, Dirven (2002 y 2000)
mostró que la incidencia de mayores de 60 años (hom-
bres y mujeres) es claramente más alta en la PEA rural
(8,3%) que en la urbana (4,6%). Esto se explica por el
peso de la PEA agrícola en la PEA rural y por el hecho
de que 10% de la primera tiene más de 60 años. Por
su parte, la participación del grupo etario de 30 a 44
años en la PEA agrícola es inferior, debido a la migra-
ción. En cambio, el grupo etario de 15 a 29 años tiene
representación similar en las zonas rurales y urbanas,
ya que aun cuando en las primeras la actividad laboral
se inicia a una edad más temprana, en este grupo hay
especial prevalencia de la migración.

La PEA femenina dedicada a actividades rurales no
agrícolas muestra claramente una importante partici-
pación de las jóvenes: casi la mitad tiene entre 15 y
29 años. Del total de mujeres rurales ocupadas, un
elevado 51% se desempeña en el ERNA, mientras que
entre los hombres la proporción es de 33%.

Desde el punto de vista del empleo, los sectores
más importantes son i) los servicios sociales, comuna-
les y personales; ii) el comercio, los hoteles y los res-
taurantes, y iii) la manufactura, que representan respec-
tivamente 36%, 25% y 21% del ERNA total. Curiosa-
mente, estos tres sectores también se caracterizan por
una marcada participación de mujeres: 51%, 53% y
43%, respectivamente (cuadro 3).
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12 Esto se debe en parte a información incompleta, pese a que la OIT

ha realizado grandes esfuerzos por fomentar el uso de preguntas
concretas sobre el trabajo agrícola de la mujer. Gracias a esos es-
fuerzos, a mediados del decenio de 1990 las cifras de la FAO para la
PEA agrícola en América Latina aumentaron de 40 a 44 millones de
personas entre la base de datos anterior a 1994 y la que se inicia en
1990.
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Reardon, Berdegué y Escobar (2001) encontra-
ron que en América Latina el 46% de los ingresos que
perciben los residentes rurales proviene de activida-
des no agrícolas; este porcentaje supera el del ERNA

como actividad principal. En promedio, entonces, la
productividad del ERNA parece ser mayor que la de las
actividades agrícolas. Cabe señalar, sin embargo, que
el ingreso no agrícola total suele calcularse incluyen-
do las transferencias públicas y privadas. Además,
parte del ERNA corresponde a actividades secundarias,
mientras que las cifras relativas a los ocupados se
refieren sólo a su actividad principal. Ambas cosas
llevan a sobreestimar la productividad media del
ERNA. En qué medida lo hacen es lo que ilustran por
ejemplo Berdegué, Ramírez y otros (2001) respecto
de Chile. Estos autores comprobaron que las transfe-
rencias constituían 35% del ingreso total en un mu-
nicipio rural pobre (Portezuelo), y que representaban
22% del ingreso de las personas sin tierras y 12% del
de aquellas con tierras en un municipio rural más rico
(Molina).

Hay que tener en cuenta, sin embargo, que en el
ERNA es posible distinguir dos clases de actividades: por
un lado, las de baja productividad que son un “refugio
contra la pobreza”, brindan remuneraciones bajas, no
tienen grandes barreras de entrada o salida, y son gene-
radas sobre todo por la oferta; y por otro lado, las acti-
vidades dinámicas, de mayor productividad,13 generadas

principalmente por la demanda, pero que imponen
barreras relativamente altas a la entrada en términos de
capital financiero y humano. En la mayoría de los
casos, la participación relativa de los ingresos prove-
nientes del ERNA en el ingreso total, en relación con los
activos de los hogares (en especial la tierra), forma una
curva en U, mientras que el total de ingresos proce-
dentes del ERNA generalmente aumenta con los distin-
tos activos (tierra, educación, capital, acceso a cami-
nos y otra infraestructura, y proximidad a los merca-
dos o más bien a concentraciones de población).

En América Latina, los mercados de trabajo ru-
rales distan mucho de ser perfectos y a menudo los
salarios de cuenta difieren de los salarios de mercado.
En ellos influye la productividad marginal de la mano
de obra, pero también el precio de los bienes de consu-
mo, los costos de transacción, el tiempo disponible, los
ingresos no laborales, la dotación de activos públicos y
privados, y la indivisibilidad de algunas decisiones de
producción o de consumo. En consecuencia, las deci-
siones relativas a la asignación del trabajo a asalaria-
dos o a trabajadores por cuenta propia en la agricultu-
ra o en el ERNA dependen de todos estos aspectos.

En seguida, y utilizando principalmente informa-
ción contenida en World Development (2001), tratare-
mos de avanzar desde una visión “plana e indefinida”
de “lo rural” a una descripción mucho más compleja,
que hace hincapié en las “distancias”.

V
Activos y empleo rural no agrícola

1. Activos privados

a) Tierra
La información disponible acerca de la relación

entre los activos territoriales de los hogares y el ERNA

no es unívoca. Pese a que en muchos casos se da la

curva en U antes mencionada, Reardon, Berdegué y
Escobar (2001) concluyen más bien que la participa-
ción de los ingresos provenientes del ERNA en el ingreso
total del hogar disminuye a medida que aumenta la
cantidad de tierra que éste posee, pues los poseedores
de más tierras tienen menos incentivo para depender
del ERNA. Por otra parte, la evidencia disponible indi-
ca que los ingresos del ERNA se elevan a la par con el
ingreso de los hogares.

Según la reseña general incluida en la edición
especial de World Development (2001) , tanto en Perú
(Escobal, 2001) como en México (Yúnez-Naude y
Taylor, 2001) el hecho de ser propietario de activos
fijos agrícolas aumenta la participación del ingreso
agrícola en el ingreso total del hogar, y disminuye la

13 La mayoría de los autores distinguen entre el ERNA de “alta”
productividad y el de “baja” productividad. Aquí hemos preferido
hablar en el primer caso de ERNA de productividad “mayor”, para
evitar confusiones con los empleos de alta productividad real y
elevados ingresos a los que, por desgracia, en América Latina ac-
ceden muy pocos residentes rurales. En realidad, como lo indica
Wiggins (2003) para el caso de México, en vez de dos categorías
estrictas de ingresos por concepto de ERNA, hay un continuo que va
de ingresos muy bajos a ingresos relativamente altos.
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necesidad de empleo asalariado, sea agrícola o no agrí-
cola. Además, en México reduce las migraciones.14 Por
su parte, la crianza de ganado, que requiere relativa-
mente menos mano de obra, eleva la participación del
hogar en el ingreso por concepto de ERNA, y la presen-
cia de un miembro adicional acrecienta la probabili-
dad de ingresos por concepto de salarios.

Por otra parte, en Honduras la participación en el
empleo por cuenta propia es relativamente indepen-
diente del tamaño o uso de la propiedad agrícola, pero
la participación asalariada en el ERNA guarda directa
relación con el tamaño del predio, particularmente en
el norte del país —donde se ha instalado la mayoría
de las zonas francas industriales— y cuando parte de
las tierras del hogar son regadas y la mecanización
reduce la necesidad de mano de obra (Ruben y Van
den Berg, 2001).

Una posible interpretación de esta dispar reali-
dad podría ser la de que, dependiendo de la localiza-
ción y las “distancias”, los hogares que poseen tie-
rras suficientes como para originar excedentes con
fines de reinversión invierten en ERNA cuando están
bien localizados, o en la agricultura y en terrenos adi-
cionales, cuando enfrentan limitaciones impuestas por
la distancia.

b) El ahorro y el acceso a crédito
El mal funcionamiento de los mercados financie-

ros en las zonas rurales de los países en desarrollo no
sólo se debe a deficiencias de información, costos de
transacción elevados y derechos de propiedad mal
definidos que limitan el acceso al crédito formal, sino
también a la inadecuada captación del ahorro de los
hogares rurales. Esto impide a menudo que esos aho-
rros tengan una rentabilidad positiva, a menos que se
les invierta en una empresa casera (Lanjouw, 2001).
Así, el ingreso rural no agrícola puede provenir de
ahorros invertidos, aunque al mismo tiempo con fre-
cuencia se procura obtener ingresos del ERNA para su-
perar las restricciones de crédito.

En concordancia con lo anterior, en El Salvador
la gran mayoría de las empresas rurales no agrícolas
declara que su capital inicial provino del ahorro per-
sonal. En rigor, originalmente sólo un 7% de las em-
presas se financió mediante créditos institucionales
(Lanjouw, 2001). En Perú, el acceso a crédito es un

factor decisivo del empleo por cuenta propia (sea en
el sector agrícola o en el no agrícola), mientras que en
Honduras la búsqueda de empleo rural asalariado no
agrícola, con los costos de transporte pertinentes, o los
recursos para iniciar actividades de ERNA, generalmente
se financian con cargo al ahorro personal o del hogar,
o mediante crédito informal. Dicho de otra manera, sin
ahorro ni acceso a crédito formal o informal difícilmen-
te se puede acceder al ERNA, ya sea debido a costos de
búsqueda o a la inversión requerida. Con todo, es
importante destacar que, al igual que en otros países,
en Perú y Honduras las fuentes de ingreso no agríco-
las son un sustituto del crédito formal, extremadamente
restringido, y alivian las restricciones de capital
(Escobal, 2001; Ruben y Van den Berg, 2001).

Por lo general, los estudios sobre el ERNA tienen
presente en sus análisis, de manera implícita, el em-
pleo por cuenta propia o el empleo asalariado en
microempresas o en empresas pequeñas.15 En conse-
cuencia, no destacan lo suficiente el empleo en servi-
cios gubernamentales (educación, difusión, asistencia
técnica, servicios sociales, administración local, etc.),
cuyos costos de búsqueda difieren de los que requiere
el empleo en el sector privado. Reardon, Berdegué y
Escobar (2001) sostienen que en los países latinoame-
ricanos examinados el ERNA del sector público gene-
ralmente es bastante bajo. No nos convence que esto
sea así, y habría que investigar más a fondo este pun-
to. En Chile, por ejemplo, el empleo vinculado al go-
bierno representa un nada despreciable 16% del ERNA

total (educación, 8%; administración pública incluido
defensa, 6%, y servicios sociales y de salud, 2%). En
Brasil, alrededor de 70% de las personas que trabajan
en la categoría de “servicios sociales” prestan servicios
en las escuelas públicas y 8% en la salud pública. El
resto trabaja en organizaciones deportivas, clínicas y
escuelas privadas y distintos tipos de servicios de asis-
tencia social (Graziano da Silva y del Grossi, 2001).

c) Educación y experiencia
No hay duda alguna de que la relación entre la

educación y el tipo de ERNA mejor remunerado es

14 La migración al resto de México o a los Estados Unidos está
altamente relacionada con tener menos de tres años de enseñanza
básica, en el primer caso, y más de esos tres años en el segundo
(Yúnez-Naude y Taylor, 2001).

15 Wiggins (2003) destaca que clasificar las actividades en “asala-
riadas” o “por cuenta propia” puede ser inadecuado, puesto que
muchos empleos por cuenta propia se ajustan de tal manera a las
necesidades del cliente que equivalen a trabajo asalariado. A con-
tinuación, el autor cita el ejemplo del peón y del pintor, cada cual
aporta sus propias herramientas (el machete y la brocha, respectiva-
mente), a ambos se les paga por día, los dos generalmente son di-
rigidos por el contratista en cuanto a algunas especificidades del
trabajo y mientras que a uno se le considera obrero asalariado, al
otro se le clasifica como trabajador por cuenta propia.
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positiva, ya que todos los estudios apuntan en la mis-
ma dirección. Sin embargo, por lo general el ERNA

menos productivo no acusa una correlación significa-
tiva con los niveles educativos, pese a que los conoci-
mientos técnicos y la experiencia indudablemente cons-
tituyen activos.

En el noreste de Brasil, la probabilidad de parti-
cipar en el ERNA entre quienes han completado la en-
señanza básica16 es dos puntos porcentuales más alta
que entre los analfabetos, manteniendo constantes las
demás variables. Para quienes han completado la en-
señanza secundaria, esta probabilidad es 24 puntos
porcentuales más alta. Iguales tendencias se observan
en el sureste de Brasil. Esto queda aún más de mani-
fiesto cuando dentro del ERNA se distingue entre acti-
vidades de mayor productividad y de baja productivi-
dad (Ferreira y Lanjouw, 2001).

En México, la relación positiva entre educación
e ingresos (procedentes estos últimos tanto de la agri-
cultura como del ERNA) se torna particularmente ma-
nifiesta cuando el hogar tiene un miembro adicional
con más de nueve años de educación formal. Esto da
lugar a que el ingreso asalariado registre un aumento
marcado, equivalente a unos 780 dólares. En cambio,
tener en el hogar un miembro más con enseñanza bási-
ca incompleta (1 a 3 años de escolaridad) se relaciona
con la producción de bienes de primera necesidad, ya
que con estos niveles educativos no tiene más alterna-
tiva que dedicarse a una actividad tradicional, como el
cultivo del maíz (Yúnez-Naude y Taylor, 2001).

En Ecuador, el nivel educativo también guarda
relación directa con el ERNA. Los hogares tienen ma-
yores probabilidades de trabajar en empresas rurales
no agrícolas cuando al menos uno de sus miembros
tiene educación formal básica o secundaria. Además,
si todos los miembros del hogar tienen alguna escola-
ridad, es mucho más probable aún que se dediquen a
una actividad rural no agrícola, mientras que los que
cursaron estudios postsecundarios tienen más probabi-
lidades de desempeñarse en un trabajo asalariado que
de establecer una empresa familiar (Elbers y Lanjouw,
2001).

En Perú, los efectos de la educación también son
claros: a mayor escolaridad, menor es la inclinación a

obtener ingresos de las tierras de la familia y mayor el
estímulo a destinar su tiempo al ERNA, ya sea por cuenta
propia o en forma asalariada. Las estadísticas revelan
que los ingresos de la mano de obra especializada en
la agricultura son 30% más altos que los de la mano
de obra agrícola no especializada, y alrededor de 50%
más altos que los del ERNA. Sin embargo, esta diferen-
cia sólo se observa en la costa, mientras que en el al-
tiplano y en el Amazonas prácticamente no hay dife-
rencia. Escobal (2001) lo atribuye a que en estas re-
giones el mercado de trabajo está relativamente poco
desarrollado.

En Nicaragua, las personas que no poseen tierras
pero que tienen un nivel educativo alto, en especial las
que viven cerca de caminos y pueblos, obtienen altos
ingresos del ERNA en actividades como la enseñanza
(Corral y Reardon, 2001).

Cabe señalar que en el caso del ERNA parece apli-
carse lo mismo que había concluido Schultz (1964)
respecto de la agricultura en general, y posteriormen-
te, Figueroa (1986) respecto de América Latina: esto es,
que la rentabilidad de un año adicional de educación no
es la misma en una zona pobre y aletargada que en una
más rica y dinámica. Así, Berdegué, Ramírez y otros
(2001) encontraron que los trabajadores con nivel edu-
cativo más alto de Portezuelo (municipio rural poco
dinámico) generalmente realizaban las mismas labores
que aquellos con menor nivel educativo de Molina
(municipio rural dinámico), y que en este último las
personas con más educación tenían más oportunidades.
En rigor, cifras correspondientes a varios países lati-
noamericanos revelan que quienes trabajan primordial-
mente en el ERNA tienen más años de escolaridad que
los residentes rurales dedicados principalmente a la
agricultura, pero que sus años de escolaridad son si-
milares a los de residentes urbanos que se desempe-
ñan sobre todo en faenas agrícolas. En cambio, los
residentes urbanos que trabajan principalmente en ac-
tividades no agrícolas exhiben niveles educativos más
elevados.17

d) Los miembros del hogar
En muchos lugares, el hogar campesino es una

importante unidad de toma de decisiones. Se caracte-
riza por ser a la vez productor y consumidor de un
conjunto de bienes, como los alimentos y el tiempo de
sus miembros (utilizado para el trabajo o para el es-16 Cabe señalar que Brasil exhibe uno de los niveles medios de

educación rural más bajos de América Latina y que en el noreste
del país ellos son aún peores. En promedio, 63% de la población
rural brasileña de 15 a 24 años de edad tiene cinco años o menos
de enseñanza básica, y en el grupo etario de 25 a 59 años, el 83%
ha asistido cinco años o menos a la escuela (CEPAL, 2001).

17 Resultados de tabulaciones especiales de encuestas de hogares
realizadas en la CEPAL.
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parcimiento). Teóricamente, el hogar “maximizará” en
un proceso en dos etapas que es repetido y, por lo tan-
to, separable. Primero, maximizará sus utilidades como
productor, lo que maximizará sus ingresos; y a conti-
nuación, distribuirá sus ingresos de manera de maximi-
zar su utilidad como consumidor. La divisibilidad del
proceso de maximización depende de si hay o no di-
ferencias entre los precios de mercado de los bienes
de producción/consumo y el valor de ellos para el ho-
gar (los precios de cuenta). La endogeneidad de los
precios de cuenta18 puede darse en una amplia gama de
circunstancias. Está presente potencialmente cuando el
mercado de al menos uno de los bienes de producción
o consumo es “imperfecto”, es decir, cuando el hogar
no es tomador de precios, considera que el producto
vendido o comprado en el mercado es un sustituto
imperfecto del bien producido y utilizado en la gran-
ja, o debe hacer frente a diferencias entre el precio de
compra y el de venta originadas por los costos de tran-
sacción. La endogeneidad señalada también se da cuan-
do el trabajo del hogar en la agricultura o fuera de ella
no cumple igual función de utilidad. Y lo mismo su-
cede cuando ninguno de sus miembros trabaja en la-
bores no agrícolas, pese a su opción de hacerlo, en un
contexto en que la mano de obra familiar y la asala-
riada son elementos independientes de la función de
producción del hogar (Löfgren y Robinson, 1999).

Al parecer, tanto en Honduras como en El Salva-
dor los hogares utilizan primero la mano de obra fa-
miliar para la autoproducción de sus alimentos de pri-
mera necesidad y sólo después comprometen a sus
“miembros supernumerarios” en el ERNA. En conse-
cuencia, el tamaño del hogar influye positivamente en
la probabilidad de que uno de sus miembros participe
en el ERNA. Tal participación es importante como es-
trategia para diversificar los ingresos del hogar cuan-
do éste dispone de recursos suficientes para reempla-
zar a los miembros que tienen más educación, los que
pueden ganar más fuera de la agricultura (Lanjouw,
2001, y Ruben y Van den Berg, 2001).

Por el contrario, en Brasil el tamaño del hogar no
parece guardar relación directa con la participación en
el ERNA y los datos incluso indican que el hogar que
se especializa en actividades agrícolas (esto es, en que
un porcentaje ya elevado de sus miembros trabaja en
la agricultura) tiene pocas probabilidades de que uno

de sus miembros se dedique a una actividad no agrí-
cola (Ferreira y Lanjouw, 2001).

El tipo de ERNA principal varía en los distintos
estratos de ingresos. Los hogares de ingresos media-
nos19 trabajan principalmente en faenas no agrícolas, los
de ingresos altos trabajan por cuenta propia en activi-
dades rurales no agrícolas o tienen empresas pequeñas
y medianas que realizan labores de la misma índole,
mientras que la mayoría de las familias pobres llevan
a cabo actividades agrícolas asalariadas y obtienen
algunos ingresos no agrícolas adicionales de la arte-
sanía o del comercio menor. Esto guarda relación tam-
bién con la acumulación de capital que generalmente
se produce a lo largo del ciclo de vida y con las nece-
sidades de capital del ERNA. El corolario de lo anterior
es que, para aumentar su participación en el ERNA, los
hogares rurales i) tienen que superar las barreras de
entrada de índole financiera, y ii) tener acceso o posi-
bilidad de acceso, desde el punto de vista de la inver-
sión, a tecnologías que ahorran mano de obra, o iii)
contar con una familia numerosa. La probabilidad de
ingresar al ERNA aumenta con la edad hasta los 40 años,
para luego disminuir, pese a que en Honduras los que
ingresan al ERNA asalariado son generalmente personas
con más años y la edad tiene un importante efecto
positivo en el ingreso no agrícola, lo que posiblemen-
te indique que el ERNA requiere a la vez más prepara-
ción y más experiencia.20

Por lo que respecta al género, las cifras para los
once países latinoamericanos considerados revelan que
los varones constituyen algo más que la mitad (56%)
del ERNA total. Sin embargo, como las mujeres se de-
dican mucho menos que los hombres a la agricultura
(al menos según las cifras oficiales), la proporción de
mujeres que trabaja en el ERNA en el total de la PEA

femenina rural (alrededor de 51%) es mucho más alta
que la proporción de hombres (33%). Por lo general,
los hombres que no son jefes de hogar realizan activi-
dades asalariadas, mientras que las mujeres y los hom-
bres jefes de hogar tienden a trabajar por cuenta pro-
pia. Sin embargo, hombres y mujeres se desempeñan
en subsectores diferentes. Los primeros trabajan sobre
todo en la construcción, los transportes y la industria
pesada, y las mujeres generalmente en labores admi-
nistrativas, la industria textil, la educación, actividades

18 Esto es, el hecho de que esos precios no sean determinados por
el mercado, sino en forma endógena por la acción recíproca entre
la oferta y la demanda del hogar.

19 Este concepto es relativo, ya que en la América Latina rural el
38% de las familias vive por debajo de la línea de indigencia y
64% por debajo de la línea de pobreza (CEPAL, 2002).
20 Ruben y Van den Berg (2001), Dirven (2000), Ferreira y Lanjouw
(2001) y Corral y Reardon (2001).
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por cuenta propia y servicios personales y domésticos
(cuadro 3). En general, las mujeres tienden más a tra-
bajar por cuenta propia, pero usualmente, a igualdad
de otras condiciones, ganan mucho menos que los
hombres: hasta 29% menos en El Salvador, por ejem-
plo, según señala Lanjouw (2001).

Al considerar otras características, se observa que
en Brasil la probabilidad de participar en el ERNA pa-
rece no guardar relación con la raza, contrariamente a
lo que sucede en otros países (Ferreira y Lanjouw,
2001). En México, a los indígenas les resulta más di-
fícil acceder al ERNA que a los no indígenas con simi-
lar nivel educativo; además, entre ambos grupos se
observa una importante disparidad educativa (de Janvry
y Sadoulet, 2001). Más allá de atribuirse a simple dis-
criminación, la que ciertamente existe, esto podría
explicarse porque tiende a haber una significativa co-
rrelación entre la pertenencia a grupos indígenas y la
residencia en zonas más alejadas, con baja densidad de
población y menos ERNA (Corral y Reardon, 2001).

Otro hallazgo interesante, al menos en Brasil, es
que las personas nacidas en el mismo municipio en que
viven actualmente tienen una probabilidad levemente
menor de participar en el ERNA (Ferreira y Lanjouw,
2001). Se puede trazar un paralelo entre esto y las
conclusiones sobre la mayor apertura a la innovación
(y sus riesgos) exhibida por los migrantes que regre-
san de Lima, la capital, en Perú y por los ex soldados
o guerrilleros de Centroamérica y Colombia. La expo-
sición a experiencias y actividades diferentes de las que
habrían tenido en su aldea natal parece haber produci-
do en ellos un cambio de mentalidad y capacidades
que, entre otras cosas, afecta sus decisiones en mate-
ria de inversión y de trabajo.

2. Bienes públicos, infraestructura y otros acti-
vos derivados de la localización

a)  El dinamismo en la agricultura
La gran variedad de vinculaciones entre el sector

no agrícola y el agrícola, así como las diferentes fuer-
zas tras ellas, han sido objeto de abundantes análisis
teóricos y empíricos. Johnston y Kilby (1975), así co-
mo muchos otros autores, han sostenido que puede
surgir un círculo virtuoso de la intensificación de las
actividades agrícolas y no agrícolas, sobre la base de
vinculaciones entre la producción y el consumo. No
hay duda de que, en principio, ello es así y la mayoría
de los estudios apunta en esa dirección. Sin embargo,
las políticas de apertura al comercio y las inversiones
externas que han aplicado en distinta medida todos los

países de América Latina desde mediados del decenio
de 1980, unidas al mejoramiento de la red de transpor-
te, han acrecentado las posibilidades de fortalecer vin-
culaciones no locales que conduzcan a una “filtración”
parcial de los efectos locales al “resto del mundo”, es
decir, a la economía nacional o a economías extranje-
ras. Sin embargo, también puede suceder lo contrario
y haber mayores posibilidades de “motores” externos
que originen dinamismos locales.

Compartimos la impresión de Elbers y Lanjouw
(2001) de que el modelo tradicional de crecimiento en
el cual Lewis apunta a las transferencias intersectoriales
mantiene toda su validez cuando se reconoce que el
sector no agrícola moderno puede desarrollarse igual-
mente bien en las zonas rurales y en las urbanas. Los
datos indican que este proceso tiende a incrementar la
inequidad, pero ello no significa que los pobres no se
verán beneficiados. Además, no puede excluirse la
posibilidad de que el sector agrícola sea la fuerza que
subyace los cambios en materia de bienestar, a la vez
que los cambios en los patrones del ERNA.

Varios de los autores de estudios examinados en
este artículo comprobaron la existencia de algunas
vinculaciones vigorosas. Escobal (2001) encontró que
en Perú, mientras mayor fuera la productividad de la
tierra en un distrito determinado —y en consecuencia,
mientras más dinámico fuera el sector agrícola local—
mayor era la participación del ingreso no agrícola en
el ingreso total del hogar. Por su parte, Ruben y Van
den Berg (2001) llegaron a la conclusión de que las
microempresas de Honduras tienen importantes vincu-
laciones con el sector agrícola, ya sea a través del
suministro de insumos (eslabonamientos hacia atrás)
o bien mediante la transformación o distribución de sus
productos, principalmente a sus consumidores rurales
(eslabonamientos hacia adelante).

Lanjouw (2001) se muestra más cauteloso y sos-
tiene que en El Salvador, sobre la base de los datos
disponibles, es difícil verificar el vigor de los
eslabonamientos hacia atrás y hacia adelante que se
deben al aumento del ingreso agrícola. Pero sí conclu-
ye que tanto las vinculaciones que se originan en la
agricultura como aquellas provenientes del consumo
están presentes porque, de alguna manera, parte impor-
tante de las actividades no agrícolas gira en torno al
comercio, la preparación de alimentos, el transporte y
las actividades de reparación.

En Chile, sin embargo, se observa que en dos
municipios rurales diferentes (Molina, con una agricul-
tura dinámica, y Portezuelo, con una agricultura mu-
cho menos dinámica) los ingresos generados por el
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ERNA están menos vinculados con la agricultura en
Molina que en Portezuelo (22% y 57%, respectivamen-
te) y que, en promedio, los ingresos provenientes del
ERNA son superiores cuando están menos relacionados
con la agricultura. La verdad es que el ERNA directa-
mente vinculado con la agricultura, como el empleo en
las agroindustrias, genera ingresos equivalentes a en-
tre 33% y 43% de los brindados por el ERNA que no
tiene esta vinculación directa. Además, los ingresos
provenientes de las actividades no agrícolas de los ho-
gares rurales en zonas rurales sólo se aproximan al 70%
de los originados por las actividades de esos hogares
en centros urbanos. Estas últimas, sin embargo, con-
tribuyen a generar una importante afluencia de ingre-
sos hacia las zonas rurales (Berdegué, Ramírez y otros,
2001).

Para explicar el tipo de vinculaciones que se pro-
ducen, un estudio reciente sobre las aglomeraciones de
empresas y las cadenas de valor de la industria láctea
en varios países latinoamericanos (Dirven, 2001) mos-
tró claramente la validez de la teoría decimonónica de
von Thünen sobre la gradiente del valor de la tierra,
por una parte, y la importancia del tipo de empresas
(desde empresas micro, pequeñas, medianas y grandes
de propiedad nacional a empresas transnacionales) que
participan en cada nodo, por la otra. Así, cerca de las
grandes ciudades, los predios productores de leche ha-
cen uso mucho más intensivo de la tierra y, en conse-
cuencia, de toda clase de insumos. Por lo tanto, tienen
mucho más vinculaciones hacia atrás con la producción
y los servicios que los predios lecheros de zonas más
apartadas, aunque a menudo con importadores más que
con productores locales de insumos. En segundo lugar,
los procesos industriales también varían según la lo-
calización. Así, los bienes de más valor, como el yo-
gur, el queso fresco y la leche líquida, se producen cerca
de las ciudades más grandes, y los quesos maduros y la
leche en polvo en zonas productoras de leche más apar-
tadas, mientras que en las zonas tropicales estos dos
últimos productos provienen de ganado que sirve para
dos fines: la producción de carne y la de leche. Natu-
ralmente, las vinculaciones resultantes con los provee-
dores de maquinaria, transporte, embalaje y otros
insumos son muy diferentes. El hecho de que las gran-
jas, agroindustrias o proveedores de insumos y servi-
cios sean microempresas o empresas transnacionales
—o empresas de cualquier tamaño intermedio— tam-
bién tiene efectos significativos en el uso de tecnolo-
gía y en las vinculaciones resultantes (Dirven, 2001).
Hasta ahora, la literatura especializada se ha preocu-
pado poco de integrar la agricultura y sus vinculacio-

nes con los efectos de la distancia y de conocer el
impacto combinado de ambas cosas en el ERNA.

b) Los caminos y otro tipo de infraestructura
En general, en América Latina el ERNA parece

hallarse estrechamente relacionado con la localización.
El nivel de los ingresos procedentes de actividades no
agrícolas depende principalmente del contexto econó-
mico, en especial el dinamismo de la economía local
o territorial, y también de la calidad de los caminos.
El acceso a buenos caminos es particularmente impor-
tante para poder participar en el empleo asalariado
agrícola y no agrícola. Sin embargo, en las activida-
des no agrícolas por cuenta propia este factor parece
tener menos peso. Hasta ahora los datos disponibles
indican que en estas últimas predominan empresas
pequeñas administradas mayoritariamente por mujeres,
que abastecen a mercados rurales locales (Berdegué,
Ramírez y otros, 2001; Corral y Reardon, 2001).

En especial, todo indica que el ERNA es más diná-
mico en las zonas que tienen buenas conexiones con
los mercados y que cuentan al menos con un mínimo
de infraestructura (Ferreira y Lanjouw, 2001).21 En
consecuencia, el acceso a bienes públicos como la elec-
trificación rural y los caminos eleva de manera apre-
ciable los ingresos globales provenientes de la agricul-
tura y particularmente de actividades no agrícolas
(Escobal, 2001). Lo más probable es que esto no se
deba a que los caminos sean menos importantes para
la agricultura, sino más bien a que, según la “ley” de
von Thünen, la agricultura se adapta a zonas menos
próximas a los caminos principales, mientras que las
actividades no agrícolas tienden a ubicarse más cerca
de ellos y en la proximidad de concentraciones rural-
urbanas (Corral y Reardon, 2001). Sin embargo, por
lo general son pocas las empresas rurales que tienen
acceso a infraestructura básica. Por ejemplo, en El
Salvador, 35% de las empresas dijeron tener dificulta-
des con el transporte debido al mal estado de los ca-
minos, y eran muy pocas las que tenían teléfono. Y si
bien es cierto que el acceso a infraestructura parecía
influir en el ERNA de manera similar a la antes señala-
da y que el ERNA de baja productividad al parecer se
concentraba más bien en torno a pequeños villorrios y
otros asentamientos rurales, curiosamente esto no

21 El juez anónimo que comentó este artículo destacó que a menu-
do las actividades más dinámicas dan lugar a inversiones en cami-
nos y otro tipo de infraestructura y que, por lo tanto, hay que inter-
pretar con cautela la relación de causa a efecto entre la infraestruc-
tura y el ERNA. La observación es sin duda pertinente.
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parecía pesar demasiado en las remuneraciones y, en
el caso del ERNA de mayor productividad, la distancia
no parecía tener mucha importancia (Lanjouw, 2001).

Cabe recordar sin embargo que, como se dijo antes y
a diferencia de la mayoría de los países de la región,
El Salvador está densamente poblado.

VI
Las “distancias” y el empleo rural no agrícola

1. Territorios y localización

Como puede deducirse de la sección anterior, y como
ya se está comenzando a hacer en la región, las polí-
ticas de desarrollo rural y de mitigación de la pobreza
rural deberían considerar de manera explícita la hete-
rogeneidad de los territorios. Un estudio general recien-
te sobre el desarrollo territorial rural en América Lati-
na (Schejtman y Berdegué, 2003) distinguió cuatro
tipos de territorios, caracterizados por diferentes tra-
yectorias y potencialidades históricas, socioeconómicas
e institucionales, a los cuales es preciso aplicar políti-
cas también diferentes. Ellos son: i) territorios que han
progresado en materia de desarrollo productivo y que
han alcanzado un desarrollo institucional que les per-
mite un grado razonable de inclusión y diálogo socia-
les; ii) territorios que han experimentado un importante
proceso de crecimiento económico, aunque éste ha
influido poco en el desarrollo local y aún menos en las
oportunidades de los segmentos más pobres; iii) terri-
torios con instituciones vigorosas que suelen expresarse
en una fuerte identidad cultural, pero carentes de op-
ciones económicas propias que puedan sustentar pro-
cesos de largo plazo para mitigar la pobreza, y iv) te-
rritorios que atraviesan por un abierto proceso de
desestructuración económica y social.

Esta tipología, que fue concebida para las políti-
cas de desarrollo territorial, ciertamente es útil también
para explicar los tipos de empleo rural no agrícola que
se encuentran en dichos territorios, puesto que el ERNA

influye en el territorio circundante y a la vez recibe su
influencia. Uno de los inconvenientes de esta tipología,
sin embargo, es que sus autores no tomaron expresa-
mente en cuenta el factor localización, es decir, la dis-
tancia a que se encuentran los mercados. Poco a poco
—y bajo la influencia de Krugman, entre otros— los
economistas han comenzado a reexaminar la localiza-
ción como factor del desarrollo económico.

Wiggins y Proctor (2001) lo expresan de esta ma-
nera: ‘En torno a la mayoría de las ciudades hay una
zona periurbana que interactúa intensamente con la

ciudad, zona que podría definirse como aquella en la
cual las personas pueden trasladarse diariamente entre
la aldea y la ciudad para trabajar. Más allá está el cam-
po, desde el cual la distancia impide el traslado diario
y en que el costo de viajar hacia y desde la ciudad es
significativamente mayor. Más lejos aún, hay zonas
rurales de acceso difícil debido a la falta de infraes-
tructura, a las grandes distancias y a obstáculos físi-
cos. En este caso, el costo del traslado de bienes y
personas hacia y desde las zonas urbanas es extraordi-
nariamente elevado.22 Cabe señalar que la densidad del
asentamiento generalmente guarda relación directa con
su proximidad a las ciudades (y la riqueza natural de
la zona).’23 En seguida, los autores citados superponen
la calidad de los recursos naturales a las zonas
periurbanas, al campo situado a distancia mediana y a
las zonas rurales muy apartadas, y configuran así un
cuadro con seis categorías de localizaciones y recur-
sos (calidad del terreno, belleza del paisaje, etc.). Es-
tas categorías indican la probabilidad de encontrar cier-
tos tipos de actividades en determinados lugares (o
desde otro punto de vista, las posibilidades de desa-
rrollo del territorio). El monto y control de los activos,
sobre todo la tierra, también tienen un papel importan-
te, especialmente en el caso de América Latina por su
muy asimétrica distribución de ingresos y activos.

2. Las “distancias” y los costos de transacción

La localización es crucial porque, junto con la infra-
estructura, determina la distancia hasta los mercados,

22 Incluso puede darse el caso de que los mercados “fallen” para
cierto individuo u hogar, cuando la diferencia entre el precio de
venta y el precio de compra de un bien determinado es demasiado
grande. En estos casos, es posible que al hogar le convenga más
producir el bien para su propio consumo (Escobal, 2000; Key,
Sadoulet y de Janvry, 2000).
23 Esta cita de Wiggins y Proctor (2001) fue traducida del inglés,
junto con el resto del presente artículo, por los servicios de la CEPAL.
Se reproduce entre comillas simples, no dobles, para indicar que no
corresponde a una traducción oficial de la obra citada.
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entendiendo aquí por distancia la lejanía física ponde-
rada por los costos de transacción. Un estudio en Perú
(Escobal, 2000) calculó los costos de transacción de
la venta de productos agrícolas, en este caso papas, en
dos distritos de Huancavelica. En promedio, esos cos-
tos eran cercanos al 50% del valor de los productos
vendidos. Además, eran 60% más altos para los cam-
pesinos conectados al mercado a través de un sendero
que para aquellos que contaban con un camino apto
para vehículos y transitable todo el año. El mismo
estudio confirmó que los costos de transacción eran
muy superiores para los pequeños agricultores que para
los que trabajaban a una escala mayor (67% y 32% del
valor de la venta, respectivamente).

Sin embargo, hay varias otras “distancias” que
también influyen en los costos de transacción. Según
Escobal (2000), las decisiones de los agricultores no
sólo dependen del costo y del tiempo que tarden en
llegar a un mercado, sino también de su experiencia
en un mercado determinado, de la estabilidad de sus
relaciones con los compradores y de los recursos in-
vertidos para obtener información y para supervisar los
arreglos contractuales implícitos.

Un estudio sobre la “distancia organizacional”
efectuado en Perú reveló que las organizaciones e ins-
tituciones rurales tienen una marcada tendencia a re-
lacionarse con entes de su misma naturaleza, lo que
sugiere que sus profesionales y técnicos no miran a las
organizaciones comunitarias como sus iguales. Esta
tendencia a relacionarse con los pares introduce un
factor de exclusión adicional de los pobres y de los
“más rurales” (Andersen, 2003).

Las “distancias” sociales y culturales24 cumplen
asimismo una función esencial en las transacciones de
bienes, mano de obra, servicios e ideas. Además, en
esta interacción bidireccional de causas y efectos, la
ubicación de los hogares dentro del villorrio, distrito
o región también es crucial. El aislamiento social y
económico que puede resultar de estas distintas “dis-
tancias” puede ser bastante acentuado, incluso entre
hogares de una misma localidad, dada la gran disper-
sión que muestran muchas localidades rurales. Además,
como las “distancias” aumentan las asimetrías de in-
formación, los pobres y las personas que viven aisla-
das —que de por sí tienen pocas alternativas en cuan-
to a dónde, con quién y a qué precio comerciar— par-

ticiparán en los diversos mercados en condiciones
desiguales (Primi, 2002).

En suma, la decisión de ofrecer o utilizar recur-
sos laborales o de inversión para el ERNA y no para la
agricultura o la migración tiene que ver con el salario
o ingreso esperado, menos los costos de transacción
(información, “supervisión del contrato” o riesgo de
que el contrato esperado no se materialice o se suspen-
da tempranamente, transporte propio o de los bienes
producidos hasta el mercado, etc.). La combinación de
costos de transacción en cada caso dependerá de cada
persona o familia (su capital humano, capital social,
experiencia, información acumulada y canales de in-
formación), de las características locales específicas y
de cada mercado (Escobal, 2000). Los distintos tipos
de “distancias” desempeñan en esto un papel esencial.

3. Los ingresos provenientes del ERNA y la
gradiente de actividad

Volviendo a la concepción más económica de la “dis-
tancia” (es decir, la de los costos de transacción me-
diados por la distancia física), la información disponi-
ble sobre el ERNA es aún escasa, pero no hay duda de
que la distancia y los costos de transacción consiguien-
tes influyen directa e indirectamente en él, ya sea por
la indivisibilidad de los bienes de producción-consu-
mo a nivel del hogar, o porque si el ERNA tiene vincu-
laciones al menos en parte con la agricultura y con el
consumo de bienes y servicios por los hogares agríco-
las, el efecto de la “distancia” en la agricultura y sus
productos también debería influir en el ERNA.

Reardon, Berdegué y Escobar (2001) llegaron a
la conclusión de que la proporción del ingreso origi-
nada por el empleo rural no agrícola asalariado y por
los servicios tiende a aumentar cuando se pasa de los
territorios rurales del interior a zonas rurales próximas
a pueblos y con buenos caminos. A su juicio, esto
demuestra empíricamente las dificultades con que tro-
piezan las pequeñas empresas manufactureras rurales
para competir con las manufacturas urbanas o impor-
tadas y la razón por la cual tales empresas generalmen-
te sólo sobreviven en zonas apartadas. A igual conclu-
sión llegó Renkow (1998), esto es, que la construcción
de caminos es una medida de doble filo, que mejora
la movilidad en ambos sentidos y amenaza con des-
plazar las manufacturas y servicios locales. Reardon,
Berdegué y Escobar (2001), por su parte, sostienen que
estos efectos merecen mayor estudio, pero que a primera
vista parece probable que a medida que mejore la in-
fraestructura caminera en las zonas rurales de América

24 Primi (2002) entiende por distancia cultural las diferencias de
idioma, lógica, ideas, convicciones y valores entre los distintos
hogares, grupos sociales y localidades.
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Latina y éstas queden mejor conectadas con los mer-
cados nacionales e internacionales, el ERNA tenga cada
vez más el carácter de asalariado y de servicios.

Concordando en gran medida con la descripción
que hacen Wiggins y Proctor (2001) de las distintas
zonas rurales, el Instituto Brasileño de Geografía y
Estadística (IBGE) divide las zonas rurales en cuatro
categorías. Pese a que en Brasil las “zonas exclusiva-
mente rurales” (con población dispersa, menos de dos
servicios comunitarios como escuela, iglesia o centro
de salud, y ausencia de centros comerciales o de fá-
bricas) albergan el 82% de la población rural ocupa-
da, sólo representan un 59% del ERNA. Esto indica que
el ERNA está estrechamente relacionado con los centros
de comercio y con la infraestructura básica que gene-
ralmente los acompaña. Los datos sugieren también
que las actividades manufactureras (y otras conexas)
no se concentran específicamente en los centros más
urbanizados, contrariamente a lo que sucede con las
actividades comerciales. Vemos así que la localización
influye en las probabilidades de participar en el ERNA,
incluso después de considerar todas las demás carac-
terísticas (Ferreira y Lanjouw, 2001). Estos mismos
autores concluyen que es muy probable que las eco-
nomías de los pueblos más pequeños estén más direc-
tamente relacionadas con la economía rural que con las
economías de zonas urbanas más importantes.

Por lo que toca a la mayor dependencia de la
economía rural que exhiben las ciudades más peque-
ñas y a la inversa, Wiggins (2003) sostiene que, salvo
raras excepciones, los bienes y servicios producidos por
el ERNA provienen de materias primas locales y se ven-
den localmente. En consecuencia, en la cadena de ofer-
ta a menudo intervienen no más de dos o tres actores
que generalmente viven en la misma localidad, se co-
nocen bien y comercian cara a cara.

Los ingresos mensuales per cápita disminuyen
cuando se pasa de las zonas urbanas a las zonas rura-
les, y entre estas últimas, desde las zonas de activida-
des múltiples a las más especializadas en la agricultu-
ra; esto se observa tanto para los hogares que depen-
den exclusivamente de la agricultura como para aque-
llos que dependen de actividades múltiples. Además,
los ingresos per cápita varían de una región a otra,
observándose que en Brasil los ingresos más altos
corresponden a las zonas rurales del estado de São
Paulo y los más bajos a las regiones del noreste y el
sudeste del país (Graziano da Silva y del Grossi, 2001).

De Janvry y Sadoulet (2002)25 examinaron los
factores que determinan en México el crecimiento del

empleo en la manufactura y los servicios en munici-
pios rurales y semiurbanos (de 15 mil habitantes o
menos). Encontraron que la proximidad a centros ur-
banos de 250.000 o más habitantes, el contexto regio-
nal y la calidad de las conexiones entre las zonas ru-
rales y urbanas explicaban 94% y 67% del crecimien-
to de dicho empleo en los municipios rurales y
semiurbanos, respectivamente

En El Salvador, Honduras y Nicaragua, el ERNA

varía significativamente de una zona a otra, y se con-
centra principalmente en torno a la capital y en otras
zonas particularmente dinámicas o densamente pobla-
das. Así, en la zona central de El Salvador (que inclu-
ye la capital, San Salvador) alrededor de 50% de la PEA

rural trabaja en el ERNA, mientras que en el oriente la
cifra sólo alcanza a 23%, aunque en todas las regio-
nes la gama de actividades del ERNA es relativamente
similar y la localización geográfica no parece influir
demasiado en las remuneraciones (Lanjouw, 2001). En
Nicaragua, el ingreso rural no agrícola tiende a con-
centrarse en las zonas rurales en torno a la capital,
Managua; en los hogares de mayor nivel educativo de
las zonas rurales densamente pobladas del Pacífico, que
cuentan con buenos caminos y están cerca de los pue-
blos, ciudades y puertos principales; y en el cuartil de
hogares rurales con mayores ingresos. En cambio, las
zonas del interior se limitan a pequeñas manufacturas,
mercados locales de escasa actividad y ocupaciones en
el ERNA con bajas remuneraciones (Reardon, Berdegué
y Escobar, 2001). En Honduras, el empleo asalariado
no agrícola es particularmente importante en el norte,
donde se han establecido zonas libres industriales en las
proximidades de San Pedro Sula y cerca de Puerto
Cortez, que han dado empleo a unas 50.000 personas,
especialmente mujeres jóvenes. En las aldeas rurales, el
empleo asalariado no agrícola en pequeñas industrias o
servicios tiene particular importancia. El trabajo por
cuenta propia es más común en el sur del país, donde
los servicios de distribución son relativamente satisfac-
torios; incluye servicios, artesanías, elaboración de ali-
mentos y comercio, todas ellas actividades que para ser
sostenibles requieren mayor densidad de población. Las
personas sin tierras y las que viven en caseríos rurales
generalmente son las que registran mayor participación
en el ERNA. A su vez, los agricultores que viven en
pequeños villorrios rurales tienden a recurrir a siste-
mas de producción que hacen uso relativamente más
alto de insumos (Ruben y Van den Berg, 2001).

En Perú, el cultivo de tierras propias sigue sien-
do la principal fuente de ingreso de la mayoría de los
hogares rurales. Debido a que las zonas costeras son25 Citados por Schejtman y Berdegué (2003).
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más ricas, cuentan con una red vial más densa y tie-
nen mejor acceso a mercados y ciudades, se esperaba
encontrar en ellas más empleo asalariado dentro de la
distribución laboral de los hogares. Sin embargo, los
datos revelan que no hay grandes diferencias entre los
patrones regionales del empleo asalariado agrícola y el
ERNA y entre el empleo asalariado y el empleo por cuenta
propia. En realidad, se comprobó que los ingresos rura-
les no agrícolas de asalariados y trabajadores por cuen-
ta propia eran más importantes en las regiones más
pobres, seguramente por factores de presión. Esto con-
trasta con las acentuadas diferencias entre regiones del
ingreso per cápita, que coinciden con amplias
disparidades de salarios agrícolas (en las zonas costeras
se pagan salarios más altos). Los salarios reflejan las
diferencias de productividad de la agricultura entre la
costa y el altiplano, debidas al clima y al tamaño de
los predios. Sin embargo, en el ERNA las diferencias de
productividad no son tan marcadas (Escobal, 2001).

En Ecuador, la encuesta de hogares realizada en
1995 también desagregó los datos relativos a las zo-
nas rurales, esta vez en tres categorías. Contrariamen-
te a lo que sucede en Brasil, México y Centroamérica,
la gente que vive en la periferia de las ciudades, y
también en zonas dispersas, de Ecuador tiene menos
probabilidades de participar en el ERNA, en ocupacio-
nes de mayor o de menor productividad, que la que
vive en zonas rurales “amanzanadas” (asentamientos
que cuentan con alguna infraestructura básica pero que
tienen menos de 5.000 habitantes). Elbers y Lanjouw
(2001) sostienen que en el caso de las zonas dispersas
esto no resulta tan sorprendente, puesto que en ellas
las probabilidades de que los hogares trabajen en la
agricultura son mayores. Sin embargo, en vista de las
oportunidades de empleo no agrícola que ofrecen los
centros urbanos, la incidencia relativamente baja del
ERNA en la periferia urbana desconcierta. Además, en
la periferia hay más pobreza que en las zonas
“amanzanadas” o que en las zonas urbanas. A juicio
de los autores citados, en Ecuador las zonas periurba-
nas funcionan como asentamientos transitorios para
residentes rurales que desean establecerse en zonas
urbanas. En estas circunstancias, pocos estarían dis-
puestos a invertir lo requerido para acceder a empleo
por cuenta propia. La segunda razón es que la proxi-
midad de los grandes mercados urbanos induce a tra-
bajar la tierra en forma intensiva. Por último, otra ra-
zón, no examinada por dichos autores, es que muchos
migrantes recientes a zonas periurbanas trabajan como
temporeros agrícolas. Por ejemplo, Hataya (1992) ex-
plicó que en Manizales, Colombia, los migrantes adul-

tos de primera generación generalmente sólo estaban
en condiciones de desempeñarse en ocupaciones me-
nores, informales, debido a carencias educativas o de
documentación (falta de certificados de nacimiento, de
situación militar u otros). Por lo tanto, podían ganar
más en empleos agrícolas transitorios (principalmente
la recolección del café). Sus hijos, en cambio, realiza-
ban durante las vacaciones trabajos agrícolas asalaria-
dos, que no tienen grandes barreras al ingreso, pero
aspiraban a encontrar un empleo urbano formal des-
pués de terminar la escuela.

A diferencia de lo que sucede en el vecino Perú,
en Ecuador la población de la costa tiene mayores
probabilidades que la de las tierras altas de trabajar en
el ERNA. Sin embargo, la diferencia no es significativa
en el caso del ERNA mejor remunerado, lo que indica
que la costa tiene una mayor proporción de ERNA poco
productivo. Esto coincide con lo encontrado por el
Banco Mundial (1995): que en la costa ecuatoriana las
personas pobres trabajan principalmente en activida-
des asalariadas agrícolas y no agrícolas, mientras que
en las tierras altas hay mayores probabilidades de que
los pobres se dediquen a la agricultura de subsisten-
cia. En el este, la probabilidad de participar en el ERNA

es menor que en las tierras altas, particularmente cuan-
do se trata de ocupaciones de baja productividad
(Elbers y Lanjouw, 2001).

En su estudio sobre el ERNA en Chile, Berdegué,
Ramírez y otros (2001) fueron al parecer los primeros
en preocuparse del lugar en que trabajan efectivamen-
te las personas que viven en las zonas rurales. Encon-
traron que tanto en una zona con agricultura dinámica
como en una zona con agricultura en crisis, cerca de
la mitad de las personas que se desempeñaban en el
ERNA se trasladaba diariamente al trabajo en un peque-
ño pueblo vecino. Este es un hallazgo muy importan-
te al que debería prestarse mucha atención en futuros
estudios de casos: si no correspondiese sólo a una si-
tuación particular de estos dos municipios de Chile o
a alguna característica singular del país, sino que fue-
se aplicable a la mayoría de los países de América
Latina —y quizá incluso de otras regiones— llevaría
a enfriar el entusiasmo despertado hasta ahora por el
ERNA como estrategia para reactivar las áreas rurales.
Los ejemplos anteriores muestran también que, salvo
escasas excepciones, el ERNA es más frecuente y más
dinámico cerca de las zonas más densamente pobladas
o que están bien conectadas con las ciudades. Esto
arroja también nueva luz sobre el ERNA y las políticas
para estimularlo, así como sobre las posibilidades de
éxito de tales políticas.
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VII
Conclusiones y algunos temas

que merecen mayor estudio

26 En Chile, la Fundación contra la Pobreza inició recientemente un
proyecto para el cual buscó empresarios exitosos dispuestos a tra-
bajar durante un año codo a codo con microempresarios, en reunio-
nes periódicas de discusión, para asesorarlos en sus proyectos. La
respuesta ha resultado inesperadamente positiva, en especial de parte
de empresarios de la misma localidad que habían comenzado como
pequeños empresarios algunas décadas antes.

Desde el decenio de 1990 América Latina ha estado
prestando creciente atención al empleo rural no agrí-
cola. En la región, entre 30% y 40% de los residentes
rurales económicamente activos trabajan en el ERNA y
más de 40% del ingreso rural proviene de fuentes no
agrícolas. Sin embargo, los responsables de elaborar
las políticas siguen orientando sus directrices y accio-
nes en materia de desarrollo rural esencialmente hacia
el sector agrícola. Habría que eliminar este sesgo, de
modo que los esfuerzos de desarrollo rural fomenta-
ran la creación de vinculaciones de producción y de
servicios entre los “motores de crecimiento” —sean o
no agrícolas— y la economía local, incluyendo en el
concepto de economía local no sólo las zonas rurales
propiamente tales sino también el territorio “natural”
en que se encuentra incorporada la zona local y del cual
se sienten parte los residentes locales, abarcando tam-
bién el área en que se produce la mayor parte de las
vinculaciones entre lo rural y lo urbano. Y como lo
expresan Reardon, Berdegué y Escobar (2001), el reto
que se plantea es el de movilizar inversiones y capaci-
dades adicionales, tanto públicas como privadas, puesto
que el ERNA no debería promoverse con recursos des-
viados de las actividades de desarrollo agrícola.

En el decenio de 1990, los países latinoamerica-
nos aplicaron mayoritariamente políticas de descentra-
lización y casi todos ellos dieron impulso a la infraes-
tructura rural. Hasta ahora no se ha estudiado la in-
fluencia de estas medidas en los patrones de migración
de los nuevos empleados públicos o del sector priva-
do, ni de la población rural que busca nuevos traba-
jos. A su vez, las políticas de descentralización han
permitido que los gobiernos locales influyan o partici-
pen en decisiones sobre planificación del uso de la
tierra, educación, capacitación, infraestructura pública
y otros asuntos, entre ellos la recaudación de impues-
tos y el otorgamiento de licencias, que tienden a con-
vertirse en grandes barreras para ingresar al ERNA. Los
gobiernos locales deberían aprovechar al máximo ta-
les posibilidades. Por otra parte, particularmente en los
países o regiones más pobres, los proyectos de desa-
rrollo rural financiados por donantes multilaterales o
bilaterales a menudo constituyen las principales ma-

nifestaciones de las políticas públicas. Por lo tanto,
debería entablarse un diálogo provechoso en pos de una
visión común de las prioridades y las complementa-
riedades y de los requisitos indispensables. También
habría que estudiar la posibilidad de establecer alian-
zas con el sector privado,26 es decir, con aglomeracio-
nes nacionales o transnacionales de empresas o inclu-
so con empresas más pequeñas que tienen intereses en
el territorio o en sus proximidades. Últimamente, al-
gunas empresas importantes de la región se están pre-
ocupando cada vez más del efecto de sus actividades
en el medio físico y de la imagen que se tiene de ellas.
Además, algunas están aplicando criterios con mayor
contenido social. Las autoridades nacionales y locales
y la sociedad civil deberían fomentar y aprovechar
decididamente estas actitudes.

Las cifras muestran claramente que algunos gru-
pos de población están más representados que otros en
el ERNA: las mujeres (respecto de su participación en
la PEA rural), los con mayor nivel educativo y los jó-
venes (hasta 40 años entre los varones y hasta alrede-
dor de 30 años entre las mujeres). Habría que estudiar
detenidamente el tema para saber cuál es la causa. Es
posible que esto se deba en parte a la correlación entre
juventud y años de escolaridad, puesto que los más jó-
venes generalmente tienen más años de educación que
la generación anterior; o bien a la falta de acceso a la
tierra en mercados relativamente estáticos de este recurso
y a usos y leyes que retardan la sucesión; o bien a ho-
rizontes más amplios que, sumados al debilitamiento de
las tradiciones campesinas, dan a los jóvenes más li-
bertad de elegir que la que tuvieron sus padres.

No cabe duda de que la dotación de bienes —tanto
públicos como privados— también influye en el ERNA.
Aunque las evidencias no siempre apuntan en una
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misma dirección, en la mayoría de los casos se encuen-
tra una curva en U entre la participación de los ingre-
sos del ERNA en el ingreso total y la dotación de acti-
vos (tierras, número y nivel educativo de los miembros
del hogar, ahorro, etc.). En su mayoría, las personas
con escaso acceso a activos que trabajan en el ERNA

realizan tareas mal remuneradas y son motivados más
bien por factores de presión y no de demanda, sea que
trabajen por cuenta propia, como asalariados o —al-
ternativa que no menciona ninguno de los estudios
examinados— en ocupaciones no remuneradas. Debi-
do a las características del lado izquierdo de la curva
en U, tanto respecto de los activos personales o del
hogar como del tipo de actividad y las remuneracio-
nes pertinentes, la promoción del empleo e ingreso
rurales no agrícolas como medio de paliar la pobreza
rural plantea grandes desafíos a las autoridades. No
obstante, ellas deberían estar atentas al papel que des-
empeña el ERNA de baja productividad como red de
protección para los pobres, y abstenerse de adoptar
medidas que podrían socavarlo. Cabe señalar, además,
que el último refugio contra la pobreza parece ser el
trabajo agrícola asalariado.

De hecho, en América Latina todos los datos in-
dican que el acceso al ERNA reduce la pobreza por dos
vías diferentes, pero igualmente importantes. En pri-
mer lugar, al parecer las actividades con mayor pro-
ductividad proporcionan ingresos suficientes para que
eludan la pobreza los hogares con acceso limitado a la
tierra. En segundo lugar, los segmentos más vulnera-
bles de la población, como las mujeres, las minorías y
muchos de los que viven en condiciones de pobreza
extrema, tienden a concentrarse en el ERNA menos pro-
ductivo; pero aun así, el ingreso adicional que sumi-
nistran estas ocupaciones es de primordial importan-
cia para impedir que se agrave la miseria.

Las zonas rurales más ricas y las más pobres de-
ben ser objeto de trato diferente. En las primeras, es
importante reducir los costos de transacción que con-
frontan tanto quienes realizan inversiones para
dinamizar el ERNA como los hogares rurales que tratan
de participar en él. Con miras a acrecentar el atractivo
de estas regiones para el sector privado es preciso que
el sector público cumpla una función importante (de
construcción de caminos, electrificación, telecomuni-
caciones, riego) y que haga hincapié en inversiones
públicas encaminadas a desarrollar en los hogares ru-
rales (mediante la educación, el acceso a crédito, la
activación de los mercados inmobiliarios, etc.) la ca-
pacidad de participar en una gama más amplia de ac-
tividades. En las zonas pobres, donde la relación con

los mercados dinámicos es escasa o nula, es indispen-
sable ser prudentes y no promover microempresas que
terminen por ser un “ERNA de amparo” por no poder
vincularse con los mercados dinámicos que demandan
los bienes y servicios producidos por sus actividades
(Reardon, Berdegué y Escobar, 2001). Al mismo tiem-
po, hay que tener presente lo señalado en el párrafo
anterior.

Los estudios sobre el ERNA destacan en su mayo-
ría la importancia de la infraestructura para el desarro-
llo rural. Sin embargo, al parecer es mejor contar con
una infraestructura básica que combine servicios de co-
municaciones, transporte, energía y agua sencillos e
incluso rudimentarios, en vez de tener uno o incluso
algunos servicios más complejos. En consecuencia,
antes que intentos aislados sería más provechoso rea-
lizar un esfuerzo concertado de inversión pública (o
privada) dirigido a un territorio determinado. Algunos
estudios han demostrado que esto debería acompañarse
de acceso al crédito y a tecnología (o asistencia técni-
ca). Por último, otros estudios señalan que habría que
focalizar todos los esfuerzos en un grupo de población
que esté suficientemente abierto al cambio (a menudo
por debajo de cierta edad y por encima de determina-
do nivel educativo). Lamentablemente, esfuerzos con-
certados de esta índole que se orientan a subgrupos de
población específicos suelen ser difíciles, si no impo-
sibles, de definir (y luego coordinar) entre diversos
organismos públicos habituados a trabajar en forma
sectorial e independiente. Además, tales esfuerzos de
focalización se contraponen con los intereses de polí-
ticos locales, y con frecuencia también nacionales, cuya
reelección depende de la amplitud de su electorado, y
también van en contra del sentido de oportunidad en
la programación de las políticas y los proyectos, pues
no todos tienen la visibilidad deseada ni fructifican en
el momento político preciso. El tira y afloja entre im-
pacto y real politik es arduo. Pero si se busca el desa-
rrollo y la mitigación de la pobreza, hay que optar por
el impacto.

Los especialistas en desarrollo rural están comen-
zando a preocuparse del territorio y de su heterogenei-
dad al efectuar sus análisis y elaborar políticas de de-
sarrollo, y los economistas empiezan lentamente a ver
la localización como un factor que explica el creci-
miento, la aglomeración de las actividades económi-
cas y otros procesos. Sin embargo, de alguna manera,
hasta ahora no se ha considerado cabalmente la loca-
lización dentro de las zonas rurales ni las “distancias”
(de los mercados, la información, las organizaciones,
así como de los conceptos, la lógica y los valores)
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inherentes a ella. Estos aspectos tienen particular im-
portancia en América Latina, donde la densidad de la
población rural es baja y la infraestructura y los servi-
cios rurales no satisfacen las necesidades humanas y
productivas básicas. La mayoría de los artículos sobre
el ERNA latinoamericano examinados en el presente
artículo parecen poner de manifiesto una asociación
estrecha entre la localización y el tipo y dinamismo del
ERNA, pero en general los autores no llegan a relacio-
nar este aspecto con sus demás hallazgos, ni a señalar
la localización como quizá el principal factor explica-
tivo.

Siguiendo el mismo razonamiento, habría que
prestar mayor atención al tipo de vinculaciones que
emanan de la agricultura extensiva en contraposición
a la intensiva; de las agroindustrias y otras activida-
des relacionadas o no con la agricultura; de los agen-
tes económicos (desde microempresas hasta transna-

cionales) que se dedican a ellas en relación con la lo-
calización y las “distancias” (desde las físicas hasta las
sociales) y con la creación de ERNA a nivel local, o la
generación de “filtraciones al resto del mundo”. Cier-
tamente, hay margen para aplicar políticas destinadas
a fomentar vinculaciones de carácter más local y, en
consecuencia, también más ERNA.

Por último, es indispensable analizar más a fon-
do el traslado diario al trabajo de residentes rurales
hacia zonas urbanas y viceversa, los patrones de mi-
gración rural-rural y su relación con el acceso a la
infraestructura y los servicios públicos, y el empleo
rural no agrícola. Lo más probable es que los resulta-
dos de ese análisis modifiquen sustancialmente lo que
sabemos hasta ahora sobre el ERNA, lo que a su vez
tendrá efectos en las políticas.

(Traducido del inglés)
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Seguridad alimentaria
y agricultura familiar

Gustavo Gordillo de Anda

Este trabajo parte del debate sobre la seguridad alimentaria que

ha tenido lugar después de la Cumbre Mundial sobre la Alimentación

realizada en 1996. Se analiza la viabilidad de un tipo de propuesta

programática que deriva de la Declaración de Roma y del Plan de Ac-

ción suscritos por los gobiernos de 148 países, y se sugiere que para

llevarlo a cabo se requiere de un vínculo estructural entre la población

que se encuentra en condiciones de inseguridad alimentaria, general-

mente desprovista de voz y de capacidad de presión, y las diversas

instancias encargadas de impulsar intervenciones públicas. Se plantea

como hipótesis central de este trabajo que ese vínculo estructural puede

construirse a partir de los agricultores familiares. Y en torno al derecho

a la alimentación, se postula que la seguridad alimentaria sustentada en

ese derecho es una expresión territorial de derechos ciudadanos.
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I
Seguridad alimentaria: nuevas visiones

y nuevas prácticas

Aunque, como hoy sabemos, el mundo produce mu-
chos más alimentos de los que se necesitan para aten-
der las necesidades de sus habitantes, casi 800 millo-
nes de seres humanos —uno de cada siete— sufren
hambre (FAO, 2002a). La superación de este flagelo no
pasa tanto por aumentar la producción agrícola en los
países en desarrollo, como antiguamente se creía, sino
por generar oportunidades de empleo e ingresos, así
como por ampliar la posibilidad de comercializar los
productos agrícolas generados por la población de es-
tos países.

Los últimos 50 años de la agricultura familiar han
estado marcados por una combinación de: aumento de
los precios de los insumos y aperos para la producción
agrícola, disminución de los subsidios y del aparato
protector estatal y una caída vertiginosa en los precios
de mercado de los productos agrícolas.

Esa caída se ha debido a las transformaciones en
las telecomunicaciones y la computación, la revolución
verde y los cambios en materia de biotecnología. En
la actualidad, sin embargo, la causa principal parece
hallarse en las políticas de subsidios a la producción y
a la exportación que aplican los países desarrollados,
especialmente los de la Organización de Cooperación
y Desarrollo Económicos (OCDE). Un estudio del De-
partamento de Agricultura de los Estados Unidos
(Burfisher, 2001) encontró que los aranceles y subsi-
dios de los países desarrollados deprimen los precios
agrícolas hasta en un 12% y que originan casi el 80%
de las distorsiones del comercio mundial.

En conjunto, la distorsión de la capacidad
exportadora de los países en desarrollo y la caída de
los precios agrícolas internacionales estarían contribu-
yendo de manera decisiva a un menor desarrollo del
sector agrícola en estos países (Rello y Trápaga, 2001).

No obstante, según Burfisher (2001), para elimi-
nar las distorsiones a la capacidad exportadora de los

países en desarrollo no bastaría con suprimir los aran-
celes y subsidios a la producción y exportación de los
países desarrollados. Esas medidas tendrían que com-
binarse con otras destinadas a mejorar en los países en
desarrollo la competitividad de sus economías agríco-
las, y en especial de sus pequeños agricultores, sobre
todo a través de inversiones en infraestructura y for-
mación de capital humano; a fortalecer sus institucio-
nes, y no menos importante, a superar los altos nive-
les de desigualdad social, pobreza y subnutrición que
los aquejan.

1. La situación en América Latina y el Caribe

Como se ha venido señalando, el tema de la seguridad
alimentaria mundial en el corto plazo no es estricta-
mente un problema técnico. Es un problema de caren-
cia de medios de producción para satisfacer la deman-
da de alimentos, así como de falta de poder adquisiti-
vo de los grupos más necesitados de las zonas rurales
y urbanas (FAO, 2000). En América Latina y el Caribe
existen casi 54 millones de personas que sufren ham-
bre y desnutrición. Lejos de disminuir, este número se
ha elevado en algunas subregiones, siendo especial-
mente preocupante la situación de Centroamérica y el
Caribe. Además, hay en la región aproximadamente
211 millones de pobres, 11 millones más que en 1990,
de los cuales 89 millones viven en extrema pobreza.
La mayor incidencia de pobreza (CEPAL, 2002) se en-
cuentra en el sector rural; allí casi el 54% de la pobla-
ción se halla bajo la línea de pobreza, y el 31% está
bajo la línea de indigencia, es decir, con su ingreso no
puede satisfacer sus necesidades alimentarias básicas.

Los problemas de inseguridad alimentaria y pobre-
za se ven agravados por la desigualdad en la distribu-
ción de los ingresos. En la mayoría de los países de la
región el 10% de los hogares más ricos percibe más del
30% de los ingresos, en tanto que la fracción de ingre-
sos recibida por el 40% de los hogares más pobres se
ubica, en casi todos los países de la región, entre el 9%
y el 15% (CEPAL, 2002). Producto de los bajos salarios
locales, los niveles de producción y productividad con-
seguidos han permitido a algunos países convertirse en

  Las informaciones y puntos de vista que contiene este artículo
son de exclusiva responsabilidad de su autor y no coinciden nece-
sariamente con los de la FAO. El autor agradece a Hernán Gómez,
Carlos Icaza, Paul Lewin y Rodrigo Paillacar sus comentarios y
colaboración en la edición preliminar de este artículo.
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exportadores de algunos productos agrícolas y aumen-
tar sus ingresos. Sin embargo, lo cierto es que la pobre-
za extrema y la subnutrición crónica no han desapare-
cido y en muchos países han aumentado (FAO, 2002a).

En suma, las transformaciones agrícolas del últi-
mo medio siglo han llevado a la agricultura de la re-
gión hacia dos extremos: por un lado se halla una
agricultura moderna, rentable, mecanizada, que utili-
za productos agroquímicos y variedades de alto rendi-
miento, y por el otro, una agricultura de subsistencia,
empobrecida, excluida y hambrienta (FAO, 2000).

2. La FAO y el Programa Especial de Seguridad
Alimentaria

Con las metas de la Cumbre Mundial sobre la Alimen-
tación en mente, la Organización de las Naciones
Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) ha
impulsado el Programa Especial de Seguridad
Alimentaria (PESA). Éste se compone de acciones ten-
dientes a mejorar la seguridad alimentaria de un país
y pretende ser algo más que un proyecto demostrati-
vo, pues busca proponer y desarrollar políticas nacio-
nales de seguridad alimentaria en el país que lo solici-
te. En su concepción inicial, partió de la premisa de
que existen tecnologías viables que, al ser aplicadas
correctamente en los países más afectados por proble-
mas de seguridad alimentaria, podrían incrementar la
productividad de la agricultura y la producción de ali-
mentos. La visión original estaba demasiado orienta-
da al ámbito de la oferta de alimentos y no considera-
ba el papel de las instituciones y de los actores en los
resultados que se obtendrían.

Las tendencias que exhiben actualmente las di-
mensiones económicas, políticas y sociales1 han lleva-
do a una nueva concepción de la seguridad alimentaria
y, con ello, a la necesidad de que la FAO reoriente sus
programas en esta materia. Efectivamente, las evalua-
ciones realizadas al PESA han subrayado lo siguiente
(FAO, 2002c):

i) “Cuando comenzó a ejecutarse, el PESA había sido
formulado con arreglo a lo que el Equipo de eva-
luación considera un diseño rígido e inflexible. Se
determinó también que inicialmente se pondría en
práctica en zonas que tenían el potencial de au-
mentar rápidamente la producción, lo que signi-
ficaba que en esas zonas debían existir posibili-
dades de riego. Se consideraba que centrar las
iniciativas en la producción contribuiría a resol-
ver los problemas de seguridad alimentaria tanto
en los hogares como a nivel nacional. Pronto
quedó patente que el enfoque inicial a nivel
“micro”, orientado a la producción, era insuficien-
te para garantizar el progreso en la solución del
problema de la seguridad alimentaria y que las
cuestiones de tipo “meso” y “macro” eran impor-
tantes para conseguir aumentos de la producción
y asegurar que los productores obtuvieran bene-
ficios”.

ii) Como consecuencia de lo anterior, “los lugares
seleccionados para realizar las actividades del PESA

en los países estudiados presentan en general una
productividad relativamente elevada en compara-
ción con las zonas más marginales, en las que la
malnutrición de las zonas rurales es mayor y el
potencial para aumentar la productividad agríco-
la más reducido. Así pues, aunque a juicio del
Equipo de evaluación las zonas elegidas para las
actividades del PESA son, probablemente, las que
presentan mejores condiciones desde el punto de
vista de la mejora de la seguridad alimentaria
nacional, el impacto de las actividades del PESA en
la mejora de la seguridad alimentaria familiar
habría sido mayor en las zonas marginales”.

iii) “El éxito de intervenciones como el PESA depen-
de en gran medida de la solidez de las estructuras
institucionales, incluidos los sistemas de extensión,
crédito, distribución de insumos y comercialización
de los productos. Cuando existen deficiencias en
estos aspectos, es muy poco probable que un pla-
zo de dos o tres años sea suficiente para que se
puedan apreciar efectos notables”.

iv) “No fue posible disponer de datos sistemáticos
sobre el grado de adopción de las tecnologías
demostradas en el marco del PESA, tanto porque
no se ha recogido esa información, como porque
muchos de los proyectos están todavía en curso
de ejecución o han concluido en fecha reciente.
[...] se encontraron pocas pruebas de que siguie-
ran utilizándose las tecnologías después de las
demostraciones de los proyectos o de que las

1 Entre otras, caída de los precios internacionales; altos niveles de
pobreza, hambre, subnutrición e inequidad; heterogeneidad en la
dotación de activos de los agricultores familiares; segmentación de
los mercados laborales; bajos niveles de inversión de la familia rural;
asimetría de la información en los mercados; escasa disponibilidad
y mala asignación de bienes públicos en el sector rural; dualidad
del sector rural en que coexisten dos sectores, uno competitivo y
otro de subsistencia; falta de infraestructura rural; falta de capaci-
dad institucional; poca capacidad de respuesta de los sistemas de
investigación y desarrollo y existencia de una brecha digital entre
las zonas rurales y urbanas.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

SEGURIDAD ALIMENTARIA Y AGRICULTURA FAMILIAR • GUSTAVO GORDILLO DE ANDA

74

adoptaran campesinos que no habían tenido rela-
ción con el PESA”.

v) “En el marco del PESA se conceden frecuentemente
subvenciones para fomentar la adopción de tec-
nologías. Esto suele hacerse de dos formas distin-
tas: proporcionando gratuitamente insumos a los
agricultores y aportándolos a precios subvencio-
nados. Estos procedimientos deben ser revisados
porque no favorecen la sostenibilidad de las tec-
nologías una vez que han concluido las ayudas
directas a las iniciativas”.

vi) “En general, el PESA ha tenido hasta la fecha efec-
tos limitados sobre las políticas nacionales relati-
vas a la seguridad alimentaria y sobre la comuni-
dad de donantes en cuanto a las estrategias desti-
nadas a aumentar la seguridad alimentaria en los
países de bajos ingresos y con déficit de alimen-
tos (PBIDA) y la movilización de recursos para la
continuación del programa...”.2

El PESA también ha experimentado adaptaciones
específicas a las condiciones prevalecientes en Amé-
rica Latina y el Caribe: i) se financia con recursos
públicos nacionales; ii) se da en países de desarrollo
intermedio3 y no sólo en aquellos de bajos ingresos y
con déficit alimentario; iii) es multisectorial; iv) tiene
cobertura nacional desde el inicio, y v) es de larga
duración. Asimismo, algunos fenómenos propios de la
región, o de algunas zonas dentro de ella, afectan la
seguridad alimentaria; entre esos fenómenos están la
debilidad institucional; los problemas de consolidación
de los procesos descentralizadores; la alta vulnerabili-
dad a desastres naturales y la imperiosa necesidad de
mejorar el manejo de los riesgos (por ejemplo, a tra-
vés de sistemas de alerta temprana); el alto riesgo so-
cial y económico de depender excesivamente de algún
producto básico que puede sufrir caídas dramáticas,

como el café; y las diversas tensiones que provocan los
procesos de integración comercial —como el que apun-
ta al Área de Libre Comercio de las Américas— y los
tratados.

En esta visión actualizada de la seguridad alimen-
taria, concebida como un derecho de las personas y cuyo
objetivo central es mejorar la capacidad de las familias
para acceder a los alimentos, la unidad de referencia deja
de ser la finca y pasa a ser la familia rural. Esto genera
una concepción integral, orientada a mejorar el nivel
de bienestar de las personas más que a incrementar la
producción o la productividad agrícolas.

Así, la seguridad alimentaria deja de ser conce-
bida como un simple ejercicio de transferencia tecno-
lógica para establecerse como un derecho ciudadano.
De aquí surge una pregunta crucial: ¿a qué segmento
de la población están dirigidos estos programas de
seguridad alimentaria?

Evidentemente, toda política de seguridad
alimentaria que hace del derecho a la alimentación su
principal eje discursivo requiere una clara definición
de la población vulnerable, como los campesinos sin
tierra, los pequeños agricultores, las familias campe-
sinas, las poblaciones indígenas, las mujeres, los ni-
ños y los pobladores de zonas periurbanas. Sin em-
bargo, el hecho de focalizar la población vulnerable
no es en sí garantía de que esa población será incor-
porada en los programas y proyectos de seguridad
alimentaria. Se precisa un vínculo estructural entre esa
población, generalmente desprovista de voz y de ca-
pacidad de presión, y las diversas instancias encar-
gadas de impulsar intervenciones públicas. Sin ese
vínculo estructural, el vacío suele llenarse mediante
el clientelismo político, o bien las intervenciones no
llegan a la población vulnerable y son atrapadas por
otros sectores con más poder de negociación. En este
artículo se sugiere que dicho vínculo estructural puede
construirse a partir de los agricultores familiares, tanto
por su dinamismo como por su vasta presencia debi-
da al carácter multifuncional de sus actividades pro-
ductivas.

 El interrogante central después de presentar el
tipo de propuesta programática a la que llevan las
versiones ampliadas de los programas de seguridad
alimentaria es el siguiente: ¿qué grado de viabilidad
política y económica tiene ese tipo de propuesta en el
ámbito latinoamericano? Es claro que una estrategia
básica para impulsar nuevas formas públicas de inter-
vención en el medio rural supone la construcción de
consensos acerca de los objetivos, términos y costos
de las principales políticas para la promoción rural, y

2 La evaluación la llevó a cabo un equipo representativo de nueve
consultores externos superiores con el apoyo operativo del Servi-
cio de Evaluación de la FAO. El Equipo de evaluación visitó las
oficinas regionales de la FAO y 12 países provenientes de las re-
giones en desarrollo en las que se ha aplicado el PESA (a saber,
Bangladesh, Bolivia, Camboya, China, Ecuador, Eritrea, Haití,
Mauritania, Níger, Senegal, Tanzania y Zambia). El Equipo de
evaluación seleccionó los países que debería visitar, basándose en
una lista preparada por la FAO de 18 países, representantes de to-
das las regiones en desarrollo. En esos países, el trabajo sobre el
terreno se había iniciado al menos tres años antes y había abarca-
do al menos tres de los cuatro componentes del PESA. Los criterios
de selección permitieron tener la certeza de que el Equipo efec-
tuaría la labor de evaluación sobre la base de una experiencia
considerable en la aplicación del PESA.
3 Tal sería el caso de Brasil, México, la República Dominicana y
Venezuela.
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la conversión de estos acuerdos en reformas legales que
garanticen el cumplimiento de los compromisos y la
certidumbre de la continuidad de las políticas. Para
poder juzgar la viabilidad de esta propuesta es nece-
sario ahora examinar las condiciones que harían posi-
bles los consensos. Comienzo con una reflexión sobre

las movilizaciones sociales recientes en el medio rural
y sobre la naturaleza de las reformas estructurales del
decenio de 1990, que en buena medida están en el
origen de esas movilizaciones, para después avanzar
en un conjunto de propuestas específicas a partir del
concepto de derecho a la alimentación.

II
La movilización social como medio

de generar instituciones

1. Conjeturas sobre el sentido de las
movilizaciones rurales

Las profundas transformaciones que está experimen-
tando América Latina hacen inevitables las protestas
y la intranquilidad sociales. De acuerdo con el enfoque
adoptado en este trabajo, las protestas sociales pueden
ser vistas no sólo como una forma de cambiar la corre-
lación de fuerzas y aumentar las capacidades negocia-
doras de ciertos actores sociales, sino también como un
factor que induce a la reestructuración productiva y a la
innovación institucional en sociedades bastante des-
iguales, fragmentadas y frágiles desde el punto de vis-
ta institucional. En esta perspectiva se tiene un dilema
específico: ¿cómo dar solución a los conflictos socia-
les en el campo, evitando enfrentamientos irreversibles
entre actores sociales? Y a la vez, ¿cómo aprovechar
el impulso y el proceso de solución de conflictos para
reforzar o generar nuevos acuerdos institucionales?

La movilización social surge como un proceso de
posicionamiento ante los cambios de actores y organi-
zaciones sociales que se sienten afectados, o potencial-
mente afectados, por la aparición de nuevos arreglos
institucionales o por el abandono de otros antiguos.
Aquí es necesario subrayar que todo intento de tipifi-
car las movilizaciones rurales en categorías excluyentes
tropieza con el hecho de que a menudo existe un tras-
lapo de demandas y tipos de lucha, dado el carácter
ambivalente y la naturaleza cambiante de los actores
rurales en sus relaciones con la sociedad en general y
con el Estado y el mercado en particular.

Es posible canalizar la movilización social me-
diante acuerdos basados en una ética de la responsa-
bilidad que permita experimentar con arreglos
institucionales innovadores. Evidentemente, no toda

movilización social se convierte en innovación institu-
cional, pues tiene en sí un alto riesgo disruptivo, que
en América Latina es acicateado por dos factores cuya
confluencia ha influido en el panorama actual de la
región: una desigualdad social estructural —que nos
viene de muy lejos y no sólo del período reciente de
reformas— y procesos vertiginosos de cambio, lleva-
dos a cabo con prisa y descuido, que erosionan la co-
hesión social e impactan las certidumbres culturales.

Después de casi dos décadas de reformas estruc-
turales, debiera quedar claro que cualquier sociedad es
una construcción humana muy dinámica, en la cual los
conflictos y las tensiones no son la excepción, sino la
regla. Es todavía más evidente que estos conflictos se
hacen presente en momentos como los actuales, cuan-
do las sociedades están inmersas en profundos cambios
de factura mundial y local. Justo en estas coyunturas
es esencial establecer un vínculo fuerte entre un mar-
co legal sólido y las movilizaciones sociales, con el
propósito de ayudar al tránsito desde una protesta so-
cial —que por su propia naturaleza es espontánea y
disruptiva— a una acción colectiva ciudadana. Este
tránsito de la espontaneidad al sentido racional en la
acción colectiva no sólo es un paso del plazo corto al
largo en el horizonte de los actores sociales. Es tam-
bién la base de los acuerdos mutuos entre los órganos
del Estado y los actores sociales. Más importante aún,
este puente entre legalidad y movilización puede ga-
rantizar la transformación de las protestas y conflictos
sociales en innovaciones, experimentos y soluciones,
tanto en el ámbito de las propias reglas para canalizar
conflictos como en los ámbitos que originaron la mo-
vilización. Al proceso de construcción de estos puen-
tes lo denomino movilización social como medio de
generar instituciones.
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Lo que ha ocurrido recientemente en muchas de
las movilizaciones sociales ocurridas en la región ha
sido la irrupción espontánea y violenta de sectores de
la sociedad, seguida por la represión directa, y por
soluciones ad hoc y cortoplacistas para contener las
movilizaciones. Véanse si no todos los casos en que
las protestas han conducido a la renuncia de presiden-
tes electos democráticamente: De la Rúa en Argenti-
na, Fujimori en Perú y recientemente Sánchez de
Losada en Bolivia.4

El mensaje de las recientes movilizaciones rura-
les parece relativamente claro, pese a ser ellas diver-
sas y de distinta intensidad. Se reclama no sólo mayor
igualdad de oportunidades, sino que además se recha-
za una visión de justicia redistributiva centrada exclu-
sivamente en acuerdos corporativos. Se demanda, ade-
más, participación en la toma de decisiones y en su
puesta en marcha. El principio unificador es una vi-
sión ampliada de la noción de soberanía popular, en
la cual el principio de justicia se articula con el prin-
cipio de democracia. La libertad por la que se lucha
implica igual participación en las diversas instancias
de la sociedad y del Estado.

Frente a estas demandas, las reformas tendientes
a la liberalización económica y política en América
Latina habían prometido anular formalmente las polí-
ticas con sesgo antiagrícola; sin embargo, la aprecia-
ción del tipo de cambio, la caída sistemática de los
precios agrícolas internacionales y la astringencia
crediticia han anulado en buena parte las ventajas que
para el sector agrícola había pregonado este modelo.
En consecuencia, las políticas públicas rurales fueron
aprovechadas por un pequeño sector oligárquico, que
sesgó su elaboración e implementación, o bien subor-
dinadas a los intereses de los actores urbanos más
poderosos, tendiendo a ser accesorios de las estrategias
de desarrollo.

2. La ansiedad por concluir:5 el ritmo de las refor-
mas

La evolución del sector rural en América Latina en los
últimos años puede describirse como una larga transi-
ción hacia formas institucionalizadas de gobernabilidad
democrática.

Las reformas estructurales de las décadas recien-
tes buscaban la estabilización económica como medio
para lograr competitividad. Los principales cambios
emprendidos fueron: la desregulación, la moderniza-
ción de las burocracias y la privatización de las prin-
cipales empresas estatales.6

Estas reformas dieron paso a un período de crisis
institucional en el sector rural, marcado por cuatro fac-
tores: i) vacío institucional, ya que la liberalización eco-
nómica se vio afectada por procesos de transferencia
fallida o inconclusa de las funciones operativas del Es-
tado hacia el sector privado en determinadas áreas, como
la extensión agrícola, la comercialización de productos
agropecuarios o el crédito formal;7 ii) desequilibrio
entre la intención y la capacidad de renovación de las
instituciones rurales; iii) resistencia al cambio y a las
reformas, manifestada en la ausencia de mecanismos de
diálogo y concertación, y iv) ausencia de sincronía en-
tre el desarrollo institucional del sector rural y los cam-
bios en el resto de la economía y de la sociedad.

La combinación de estos factores con frecuencia
desembocó en una modernización selectiva en algunos
sectores o regiones, con base en criterios económicos
simplistas que clasificaron a las regiones, e incluso a
las personas, como “viables” y “no viables”. De he-
cho, éste fue un camino seguro hacia la profundización
de los desequilibrios productivos y sociales en el sec-
tor rural.

Por su parte, el factor de eficiencia en la trans-
formación institucional no puede ser separado de los
factores distributivos involucrados en todos los tipos
de reformas institucionales, que suponen cambios en
el poder y en los procesos políticos.

En las condiciones actuales, el entorno macroeco-
nómico de los países de la región no puede ofrecer por
sí solo una alternativa real y duradera a los actores o

4 Lo que Luis Maira ha llamado “la revocatoria social de los man-
datos presidenciales”.
5 Me refiero a la famosa frase de Flaubert, citada por Albert
Hirschman en su importantísima obra sobre los esfuerzos reformistas
inconclusos en América Latina en la segunda mitad del siglo pasa-
do, titulada Journeys towards Progress (Hirschman, 1963).

6 Una primera fase buscó la estabilización económica, ajustando
los precios macroeconómicos (tipo de cambio, tasa de interés y
control de la inflación) para corregir los sesgos contra ciertos sec-
tores y desatar crecimiento económico no inflacionario. Una segun-
da fase enfrentó las fallas de mercado a través del “cambio estruc-
tural”; sus principales ingredientes (liberalización comercial,
privatizaciones y desregulación) pretendían mejorar y transparentar
el financiamiento de los mercados para resolver los problemas de
información asimétrica. Una tercera fase, que comienza apenas en
muchos países de la región, apunta a las fallas de cooperación entre
actores sociales (véase Gordillo, 1999).
7 Los vacíos institucionales dejados por el retiro de algunas inter-
venciones —en ausencia de una política deliberada para la creación
de nuevos arreglos institucionales— han sido ocupados desordena-
damente por mercados paralelos y arreglos informales, a un costo
económico y social alto, sobre todo cuando se analizan esos proce-
sos a más largo plazo.
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zonas rurales desplazados. Por esto, el resultado segu-
ro de la falta de políticas de desarrollo activas es el
vacío institucional y la exclusión social.

En consecuencia, no tiene sentido promulgar la
flexibilidad, la transparencia y la participación sin re-
conocer la importancia crucial de la intervención pú-
blica. A la vez, parece trascendental incorporar las
numerosas estrategias diferenciadas y los actores so-
ciales que las encarnan en un diálogo amplio que ten-
ga como resultado la inclusión: la piedra angular de una
estrategia efectiva de reformas rurales es la incorpora-
ción de todos los actores sociales dentro de los acuer-
dos institucionales que se estén gestionando, es decir,
la inclusión de los trabajadores rurales, la agricultura
familiar, las poblaciones indígenas, las mujeres, los
agricultores comerciales, los empresarios agroindus-
triales, los inversionistas, y otros actores que están
adquiriendo una importancia creciente, como las redes
de supermercados.8

Pero este diálogo requiere reglas precisas y una
estructura de incentivos para garantizar una participa-
ción sin exclusiones en el marco de una ética de la
responsabilidad.

En tal contexto, entiendo por reconstrucción
institucional un proceso deliberado emprendido por
sectores mayoritarios del Estado y de la sociedad como
respuesta a una situación límite —producto de una
combinación de fragmentación social y debilidad
institucional— que requiere el establecimiento de com-
promisos mutuos de derechos y obligaciones. A estos
compromisos los denomino pacto de garantías, que es
una construcción institucional específica a esas situa-
ciones y que abarca los tres ámbitos institucionales:
operativo, gubernativo y constitucional. Puesto que el
pacto de garantías no se puede dar en el vacío, el papel
de los actores sociales y sus movilizaciones tiene que
estar ensamblado en este andamiaje institucional. El
pacto de garantías tiene un propósito único: construir un
piso básico para resolver diferencias inevitables en
sociedades pluralistas. No se trata de mitificar el papel
de la construcción de consensos, pero sí de señalar que
es insustituible para modular el ritmo de cambio. Este
proceso de reconstrucción institucional —cuya expre-
sión es el pacto de garantías— puede ser alimentado
por impulsos provenientes de la movilización social,

de determinadas políticas y de una buena estructura de
incentivos y sanciones que garantice el cumplimiento
de las reglas (enforcement institutions).

La reconstrucción institucional busca enfrentar
problemas de cohesión social. Este debe ser el objeti-
vo central de las políticas públicas en el sector rural, y
debe tener una legitimidad social incontestable, que
sólo puede proporcionar la participación de los acto-
res rurales en el diseño e implementación de tales
políticas.

Los actores rurales se interrelacionan con el cam-
bio institucional: son agentes activos9 y al mismo tiem-
po pueden ser sujetos afectados por la transformación.
No todos los actores participan en la misma forma o
al mismo tiempo en el cambio institucional, pero to-
dos sienten sus repercusiones, aunque con diferente
intensidad. Sin duda, la reconstrucción institucional en
el ámbito rural puede significar que determinados agen-
tes enfrenten el riesgo de que su existencia sea
cuestionada,10 o que tengan que adoptar una identidad
colectiva diferente. Pero en todo caso lo fundamental
es a qué ritmo han de llevarse a cabo esos cambios.

Desde el punto de vista de la economía política
de las reformas —de su adopción y puesta en mar-
cha—,11 una consecuencia importante del enfoque que
propongo en este texto es que la única forma de defi-
nir un “ritmo de cambio” que logre administrar la ines-
tabilidad que conlleva, es a través de la construcción
de consensos. El propósito es establecer una ruta de
transformación que refleje el consenso, la direccio-
nalidad y la certidumbre en las políticas agrícolas y
rurales, con el fin de generar seguridad y evitar ries-
gos de acciones discrecionales y políticas agrícolas y
rurales autoritarias. Estos elementos establecen una
base fundamental para que el desarrollo institucional
futuro contenga las características deseadas de autono-
mía, inclusión y acción subsidiaria efectiva por parte
del Estado.

Es necesario, pues, visualizar un marco institu-
cional que abarque no sólo las formas de intervención
estatal o de organización de las agencias estatales, sino

8 Las políticas sectoriales ya no son capaces de atender los intere-
ses de la mayoría de las familias dedicadas a la sola agricultura.
Hoy se requiere un acercamiento a políticas territoriales que se
extienden más allá de la agricultura para reducir las desigualdades
y para explotar racionalmente los recursos naturales.

9 Participan o promueven el cambio institucional, por ejemplo, a
través de movilizaciones; o allí donde existen foros o consejos lo-
cales (es decir, donde la interacción social está institucionalizada),
mediante su participación en las discusiones o el proceso de toma
de decisiones.
10 Un cacique local, o un actor público ineficiente o no competente,
podrá ser destituido o fiscalizado como resultado de un proceso de
cambio institucional.
11 Probablemente uno de los textos más destacados sobre el tema
del ritmo de cambio sea la obra de Karl Polanyi, titulada The Great
Transformation: The Political and Economic Origins of Our Time
(Polanyi, 1957).
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también el conjunto de reglas y convenciones no for-
males e incluso incorpore normas éticas y morales de
comportamiento que son parte de la interacción social.
En este enfoque más amplio, el principal papel del
desarrollo institucional es aumentar la eficiencia y re-
ducir la incertidumbre mediante el diseño de una es-
tructura estable, aunque no inmutable, que favorezca
la interacción económica y social. Esa estructura de

oportunidades e incentivos es el factor determinante del
desempeño económico.

Dicho marco institucional trascendente, que emer-
ge de estos cambios desde abajo y desde arriba, invita
a un conjunto de reflexiones acerca del derecho a la
alimentación como expresión territorial de derechos
ciudadanos, y de la descentralización en el marco de
una política de desarrollo regional.

III
El derecho a la alimentación y

la descentralización

1. Avances en el enfoque del desarrollo basado
en los derechos humanos

Tanto el diseño de políticas públicas para favorecer la
competitividad de los agricultores familiares como el
establecimiento de reglas equitativas que permitan el
acceso de sus productos al comercio internacional
deben trascender la idea de que el desarrollo de los
pueblos o de las personas y el combate al hambre son
concesiones graciosas de la autoridad, y dejar estable-
cido que, por el contrario, son parte de la obligación
de todo Estado de garantizar derechos humanos uni-
versales a sus ciudadanos.

Aunque tradicionalmente los derechos humanos
se han asociado sobre todo con el ámbito civil y polí-
tico, vale la pena subrayar que a partir de la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos de 1948 se han
reconocido con igual jerarquía diversos derechos eco-
nómicos, sociales y culturales, que en 1976 dieron
origen al Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales. En dicho Pacto se estable-
ció la obligación de los Estados de garantizar el dere-
cho a la alimentación, el cual se considera cumplido
cuando las personas tienen acceso físico y económi-
co, en todo momento, a la alimentación adecuada y a
los medios para obtenerla.

A menudo se interpreta erróneamente que el de-
recho a la alimentación obliga al Estado a alimentar a
su población, cuando de lo que se trata es de que el
Estado —y particularmente el gobierno— respete y
proteja el derecho de las personas a alimentarse. Para
esclarecer las dudas, en 1999 el Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales estableció en su

Observación general N° 12 el ámbito de las obligacio-
nes estatales al respecto,12 las que pueden clasificarse
en tres niveles:
i) Obligación de respetar. Establece el límite al ejer-

cicio del poder del Estado. Significa que el go-
bierno no debe interferir con los medios de sub-
sistencia de las personas, ni dificultar su acceso a
los alimentos o privarlas arbitrariamente de su
derecho a ellos.

ii) Obligación de proteger. Significa que el gobier-
no debe promulgar leyes para evitar que personas
u organizaciones poderosas conculquen el dere-
cho a la alimentación, y también establecer órga-
nos para investigar y proporcionar recursos efica-
ces si se viola ese derecho.

iii) Obligación de facilitar y en caso necesario pro-
veer. Significa que el gobierno debe adoptar me-
didas positivas para individualizar a los grupos
vulnerables y aplicar políticas para que tengan
acceso a una alimentación suficiente, facilitando
su capacidad de alimentarse. La obligación de
proveer va más allá de la de facilitar, pero sólo
aparece cuando la seguridad alimentaria de las
personas se ve amenazada por motivos ajenos a
su voluntad. Se considera que, como último re-
curso, puede ser necesaria la prestación de asis-
tencia directa mediante redes de protección.
Estos tres niveles precisan mejor el ámbito de las

obligaciones de los Estados en lo que se refiere a

12 Véase Naciones Unidas, Comité de Derechos Económicos So-
ciales y Culturales (1999).



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

SEGURIDAD ALIMENTARIA Y AGRICULTURA FAMILIAR • GUSTAVO GORDILLO DE ANDA

79

garantizar el derecho a la alimentación y sirven como
un marco de referencia ética, política y legal. Basar po-
líticas públicas de desarrollo rural en el ejercicio de los
derechos humanos, particularmente el derecho a la
alimentación, permite sacarlas del terreno de la cari-
dad asistencial y hacerlas menos vulnerables a los
vaivenes políticos. De esta forma se vuelven exigibles
por la vía jurídica, sujetas a escrutinio y, eventualmen-
te, a instancias de arbitraje.

A pesar de que el derecho a la alimentación se ha
reconocido en diversos instrumentos internacionales, la
preocupación por hacer que se le considere en su cali-
dad de tal en las políticas de desarrollo rural y combate
al hambre comenzó a cuajar ya entrado el decenio de
1990, en el marco del debate sobre los derechos de ter-
cera generación. La Cumbre Mundial sobre la Alimen-
tación de 1996 recogió este debate y estableció entre sus
compromisos el de esclarecer el contenido del derecho
a una alimentación suficiente y a no padecer hambre,
junto con atender en especial a su aplicación.

Establecer una mejor definición del concepto del
derecho a la alimentación, con miras a crear instrumen-
tos concretos para mejorar su aplicación, ha comenza-
do a ser una preocupación importante de la sociedad
civil y de algunos gobiernos del mundo. Al respecto,
vale la pena mencionar la propuesta para crear un
código de conducta internacional para el derecho a la
alimentación. Aunque este código sería fundamental-
mente un documento político más que legal, de
aprobarse permitiría establecer una serie de obligacio-
nes y responsabilidades a nivel nacional e internacio-
nal, con lo que se haría un valioso aporte a la cons-
trucción de una nueva institucionalidad mundial basa-
da en el derecho a la alimentación y con fuerte influen-
cia en el diseño de políticas de desarrollo.

2. Descentralización y disparidades regionales

A pesar de la aceptación casi universal de los méritos
supuestos de las reformas de descentralización, y aun-
que éstas proliferaron ampliamente en la región, exis-
te todavía un entendimiento científico bastante limita-
do de los arreglos institucionales que sustentan una
gestión descentralizada efectiva. Además, un crecien-
te cuerpo de evidencia empírica sugiere que la descen-
tralización —administrativa, fiscal o política, o una
combinación de ellas— puede facilitar el surgimiento
de instituciones para la acción colectiva, pero no pro-
duce automáticamente las ventajas pensadas por sus
partidarios. Por eso es necesario precaverse de ideas
simplistas de que la sola descentralización resuelve
algunos de los problemas más acuciantes del medio

rural. Como en todo proceso de construcción institu-
cional, lo que se requiere es una adecuada mezcla de
intervenciones nacionales y locales. Aunque en gene-
ral la descentralización ha sido vista como un meca-
nismo que fortalece la participación social en el dise-
ño e implementación de políticas públicas, para evitar
medidas aisladas que suelen dislocar la acción guber-
namental quizás sea esencial insertar la descentraliza-
ción en el marco de una política de desarrollo regional.

Más recientemente, producto de los propios pro-
cesos de globalización, se ha acrecentado la necesidad
de promover diversas medidas enfocadas específica-
mente a disminuir las disparidades socioeconómicas
entre territorios y ciudades y a optimizar sus oportu-
nidades de desarrollo. Esas medidas se conocen ahora
como políticas de desarrollo territorial (o más simple-
mente, como política territorial). Tales políticas no se
enfocan sólo a los territorios más desfavorecidos, sino
a todos, desde los más ricos hasta los más pobres. Su
objetivo no es atraer inversiones a los territorios mar-
ginados por medio de subsidios y otros beneficios ofre-
cidos a los inversionistas, sino asegurar que todos sean
capaces de maximizar sus oportunidades de desarro-
llo endógeno. Para alcanzar esta meta es clave apro-
vechar las ventajas de cada uno de ellos, el potencial
de arrastre de sus ciudades y la creación de activos. No
se trata desde luego de suspender las formas de asis-
tencia y compensación a los territorios más pobres, que
deben beneficiarse de una “ecualización financiera”,
sino de generar vínculos y enlaces adecuados entre
aquellos que avanzan a un ritmo mayor y los que no
lo hacen. Además, se debe asegurar infraestructura para
todos, garantizándoles un mínimo nivel de accesibili-
dad. Puesto que esto depende de las características pro-
pias de cada uno de ellos, las políticas de infraestruc-
tura deben estar basadas en una tipología de territorios
(Schejtman y Berdegué, 2003).

Los esquemas territoriales son por definición
multisectoriales y sin duda deben ayudar a construir
puentes entre los diversos objetivos de desarrollo, así
como a conciliarlos. Además, estos esquemas ofrecen
dos beneficios adicionales: catalizan una mayor con-
ciencia de la naturaleza y urgencia de los problemas,
y ofrecen soluciones más compatibles con las restric-
ciones locales (institucionales, financieras, ecológicas).
Por lo tanto, cuando se obvia la heterogeneidad del
sector rural, identificando el espacio rural con el espa-
cio agropecuario,13 se reducen las potencialidades de

13Al no tener en cuenta los nexos del sector rural con los núcleos
urbanos, o la importancia del empleo rural no agrícola, cada vez
más extendido y que condiciona cada vez más el desempeño rural.
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mejorar la competitividad y de mitigar la pobreza ru-
ral, pues no se consideran los factores que dinamizan
la propia agricultura y que pueden derivarse del forta-
lecimiento de los vínculos con los núcleos urbanos
inmediatos. El grueso de las actividades se centra en-
tonces en lo agrícola, siendo que el diagnóstico debe
considerar como espacio rural a aquel constituido por
los núcleos urbanos a los que los pequeños producto-
res están vinculados de manera directa.

Un examen de las demandas entre esos núcleos
urbanos y el ámbito territorial de los pequeños produc-
tores agrícolas puede dar pistas sobre requerimientos
que no están siendo satisfechos, o que lo están pero con
altos costos de transacción. Con medidas simples, ta-
les requerimientos podrían contribuir a elevar la
competitividad de algunos de esos productores o, en
el caso de familias con poca o ninguna tierra, mejorar
sus condiciones de vida y de trabajo al reducir sus

costos de transacción en una gama de actividades. En
este sentido, para que los proyectos sean piezas clave
de las estrategias de desarrollo rural es necesario que
en su diseño se tengan en cuenta el territorio
involucrado, los sectores de actividad en que se inter-
viene, la estructura social del territorio, la duración de
los procesos y una institucionalidad que asegure que
sean sostenibles en el tiempo.

Las políticas de desarrollo territorial buscan ele-
var el valor agregado del territorio, lograr un crecimien-
to significativo de la economía rural y, en especial, for-
talecer el capital social del territorio más que promo-
ver el desarrollo de una actividad económica en parti-
cular (Abramovay, 1999). Para esto, el desarrollo te-
rritorial incorpora una visión de cadenas productivas
que va más allá de la agricultura ampliada,14 agregando
la articulación de los distintos sectores y actores de una
misma cadena.

IV
La agricultura familiar

1. Un factor movilizador: los agricultores familia-
res

La experiencia de la última década, tanto en términos
de movilización social como de esfuerzo productivo e
innovaciones institucionales, nos dice que el segmen-
to más dinámico del medio rural son los agricultores
familiares, quienes en la región se caracterizan por la
heterogeneidad de su dotación de recursos y de sus
activos, es decir, de su capital natural, físico, financie-
ro, humano y social (de Janvry y Sadoulet, 2001a). Esta
desigualdad de condiciones más las fallas de mercado
son algunas de las causas de la pobreza rural.

En una simplificación que, sin embargo, refleja las
características principales del medio rural en América
Latina y el Caribe, los agricultores familiares pueden
clasificarse en dos grandes grupos, según el nivel de
sus activos. En el primero están los campesinos cuyos
recursos territoriales son tan reducidos que viven esen-
cialmente como trabajadores asalariados —agrícolas o
no agrícolas—, para los cuales la agricultura es un
complemento. En el segundo se hallan los agriculto-
res familiares, poseedores de tierras en diferentes can-
tidades, que obtienen gran parte de su ingreso de sus
cultivos y lo complementan con la venta de su fuerza
de trabajo (CEPAL, 1999).

En ambos grupos los trabajadores se ven obliga-
dos a recurrir a formas de empleo rural no agrícola que
proveen gran parte del ingreso de los hogares rurales
y son un sustituto de la tierra como fuente de ingre-
sos. En un estudio recopilatorio15 efectuado por de
Janvry y Sadoulet (2001a) se encontró que en el ejido
mexicano, por ejemplo, el empleo rural no agrícola
representaba el 55% de los ingresos totales (de Janvry
y Sadoulet, 2001b), en Nicaragua y Panamá el 61%
(Davis, Carletto y Sil, 1997; Banco Mundial, 1998), en
Chile y El Salvador el 67% y el 60%, respectivamen-
te (López y Valdés, 1997), y en Ecuador el 86%
(Lanjouw, 1996). Cabe añadir, sin embargo, que estas
formas de complementar el ingreso no permiten a los
agricultores familiares superar la condición de pobre-
za en que viven. Además, debido a fallas en las insti-
tuciones y mercados, en el último tiempo las familias
dependen cada vez más del ingreso rural no agrícola

14 La agricultura ampliada reconoce las distintas articulaciones que
tiene la agricultura con otro tipo de actividades que se generan al-
rededor de ella. Estas actividades incluyen, entre otras, la demanda
de insumos, de instrumentos y maquinarias, las actividades de
poscosecha o de procesamiento de los productos agropecuarios, y
los procesos de comercialización.
15 Basado en un trabajo pionero sobre las familias rurales en el
sector reformado de México (Gordillo, de Janvry y Sadoulet (2000).
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(especialmente remesas) y de la inversión en animales
y granos como fuente de ahorro y liquidez para casos
de emergencia.

El proceso de transición desde una agricultura
protegida a una con amplia base de crecimiento y
competitividad necesitará mucho tiempo para acrecen-
tar la baja inversión que predomina entre los agricul-
tores familiares. La meta de mejorar el acceso a los
alimentos está íntimamente ligada al mejoramiento de
la competitividad de los agricultores familiares, sobre
una base territorial y focalizada en la familia y en sus
ingresos.

Pero si se sigue a Easterly (2002), se puede decir
que la competitividad de los pequeños productores está
también relacionada con el grado de inequidad que
existe en el país, puesto que la desigualdad impide el
desarrollo. Sokoloff y Engerman (2002)16 plantean que
la dotación de activos determina la inequidad, la cual
a su vez determina la existencia de instituciones defi-
cientes (poco democráticas e inestables), malas políti-
cas de redistribución, baja inversión en capital huma-
no y subdesarrollo.

Fortalecer el papel de los agricultores familiares
está asociado a mejorar su competitividad en los mer-
cados de tierras, productos, trabajo y financiamiento,
para lo cual deben disponer de la información necesa-
ria para insertarse en condiciones ventajosas en esos
mercados. La hipótesis, según Escobal (2002), es que
en las instituciones existen cuatro tipos de fallas que
afectan la competitividad de las familias rurales: i) la
asimetría de la información, ii) la disponibilidad y asig-
nación de los bienes públicos, iii) las externalidades, y
iv) los problemas de pobreza y equidad.

La asimetría de la información reduce el acceso
a mercados necesarios para la competitividad de los
pequeños productores. Hay problemas en el acceso a
la información sobre los mecanismos de funcionamien-
to de los créditos rurales, tanto por parte de las fami-
lias rurales como por parte de los mismos bancos, y
lo mismo sucede en el acceso a la propiedad de la tie-
rra. También es muy importante que a las organizacio-
nes de base17 se les facilite información sobre los pro-
gramas y las políticas de desarrollo local, los mecanis-
mos para acceder a fondos que financien proyectos y
la forma de interactuar con el gobierno y el mercado
(Alkire y otros, 2001).

La escasez y mala asignación de bienes públicos
dificulta el desarrollo de los sectores rurales. La dis-
persión espacial y la menor densidad de población
guardan relación estrecha con infraestructuras inade-
cuadas y un acceso limitado a los servicios públicos,
por lo cual las inversiones en estos sectores son consi-
deradas de alto costo y riesgosas. Además, el acceso
restringido a los bienes y servicios públicos debilita el
mercado local de insumos y productos, lo que se suma
a los altos costos de transacción para restringir las
posibilidades de ahorro de las familias rurales. Es po-
sible que los esfuerzos locales por organizarse colec-
tivamente permitan avanzar en este aspecto, sobre todo
cuando se trata de bienes y servicios de baja comple-
jidad,18 en pequeña escala y que requieren de coope-
ración local, ya sea comunitarios (pastizales comuna-
les, agua de riego y otros) o públicos (infraestructura
local).

Los problemas de pobreza y desigualdad generan
un círculo vicioso.19 Cuando las instituciones de mer-
cado no resuelven estos problemas, los arreglos institu-
cionales combinados de organismos públicos y orga-
nizaciones de la sociedad civil tienen que apoyar la
equidad y sostenibilidad de las políticas y el consenso
entre las partes. Para esto es necesario mejorar la es-
tructura de la política social, a través de una gestión
pública basada en la transparencia, el control ciudada-
no y la rendición de cuentas.

Por lo que se ha expuesto, se precisan políticas
orientadas a elevar la competitividad de las familias
rurales para que éstas puedan incrementar sus ingre-
sos. Es fundamental mejorar la productividad de los
más pobres y que esta mejora signifique su inserción
en una economía en crecimiento, en el marco de mer-
cados justos. Si las familias logran mejorar sus nive-
les de ingreso, tendrán seguridad alimentaria.

Como ya se ha señalado en diversos estudios, casi
la mitad del ingreso percibido por las familias rurales
en la región proviene de actividades no agropecuarias.
Por lo demás, como consecuencia lógica de esta di-
versificación de las economías rurales, los procesos
de inversión de capital en el sector rural son muy
heterogéneos. En este sentido, las políticas destinadas

16 Citados por Easterly (2002).
17 Los grupos con intereses comunes, como por ejemplo de muje-
res, de ahorro, cooperativas, asociaciones de productores o de rie-
go, y otros.

18 Baja complejidad en este sentido se refiere a la homogeneidad de
los actores y sus intereses.
19 Lynn Karl (2002) ha explicado este círculo vicioso como una
situación en la que la pobreza y los altos niveles de desigualdad se
reproducen mutuamente y frenan a su vez el crecimiento económi-
co. Dicha situación disminuye apreciablemente la capacidad para
atender los problemas derivados de la pobreza y la inequidad.
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a incrementar la competitividad de las familias rurales
deben considerar la heterogeneidad y diversificación
de los mercados rurales,20 y apuntar a un desarrollo
territorial más que sectorial.

En la agricultura, la heterogeneidad implica la
coexistencia de dos sectores en cuyo interior hay tam-
bién diversas modalidades. De esos dos sectores, uno
es moderno, comercial, hace uso intensivo de capital
y tecnología y se orienta principalmente a las exporta-
ciones. El otro hace uso intensivo de mano de obra de
baja productividad, exhibe grandes deficiencias y
segmentaciones, tiene subdotación de activos y muy
baja inversión, todo lo cual dificulta el logro de la
eficiencia, competitividad, reconversión y rentabilidad
que una política sectorial puede buscar. La experien-
cia ha mostrado que la mayor parte de las familias
rurales en situación de riesgo alimentario depende de
este tipo de agricultura. Por su parte, el sector agríco-
la moderno, más que crear demandas importantes de
mano de obra, ha desplazado población y ha absorbi-
do la mayor parte de la ayuda a la agricultura, debido
a su mayor capacidad de negociación y su poder polí-
tico. Con esto ha acentuado la concentración de la tie-
rra y los recursos productivos, y la brecha entre la
agricultura comercial y la agricultura familiar

 Los agricultores familiares, por lo tanto, encaran
restricciones internas y externas para mejorar su
competitividad. Una de las formas para enfrentarlas es
buscar el incremento de su capital social y humano,
acrecentando su participación en organizaciones que
les permitan influir en el diseño y aplicación de polí-
ticas de desarrollo y comercialización, y también me-
jorando sus técnicas de producción. A su vez, los go-
biernos debieran contribuir a mejorar el funcionamien-
to y la confiabilidad de los mercados de productos,
tierras, trabajo y financiamiento, así como la confian-
za de los productores en los dispositivos de seguridad
social para superar limitaciones en materia de recur-
sos naturales, mercado e infraestructura. Además, los
Estados debieran tratar de mitigar la inequidad a tra-
vés de instituciones más democráticas y estables, me-
jores políticas de redistribución y una mayor inversión
en capital humano.

2. Un programa de apoyo a la agricultura familiar

Con base en lo anterior, se ha estilizado21 un progra-
ma mínimo para el fomento de la agricultura y el de-
sarrollo rural, que combina intervenciones de políticas
de desarrollo encaminadas a mejorar el funcionamiento
de los mercados rurales. Se partió constatando que la
dispersión de instrumentos daña a los actores rurales,
afecta especialmente a los agricultores familiares, ge-
nera mayores costos de transacción, propicia la corrup-
ción y promueve disputas entre las burocracias estata-
les, originando duplicaciones de esfuerzo. Por ello
nunca se insistirá lo suficiente en que, más allá del
monto de los recursos públicos que se destinen al me-
dio rural, importa la forma en que ellos se canalizan.

Dicho programa mínimo debe contener algunos
elementos que permitan generar una estrategia básica
para impulsar nuevas formas públicas de apoyo al sec-
tor rural. Sus objetivos son los siguientes:
i) Hacer más competitiva la producción de los ha-

bitantes rurales afectados por los cambios econó-
micos y las reformas estructurales en la región,
mediante apoyos directos, temporales y selectivos
que los pongan en condiciones de competir en
nuevas áreas de especialización, con pleno respeto
a la conservación de los recursos naturales. Una
política de ingresos rurales, cuya continuidad sea
garantizada por la ley y periódicamente revisa-
ble,22 puede convertirse en el núcleo de un pro-
grama unificado de apoyo a la agricultura fami-
liar.

ii) Promover acciones de asociación voluntaria y
autosostenible de los grupos rurales afectados, a
fin de que puedan formar organizaciones capaces
de mantener en el tiempo los logros iniciales de
estos programas de apoyo a los ingresos.

iii) Proporcionar asistencia directa y servicios a los
hogares en áreas desfavorecidas. Esta política de
apoyo directo puede convertirse en el punto de
partida para un conjunto de instrumentos de polí-
tica que, adecuadamente diseñados, contribuyan
a fortalecer los nuevos vínculos entre las políti-
cas, los productores y otros agentes económicos.

21 Es decir, se ha planteado un conjunto de elementos invariables
que evidentemente deben adaptarse al carácter muy heterogéneo
del medio rural de la región, y a prioridades que dependen también
de cada contexto.
22 Un ejemplo de lo anterior es el Programa de Apoyos Directos al
Campo (PROCAMPO) en México, que puede sentar las bases para esto
particularmente con las recientes modificaciones introducidas en la
Ley de Capitalización Rural.

20 En el mundo rural se ha dado un vigoroso proceso de crecimien-
to de los sectores de servicios no ligados directamente a las cade-
nas agroalimentarias e industriales, sino a la demanda de los
asentamientos humanos rurales. Además, las actividades de cons-
trucción, infraestructura y servicios públicos aparecen cada vez más
dentro del marco de la economía rural, restando participación al
sector agropecuario.
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iv) Un sistema de financiamiento rural que movilice
el ahorro en el marco de la agricultura familiar y
haga hincapié en la formación de capital.

v) Una política de infraestructura que, sin olvidar
algunos grandes proyectos estratégicos de riego,
se oriente a aumentar considerablemente tanto la
pequeña infraestructura productiva (riego, conser-
vación de suelos y de acuíferos) como la infraes-
tructura comercial (caminos, bodegas, frigoríficos
y sistemas de transporte).

vi) Una política de fomento de la innovación y la trans-
ferencia tecnológica que implique la integración de

universidades e institutos tecnológicos en un pro-
grama de divulgación y transferencia masiva de
habilidades y conocimientos, apoyado por nuevas
interacciones con los productores y teniendo como
respaldo la premisa de que el capital humano es un
factor fundamental de la competitividad.

vii) Políticas equitativas y sostenibles de acceso a los
recursos naturales necesarios para sostener medios
de vida adecuados a las poblaciones rurales de la
región, incluyendo entre esas políticas, según sea
el caso, reformas agrarias y otros mecanismos de
acceso a la tierra.
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Crecimiento, competitividad
y empleo en Perú, 1990-2003
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El crecimiento del empleo de calidad necesario para disminuir el

empleo informal y el desempleo en Perú, depende de que se acelere y

diversifique la inversión privada en el sector transable. Una de las prin-

cipales restricciones para acelerarla es la débil competitividad del sec-

tor transable no extractivo. En 1990-2003, la mejora de su competitividad

se basó esencialmente en el descenso de los costos laborales, enfoque

socialmente injusto y económicamente ineficaz. Para elevar la

competitividad es indispensable un régimen macroeconómico con un

tipo de cambio real competitivo y estable —cuya aplicación enfrenta

obstáculos— y el aumento de la productividad total a nivel

microeconómico. Esto último debe buscarse a través de políticas

microeconómicas y mesoeconómicas, siendo el principal obstáculo la

visión estrecha que dominó el escenario económico en el decenio de

1990, según la cual el incremento de la competitividad se logra redu-

ciendo los costos laborales medios.Norberto E. García

Investigador Asociado

del Instituto de Estudios Peruanos (IEP)

e Investigador Líder de la Red de Políticas

de Empleo del Consorcio de Investigacio-

nes Económicas y Sociales (CIES)

Perú

✒  ngarcia@terra.com.pe



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

CRECIMIENTO, COMPETITIVIDAD Y EMPLEO EN PERU, 1990-2003 • NORBERTO E. GARCIA

86

I
Empleo, pobreza y crecimiento

En Perú existe un estrecho vínculo entre el tipo de
empleos generados y la evolución de la pobreza. Para
las familias de ingresos medios y bajos, la principal
fuente de ingresos es el trabajo de sus miembros ocu-
pados. No debería sorprendernos entonces que la po-
breza se mantenga a niveles muy altos, puesto que la
mayoría de los empleos generados en el decenio de
1990 era de muy baja calidad, en términos de produc-
tividad, ingresos, estabilidad y protección social aso-
ciada. En dicho decenio el empleo formal creció a una
tasa anual de 1,2%, mientras que el empleo informal
lo hizo a un ritmo de 4,7% al año, acentuándose así la
tendencia observada en décadas anteriores.

En la actualidad, menos de 25% de los peruanos
activos tiene acceso a un empleo estable cuya produc-
tividad permita una remuneración digna. El 75% res-
tante se desempeña en actividades independientes in-
formales de muy baja productividad, en labores agrí-
colas con una productividad aun menor, como asala-
riados sin contrato laboral en microempresas informa-
les que no brindan estabilidad ni un ingreso digno, o
se encuentra abiertamente desempleado en las zonas
urbanas del país. Es importante señalar que sólo un
10% de este 75% está en situación de desempleo abier-
to, mientras que la mayor parte del 90% restante se
inserta en ocupaciones de muy baja productividad. Por
consiguiente, el problema del empleo en Perú es per-
cibido por su población no tanto como desempleo

abierto, sino principalmente como una muy baja ex-
pectativa de tener un empleo digno y estable que con-
tribuya a elevar su nivel de vida.

Por el lado de los ingresos laborales, entre 1980
y 1991 los salarios registraron una caída de 65%. Pese
a la recuperación observada en 1992-1997, en el año
2000 estaban todavía muy por debajo del nivel de 1980,
y los ingresos de la mayor parte de los trabajadores
informales y agrícolas eran inferiores a la línea de po-
breza por persona activa. La participación de las remu-
neraciones en el producto interno bruto (PIB) se redujo
de 37% en 1978 a 32% en 1992 y 24,5% en 2001.1

Las magnitudes expuestas indican que el proble-
ma del empleo en Perú no puede abordarse sólo con
políticas de corto plazo, políticas activas de empleo y
programas de empleo directo, que por su naturaleza
inciden en no más de un 5 ó 6% de la población eco-
nómicamente activa (PEA). Debe enfrentarse entonces
con una política de mediano y largo plazo, es decir,
con una estrategia de crecimiento.

A mediano plazo, el incremento del empleo de
calidad está determinado por el ritmo de crecimiento
de la inversión. Tanto el aumento del empleo de cali-
dad en los segmentos modernos como los recursos
necesarios para transformar productivamente los seg-
mentos atrasados y mejorar la situación de los allí
ocupados, dependen de que se acelere la inversión y
el crecimiento económico.

1 Tres choques explican esta tendencia: la crisis de la deuda de
principios del decenio de 1980, la hiperinflación de 1989-1990 y la
desregulación laboral que siguió de hecho a la reforma laboral
“flexibilizadora” de la década de 1990.

II
La política macroeconómica reciente

La administración que asumió a mediados de 2001
heredó una recesión que se inició en 1998 y se pro-
fundizó hasta principios de 2002. Desde mediados de
2001 se llevó adelante una política de reactivación que
incluyó un aumento mesurado del gasto público y una
política monetaria expansiva y focalizada en el descen-
so de la tasa de interés interna. Esta política logró sa-
car al país de la recesión sin elevar la tasa inflacionaria,
pero se ocupó poco de la mejora de la competitividad.
Así, impulsado por la reactivación y la puesta en mar-

cha de nuevos proyectos extractivos, el crecimiento
del PIB fue de 4,9% en 2002 y de 4,0% en 2003 (INEI,
2004).

Junto con aumentar el gasto público, en 2001-
2003 se redujo el déficit fiscal, debido al aumento de
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los ingresos tributarios y, sobre todo, del endeudamien-
to externo público en 2002-2003; esto acentuó la vul-
nerabilidad financiera y real frente a un eventual
repunte de la tasa de interés internacional.

Se suponía que la reactivación vía gasto público
y baja de la tasa de interés, unida a una política de
equilibrios macroeconómicos y de estabilidad de los
precios y del tipo de cambio real (a través de una flo-
tación sucia), abrirían el camino al aumento de la in-
versión privada. No obstante, la inversión bruta total,
que había caído 26% en 1997-2001, creció sólo 0,7%
en 2002 y 4,0% en 2003, año en que el coeficiente de
inversión bruta total se situó en 15,2% del PIB. Esta
cifra estaba aproximadamente 10 puntos porcentuales
por debajo de la necesaria para alcanzar el crecimien-
to económico anual de 7% que se requeriría para ir
reduciendo el problema de empleo. En particular, las
importaciones mensuales de bienes de capital siguie-
ron siendo bajas en 2001-2003, pese a la incidencia de
los grandes proyectos de Antamina y Camisea,2 y lo
mismo señalan los registros mensuales de las inversio-
nes en construcción. La debilidad de la inversión pri-
vada se explica en parte por la desaceleración de las
principales economías del Norte en 1999-2002. Pero
también, como se verá posteriormente, existen razones
internas más profundas.

El impulso derivado del aumento del gasto públi-
co y de la expansión monetaria en 2001 y 2002 tendió
a diluirse con el transcurso del tiempo. Desde fines de
2003 se percibe una nueva desaceleración del PIB y del
empleo, a pesar de la liquidez existente. El repentino

aumento de las exportaciones a principios de 2003 (la
tasa del año llegó a 15%) compensó en parte el debi-
litamiento del efecto expansivo del gasto público y de
la política monetaria. Como el 70% de ese aumento se
debió a alzas en los precios y el volumen de los pro-
ductos básicos tradicionales exportados por Perú, es
difícil otorgarle carácter permanente. Aunque también
es cierto que crecen rápidamente las exportaciones no
tradicionales.

El crecimiento por reactivación en 2001-2002
generó un crecimiento muy bajo del empleo formal y
un incremento alto del empleo informal, en línea con
el muy escaso crecimiento de la inversión privada y
pública y reproduciendo las tendencias de largo pla-
zo. La ausencia de un fuerte impulso inversor contri-
buyó a un muy escaso aumento del empleo de calidad.

En las circunstancias descritas, cobra vida el de-
bate en torno al rumbo que ha de seguirse y las polí-
ticas que han de adoptarse para acelerar la inversión
privada y lograr un crecimiento sostenido del empleo
de calidad. Este trabajo plantea una hipótesis como
aporte a ese debate, centrando la atención en los sec-
tores modernos formales de la economía peruana, ya
que es allí donde se ubica el obstáculo principal para
lograr un crecimiento alto y sustentable. Un crecimien-
to elevado en los segmentos modernos es condición
necesaria, pero no suficiente, para lograr la transfor-
mación productiva de los segmentos atrasados y su
incorporación al crecimiento: así lo sugieren, entre
otras experiencias, las de Chile (1983-2003) y Méxi-
co (1986-2003).

2 Compañía Minera Antamina y Yacimiento de Gas Camisea.

III
Un curso estratégico

La economía peruana enfrenta dos grandes problemas
prioritarios: su débil competitividad y la necesidad de
crear empleos de calidad. Por consiguiente, cualquier
estrategia de crecimiento debe necesariamente atacar
ambos frentes.

En una economía pequeña, abierta y endeudada
como la peruana, lo anterior implica aplicar políticas a
nivel macroeconómico, mesoeconómico y microeconó-
mico para: i) acelerar decisiones de inversión privada

en sectores transables (productores de bienes y servicios
exportables e importables), y ii) ampliar los mercados
para esos bienes y servicios. La combinación de políti-
cas de los tres niveles indicados es lo relevante en una
concepción estratégica (García, 2004).

Como ha sucedido en otros países de América La-
tina, Perú se integró mucho más plenamente a los mer-
cados financieros internacionales —a través del endeu-
damiento y la entrada de capitales— que a los mer-
cados comerciales externos, donde sigue siendo esen-
cialmente un exportador de productos primarios suje-
tos a fluctuaciones. Este desequilibrio en su inserción
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externa debe ser corregido para que el país pueda ace-
lerar el crecimiento de las exportaciones, crecer a un
ritmo alto, reducir el peso del pago de la deuda y ge-
nerar empleo. Si se desea acelerar las exportaciones,
hay que saber cuáles son las de comportamiento más
dinámico en el ámbito mundial, esto es, considerar la
calidad de su inserción comercial y no sólo el coefi-
ciente de apertura (Svarzman, 2004).

En 1990-2000 las exportaciones mundiales de
productos primarios —lo que exporta Perú— han sido
las de más lento crecimiento. Esto si se las compara con
las de alta tecnología, que hacen uso intensivo de cono-
cimiento y capacidades; con las de tecnología interme-
dia, cuyos productos y procesos se basan en economías
de escala y que crecieron por encima del promedio; o
incluso con las de baja tecnología, como confecciones
y calzado, o las de manufacturas que hacen uso inten-
sivo de recursos naturales (Svarzman, 2004). Sólo la
gran demanda de productos primarios extractivos ori-
ginada en el alto crecimiento de China alteró a partir
de 2003 esa tendencia, al presionar sobre la oferta de
commodities. Sin embargo, es difícil suponer que este
hecho ha de modificar en forma permanente las ten-
dencias estructurales en materia de exportaciones de
productos primarios.

Por consiguiente, la política económica debería
crear las condiciones para consolidar lo avanzado en
materia de exportaciones y estimular gradualmente la
producción de bienes y servicios de mayor demanda
en mercados internacionales y con mayor valor agre-
gado. En particular, para Perú son importantes las
exportaciones de bienes y servicios que hacen uso in-
tensivo de recursos naturales, pero que han sido some-
tidos a procesamientos posteriores para elevar su va-
lor agregado mediante un mayor contenido de empleo
y mejores eslabonamientos de empleo hacia atrás.

El factor prioritario es el rápido aumento de la
inversión privada en productos transables (particular-
mente exportables). El constante aumento de la dispo-
nibilidad de divisas así logrado es una condición ne-
cesaria pero no suficiente, en una economía endeuda-
da externamente como la peruana, para lograr un cre-
cimiento más rápido de la inversión en productos no
transables y, por ende, de la inversión en los segmen-
tos modernos en su conjunto. Cabe señalar que la
dinamización de los sectores no transables no es auto-
mática —como lo señala la experiencia de México en
1994-2002— y que se necesitan acciones y políticas
para lograrla.

A su vez, un crecimiento alto y sostenido de la
inversión privada en productos transables, que sea

acompañado también por un aumento de la inversión
privada en productos no transables de segmentos mo-
dernos, permite la generación sostenida de empleos de
calidad a un ritmo elevado en los segmentos moder-
nos y proporciona los recursos necesarios para la trans-
formación productiva de los segmentos atrasados, si se
consigue profundizar las políticas de transformación
productiva e ir articulando los segmentos rezagados
con el crecimiento de los segmentos modernos.

Las estimaciones preliminares efectuadas para
este trabajo muestran que para lograr un crecimiento
del empleo de calidad de 4% anual en los próximos
años —cifra indispensable para absorber el alto creci-
miento de la PEA en los segmentos modernos y reducir
significativamente la informalidad en un plazo razo-
nable— la inversión privada en sectores transables
deberá aumentar aproximadamente en 8% anual, lo que
demandará un aumento anual de las exportaciones de
casi 9%. Estas cifras son compatibles con un creci-
miento sostenido del PIB de 7% anual.3

Con un crecimiento anual sostenido de la inver-
sión privada en sectores transables que supere ligera-
mente el 8% y que induzca un incremento anual de la
inversión en no transables de 7%, en veinte años el
empleo de calidad casi se triplicaría, gracias a los nue-
vos empleos de mayor productividad y al aumento de
las remuneraciones reales inducido por la mejora de la
productividad. Dado el alto ritmo de crecimiento es-
perado de la PEA total, superior al 2,6% anual, el bol-
són de ocupados en niveles de muy baja productivi-
dad se reduciría desde un 67% a cerca de 39%. Sobre
dicho bolsón deberían incidir, paralelamente, las polí-
ticas orientadas a transformar y mejorar la productivi-
dad de los allí ubicados.

Aun cuando se haga hincapié, correctamente, en
que los factores decisivos para acelerar la inversión
privada son: i) los equilibrios macroeconómicos, ii) la
estabilidad de las reglas del juego para la inversión pri-

3 Las proyecciones expuestas en el texto fueron elaboradas con la
expresión reducida del modelo que se presenta en forma completa
en García (2002a). Se trata de un modelo de macroempleo que
distingue entre un sector transable y otro no transable, e incorpora
funciones que ajustan la rentabilidad de la inversión privada a tra-
vés del tipo de cambio real y la productividad total. La inversión en
sectores transables y no transables depende de la rentabilidad y
aumentos esperados de la demanda de productos transables. El in-
cremento de la inversión en cada sector determina el crecimiento a
mediano plazo del empleo, dado el aumento ya citado de la produc-
tividad total de cada sector. El modelo distingue un sector de em-
pleo de calidad vinculado al comportamiento de los sectores
transables y no transables, y un sector de empleo de baja calidad,
vinculado a segmentos atrasados rurales y urbanos.
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vada, iii) la seguridad jurídica y iv) la credibilidad del
gobierno y el país y la confianza en ellos, hay que tener
en cuenta un quinto factor omitido: la competitividad,
que determina la rentabilidad de la inversión privada,
necesaria para que las empresas inviertan al alto ritmo
requerido.

Una rentabilidad elevada de los sectores transables
no extractivos es indispensable para atraer nuevos
emprendimientos y diversificar la inversión en ellos,
actualmente concentrada en minería, pesca industrial
y gas e hidrocarburos. Una alta rentabilidad es también
necesaria para transferir parte de ella a menores pre-
cios y mayor calidad. En un enfoque de largo plazo,
la rentabilidad de los sectores transables no extractivos
debe alcanzar gradualmente el nivel que se necesita
para inducir un alto crecimiento de la inversión priva-
da en ellos.

En el caso de Perú, la rentabilidad depende esen-
cialmente del aumento de la competitividad de las
empresas y del país. La competitividad está determi-
nada por el tipo de cambio real y la productividad total
a nivel microeconómico —de todos los recursos utili-
zados por las empresas—, incluyendo la infraestruc-
tura productiva y otros factores del entorno microeco-
nómico. Para elevar la rentabilidad en sectores transables

no extractivos a los niveles requeridos, es indispensa-
ble: i) contar con un tipo de cambio real competitivo y
estable que, en una fase de ignición, estimule decisio-
nes de invertir; ii) comenzar a reducir la diferencia
entre la productividad total de Perú y la de los países
competidores. Elevar la productividad total a nivel
microeconómico reduce los costos totales unitarios, da
margen a mejoras de calidad y permite aumentar la
rentabilidad de la inversión. Pero como este proceso
tiene un plazo de maduración significativo, es impor-
tante contar con un tipo de cambio real competitivo y
estable, que puede ser implementado con mayor rapi-
dez y sostenido hasta que se logre el crecimiento sus-
tentable de dicha productividad total.

Cabe señalar también que una rentabilidad eleva-
da es condición necesaria pero no suficiente. Si se tra-
ta de impulsar expectativas e imprimir dinamismo a las
decisiones de inversión privadas en un escenario como
el actual, habrá que efectuar fuertes cambios institucio-
nales que estimulen esas decisiones. Los nuevos con-
venios de comercio exterior pueden cumplir esa fun-
ción.

En la práctica, se trata de estimular decisiones de
inversión privada locales, ya que un porcentaje muy
alto de la inversión esperada es interna y no externa.

IV
Crecimiento de la inversión privada,

tipo de cambio real y productividad

En un contexto como el del Perú, la rentabilidad en
sectores transables no extractivos está determinada,
esencialmente, por la evolución del tipo de cambio real
y por el ritmo de aumento de la productividad total a
nivel microeconómico. Veamos cómo se comportaron
estas variables en el pasado reciente.

1. Tipo de cambio real

Como muestra el gráfico 1, en Perú el tipo de cambio
real (TCR) multilateral ha caído persistentemente. Des-
de principios de 1985 hasta comienzos de 2003 bajó
cerca de 64%, según las series estadísticas del Banco
Central de Reserva de Perú (BCRP), y 73% entre 1985
y 1992, tomando en este caso como año de compara-
ción uno posterior al programa de shock de 1990. Si
se retrocede hasta fines del decenio de 1970, se obser-

va también un apreciable descenso, de 70%, entre 1978
y 1995 (Moguillansky, 1996). Aunque la hiperinflación
de 1989-1990 hubiese distorsionado los datos, y el
descenso efectivo del tipo de cambio real fuese menor
que el registrado en las series estadísticas, es induda-
ble que el tipo de cambio real multilateral cayó
significativamente entre 1978 y 1992, porque aun an-
tes de 1990 ya se había observado un fuerte descenso
(en 1978-1989). De 1992 a 1994 tuvo una leve recu-
peración y de ahí en adelante, con fluctuaciones, ten-
dió a permanecer estable hasta 2002. En 2003, el BCRP

tuvo éxito en acompañar la depreciación del dólar, lo
que desembocó en una recuperación parcial del tipo de
cambio real multilateral.

La relación de precios entre los productos tran-
sables y no transables, medida por el índice del BCRP,
cayó 68% en 1985-2002, confirmando así que el
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descenso del tipo de cambio real redujo notablemente
la rentabilidad media de los transables, aun cuando
también aquí la hiperinflación de 1989-1990 puede
estar llevando a sobreestimar la magnitud del descen-
so. De esta tendencia deriva el empeoramiento de los
precios relativos para el sector agrícola y el sector
turismo, con efectos adversos sobre la rentabilidad de
ambos. En la economía peruana, tanto la agricultura
como el turismo son importantes proveedores de divi-
sas y generadores de empleo directo e indirecto.

Conviene hacer presente que la objeción al alza
del tipo de cambio real por su impacto adverso sobre
los salarios reales deja de tener peso cuando esa alza
es gradual y el ritmo de aumento de la productividad
compensa su efecto sobre los salarios.

2. La productividad total

El segundo factor relevante para la rentabilidad es el
comportamiento de la productividad total a nivel
microeconómico. Es importante aquí la productividad
de todos los recursos utilizados por las empresas y,
además, la oferta de infraestructura crítica para la com-
petitividad. Los indicadores disponibles son macro-
económicos, que agregan los comportamientos
microeconómicos.

Como se desprende del cuadro 1, todos los estu-
dios empíricos disponibles muestran un considerable
estancamiento o incluso descenso de la productividad
total en 1970-1990, seguido por una leve alza en 1990-

1997 que osciló —según el autor de que se trate— en
torno al 1% anual. A partir de este último año, es muy
probable que la recesión que afectó al país en 1998-
2001 haya contribuido al descenso de la productividad
total. Un trabajo reciente del Banco Mundial (De
Ferranti y otros, 2003) confirma los resultados expues-
tos para los decenios de 1970 y 1980 y estima un cre-
cimiento de la productividad total de 0,7% anual en
1991-1997. Por lo tanto, en 1970-2000 la productivi-
dad total de Perú exhibió un virtual estancamiento
como tendencia neta de largo plazo, en circunstancias
de que muchos de los países con que compite (China,
Chile, Estados Unidos, Japón, la República de Corea
y otros) exhiben alta productividad y/o registran en ella
avances significativos, de 1 a 4% anual. En un estudio
reciente (García, 2002a) se afirma que el estancamiento
a mediano plazo de la productividad aparente por sec-
tores fue un fenómeno difundido en todas las ramas de
actividad, salvo la minería.

Un indicador que ratifica las tendencias en ma-
teria de productividad total es el comportamiento a
largo plazo de la inversión en maquinaria y equipo
como proporción del PIB. Según señala Iguiñiz (2001),
este indicador bajó de 24% en 1975 a aproximada-
mente 8,6% en 2001. La acumulación de capital a
largo plazo en maquinaria y equipo es en sí un indi-
cador significativo, dado su efecto sobre la composi-
ción del acervo de capital y, por ende, sobre la pro-
ductividad total. Pero además es importante porque
complementa otras variables clave que forman parte
del acervo de capital. Este acervo, definido en un
sentido amplio, abarca el crecimiento a largo plazo
de la proporción de mano de obra capacitada, la di-
fusión de criterios de gestión en materia de producti-
vidad y competitividad, el aumento del conjunto de
conocimientos específicos para lograr mejoras de
productividad, la introducción de innovaciones tecno-
lógicas blandas y duras, y otros aspectos. Dicho de
otro modo, la caída en la proporción del PIB destina-
da a inversión en maquinaria y equipo está advirtien-
do que hay otros factores clave para elevar la produc-
tividad —como los enumerados— que están siendo
también afectados u omitidos. Esto lo confirma el
propio Iguiñiz (2001) cuando verifica que el gasto
público real en educación por alumno, utilizado como
variable sustitutiva de la calidad del gasto en educa-
ción para el 80% de menores ingresos, declinó
persistentemente desde fines del decenio de 1960 y
actualmente es inferior en 50% al de 1968.

Además, los análisis empíricos de Porter (2003)
confirman lo expuesto, al señalar que Perú se encuen-

GRAFICO 1

Perú: Evolución del tipo de cambio real,
1985-2003
(Índices del tipo de cambio real, 1994=100)

Fuente: Series estadísticas, boletines mensuales y base de datos del
Banco Central de Reserva de Perú (BCRP).
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tra entre los países más atrasados en materia de com-
petitividad microeconómica, como se verá posterior-
mente.

En síntesis, las tendencias del tipo de cambio real
y de la productividad total impulsaron la baja a largo
plazo de la rentabilidad en los sectores transables no
extractivos.

Por consiguiente, la reducción de aranceles y la
eliminación de controles administrativos que se lleva-
ron a cabo en los primeros años del decenio de 1990
se hicieron con un tipo de cambio real en descenso y
una productividad total muy baja. Todo esto afectó sin
duda la protección efectiva y la rentabilidad de los
sectores transables, ante lo cual la válvula de escape
fue la reducción de los costos laborales medios. Como
se verá en una sección posterior, la reducción de tales
costos sólo compensó parcialmente el efecto combina-

do de la caída del tipo de cambio real, la apertura
comercial y una productividad estancada. Aunque per-
mitió la sobrevivencia y el nacimiento de algunas ac-
tividades transables cuya productividad les aseguraba
un margen competitivo, no fue suficiente para impul-
sar significativamente la diversificación de las inver-
siones en productos exportables ni la sustitución com-
petitiva de importaciones, lo que tuvo repercusiones
graves para el empleo.

Dicho de otro modo, como consecuencia de las
tendencias descritas, la tasa de protección efectiva
sobre las utilidades se redujo sensiblemente en las
actividades transables, afectando su rentabilidad. Sin
embargo, no sufrieron efectos adversos sectores como
la minería, los hidrocarburos y la pesca, cuya rentabi-
lidad depende más de las características del recurso
natural que valorizan.

CUADRO 1

Perú: Estimaciones de la productividad total de los factores,
1950-1959 a 1991-2000
(Variaciones anuales medias, en porcentajes)

Período IPE Beltrán y Vega Vega Vallejos y Calvo y
Seminario Centeno Centeno Valdivia Bonilla

(1998) (1989) (1997) (1999) (1998)

1950-59 1,5a 1,0 1,5 1,1 2,7 ...
1960-69 1,4b 2,5 2,0 1,3 1,7 ...
1970-80 -0,8c 0,3 1,1 -0,8 -0,6 ...
1981-90 -3,9 -3,6 0,3d -2,4 -4,0e ...
1991-2000 1,0 3,4f ... -0,4g 1,8h 1,8i

Fuente: Instituto Peruano de Economía (IPE, 2001).

a 1951-1960. b 1961-1970. c 1971-1980. d1981-1988. e 1980-1990. f 1991-1995. g 1991-1996. h 1991-1998. i 1993-1996

V
Tipo de cambio real y competitividad

En la actualidad, tiende a predominar la idea de que
el tipo de cambio real multilateral debería permanecer
estable. De hecho, a partir de 1994 ha permanecido
relativamente estable, aunque con fluctuaciones, excep-
to en 2003. En este año, como se dijo antes, la deva-
luación del dólar incidió en el tipo de cambio real, al
lograr el BCRP acompañar el descenso del dólar respecto
de las demás divisas.

Son varias las razones que explican la estabilidad
del tipo de cambio real. Entre ellas cabe destacar las
siguientes: i) cuando a principios del decenio de 1990

se abrió la economía, el BCRP estaba batallando por
controlar una hiperinflación y el rezago cambiario era
usado con ese fin; ii) en 1990-1998, el BCRP asumió que
la mejora de la competitividad, como sostenía el go-
bierno, descansaba en la reducción de los costos labo-
rales y el mejoramiento de la infraestructura, y no en el
tipo de cambio real; iii) la economía peruana se carac-
teriza por generar divisas a través de la gran producción
primaria extractiva tradicional y de los cultivos y ac-
tividades ilegales, por lo que el tipo de cambio que
equilibra las cuentas externas tiende a ser inferior al
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necesario para alcanzar una alta rentabilidad en sec-
tores transables no extractivos; iv) en el decenio de
1990 se instaló en la cultura empresarial y técnica es-
pecializada la meta de un tipo de cambio real esta-
ble, pero no se analizó en qué grado éste era compe-
titivo ni se tuvo en cuenta la caída que había tenido
en 1980-1992; v) hacia fines del decenio de 1990, el
elevado endeudamiento privado y público en divisas
generó un escenario en el que una devaluación real
podía causar pérdidas instantáneas en muchas empre-
sas, elevar el costo fiscal de servir la deuda pública
externa y debilitar gravemente la confianza en el país;
vi) el síndrome recesivo que afecta a las decisiones
de inversión de muchas empresas conduce a una de-
manda de divisas más débil, y vii) el ingreso de divi-
sas en cuentas financieras sólo se reguló a principios
de 2004.

Los factores señalados no justifican la omisión de
un régimen de tipo de cambio real competitivo. Pero
explican por qué en la práctica el BCRP tuvo que estar
muy activo en el mercado de divisas para impedir que
cayera el tipo de cambio real bilateral con el dólar. De
hecho, en 2002, 2003 y los primeros meses de 2004
dicho banco compró grandes cantidades de divisas, en
términos netos, las que constituyeron una proporción
muy elevada de las reservas internacionales. Y en mar-
zo del 2004 tuvo que adoptar, por vez primera desde la
implantación de la apertura financiera, una regulación
de la cuenta de capital, estableciendo un encaje de 20%
sobre los créditos externos.

No obstante, lo principal es que no es factible
modificar aisladamente la política cambiaria. Habría
que modificar el régimen macroeconómico en su con-
junto, alineando las políticas monetaria, fiscal y
cambiaria, para defender no sólo una meta de inflación,
como se hace en la actualidad, sino además una meta
de tipo de cambio real competitivo y estable.4 Sólo se
puede alcanzar y sostener un tipo de cambio real com-
petitivo si se coordinan estrechamente las políticas
cambiaria, monetaria y fiscal para perseguir los dos

objetivos intermedios señalados, y si se utiliza un ins-
trumental no ortodoxo para regular los grandes movi-
mientos de capital de corto plazo y, en situaciones crí-
ticas, evitar la fuga de divisas. Por definición, siguiendo
a Frenkel (2004), el carácter expansivo de la política
macroeconómica en una economía pequeña, abierta y
endeudada con el exterior descansa en un tipo de cam-
bio real competitivo, y no en las políticas monetaria y
fiscal.5 Por consiguiente, aunque sería deseable un alza
gradual del tipo de cambio real, en Perú esto sólo se-
ría viable si se modificara el régimen macroeconómico
en su conjunto y no sólo la política cambiaria. Y un
cambio de esa profundidad es menos esperable en las
presentes circunstancias, pues la estrategia predominan-
te es la inversa: estabilidad del tipo de cambio real a
un nivel no competitivo y rol expansivo de las políti-
cas monetaria y fiscal.

Hay que recordar que el rezago cambiario afecta
no sólo a la producción exportable, sino también a la
producción que compite con las importaciones, está
orientada al mercado interno y es una gran generado-
ra de empleo.

A falta de un alza del tipo de cambio real, la me-
jora de la competitividad dependerá enteramente de la
reducción de costos unitarios y/o del aumento de la
productividad total a nivel microeconómico. Un incre-
mento esperado muy lento o nulo en dicho tipo de cam-
bio ejerce una presión adicional sobre el ritmo de cre-
cimiento de la productividad total, que debería acele-
rarse para mejorar la competitividad en un mundo en
que muchos países devalúan y todos se esfuerzan por
mejorar esa productividad.

4 Frenkel (2004), Ball (1998), Rodrik (2003) y Williamson (2003).

5 Siguiendo a Frenkel (2004), diremos que un régimen de tipo de
cambio real competitivo y estable contribuye a aumentar el empleo
por tres vías: i) a través del aumento a mediano plazo de las expor-
taciones netas, de la inversión y de la tasa de crecimiento, inducido
por la mayor rentabilidad de los sectores transables; ii) por el alza
en la elasticidad empleo-producto debido al abaratamiento del com-
ponente nacional y de la fuerza de trabajo, y al mayor costo de los
componentes importados y equipos (que incide en los sectores
transables y no transables), y iii) por la función preventiva frente a
los impactos de perturbaciones externas, típica de un régimen de
tipo de cambio real competitivo y estable que reduce las pérdidas
de empleo provocadas por choques externos.
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En el decenio de 1990 se buscó elevar la competitivi-
dad a través de mejoras de la infraestructura y, princi-
palmente, de la reducción de los costos laborales me-
dios. Se entiende por costo laboral medio el costo la-
boral total por unidad de trabajo, y por costo laboral
unitario el costo laboral total por unidad producida.

El ajuste a la crisis de la deuda externa de princi-
pios de la década de 1980, así como el impacto de la
hiperinflación en 1989-1990, hicieron caer las remu-
neraciones reales en un 65%. Por consiguiente, la aper-
tura comercial de comienzos del decenio de 1990 se
apoyó en un costo laboral muy bajo, y a lo largo de
ese decenio las remuneraciones medias se fueron re-
cuperando muy lentamente: en 2000 aún eran 40% más
bajas que en 1980.

Si bien hubo un descenso de los sobrecostos6 la-
borales no salariales y se redujo la indemnización por
despido, la vía principal para aminorar los costos en la
década de 1990 fue la reforma laboral y las conductas
que ella indujo. Al introducir la flexibilidad contractual
—múltiples contratos más baratos que los contratos
estables— y reducir de hecho la capacidad de nego-
ciación de los trabajadores, la reforma laboral influyó
directamente en los costos laborales medios; pero ade-
más provocó conductas desreguladoras que también
afectaron a dichos costos (gráfico 2).

El camino que se adoptó fue principalmente el de
trasladar una proporción mayoritaria de los asalariados
a contratos más baratos. Según Martínez y Tokman
(1999), hacia 1996 el costo laboral de un asalariado
estable en la industria era de 2,1 dólares por hora, pero
se reducía a 1,37 dólares para el que tenía contrato de
corto plazo y a 1,1 dólares para aquel sin contrato.7 El

gráfico 2 muestra que entre 1991 y 2001 aumentó a
32% la proporción de asalariados con contratos tem-
porales (flexibles), como cabía esperar después de la
reforma. Pero, paradójicamente, se acrecentó mucho
más la proporción de asalariados sin contrato, que se
elevó a 47% en 2000.

La fuerte alza en la proporción de asalariados sin
contrato en el sector privado se debió al aumento de
la evasión —para reducir costos— y al crecimiento en
la década de 1990 de la proporción de asalariados de
empresas pequeñas y microempresas en el total de
asalariados privados. En estas empresas la evasión tien-
de a ser mayor que en las medianas y grandes.

Como resultado de estas tendencias, el empleo
con contratos estables descendió a un 21% de la ocu-
pación asalariada privada en 2000: un 79% de los asa-
lariados en el sector privado del país tenían contratos
de corta duración o no tenían contrato.

El traslado masivo de asalariados a contratos me-
nos onerosos redujo en 14% los costos laborales medios,
lo que equivalió a un descenso de una sola vez de 4,7%
en los costos totales unitarios (García, 2002a). Por lo
tanto, aun cuando fue una válvula de escape, la baja de
los costos laborales resultó del todo insuficiente para

VI
Costos laborales medios frente

a costos totales unitarios

6 En Perú, los sobrecostos laborales se definen como todas las par-
tidas que se agregan al costo salarial para estimar el costo laboral
que enfrentan las empresas. Incluye la imputación por vacaciones,
y feriados, el impuesto de solidaridad sobre la nómina salarial, el
aporte empresarial para la compensación por tiempo de servicio,
los aportes para el pago del seguro de salud ocupacional y acciden-
tes del trabajo, y otros componentes del costo laboral no salarial.
7 Los asalariados sin contrato se definen estadísticamente como
aquellos que, según las encuestas de hogares, no registran un con-
trato laboral ni contribuciones para seguridad social, salud o pen-
siones.

GRAFICO 2

Asalariados privados según contrato
laboral, 1991-2001

Fuente: Chacaltana y García (2002); Instituto Nacional de Estadís-
tica e Informática (INEI), Encuesta Nacional de Hogares, tercer tri-
mestre (varios años).
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compensar las presiones generadas por la caída del tipo
de cambio real, la reducción de la protección arancela-
ria y de los controles, y el estancamiento de la produc-
tividad.

La reducción de los costos laborales medios dio
pie a un considerable aumento del trabajo precario, y
a una conflictividad laboral larvada que se hizo mani-
fiesta en los primeros años de los gobiernos de transi-
ción y democrático. Esto último, como quedó demos-
trado en 2002 y 2003, creó un grave problema al inci-
piente modelo exportador.

En esencia, ese problema no es sólo de justicia
social, sino también de eficacia económica. En contras-
te con la escasa reducción de costos unitarios que
puede obtenerse mediante una conflictiva reducción de
los costos laborales, un aumento sostenido de la pro-
ductividad de 2 a 4% anual genera una disminución de
los costos unitarios de cerca de 25% en siete años. La
baja de los sobrecostos laborales puede contribuir, pero
no es la base principal para un aumento significativo
de la competitividad a mediano plazo.

La reducción de los sobrecostos laborales es insufi-
ciente: i) porque los costos laborales unitarios son una
fracción pequeña de los costos totales unitarios, dada la
drástica caída de las remuneraciones como proporción del
PIB en 1980-2000; y ii) porque con una gran reducción
de los sobrecostos laborales se puede lograr un descenso
de una sola vez de 7% a 8% de los costos laborales
medios, lo que equivale a una disminución de una sola
vez de cerca de 3% de los costos totales unitarios. Esto
da una idea de lo que puede lograr esta estrategia.

Lo expuesto hasta acá sugiere que hacia el futuro
la estrategia de competitividad basada en la reducción
de los costos laborales tenderá a agotarse. En cambio,
una estrategia que se asiente en el aumento sostenido
de la productividad total para bajar los costos totales
unitarios y mejorar la calidad del producto tiene mayor
viabilidad sociopolítica, porque las mejoras de la
competitividad no se obtienen a expensas de alguno de
los actores y, sobre todo, son compatibles con el alza a
largo plazo de las remuneraciones reales, al ritmo que
permita el respectivo crecimiento de la productividad.

El tema, entonces, no es sólo la reducción de los
costos laborales medios y los sobrecostos laborales,
enfoque simplificado que se utilizó en el pasado recien-
te y que perdura en la actualidad. De lo que se trata es
de cómo llevar a la práctica con rapidez un esfuerzo
sostenido por elevar la productividad de todos los re-
cursos a nivel de las empresas, y lograr así reduccio-
nes persistentes de los costos totales por unidad pro-
ducida y mejoras de calidad. En Martínez y Tokman

(1997) se plantea como alternativa el aumento de la
productividad del trabajo para reducir los costos labo-
rales por unidad en dólares, con el fin de elevar la
competitividad. En García (2002a) y en este artículo
se hace hincapié en el incremento de la productividad
total para reducir los costos totales unitarios en dólares
a nivel microeconómico incluyendo los del entorno y
la infraestructura para facilitar la inversión, así como
el alza del tipo de cambio real para lograr la reducción
de los costos en divisas. Por consiguiente, en esta pro-
puesta el menor costo laboral proviene del aumento de
la productividad laboral, pero éste no es el único fac-
tor de reducción de los costos totales unitarios, ya que
por definición el aumento de la productividad total
implica prestar atención a todos los principales com-
ponentes de los costos totales unitarios, y el alza del tipo
de cambio real disminuye el costo en divisas.

Los costos totales por unidad producida a nivel
microeconómico pueden verse como la suma de los
insumos necesarios por unidad de producto multipli-
cados por el precio de cada insumo. Reducir el con-
junto de coeficientes de requerimientos de cada tipo de
insumo por unidad de producto (o aumentar la produc-
tividad de cada insumo) es la principal vía para dismi-
nuir a mediano plazo los costos totales unitarios y
mejorar la calidad a nivel microeconómico. Esto equi-
vale a plantear que el descenso de los costos totales
unitarios depende del aumento de la productividad de
todos los insumos —productividad total— a nivel
microeconómico.

Una manera de incorporar como objetivo de la
política económica el aumento requerido de la produc-
tividad total es suponer que con una política macroeco-
nómica de corto plazo “correcta”, en sucesivos cortos
plazos, el proceso de ajuste a largo plazo de los mer-
cados generará espontáneamente un aumento sosteni-
do de la productividad total. No obstante, Katz (2000),
García (2002a) y Porter (2003) señalan que en los
actuales procesos de modernización productiva son
indispensables acciones y políticas deliberadas a nivel
microeconómico, y no sólo macroeconómico, para
inducir procesos exitosos de modernización y de me-
jora de la productividad. No basta con aplicar políti-
cas macroeconómicas, porque ellas implican plazos
más largos y, por su situación social, Perú no dispone
de tanto tiempo. Se torna así impostergable la adop-
ción de políticas que incidan significativamente, a ni-
vel microeconómico, en una mayor productividad to-
tal de las empresas y el mejoramiento de su entorno.

Este enfoque no ignora la necesidad de transfor-
mar a los segmentos más atrasados, en áreas rurales o
en actividades informales, aun cuando no es ese el tema
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del presente trabajo. Pero para transferir recursos ha-
cia esos segmentos con el propósito de mejorar
significativamente su productividad y sus ingresos, es
indispensable que los sectores más modernos puedan
crecer a ritmos muy elevados, que permitan una ma-
yor transferencia de recursos. De otro modo, las trans-
ferencias para elevar la productividad de los segmen-

tos rezagados continuarán siendo relativamente muy
débiles, como lo han sido en los últimos 30 años. Para
acelerar el crecimiento de los segmentos modernos es
imprescindible elevar la productividad total de las ac-
tividades transables no extractivas y establecer un ré-
gimen macroeconómico de tipo de cambio real com-
petitivo y estable.

VII
El crecimiento de las

exportaciones y el empleo

No obstante, cabe destacar que una mayor productivi-
dad total puede hacer más competitivo al país, pero no
garantiza por sí sola que aumente el empleo de cali-
dad. Para lograr esto último es imprescindible combi-
nar las políticas destinadas a elevar la productividad
con las medidas orientadas a impulsar decididamente
la ampliación de mercados externos y promover las ex-
portaciones.

En un país pequeño, con tres cuartas partes de su
población activa ocupada en actividades de muy poca
productividad o desocupada, no existe un mercado
interno dinámico que pueda impulsar decisiones de
inversión privadas en un contexto de economía abier-
ta. Si el tipo de cambio real se eleva a mediano plazo,
cabe esperar un mejor desempeño de las actividades
que compiten con las importaciones. Pero en ausencia
de un tipo de cambio real alto, es difícil que las acti-
vidades de sectores transables orientadas hacia el mer-
cado interno puedan contribuir mucho a acelerar el
crecimiento, antes de que los efectos del aumento de
la productividad en sectores exportables contribuyan
a dinamizar dicho mercado.

Es preciso entonces aplicar un conjunto de medi-
das destinadas a eliminar los obstáculos a las exporta-
ciones, obtener su diversificación, y lograr que crez-
can a tasas muy superiores al aumento de la producti-
vidad, es decir, a tasas sostenidas de 8 a 9% anual
durante plazos prolongados. Para alcanzar el efecto
buscado en el empleo, el incremento de las exporta-
ciones deberá preceder, y después acompañar, el au-
mento de la productividad total.

Es útil recordar aquí que el punto de partida es el
retraso absoluto y relativo de Perú en materia de ex-
portaciones. En 2001, sus exportaciones per cápita a

precios constantes eran inferiores a las registradas en
1975, y a principios del siglo XXI, lo mismo que 50
años atrás, en las exportaciones peruanas siguen pre-
dominando (casi con 70%) los productos primarios,
principalmente minerales y metales.

Además, las exportaciones se encuentran muy
concentradas en tres sentidos (Aráoz, 2002): i) el 68%
corresponde a productos tradicionales, como mineros,
pesqueros, hidrocarburos y productos agrícolas, aun
cuando estos últimos han declinado mucho y represen-
tan sólo un 5% de las exportaciones tradicionales;
ii) el 25% se destina a los Estados Unidos, el 24,9% a
tres países de la Unión Europea y Suiza, y el 15% a
cinco países de América Latina (Brasil, México, Co-
lombia, Chile y Venezuela); y iii) el 95% es generado
por el 12% de las empresas exportadoras. En conse-
cuencia, la política debería orientarse a diversificar las
exportaciones por tipo de bienes, mercados de destino
y empresas que las generan.

En la actualidad hay ocho mecanismos principa-
les para acelerar las exportaciones: i) la negociación
de acuerdos de comercio, en los que se viene avanzan-
do con la firma del Acuerdo de promoción comercial
andina y erradicación de la droga (ATPDEA) con los Es-
tados Unidos, la ya inminente negociación con Bra-
sil y el Mercosur y las negociaciones en marcha con
los Estados Unidos, la Unión Europea, Japón y Chi-
na; ii) el acceso al crédito previo y posterior al embar-
que y la difusión de los respectivos seguros y fianzas;
iii) la difusión de normas de calidad y tipificación de
productos; iv) la identificación de mercados, nichos y
estándares para productos exportados, lo que exigirá una
estrategia público-privada más potente de la que se ha
venido desarrollando; v) la difusión a la mayoría de las
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empresas de prácticas de gestión de la productividad
y la calidad, que hoy están circunscritas a unas 400
empresas extranjeras y grandes empresas nacionales;
vi) la reducción y mayor homogeneidad de los arance-
les, que han sufrido importantes modificaciones de 1992
en adelante ; vii) el desarrollo de la infraestructura pro-
ductiva, lo que implica promover la aceleración de con-
cesiones al sector privado; y viii) la eliminación de los
obstáculos para el desarrollo del sector turismo.

Aráoz (2002) nos recuerda que en 1993-2002
hubo ocho reformas sustantivas al régimen arancela-
rio, que desembocaron en una baja de la tasa media
original y, lo que es más importante, en una fuerte
variación entre las tasas específicas por tipo de bienes.
Hacia fines de 2002, el arancel medio, ponderado por
las importaciones, se había reducido a 10,8%, pero en
cambio había aumentado a casi 32% el coeficiente de
variación de la distribución de los aranceles. Además,
existen sobretasas temporales a la importación (“sal-
vaguardas”) establecidas apresuradamente en 2003 para
contener las importaciones de China y otros países
asiáticos. Las modificaciones señaladas no responden
a un programa, sino a decisiones puntuales que apun-
tan a disminuir el costo de importar insumos interme-
dios y bienes de capital o a elevar el costo de produc-
tos de consumo, y reflejan iniciativas para beneficiar
por esta vía a los productores locales, dado que no
pueden lograrlo a través del tipo de cambio real. Por
consiguiente, de manera paradójica, un tipo de cam-
bio real estable se ha asociado últimamente a una po-
lítica de tasas y sobretasas arancelarias variables para
ganar competitividad por esta segunda vía.

Respecto a infraestructura, el Instituto Peruano de
Economía estimó en 2002 el monto de la inversión
necesaria para llevar la infraestructura de puertos, ae-
ropuertos, comunicaciones, autopistas, caminos, ener-
gía, etc., al nivel que actualmente se registra en Co-
lombia o Chile (IPE, 2002a y 2002b).

Para contar en 2014 con una infraestructura simi-
lar a las existentes en Chile y Colombia en 2002, se
requerirá en el decenio una inversión de unos 18.200
millones de dólares, equivalente a 3% del PIB durante
10 años. Puesto que el sector público carece de los
recursos financieros, humanos y materiales necesarios
para encarar este desafío, es indispensable desarrollar
con rapidez una estrategia de concesiones al sector
privado, inexplicablemente detenida en los últimos
cuatro años.

Una estimación conservadora efectuada para este
trabajo sugiere que una inversión en infraestructura de
18.200 millones de dólares se traduciría en la creación

directa de aproximadamente 200.000 puestos de trabajo
de un año de duración media, distribuidos en diez años,
y la creación indirecta de alrededor de 500.000 pues-
tos de trabajo, estos últimos con algún rezago. Esto
indica que al fomentar la inversión privada en infraes-
tructura pública que contribuya a mejorar la producti-
vidad de las empresas no sólo se genera empleo por la
mayor competitividad que se confiere a esas empresas,
sino también porque la construcción misma de infra-
estructura da origen a una gran cantidad de empleo
directo e indirecto. Se trata, por lo tanto, de una acti-
vidad a la que debería darse prelación.

Respecto al sector turismo, su desarrollo es prio-
ritario por tres razones: i) cuenta con un enorme poten-
cial para generar divisas; ii) tiene un elevado efecto
directo e indirecto sobre el empleo; iii) es un sector en
el que no existen barreras de entrada relacionadas con
el conocimiento y grandes innovaciones, porque las
características técnicas y de organización de las dife-
rentes actividades que lo componen son ya conocidas
y dominadas en el país.

Según Chacaltana (2002), el desarrollo del turis-
mo en Perú se aceleró en 1992-1998, período en que
el número de turistas se triplicó. En 1998 los turistas
fueron 600.000 y los ingresos de divisas llegaron a 920
millones de dólares. En la actualidad, pese a las difi-
cultades planteadas por el conflictivo escenario in-
ternacional, el número anual de turistas supera los
900.000, y los ingresos de divisas por este concepto
se han elevado proporcionalmente.

Hacia fines del decenio de 1990, y sin que exis-
tiese una política activa para impulsar este sector, el
turismo aportaba 40% por ciento de las divisas que
generaban las exportaciones no tradicionales. Por su
parte, entre 1992 y 1998 el empleo vinculado a activi-
dades turísticas creció muy rápidamente, a una tasa
anual de 15%. En 2000 el nivel de empleo del sector
turismo era similar al del sector de la construcción y
equivalente a 40% del de la industria manufacturera,
aunque el desarrollo turístico era aún incipiente des-
pués de muchos años de estancamiento, y el tipo de
cambio real no era favorable. De otra parte, como el
turismo es un generador neto de divisas, contribuye por
esa vía a la generación indirecta de empleo en otros
sectores. Por consiguiente, su potencialidad para inci-
dir en la creación de empleo es igual o mayor que la
de la construcción, con la ventaja sobre esta última de
ser un sector transable que contribuye a mejorar la
balanza de pagos. Todo lo anterior apunta a la necesi-
dad de políticas que fomenten el desarrollo del sector
a través de mejoras de la seguridad personal y de la
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infraestructura turística en distintas zonas del país, la
colocación de paquetes turísticos mayoristas, la diver-

sificación de la actividad turística hacia el Amazonas,
el desarrollo del turismo de aventura y otras medidas.

VIII
La capacitación, la flexibilidad

laboral y la productividad

En línea con los planteamientos teóricos de Amadeo y
Camargo (1996), la evidencia empírica acerca de la in-
dustria manufacturera peruana —cuyo perfil se acerca
al perfil medio del sector transable— sugiere que el
fuerte aumento de la inestabilidad contractual reduce los
costos laborales medios, pero inhibe el aumento de la
productividad laboral. En consecuencia, el efecto neto
sobre los costos laborales unitarios es inferior al que se
aprecia si se observan sólo los costos laborales medios.
La razón es simple: la mayor inestabilidad laboral inhibe
el gasto en capacitación que hacen las empresas y, de
ese modo, afecta el incremento de la productividad la-
boral (Chacaltana y García, 2002).

Una fuerte dosis de inestabilidad contractual
—que como se vio en una sección anterior, en 2000
afectaba al 79% de los asalariados del sector privado—
genera, por el temor a la pérdida del empleo, un au-
mento de la intensidad del trabajo y una mayor pro-
ductividad laboral. Pero, por otro lado, desincentiva el
gasto en capacitación que efectúan las empresas, ya que
en estas circunstancias se hacen menos proclives a
invertir en capital humano y prefieren captar trabaja-
dores capacitados de otras empresas. El efecto neto de
una mayor inestabilidad laboral sobre la productividad
es, por lo tanto, un tema empírico.

Chacaltana y García (2002) encontraron que las
empresas manufactureras de Perú con una mayor pro-
porción de contratos laborales inestables tienen 28%
menos probabilidades de invertir en capacitación que
aquellas con una mayor proporción de empleo estable.
También comprobaron empíricamente que las empre-
sas que capacitan generan 25% más valor agregado que
aquellas que no lo hacen, considerando otras variables
como tamaño del negocio, nivel de activos y rama de
actividad. Asimismo, encontraron una elasticidad (pro-
ductividad laboral en la empresa/gasto en capacitación
de la empresa) cercana a 0,10. Esto es, una reducción
(aumento) de 50% en el gasto en capacitación de la
empresa genera una caída (elevación) de 5% en su
productividad laboral. Por lo tanto, el efecto que pre-

domina es el impacto neto negativo sobre la producti-
vidad.

La evidencia empírica, por lo tanto, apunta a una
connotación de política nada trivial: en la medida en
que predomine el efecto adverso sobre la productivi-
dad laboral, la reducción de costos laborales medios
provocada por un incremento significativo de la flexi-
bilidad contractual es parcialmente neutralizada por el
efecto adverso de esa flexibilidad sobre los costos la-
borales unitarios, causado por un menor crecimiento
de la productividad.

En Perú, la reforma laboral buscó aminorar los
costos laborales medios por hora y facilitar el manejo
de la mano de obra. Pero al hacerlo, ignoró sus reper-
cusiones sobre la capacitación y la productividad. La
falta de capacitación se transformó así en una restric-
ción para el aumento de la productividad total.

Según Chacaltana y García (2002), la evidencia
presentada plantea también una suerte de paradoja
conceptual. Para movilizar la inversión privada se ne-
cesita cierto margen de flexibilidad respecto de la mano
de obra. Sin embargo, si esa flexibilidad es demasia-
do extrema —como parece haber sucedido en el caso
peruano— empiezan a surgir desincentivos para la
capacitación y, por ende, obstáculos al aumento de la
productividad y la competitividad.

¿Cómo compatibilizar la dosis necesaria de fle-
xibilidad en el mercado laboral y la también necesaria
inversión en el capital humano de los trabajadores que,
como ya se dijo, genera mayor productividad en las
empresas?

Existen al menos tres alternativas, no excluyen-
tes. La primera es capacitar a través de un sistema
público de capacitación, de amplio acceso, fuerte inci-
dencia y costo nulo para las empresas. Pero esta al-
ternativa supone una enorme disponibilidad de recur-
sos fiscales, que no se concilia con la situación vigente
en Perú.

La segunda es hacer que la institucionalidad la-
boral que establece los plazos y características de los
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contratos laborales tenga en cuenta los plazos necesa-
rios para que una inversión en capacitación brinde una
rentabilidad razonable a las empresas. Lo esencial aquí
es que la institucionalidad laboral vigente —de hecho
y de derecho— no debería incentivar plazos de con-
tratación medios inferiores a los requeridos para que
la inversión en capacitación sea rentable. Reducir la
duración media de los contratos laborales a pocos
meses, en forma generalizada y profunda, equivale a
suponer que la inversión en capacitación puede gene-
rar en esos pocos meses la rentabilidad que la amortiza,
lo que claramente no es realista.

La tercera alternativa es abrir paso a la flexibili-
dad en las empresas con miras al aumento de la pro-
ductividad, lo que además de servir de amortiguador

ante choques externos, demanda una menor dosis de
inestabilidad laboral.

Adicionalmente, Chacaltana y García (2002) hi-
cieron presente un factor relacionado con el contexto
económico. En una economía que crece por períodos
breves para luego volver a caer en una fase recesiva,
son muchas las empresas que no pueden hacer planes
de largo plazo. En consecuencia, exhiben en sus ne-
gocios tasas de descuento bastante altas, lo que impli-
ca desechar todas las inversiones en capacitación cuya
rentabilidad sea inferior a esas tasas. Por esta razón,
un factor decisivo para inducir a las empresas a inver-
tir más en capacitación y así elevar sistemáticamente
la productividad total, es generar expectativas de cre-
cimiento elevado y permanente.

IX
La apertura y el comportamiento

microeconómico

1. Apertura y crecimiento de la productividad a
nivel microeconómico

La apertura económica debería haber traído consigo
aumentos significativos de la productividad total a
nivel microeconómico. Es importante reflexionar por
qué no sucedió así, para tener en cuenta lo que surja
de esa reflexión en el diseño de nuevas propuestas. Al
respecto, García (2002b) señala los factores que se
enumeran a continuación.

En primer lugar, una economía más abierta ofre-
ce mayores oportunidades de información y conoci-
miento de innovaciones que una economía más cerra-
da, y por este motivo, brinda un marco mucho más
propicio para el crecimiento potencial de la producti-
vidad. Edwards (1998) analizó empíricamente la ex-
periencia de 93 países y concluyó que la productivi-
dad total de los factores tiende a crecer con más rapi-
dez en una economía abierta que en una cerrada, por-
que en la abierta hay mayores posibilidades de absor-
ber el progreso tecnológico generado por los países
líderes; aunque no apuntó estrictamente a los factores
causales, señaló la necesidad de mayor investigación
empírica microeconómica en torno a la apertura y al
aumento de la productividad total de los factores. Res-
pecto a esto último, Baily y Solow (2001) elaboraron

comparaciones internacionales de la productividad,
conceptualmente construidas a partir de la empresa, y
concluyeron que la intensidad de la competencia inter-
nacional (e interna) impacta fuertemente sobre la pro-
ductividad. Esto, en el caso de Perú, lleva a preguntar-
se cuáles son los factores que inhibieron a nivel micro-
económico el crecimiento de la productividad total.
Sobre este tema se volverá en los párrafos siguientes.

Un segundo aspecto importante es la influencia de
un impulso exportador. El aumento de las exportacio-
nes depende de la mejora de la productividad y la
competitividad. Pero también es cierto que el énfasis
en las exportaciones exige un alineamiento que con-
duzca a aumentos de productividad. El esfuerzo de
exportar demanda menores costos y mayor calidad en
materia de productos, conservación, transporte, comu-
nicaciones y entrega. Obliga también a adaptarse a
mercados y pautas de países más avanzados. Todo ello
repercute en exigencias de mayor productividad y ca-
lidad que, a medida que el impulso exportador se
diversifique, se irán difundiendo a diferentes ámbitos
de la economía. Pero si el impulso exportador queda
confinado a los enclaves tradicionales —en Perú, la
minería, la pesca industrial y el gas e hidrocarburos—,
las presiones que conducen al aumento de la produc-
tividad no se difunden.
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El tercer aspecto tiene que ver con la forma en que
los empresarios peruanos —muchos de ellos sin expe-
riencia en materia de competitividad externa— perci-
bieron concretamente la mayor competitividad exigi-
da por la apertura. Si el mensaje central para lograr
competitividad —como lo fue en Perú en el decenio
de 1990— es el de reducir los costos laborales medios
a través de la flexibilización laboral y la reducción de
los sobrecostos laborales, no existe relación entre la
percepción y la realidad, ya que ni siquiera una fuerte
baja de costos laborales medios generaría un descenso
apreciable y sistemático de los costos totales unitarios
y una mejora de la calidad todos los años. Sólo el
aumento permanente de la productividad total puede
causar tal descenso. Por consiguiente, el énfasis en la
reducción de los costos laborales medios que se regis-
tró en la década de 1990 sirvió como medida defensi-
va, pero también actuó como un “mito”, impidiendo
que el problema real fuese percibido y colocándolo
fuera de la reflexión empresarial. Tal reflexión habría
sido necesaria para adoptar estrategias encaminadas a
elevar la productividad de las empresas.

Lo expuesto tiene particular relevancia hoy: ¿qué
se debe hacer para terminar con el mito y entregar a
los empresarios peruanos un mensaje apegado a la
realidad que supere las limitaciones de lo planteado en
el decenio de 1990? La información sobre índices de
competitividad provista por el World Economic Forum
confirma lo dicho. En el ordenamiento según el Índi-
ce de Competitividad del Crecimiento, que se basa en
una muestra de 80 países, Perú bajó de la posición 54
a la 57 en el período 1999-2002. Pero según el Índice
de Competitividad Microeconómica, descendió de la
posición 47 a la 68, principalmente por el deterioro del
entorno para los negocios y las estrategias de las em-
presas.8

Tomar la decisión de elevar la productividad a
nivel microeconómico es importante además desde el
punto de vista de la equidad. El crecimiento macroeco-
nómico se difunde más a nivel microeconómico en un
proceso con aumento de la productividad que en un
ajuste con reducción de costos laborales medios. La
razón es simple: el aumento de la productividad per-
mite un alza de las remuneraciones reales, no así la
estrategia de reducción de costos laborales.

Un cuarto aspecto es el siguiente: para que la po-
tencialidad que ofrece una mayor apertura se transfor-

me en un impulso sistemático y permanente hacia el
aumento de la productividad, es preciso alinear las
decisiones microeconómicas con ese objetivo (Porter,
1998; Katz, 2000). Esto a su vez requiere que el en-
torno de los negocios (Porter, 2003) y la instituciona-
lidad (Stiglitz, 1998; Katz, 2000) incidan a nivel
microeconómico en forma concordante. Quizás lo más
significativo sea el mejoramiento del entorno para los
negocios y del tejido institucional, con miras a facili-
tar e inducir decisiones permanentes de elevar la pro-
ductividad a nivel microeconómico (Porter, 1998; Katz,
2000). Los elementos del entorno microeconómico que
deben mejorarse o reformarse se examinan en Porter
(2003), mientras en García (2002a) se explora lo rela-
tivo a la institucionalidad microeconómica en la expe-
riencia peruana. Una economía de mercado no funciona
sin las instituciones correspondientes. De igual mane-
ra, un ajuste en la competitividad mediante aumentos
de la productividad no se logra —o demora mucho en
concretarse— sin una institucionalidad que estimule la
adopción de este tipo de decisiones.

Stiglitz (1998) señaló la importancia de aplicar
nuevas formas de ingeniería institucional y nuevos
modelos de interacción de lo público y lo privado, si se
desea dar bases firmes a los nuevos modelos de creci-
miento, contribuir a un mayor incremento de la produc-
tividad total y lograr más equidad en los procesos de
modernización. Porter (2003) describió la mejora del
entorno de los negocios y las estrategias de las empre-
sas como factor clave para elevar la competitividad, en
tanto que Katz (2000) hizo hincapié además en que es
preciso analizar los cambios microeconómicos para
entender lo que ha sucedido con el surgimiento de los
nuevos modelos abiertos y orientados al mercado.

En quinto lugar, además de generar un entorno y
una institucionalidad que faciliten y estimulen el au-
mento de la productividad a nivel microeconómico, hay
que sincronizar las políticas públicas de nivel interme-
dio con la misma finalidad. El ejemplo típico, ausente
en la experiencia peruana de la década de 1990, es la
batería de políticas orientadas a mejorar sistemática-
mente la capacitación de la mano de obra y su produc-
tividad.

2. El índice de competitividad microeconómica y
el aumento de la productividad

Al analizar cómo operan las empresas de un país,
Porter (2003) señala tres fases. En la primera, típica
de los países más pobres (entre los cuales dicho autor
clasifica a Perú), la competitividad descansa en la mano

8 Véase Cornelius (2003), Porter (2003) y World Economic Forum
(www.worldeconomic forum.com).
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de obra barata y el uso de los recursos naturales del
país, y la tecnología es asimilada vía imitación, impor-
taciones e inversión directa. En la segunda fase, con-
ducida por la inversión y típica de los países de ingre-
so medio, la competitividad pasa a descansar en las
mejoras de la eficiencia para producir bienes y servi-
cios estándares; esta fase se caracteriza por grandes
inversiones en infraestructura, una administración pre-
ocupada por el desarrollo de las empresas y fuertes
estímulos a la inversión privada y a la llegada de ca-
pitales, todo lo cual repercute en mejoras de la produc-
tividad; los bienes y servicios se tornan más sofistica-
dos, pero el cambio tecnológico sigue viniendo del
exterior, pese a que existe la capacidad de adaptar y
mejorar la tecnología extranjera. En la tercera fase,
típica de los países de altos ingresos, la fuente de
competitividad predominante es la habilidad para pro-
ducir bienes y servicios innovadores, en la frontera
tecnológica global, utilizando los métodos más avan-
zados disponibles; el entorno empresarial se caracteri-
za por su fortaleza en diversas actividades y por la
existencia de cadenas de producción y aglomeraciones
productivas (clusters).

Cabe hacer aquí dos comentarios al planteamien-
to de Porter (2003), dada su relevancia para este tra-
bajo. El primero, que las fases pueden entenderse como
procesos en los que ciertos factores gradualmente van
ganando masa crítica, o desapareciendo, no como con-
secuencia de una ley histórica sino por diversas cau-
sas, entre las cuales se encuentra la acción de políti-
cas privadas y públicas. Esto significa que pesa y tie-
ne impacto el cambio en las actitudes, ideologías y
enfoques respecto al desarrollo de las empresas, pro-
yectados en las reglas que rigen su conducta.

El segundo comentario es que el análisis de Porter
(2003) se refiere a países. Pero en muchas de las rea-
lidades latinoamericanas, caracterizadas por la convi-
vencia de segmentos modernos con un conjunto de
actividades rezagadas o atrasadas, ese análisis sólo es
válido para los segmentos modernos de cada país, que
son los proclives a invertir y tienen la posibilidad de
hacerlo. Sólo para ellos tiene sentido un proceso
secuencial de construcción, a nivel microeconómico,
de capacidades interdependientes. La heterogeneidad
estructural en que hizo hincapié la escuela
estructuralista latinoamericana en los decenios de 1960
y 1970, es típica de muchos países de América Lati-
na, donde coexisten persistentemente segmentos mo-
dernos y relativamente desarrollados con otros muy
rezagados. Esto quiere decir que si se considera el
segmento moderno y estructurado del país, para el cual

tienen sentido las estrategias de modernización
microeconómicas, los factores que influyen en la
competitividad, el grado de organización y el PIB per
cápita no corresponden al promedio del país en su
conjunto. Por consiguiente, son los datos que caracte-
rizan a los segmentos modernos, y no los promedios
del país, los útiles para evaluar la estrategia competi-
tiva más apropiada.

Un ejemplo de lo que se viene exponiendo emerge
del propio trabajo de Porter (2003), en cuyo gráfico 6
se correlaciona la distribución del Índice de Competi-
tividad Microeconómica por países con la distribución
del PIB per cápita por países correspondiente a 2001,
ajustado por la paridad de poder de compra. En ese
gráfico, Brasil aparece con un Índice de Competi-
tividad Microeconómica ligeramente inferior al de
Túnez, mientras que el de México se halla por debajo
del de Croacia, Namibia, Jordania y Marruecos. En la
práctica, lo que sucede es que los indicadores que
constituyen la base de dicho índice son representati-
vos del país en su conjunto, siendo que en el caso de
Brasil y México deberían utilizarse los representativos
de sus segmentos modernos. Lo mismo ocurre con
Perú. Según el gráfico citado, el Índice de Competiti-
vidad Microeconómica peruano es inferior al de Jorda-
nia, Botswana, Namibia, Vietnam, Marruecos, El Sal-
vador y Túnez, esto porque los indicadores adoptados
como base y normalizados para el país son sólo
atribuibles al segmento moderno de la economía pe-
ruana. Lo mismo pasa cuando consideramos el PIB per
cápita de Perú. A fines del decenio de 1990 éste ascen-
día a aproximadamente 4.650 soles de 1994 (unos 2.400
dólares), pero cuando se intenta una estimación del PIB

per cápita del segmento moderno, pertinente para el
análisis de la competitividad, el resultado casi triplica
dicha cifra. Lo que esto implica es claro: si se conside-
ra el PIB per cápita del segmento moderno, Perú clasifi-
ca como país de ingreso medio y, por lo tanto, el aná-
lisis de Porter lo ubica en la fase en que la conducción
de la la inversión debería haber contribuido al aumento
de la productividad, y no en la fase en la que la
competitividad descansa sólo en mano de obra barata.

Cuando se tiene en cuenta el conjunto de comen-
tarios anteriores, no hay duda de que los segmentos
modernos de la economía peruana podrían haber pa-
sado a la segunda fase en la década de 1990. Lo que
los frenó fue una visión restrictiva de la competitividad,
confinada a la reducción de los costos laborales, que
causó graves daños sociales y tuvo consecuencias eco-
nómicas más graves aún. El tema ahora es cómo cam-
biar esa visión.
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En esta sección se pasa revista al tipo de propuestas
que ya han sido formuladas para mejorar la producti-
vidad total.

Porter (2003) describe un conjunto de factores
prioritarios a nivel microeconómico por su efecto so-
bre la competitividad de las empresas, y los agrupa así:
i) factores que determinan el entorno microeconómico,
como la infraestructura física —de particular impor-
tancia para Perú—, la infraestructura administrativa, la
calidad de los recursos humanos, el marco jurídico y
judicial, la infraestructura tecnológica, el desarrollo de
los mercados financieros, el marco regulatorio de la
inversión, los incentivos a la competitividad, las barre-
ras comerciales y la intensidad de la competencia in-
terna; y ii) factores que influyen sobre las estrategias
de las empresas, como la naturaleza de la ventaja com-
petitiva, la sofisticación de los procesos productivos,
la capacitación del personal, la comercialización, la
delegación de decisiones, la penetración en mercados
externos, la capacidad de innovación y el uso de la
gerencia profesional.

En García (2002a) se plantean cambios en el en-
torno institucional y económico que influyen en las de-
cisiones microeconómicas, entre ellos los siguientes:
i) Reemplazar gradualmente el modelo predominan-

te de negociación laboral por otro que, además de
los temas habituales de poder adquisitivo de los
salarios y protección social, incluya:
— aspectos y compromisos de ambas partes que

contribuyan a elevar la productividad en la
empresa, e

— incentivos salariales a la productividad que
permitan vincular los reajustes de salarios
reales con aumentos de la productividad.

ii) Desarrollar la institucionalidad necesaria para
difundir gradualmente hacia la mediana y peque-
ña empresa conductas y prácticas encaminadas a
elevar su productividad.

iii) Fortalecer y modernizar la fiscalización del cum-
plimiento de la legislación laboral, para reducir
la muy elevada proporción de asalariados sin
contrato; es probable que, por razones de eficien-
cia, esto deba asociarse a la fiscalización del

pago de impuestos directos e indirectos por las
empresas.

iv) Poner en práctica políticas activas para fomentar
y financiar la innovación tecnológica. Puesto que
actualmente la mayor parte de los países que com-
piten con Perú tienen políticas de esta índole, la
ausencia de ellas en el ámbito peruano refuerza
la tendencia a quedar atrás en materia de aumen-
to de la productividad. Lo que debe hacerse no es
abandonar una estrategia basada en recursos natu-
rales valiosos, sino contribuir a darles más valor
agregado a esos recursos mediante su elaboración
y el estímulo a la innovación. Esto ayudará ade-
más a sentar las bases para una evolución gradual
hacia un modelo de competencia basado en la in-
novación, recurriendo a la adaptación de las inno-
vaciones efectuadas en el exterior. Como Perú está
inserto en un mundo que se mueve hacia la com-
petencia en productos y servicios que hacen uso
intensivo del conocimiento y la innovación, se
propone crear un Fondo concursable para innova-
ciones y otras medidas destinadas a estimular y
facilitar la innovación en las empresas, generar
masa crítica en centros tecnológicos y universita-
rios, y, sobre todo, a articular estos segmentos. El
Fondo haría préstamos para financiar la etapa ini-
cial de desarrollo y prueba de las innovaciones.

v) Impulsar un mercado de servicios de capacitación
y establecer un marco regulatorio para él. Con ese
propósito se propone lo siguiente: crear un Con-
sejo nacional de formación y establecer por ley
un marco que regule el mercado de servicios de
capacitación y formación; establecer un Fondo na-
cional para la formación; estimular el desarrollo
de oferentes de calidad para este mercado; orien-
tar este mercado hacia la formación por compe-
tencias; establecer un sistema de certificación de
calidad de los oferentes de servicios de capacita-
ción; desarrollar un método para evaluar y certi-
ficar la pertinencia de los oferentes y de sus ser-
vicios; hacer mucho más uso de la formación en
la empresa y ayudar a difundir prácticas que ele-
ven la productividad; establecer incentivos fisca-
les para que las empresas inviertan en formación

X
Las políticas para elevar

la productividad total
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laboral y fortalecimiento de la gestión de la pro-
ductividad y la calidad; y, siguiendo a Sierra y
Sato (2002), ampliar los recursos destinados a
subsidiar los “bonopymes” con miras a cofinan-
ciar los servicios de capacitación orientados a la
pequeña y mediana empresa, pero focalizando su
uso en la gestión de la productividad. Según Cha-
caltana y García (2002), la capacitación en la
empresa contribuye significativamente a elevar la
productividad a nivel microeconómico. En rigor,
no se trata sólo de mejorar la capacitación en la
empresa, sino también de que ésta adopte nuevas
prácticas laborales y una concepción más avan-
zada de la gestión de los recursos humanos, que
acreciente la comunicación con los trabajadores,
que haya formación permanente y que todo ello
se traduzca en incentivos salariales. Todo esto,
junto con más capacitación en la empresa, es lo
que redunda en alzas significativas de producti-
vidad.9

vi) Fomentar la articulación de las pequeñas y me-
dianas empresas en aglomeraciones (clusters) o
cadenas productivas, o su vinculación con redes
productivas lideradas por empresas mayores,
como lo exige el actual desarrollo de las pymes.
Todos estos lazos, unidos a un mayor acceso a los
recursos, contribuyen a elevar su productividad,
de modo que la eliminación de los obstáculos para
desarrollar tales aglomeraciones, cadenas o redes
productivas es una vía muy eficaz para mejorar
la competitividad de las pymes que las integran.
El Gobierno de Perú ya está poniendo en marcha
iniciativas en esta dirección, y sería muy positi-
vo que las profundizara, facilitando sistemas man-
comunados de información sobre los mercados,
los proveedores, los sistemas de benchmarking y
las mejores prácticas entre las pymes. Estas me-
didas tienen mucho más trascendencia de lo que
parece, puesto que la mayor parte de las empre-
sas de Perú son pequeñas o medianas.

9 Véase Ichniowski, Shaw y Prennushi (1995).

XI
Conclusiones

Este artículo hace hincapié en que el concepto de una
competitividad basada en la reducción de los costos la-
borales medios, que fue promovido en el decenio de
1990 y persiste hasta hoy en Perú, no sólo no contri-
buyó a generar una rentabilidad suficiente para indu-
cir un aumento sostenido de la inversión privada en
sectores transables, sino que ocultó la necesidad de
elementos esenciales para mejorar la competitividad de
las empresas peruanas: i) un tipo de cambio real com-
petitivo y estable en la fase de ignición, y ii) un creci-
miento sostenido de la productividad total a nivel
microeconómico. Lo que se enfrenta ahora es cómo
reorientar gradualmente el régimen macroeconómico
y las decisiones microeconómicas en las direcciones
expuestas. Es en este contexto que conviene situar las
siguientes conclusiones.

1. La competitividad, el tipo de cambio real y la
productividad total a nivel microeconómico

A partir de fines de la década de 1970, la productivi-
dad dejó de ser una variable exógena y se transformó

cada vez más, de manera paulatina, en una variable de
política, susceptible de modificarse positivamente
mediante acciones privadas y públicas. Esto ocurrió
tanto en las economías desarrolladas como en las
emergentes, aunque de distinta manera. En un escena-
rio como el actual, caracterizado por la revolución tec-
nológica y organizacional más profunda de la historia,
esa posibilidad de influir condujo gradualmente a la
aceptación generalizada de que, en un entorno
globalizado, las mejoras de la competitividad depen-
dían del aumento de la productividad total.

Dos cosas sobresalen en este contexto. La prime-
ra es que para promover aumentos de productividad a
nivel microeconómico es preciso que en las empresas
haya propensión a invertir (en innovaciones, capacita-
ción, equipos, etc.), particularmente en sectores transa-
bles. Un régimen macroeconómico de tipo de cambio
real competitivo y estable durante la larga fase de ig-
nición, puede asegurar la rentabilidad necesaria para
acelerar decisiones de inversión en esos sectores.

La segunda es que un régimen de esa índole debe
servir para dar tiempo al proceso de maduración que
se necesita para que hagan sentir sus efectos las polí-
ticas de aumento de la productividad total a nivel
microeconómico.



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

CRECIMIENTO, COMPETITIVIDAD Y EMPLEO EN PERU, 1990-2003 • NORBERTO E. GARCIA

103

Para definir apropiadamente el criterio de compe-
titividad que corresponde a un país como Perú, no se
puede desestimar que en él, como en muchos otros
países de América Latina, persiste la convivencia de
segmentos modernos, y relativamente desarrollados,
con segmentos muy rezagados. Esto quiere decir que
cuando se consideran estrategias de modernización
microeconómica que tienen sentido para los segmen-
tos modernos y estructurados del país, son los datos
de estos segmentos, y no los datos medios del país, los
que permiten evaluar la estrategia de competitividad
más apropiada. Es por este motivo que puede
rechazarse la reducción de los costos laborales como
única vía para elevar la competitividad, y aceptarse lo
que ha sido una tesis central de este trabajo: que la
competitividad mejora con el aumento de la producti-
vidad total a nivel microeconómico, en el contexto de
lo que Porter (2003) denomina fase de la economía
conducida u orientada por la inversión.

El enfoque propuesto de tipo de cambio real com-
petitivo y estable y de aumento de la productividad
total microeconómica no invalida el aporte que puede
hacer la reducción de los sobrecostos laborales, pero
lo sitúa en una dimensión realista.

2. El tipo de cambio real, la productividad, las
exportaciones y el empleo

Un tipo de cambio real competitivo en la fase de igni-
ción y el aumento sostenido de la productividad total
en sectores transables a nivel microeconómico son la
base de la competitividad. Pero para que el empleo de
calidad crezca a las tasas deseadas, la demanda de
productos transables y no transables debe crecer con
mucho más rapidez que la productividad. Con un tipo
de cambio real competitivo y estable, el aumento de
la demanda descansa inicialmente en el crecimiento de
las exportaciones y de la producción que compite con
las importaciones. Por lo tanto, para avanzar más rá-
pido en este campo se necesitan políticas que fomen-
ten las exportaciones y también convenios comercia-
les. El aumento de la producción e inversión en los
segmentos transables contribuirá paulatinamente a
dinamizar, de manera directa e indirecta, la demanda
interna de bienes sustitutivos de las importaciones. Con
esto el grueso de la inversión en sectores transables
podrá crecer a una tasa elevada y, si se aplican políti-
cas de articulación apropiadas, inducir a nivel agrega-
do un ritmo más rápido de crecimiento económico y
un incremento significativo del empleo de calidad en
los segmentos modernos. A su vez, el alza en el em-

pleo y los salarios (en estos últimos por las mejoras
de productividad) dinamiza la demanda interna. En
consecuencia, la mejor política de empleo es combi-
nar las medidas encaminadas a sostener un tipo de
cambio real competitivo y estable, a elevar la produc-
tividad total a nivel microeconómico y a mejorar la
calidad del producto, por un lado, con medidas orien-
tadas a acelerar aún más el crecimiento de las expor-
taciones, por el otro.

3. La institucionalidad microeconómica

Para aprovechar el acceso a innovaciones que ofrece
una economía abierta no sólo es preciso aplicar una
política macroeconómica “correcta”, sino también ge-
nerar un entorno microeconómico apropiado y, sobre
todo, establecer un contexto institucional que facilite
la adopción de innovaciones a nivel microeconómico.
Dicho de otro modo, es imprescindible un contexto
institucional (entendido como un conjunto de reglas
del juego que rigen la conducta de las empresas) que
incida a nivel microeconómico y que induzca en ese
nivel a la adopción de políticas para elevar la produc-
tividad.

Un corolario importante de lo expuesto es que el
sistema institucional de incentivos no debería obstacu-
lizar la adopción de estrategias microeconómicas para
mejorar la productividad, como lo hizo la institucio-
nalidad laboral peruana en la década de 1990, al ses-
gar las estrategias microeconómicas hacia la reducción
de los costos laborales medios y borrar de la agenda
empresarial el aumento de la productividad total.

4. La flexibilidad del mercado laboral y la flexibi-
lidad para elevar la productividad

En 1990-2003, la reforma laboral peruana y la reac-
ción pendular a décadas de protección laboral llevaron
a conductas que de hecho fueron más allá de lo que la
reforma planteaba. Sea por ingenuidad de los respon-
sables de las políticas, sea por prescindencia, el resul-
tado fue un fuerte aumento del empleo precario en el
mercado laboral, con un exceso de contratos inestables
y desprotegidos, surgidos en su mayor parte al
propagarse la contratación “en negro”. Esto acrecentó
la precariedad laboral y el conflicto social. Asimismo,
inhibió el gasto en capacitación de las empresas, lo que
pasó a restringir el incremento de la productividad to-
tal. Lo grave fue que el énfasis puesto en la reducción
de los costos laborales medios impidió reconocer cuá-
les eran las fuentes reales de competitividad para el
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país. El mayor daño que esto causó fue llevar el deba-
te sobre la competitividad a un ámbito poco relevante,
económicamente ineficaz y socialmente conflictivo, y
convencer al actor principal, el empresariado peruano,
de que era el correcto. De ahí que una de las mayores
tareas en adelante sea la de aclarar a los empresarios
que el enfoque predominante en el decenio de 1990
debe ser reemplazado gradualmente por una estrategia
de aumento de la productividad a nivel microeco-
nómico y mesoeconómico. Esto supone mantener los
costos laborales reales alineados con el crecimiento de
la productividad microeconómica e instalar un régimen
de tipo de cambio real competitivo y estable.

En consecuencia, lo que deberá dilucidar la polí-
tica económica en este terreno es:
i) qué medidas concretas pueden adoptarse para

reemplazar gradualmente la vieja flexibilidad del
mercado de trabajo, ya agotada como estrategia
de competitividad, e impulsar en cambio la “fle-
xibilidad del proceso productivo para el aumento
de la productividad total”, bajo el espacio de pro-
tección brindado por un tipo de cambio real com-
petitivo y estable durante el período de ignición
de esta estrategia; y

ii) cómo efectuar el tránsito de uno a otro enfoque
de la competitividad, lo que implica combinar
empíricamente la flexibilidad difundida para ele-
var la productividad, por un lado, con el margen

de flexibilidad del mercado de trabajo que efecti-
vamente necesitan las empresas, por otro, pues en
la práctica la competitividad del país dependerá
de esta mezcla.
Sin un régimen macroeconómico de tipo de cam-

bio real competitivo y estable, estrategias microeco-
nómicas de aumento de la productividad y una políti-
ca agresiva de diversificación de las exportaciones y
de suscripción de convenios comerciales, es poco pro-
bable que aumenten significativamente la competiti-
vidad, la inversión privada y el empleo de calidad.

Lo que se sostiene en este artículo difiere de las
recomendaciones predominantes en Perú, que siguen
haciendo hincapié en la reducción de los costos labo-
rales medios y que son promocionadas desde dentro y
fuera del país. Se plantea aquí que la mejor política de
empleo está dada por la voluntad de ampliar y diver-
sificar mercados externos y por la pujanza para mejo-
rar constantemente la competitividad a través de un tipo
de cambio real competitivo y estable y del aumento de
la productividad, particularmente en el sector transable.
Aunque esto puede parecer contradictorio desde una
perspectiva económica tradicional, es después de todo
coherente con lo que el sentido común nos anticiparía
para una economía pequeña y abierta, inserta en un
proceso de globalización y en una etapa histórica ca-
racterizada por la calidad y variedad de las innovacio-
nes disponibles.
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En este artículo se examinan los intentos fallidos de introducir el

mercado de aguas en Perú, en la década de 1990. Esta reforma fue

frustrada al identificarse la operación del mercado con la privatización

del recurso, aunque es posible introducir el mercado a base de dere-

chos no privados con dominio pleno del Estado sobre el recurso. Se

plantea que, corrigiendo estas deficiencias, es deseable crear el merca-
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I
Introducción

Crear mecanismos de mercado para la asignación del
agua es una de las ideas más controvertidas del debate
sobre la adecuada gestión de los recursos naturales en
las últimas décadas. Esta propuesta, que inicialmente
se discutió en algunos países desarrollados, ha empe-
zado a ser planteada en algunos países en desarrollo
que enfrentan crecientes problemas de escasez de agua,
como Perú.

Durante la década de 1990, el sistema económi-
co peruano experimentó un profundo cambio, al pasar
de un esquema de intervencionismo del Estado estatal
en la economía a un modelo de amplia liberalización y
de no interferencia estatal en el mercado. Dentro de este
esquema de liberalización económica se planteó una
radical propuesta de reforma de la legislación de aguas
basada en la privatización de los derechos de agua y la
introducción del mercado en su asignación, tomando
como modelo la legislación chilena vigente en ese
momento. Esta alternativa finalmente no fue adoptada,
ante el rechazo de diversos actores sociales y políticos en
el marco de un escaso debate público de la propuesta.

En estas circunstancias, recientemente se lanzó
una nueva iniciativa gubernamental para reformar la
legislación y crear nuevas instituciones de gestión del
agua, la cual recogió muchas de las ideas y debates de
la década de 1990. Esta iniciativa descartó definitiva-
mente la idea de privatizar el agua, pero mantuvo la
posibilidad de introducir mecanismos de mercado para
la asignación de este recurso.

La propuesta indicada viene siendo ampliamente
debatida en Perú. Uno de los temas que sigue siendo

polémico es el de introducir el mercado de aguas, que
aún es mirado con desconfianza por amplios actores
sociales y económicos, y en especial por los agriculto-
res, que consumen el 85% del agua utilizada en el país.
Se considera que el mecanismo de mercado puede re-
ducir el acceso al agua de la agricultura y favorecer a
otros sectores con mayor poder económico, y conver-
tirse en una fuente de inestabilidad jurídica para dere-
chos adquiridos. Asimismo, diversos grupos creen que
el mercado de aguas puede agudizar la desigualdad en
el acceso al recurso en función de posiciones de do-
minio. En general, el rechazo a la idea de un mercado
de aguas ha venido siendo formulado en medio de una
reacción adversa a la privatización del recurso, confun-
diendo dos conceptos distintos.

Hoy parece fundamental, para el futuro de la re-
forma de la gestión del agua en Perú, dar a conocer de
manera coherente las ventajas y desventajas del fun-
cionamiento del mercado de aguas para los distintos
tipos de usuarios y para la gestión integral del recur-
so. También es importante examinar y discutir los re-
quisitos normativos y regulatorios que harían eficien-
te y sostenible el mecanismo de mercado para un re-
curso que tiene características especiales, como el agua.
El presente artículo está orientado a pasar revista a
estos temas y a analizar a fondo la conveniencia y las
posibles formas de introducir mecanismos de merca-
do en la gestión del agua en Perú, país que tiene una
historia de polémicas sobre el tema a partir de la dé-
cada de 1990.

II
Los intentos de reformar la legislación

de aguas en Perú en la década de 1990

Si uno mira la agenda legislativa del Congreso de la
República del Perú en el decenio de 1990, encontrará
que en casi todos los años hubo iniciativas para discu-
tir y aprobar una nueva ley de aguas, algunas de ellas
provenientes del poder ejecutivo y otras de los propios

congresistas. Sin embargo, ninguna de ellas tuvo éxi-
to, por lo cual el país aún no dispone de una legisla-
ción actualizada y moderna sobre este tema de tanta
importancia. En esta sección, se describen las iniciati-
vas más importantes y se examinan los factores que han
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hecho imposible hasta la fecha el cambio legislativo
en esta materia.

 Nuestro análisis de los factores gira en torno a
la privatización del agua y la operación de un merca-
do para este recurso. Ambos temas, que han sido
muchas veces confundidos y mal explicados, han in-
fluido decididamente en las dificultades con que se ha
tropezado para que se produzca el necesario cambio
legislativo en un entorno de consenso de los usuarios.

1. Antecedentes

La legislación de aguas de Perú ha venido experimen-
tando reformas parciales en los últimos 30 años, en los
ámbitos administrativos y ante necesidades o urgencias
concretas. El manejo del agua entre 1970 y 1980 ten-
dió a un continuo debilitamiento del sistema de auto-
ridad y planificación de la gestión del agua que había
establecido la ley de aguas de 1969. A fines de la
década de 1980 el gobierno decidió transferir a las
organizaciones de usuarios —en su mayoría regantes—
funciones críticas de administración y distribución del
agua, incluyendo el cobro de tarifas. Y hacia fines del
decenio de 1980, el agudo proceso hiperinflacionario
que se desencadenó en el país debilitó tremendamente
al Estado y a su capacidad de financiar actividades
públicas, entre ellas la de gestión del agua.

En 1990 se inició un viraje político y económico
muy importante, marcado por la liberalización econó-
mica y un posterior debilitamiento del sistema demo-
crático.1 En particular, a partir de 1991 el gobierno
adoptó una serie de medidas drásticas de liberalización
económica y privatización de los activos estatales, con
el objetivo básico de promover la inversión privada.
Surgieron para los diversos sectores medidas específi-
cas orientadas a promover la inversión. Para uno de
ellos, el sector agrario, se aprobó un dispositivo legal
—la Ley de Promoción de las Inversiones en el Sec-
tor Público Agrario (D.L. 653)— que creó algunos
incentivos para la inversión privada en la extracción
de agua subterránea, violando la norma general de
1969. En esta etapa, el gobierno comenzó a plantearse
la necesidad de aprobar una nueva ley de aguas que
fuese compatible con la liberalización económica en
marcha.

2. El primer intento: copia del modelo chileno

Así, hacia fines de 1991 el Ministerio de Agricultura
decidió contratar un consultor chileno para generar una
propuesta de ley de aguas muy parecida a la del veci-
no país, que en 1981 había aprobado un Código de
Aguas que privatizaba los derechos e introducía ple-
namente el mecanismo de mercado.

Esa propuesta inicial, sin embargo, fue comple-
mentada por el Ministerio de Agricultura con una serie
de disposiciones para mantener atribuciones burocráti-
cas en ese ámbito. Por esta razón la norma propuesta
apareció como una mezcla de liberalización de los de-
rechos y de burocratización en la parte administrativa.

Pero la propuesta inicial también presentaba pro-
blemas de carácter formal. Por ejemplo, era incompa-
tible con la Constitución vigente (de 1979), que decla-
raba que los recursos naturales son patrimonio de la
nación; por ende, el agua no puede ser privatizada.

Además, en esa época empezaron a surgir algu-
nos cuestionamientos a la legislación chilena: se le
imputaba, por ejemplo, que incentivaba la especulación
con los derechos de agua por parte de algunos agentes
económicos, que tenía un impacto negativo en el ac-
ceso al agua de grupos sociales vulnerables (indígenas)
y que su marco institucional era inadecuado para el
manejo de los conflictos intersectoriales, entre otros.
Estos cuestionamientos incluso fueron evaluados por
el gobierno democrático que llegó al poder en Chile
en 1990, al efectuar una revisión del conjunto de la le-
gislación previa.

Aparte de lo señalado, la propuesta inicial no fue
mayormente consultada ni analizada con diversos ac-
tores importantes dentro del gobierno o entre los usua-
rios. Estos últimos, especialmente los agricultores, re-
chazaron abiertamente el proyecto. El principal argu-
mento esgrimido por los agricultores fue el temor al
funcionamiento de un mercado de aguas, que era vis-
to como una posibilidad de perder acceso al recurso
ante intereses económicos. Pero también se opusieron
al proyecto grupos ambientalistas y administradores de
aguas, que veían con preocupación el debilitamiento
normativo de las funciones reguladoras del Estado
respecto a dicho recurso.

3. Segundo intento: algunos cambios al modelo

Entre 1993 y 1994 nuevamente se intentó aprobar una
ley de aguas, buscando esta vez superar algunas de las
limitaciones de la tentativa anterior. En 1993 se apro-
bó una nueva Constitución, que mantuvo la figura de
los recursos naturales como patrimonio de la nación,

1 El régimen del Presidente Alberto Fujimori disolvió el Congreso
en 1992, y luego convocó a un nuevo Congreso con atribuciones
constituyentes que aprobaría una nueva constitución en 1993. El
gobierno de Fujimori fue adquiriendo un perfil cada vez más auto-
ritario a lo largo de la década de 1990.
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pero indicando que estos podrán ser otorgados en con-
cesión y que además estipuló que el Congreso debía
promulgar una Ley Orgánica de Recursos Naturales
antes de aprobar leyes para recursos específicos, como
el agua.

En este nuevo escenario, el Ministerio de Agri-
cultura, presionado por el Ministerio de Economía y
Finanzas, decidió lanzar nuevamente su propuesta de
ley de aguas, pero esta vez con algunas modificacio-
nes. Por ejemplo, se incluyó en ella un impuesto so-
bre los derechos de agua a fin de evitar la especula-
ción. Asimismo, se incorporaron algunas nociones de
manejo del agua a través de cuencas y se considera-
ron algunas limitaciones a la propiedad del agua en las
fuentes naturales.

Este nuevo proyecto tuvo muchas posibilidades de
ser aprobado, especialmente en el período 1995-1996.
No obstante, en esta etapa aparecieron adversarios al
proyecto del Ministerio de Agricultura dentro del pro-
pio gobierno, especialmente en el área del agua pota-
ble y el saneamiento, los que veían con preocupación
la posibilidad de que el proyecto eliminara las priori-
dades ya establecidas para el consumo de agua pota-
ble. Finalmente, el proyecto no fue aprobado y con el
cambio de Ministro de Agricultura se generó un nue-
vo escenario.

4. Tercer intento: una visión más amplia y
multisectorial

A raíz de estos antecedentes, en el período 1996-1998
se hizo un tercer intento de aprobar una nueva ley de
aguas en Perú. Dentro del gobierno se establecería una
comisión multisectorial, en la que participarían los
principales sectores interesados: agricultura, agua y
saneamiento, energía y minas, economía y finanzas,
entre otros. En esta etapa se iría perfilando una pro-
puesta más integral para la reforma de la legislación,
en la cual se eliminaría la figura de la privatización de
los derechos de agua y se iría a una visión
multisectorial del recurso, generando una autoridad
multisectorial en lugar de la tradicional autoridad den-
tro del sector agrícola.

Este tercer intento no llegaría a consolidarse, debi-
do a que los sectores agrícola y de economía y finan-
zas perdieron interés en el tema. En 1997 se aprobó fi-
nalmente la Ley Orgánica para el Manejo Sostenible de
los Recursos Naturales, que crea el marco general para
la generación de leyes específicas, como la de aguas.

Los años 1999 y 2000 estarían marcados en Perú
por una muy complicada situación política: el Presidente
Fujimori intentaba una segunda reelección y el país se

había polarizado seriamente. En estos años no hubo
iniciativas de importancia sobre legislación de aguas.

5. Las iniciativas más recientes

Hacia fines del año 2000 cayó el gobierno de Fujimori
y asumió el poder un gobierno de transición encabe-
zado por Valentín Paniagua, que llamó a elecciones
generales y entregó el poder a mediados de 2001 al
actual presidente, Alejandro Toledo. Durante el gobier-
no de transición hubo un intento de generar una nueva
ley de aguas promovido desde el sector agrícola, con
un proyecto de ley que fue publicado con anticipación
y debatido por la opinión pública durante varios me-
ses. Este proyecto exhibió algunos avances interesan-
tes, pero no llegó a superar el esfuerzo multisectorial
de 1997-1998, pues la propuesta aún tenía un claro
sesgo sectorial y, en el ámbito de la definición de los
derechos de agua, presentaba ambigüedades que no
aclaraban el estatus jurídico del recurso.

Posteriormente, gobernando ya el Presidente
Toledo, se expidió la Resolución Suprema 122-2002-
PCM que crea la Comisión Multisectorial para redactar
un proyecto de nueva ley de aguas. La Comisión, que
incorporaría a miembros de todos los ministerios y or-
ganismos públicos relacionados con el agua, así como
a los usuarios privados de los sectores agrario, mine-
ro, industrial y urbano, se instaló en enero del 2003.
Trabajó intensamente durante cuatro meses y produjo
un documento preliminar de proyecto de ley de aguas,
que se dio a conocer en mayo de ese año para some-
terse al debate público.

El proyecto preparado por la Comisión aceptó el
principio de que el agua es una sola y que su aprove-
chamiento múltiple requiere de una institucionalidad
equilibrada y con una única autoridad técnico-norma-
tiva para hacer cumplir la ley y velar por el recurso en
sus fuentes naturales.2 El proyecto también planteó una
forma novedosa de articular la institucionalidad del
agua dentro del proceso de regionalización en marcha.
Se crearían los Consejos de Cuenca a nivel regional y
multirregional (dependiendo de las características obje-
tivas de las cuencas), como instancias básicas para la

2 El proyecto planteó crear una única autoridad nacional de aguas
de alto rango administrativo, el Instituto Nacional del Agua, encar-
gado de hacer cumplir las normas, velar por la calidad y cantidad
de las aguas y otorgar los derechos de agua, entre otras funciones
importantes. El Instituto Nacional del Agua estaría adscrito a la
Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), dado su carácter
multisectorial, pero seguiría las políticas y lineamientos estableci-
dos por un Consejo Nacional de las Aguas, también de carácter
multisectorial y con participación pública y privada.
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gestión del recurso en los niveles descentralizados. En
estos aspectos hubo algunas discrepancias iniciales en-
tre los miembros de la Comisión, la cual finalmente
consiguió un adecuado consenso sobre estos temas.

Sin embargo, el elemento de la propuesta norma-
tiva que generó reacciones adversas, especialmente en
el sector de la agricultura, fue el propuesto nuevo sis-
tema de derechos de aguas basado en la figura de la
“concesión” sobre el recurso natural agua, tal como lo
señala la Ley Orgánica para el Aprovechamiento Sos-
tenible de los Recursos Naturales y la propia Consti-
tución vigente. Las concesiones de aguas otorgarían a
sus titulares un derecho de usufructo del recurso bajo
condiciones establecidas, pero le darían un derecho de
dominio (propiedad) sobre el agua.

Igualmente, en consonancia con los lineamientos
de la Ley Orgánica, la propuesta consideró que las
concesiones de aguas sí podían ser intercambiadas por
sus titulares, siempre y cuando se respetaran las condi-
ciones originales de otorgamiento (es decir, siempre y
cuando no se cambiaran atributos importantes de la pro-
pia concesión). En la práctica, esto equivalía a permitir
el funcionamiento de un mercado de derechos de agua,
aunque en condiciones distintas a la establecida por la
legislación chilena, que es más liberal. En otras palabras,
se podría operar un mercado, pero bajo las condiciones
establecidas al otorgarse las concesiones respectivas y
sin que se pierda el dominio público sobre el recurso.

6. Las reacciones iniciales

La primera reacción de los usuarios del sector de la
agricultura —el más importante desde el punto de vista

social y el mayor consumidor de agua— fue adversa
al proyecto, por considerarlo “un nuevo intento de
privatización del agua”. Esta reacción, que a todas lu-
ces no aparece en consonancia con la forma y el fon-
do de la propuesta, llevó incluso a una paralización de
ese sector y, por ende, a que en junio de 2003 se esta-
bleciera el estado de emergencia en el país, en medio
de otras paralizaciones de maestros y transportistas.

En esta situación, el gobierno decidió otorgar un
plazo de seis meses a los usuarios de agua del sector
agrícola para que prepararan una propuesta alternati-
va de proyecto de ley de aguas. La propuesta prepara-
da por los usuarios de agricultura fue presentada re-
cientemente ante el Congreso de la República, y en ella
se observa claramente un rechazo a la idea de generar
un mercado de aguas. Por lo demás, insiste en una
visión sectorial del agua, en la cual la agricultura tie-
ne preeminencia sobre otros sectores.

 Cabe señalar que este rechazo a la idea de que
opere un mercado de aguas se asocia casi directamen-
te con el rechazo a la privatización del recurso. Esto,
pese a que ambos conceptos son distintos, ya que es
posible que opere un mercado de aguas sin que los
derechos de acceso al recurso tengan los atributos de
la propiedad privada.3

La experiencia descrita demuestra que en Perú aún
no ha habido un debate profundo sobre las ventajas y
desventajas de introducir el mecanismo de mercado en
la asignación del agua ni sobre las formas apropiadas
de hacerlo para mejorar la eficiencia, equidad y
sostenibilidad de la gestión. En ausencia de ese deba-
te, el rechazo a las propuestas de reforma parece tener
escaso sustento, lo que es urgente remediar.

3 Es decir, la privatización de los derechos de agua no es condición
necesaria para introducir el mercado en la asignación del agua, ya
que el intercambio puede establecerse para derechos condiciona-
dos. Así ocurre en la mayor parte de los países desarrollados que
tienen mercados de agua.

III
Mercado de aguas: ventajas y desventajas

En esta sección se hace un análisis de las ventajas y
desventajas para la sociedad de incorporar mecanismos
de mercado en la asignación del agua, tanto en térmi-
nos conceptuales como para el caso concreto de un país
que pasa por una crisis de gestión, como Perú. La eva-
luación se realizará en función de objetivos económi-
cos, sociales y ambientales, y desde el punto de vista
de la gestión integrada del recurso.

1. Mercado de agua y eficiencia económica

El buen funcionamiento de los mercados es uno de
los medios más eficaces para lograr el crecimiento
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económico, entendido como una expansión permanente
y sostenible del producto material del conjunto de la
población. Para un bien específico, un mercado que
funciona bien permite la movilización adecuada de
factores para que la sociedad en su conjunto obtenga
de ellos el mayor beneficio neto posible.

En el caso del agua, que es un insumo de produc-
ción para muchas actividades, el buen funcionamiento
del mercado tiene que ver con la asignación de este
recurso escaso a diversas actividades económicas (es
decir, actividades que generan beneficios o valor eco-
nómico) o a diversos agentes económicos con prefe-
rencias distintas. En una situación en que un insumo
(escaso) debe ser asignado a diversas actividades al-
ternativas o agentes heterogéneos, el mercado del
insumo funcionará bien como mecanismo de asigna-
ción si dicho insumo es destinado a las actividades o
agentes que más lo valoran.

En otras palabras, el insumo en cuestión tendrá
un “costo de oportunidad” para cada una de las activi-
dades o de los agentes posibles, y la asignación más
eficiente será aquella en la cual el insumo es asignado
de manera tal que ninguna actividad o agente tenga un
costo de oportunidad distinto por el insumo. Si esto
último ocurriera, el insumo podría ser reasignado,
obteniéndose un mayor beneficio neto para la socie-
dad.

Es importante entonces plantear que las ganancias
de eficiencia de la operación del mercado de aguas
pueden ser muy importantes, en la medida en que el
recurso se asigne a las actividades con mayor valor.
Además, una ventaja crucial en la operación del merca-
do de aguas es que tiende a favorecer la inversión pri-
vada tanto en infraestructura como en técnicas ahorra-
doras de este recurso, en la medida en que los agentes
privados puedan apropiarse de las ganancias de eficien-
cia que estas inversiones significan al costo de opor-
tunidad vigente.

Las ganancias de eficiencia, sin embargo, pueden
verse afectadas por algunos factores fundamentales que
influyen en la operación de los mercados, y que pode-
mos clasificar en tres tipos: costos de transacción,
externalidades y competencia limitada. Estos factores
pueden disminuir y hasta revertir ganancias potencia-
les de eficiencia del funcionamiento del mercado de
aguas. A continuación veremos cómo.

El tema de los costos de transacción se refiere a
los recursos necesarios para que el mercado opere,
tanto en términos legales como en términos de la in-
formación requerida para las transacciones. Cuando dos
agentes deben transar un bien, puede existir informa-

ción limitada y/o asimétrica sobre atributos importan-
tes del bien, y esto influye en los beneficios potencia-
les del intercambio. Igualmente, los requisitos legales
para llevar a cabo las transacciones pueden ser muy
onerosos y también pueden dificultar tales transaccio-
nes. Así, en un mercado con altos costos de transac-
ción las potenciales ganancias de eficiencia disminu-
yen y en algunos casos incluso desaparecen, si no es
posible operar el mercado de aguas.

Dicho mercado es un caso típico de altos costos
de transacción por diversos motivos (Young, 1986;
Colby, 1990). En primer lugar, el agua es un bien móvil
de medición costosa e imperfecta, de modo que para
conocer con precisión sus atributos de cantidad y ca-
lidad es necesario contar con recursos. En segundo
lugar, la situación jurídica del recurso generalmente es
compleja y se precisa un eficiente aparato técnico-ad-
ministrativo que establezca claros derechos de propie-
dad y los mantenga y actualice en el tiempo. Finalmen-
te, la reasignación del agua en un sistema de distribu-
ción fijo puede requerir alteraciones costosas de infra-
estructura y operativos, elementos que figuran como
costos de transacción en cualquier operación de mer-
cado.

Pero aunque los costos de transacción tienden a
limitar las ganancias de eficiencia del mercado (o in-
cluso a impedir su funcionamiento),4 la presencia de
externalidades sí puede en algunas situaciones gene-
rar pérdidas netas de eficiencia. Hay una externalidad
cuando los costos individuales de una acción econó-
mica son menores que (o diferentes a) los costos so-
ciales de ella.5

En el caso del mercado de aguas, una de las po-
sibles consecuencias de las externalidades es que au-
mente la incertidumbre de los usuarios en cuanto a sus
derechos sobre este recurso. Si no existe un adecuado
marco institucional y regulatorio6 para que el mecanis-
mo de mercado no afecte los derechos de terceros, éste

4 Los costos de transacción efectivamente pueden reducir las ga-
nancias de eficiencia, pero en situaciones de creciente escasez del
agua estos costos tienden a ser menores como proporción de los
beneficios esperados y, por ende, menos importantes como limitantes
de la operación del mercado.
5 En la operación de un mercado se pueden producir externalidades
cuando en el intercambio existen agentes no participantes que pue-
dan ser afectados positiva o negativamente por la transacción. Es
decir, el costo de oportunidad que perciben los agentes involucrados
en la transacción no considera adecuadamente la valoración del
conjunto de agentes involucrados en ella, y por lo tanto, es posible
que el resultado del intercambio no acreciente el beneficio social
sino que lo disminuya.
6 Véase más adelante la sección IV.
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efectivamente puede generar pérdidas de eficiencia al
acrecentar la inseguridad del acceso de los usuarios.
Esta posibilidad es real en los sistemas de riego tradi-
cionales en países en desarrollo, donde existen limita-
das capacidades técnicas e institucionales para hacer
que las complejas externalidades de las transacciones
potenciales sean adecuadamente internalizadas por los
agentes que efectúan el intercambio.

Finalmente, en un mercado que funciona con efi-
ciencia no debe existir la posibilidad de que algunos
agentes lo manipulen en beneficio propio. En otras pa-
labras, es necesario que existan condiciones de libre
competencia o libre entrada. Sólo en condiciones de libre
competencia los actores del mercado no están en con-
diciones de manipular los precios para mejorar sus
beneficios en detrimento del resto de la sociedad. Este
es un problema importante cuando existen condicio-
nes tecnológicas de economías de escala para la pro-
visión de un bien o servicio, ya que en estas condicio-
nes se generan los llamados monopolios naturales. El
tema central en este caso es la regulación de los mo-
nopolios para lograr el mayor beneficio social posible
bajo las condiciones tecnológicas existentes.

En síntesis, el mercado de aguas puede generar
ganancias de eficiencia, pero estas sólo se materiali-
zarán si ese mercado opera con bajos costos de tran-
sacción, dentro de un adecuado marco institucional
para el manejo de las externalidades y en un entorno
de libre entrada y libre competencia de los agentes.

2. Mercados de agua y equidad

Asociamos el objetivo de lograr equidad al de lograr
igualdad de oportunidades para que los ciudadanos
puedan desarrollar plenamente sus potencialidades fí-
sicas e intelectuales, en un entorno de instituciones
democráticas y libertades individuales. El buen funcio-
namiento del mercado puede promover la equidad en
muchas circunstancias. Por ejemplo, si existe una in-
novación tecnológica que favorece un mayor uso de
mano de obra no calificada —uno de los activos más
importantes de los sectores pobres—7 un mercado la-
boral que funcione bien ayudará a mejorar
sustancialmente la rentabilidad de la mano de obra no

calificada y así contribuirá significativamente a que la
sociedad sea más equitativa.

En el caso del agua, las críticas al mecanismo del
mercado apuntan con mayor frecuencia a la posibili-
dad de que empeoren las condiciones de equidad en la
explotación de este recurso. Frente a esto, algunos
economistas plantean que es casi imposible que un mer-
cado de aguas desmejore la equidad, puesto que ningún
agente participaría voluntariamente en una transacción
de este recurso que terminara reduciendo su bienestar
(Donoso, 1994; Lee y Juraslev, 1998). Sin embargo,
las consecuencias adversas para la equidad pueden
provenir de posibles efectos colaterales del funciona-
miento del mercado, que no afectan necesariamente a
los involucrados en una transacción.

La existencia de elevados costos de transacción
puede significar que sólo algunos agentes, generalmen-
te aquellos con mayor capacidad económica, partici-
pen en el mercado. En ciertos contextos esto puede
afectar a la equidad. Sin embargo, el problema de equi-
dad más importante que enfrenta la operación de un
mercado de aguas está asociado a la presencia de exter-
nalidades que afectan a grupos vulnerables y con esca-
sa capacidad de respuesta frente a cambios en las reglas
de juego y en las asignaciones del agua. Así, una tran-
sacción de agua puede mejorar el bienestar de los so-
cios comerciales, pero a la vez tener un efecto adver-
so en el bienestar de otros agentes no participantes, sin
que este último efecto sea adecuadamente incorpora-
do en la operación. Esto puede ocurrir precisamente
porque en un contexto de mercado también se requie-
ren recursos para oponerse a transacciones que afec-
tan a terceros. Es posible que los afectados sean los
actores más pobres, que son los que tienen menos re-
cursos para oponerse a las transacciones.8

3. Mercado de aguas y objetivos ambientales

Entendemos por objetivos ambientales los vinculados
al logro de condiciones que aseguren la explotación

7 No puede ser considerada equitativa una situación en la que am-
plios sectores de la población carecen de condiciones materiales
mínimas para su existencia (pobreza y pobreza extrema), ya que
estas personas no pueden desarrollar plenamente sus potencialida-
des aun cuando se hallen en un contexto democrático y disfruten de
libertades individuales.

8 Un problema de equidad que aparece muchas veces asociado a la
introducción de mercados de aguas se refiere a la asignación inicial
de derechos de agua. En muchos contextos particulares, las condi-
ciones de asignación inicial de derechos está sujeta a la capacidad
económica y política de los agentes para acceder a tales derechos.
Este proceso no tiene por qué ser equitativo y puede llevar a que
importantes grupos sociales pierdan derechos de acceso al agua por
carecer de poder político o económico. Esta posibilidad no está
directamente ligada al funcionamiento del mercado de aguas, sino
a la asignación de los derechos de agua. Una redefinición de dere-
chos que no incorpore la operación del mercado enfrentaría el mis-
mo problema.
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sustentable de los recursos naturales y la adecuada
preservación de los activos ambientales que valoran las
actuales y futuras generaciones.

La relación entre los objetivos ambientales y el
funcionamiento del mercado de aguas puede ser muy
compleja. En un marco institucional en el cual los
objetivos ambientales carecen de expresión real tanto
en las instituciones como entre quienes toman las de-
cisiones, el mercado de aguas tenderá a reflejar esta
situación y será muy difícil que tenga efectos ambienta-
les positivos (Brisbane Institute, 2002). Por ejemplo,
si el conjunto de políticas económicas favorece el rá-
pido crecimiento económico con un uso intensivo de
actividades contaminantes, la existencia de un merca-
do de aguas no hará sino amplificar tal política, ya que
la asignación del agua irá hacia las actividades que esa
política favorezca.

Al margen de esta consideración general, el me-
canismo de mercado puede ser útil para alcanzar ob-
jetivos ambientales bajo diversas circunstancias. Por
ejemplo, la activación de mercados de agua es muy útil
para enfrentar una creciente demanda de este recurso.
La respuesta tradicional de los gobiernos frente a la
creciente demanda ha sido favorecer la construcción de
infraestructura para el control y la distribución del
agua. Estas construcciones generalmente han tenido
impactos ambientales negativos, por lo cual la solución
de mercado aparece como una alternativa para evitar
efectos de esta índole.

El funcionamiento del mercado de aguas también
puede ser útil desde el punto de vista del medio am-
biente y cuando existe una institucionalidad ambien-
tal adecuada para proteger ciertos hábitat muy valio-
sos para diversos grupos sociales. En países desarro-
llados se ha visto que en algunas circunstancias estos
grupos o el Estado adquieren derechos de agua para
asegurar la preservación de ciertos espacios ecológicos,
sin tener que recurrir a complejos y muy costosos es-
quemas de reasignación administrativa. Para hacerlo,
sin embargo, es preciso que estos grupos efectivamente
tengan poder de compra o que el Estado disponga de
recursos fiscales para este tipo de operaciones. En los
países en desarrollo esta posibilidad es muy limitada.

4. Gestión multisectorial del agua y el mecanis-
mo de mercado

El agua es, como se dijo más atrás, un recurso móvil
de uso múltiple que es utilizado prácticamente por
todas las actividades económicas importantes: energía,
agricultura, industria, minería, acuicultura, consumo

urbano y saneamiento, recreación y otras. El mayor
beneficio económico que ofrece el mercado proviene
de la posibilidad de asignar este recurso cada vez más
escaso a las actividades más valoradas por la sociedad.
Igualmente, las potenciales ganancias del funciona-
miento de un mercado de aguas también se pueden
producir dentro de sectores específicos, donde quizás
haya gran ineficiencia en la asignación del recurso e
importantes diferencias en la valoración social de las
actividades.9

 Por sus características especiales, el agua nece-
sita ineludiblemente un sistema de gestión que permi-
ta su uso ordenado y pacífico frente a múltiples de-
mandas. En todo sistema de control y distribución de
agua es preciso adoptar decisiones técnicas, a ciertos
niveles del sistema, relativas a cantidad y calidad del
recurso; operación y mantenimiento; distribución del
agua en función de criterios establecidos; resolución
de conflictos; penalización de acciones de usuarios
que afecten el normal proceso de asignación, y otros
asuntos.

Este conjunto de funciones no pueden ser cubier-
tas espontáneamente por los usuarios individuales de
un sistema. Se necesita de una u otra forma una “au-
toridad” que ejerza estas funciones y tome las decisio-
nes del caso. Este conjunto de decisiones de corto y
largo plazo constituye lo que denominamos la gestión
del agua, para la cual se requiere contar con recursos
específicos y capacidades técnicas, de organización y
de coordinación. Las formas en que se ejerzan estas
funciones en diversos ámbitos pueden diferir por cues-
tiones legales e históricas, pero en general hacen via-
ble el uso ordenado del agua. Cabe examinar ahora el
tema de las ventajas y desventajas que podría tener la
introducción de mecanismos de mercado en la gestión
del agua en contextos particulares.

9 La introducción de mecanismos de mercado para el agua en cada
una de estas actividades tendrá condiciones específicas. Por ejem-
plo, en los sectores donde predomina la condición de monopolio
natural (como energía y agua potable), es fundamental la adecuada
regulación del operador del servicio para evitar que abuse de la
posición de dominio. En este caso no tiene mucho sentido la idea
de un mercado de derechos de agua dentro de un área cubierta por
un proveedor único; sólo llega a tenerlo como posibilidad de que
estos proveedores compren agua de otros proveedores o sectores o
que la vendan a otros proveedores o sectores. El caso de la agricul-
tura sí abre un abanico más amplio de posibilidades respecto al
funcionamiento de los mercados de agua al interior de la propia
actividad: podría haber condiciones para que se realicen intercam-
bios de derechos de agua dentro de áreas irrigadas, y también ob-
viamente entre la agricultura y otras actividades u otras zonas irri-
gadas (Zegarra, 2003).
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Una de las claras ventajas de operar un mercado
de aguas es que se generará un precio del recurso (costo
de oportunidad) que no puede ser generado en contex-
tos de asignación administrativa. Esta información es
muy valiosa para la gestión eficiente del agua, y la
autoridad respectiva no tendrá que generar otra infor-
mación para poder tomar decisiones encaminadas a una
asignación eficiente del agua. Si este es uno de los
objetivos de la autoridad, el funcionamiento del mer-
cado de aguas obviamente crea un entorno favorable
para lograrlo.

Otra ventaja de la operación de un mercado tiene
que ver con la manera de manejar conflictos por el uso
del agua entre usuarios de un mismo sistema, especial-
mente en condiciones de escasez extrema. En sistemas
de asignación administrativa, frente a una escasez de
agua la asignación normal será seriamente cuestiona-
da por muchos usuarios que empezarán a presionar a
la autoridad de distribución. Cuando está funcionando
un mercado, las diversas necesidades y preferencias de
los usuarios ante una situación de escasez pueden
procesarse a través de él, y la autoridad no estará so-
metida a una presión que puede terminar desgastándola
y restándole legitimidad. Además, si el mercado fun-
ciona bien, la asignación que haga ante la escasez
extrema será probablemente más eficiente y equitati-
va que la decidida por otros métodos.

El funcionamiento del mercado del agua puede
generar un entorno favorable para los objetivos de
eficiencia y equidad. Sin embargo, para alcanzar estos
objetivos también se necesita contar con capacidades
de gestión bastante concretas y complejas.

Por ejemplo, para que el mercado opere en un
sistema de riego los usuarios deben tener bien delinea-
dos y establecidos sus derechos individuales de agua,
y toda transacción debe ser procesada y ejecutada por

la autoridad que distribuye el recurso. En muchos ca-
sos las autoridades no tienen la capacidad de estable-
cer con precisión los derechos individuales de agua ni
pueden reasignar con facilidad las dotaciones indivi-
duales, dadas las restricciones físicas de los sistemas
de riego. En estos casos la operación del mercado
puede no ser viable, porque las autoridades respecti-
vas carecen de la capacidad de gestión requerida.

Igualmente, el funcionamiento de un mercado de
aguas puede generar conflictos y aumentar la insegu-
ridad jurídica bajo circunstancias posibles. Si los de-
rechos de agua no están claramente establecidos y
existen múltiples externalidades difíciles de medir y
compensar, es posible que surjan severos conflictos que
compliquen enormemente la gestión de un sistema, en
lugar de facilitarla.

Este conjunto de consideraciones indica que la
introducción de mecanismos de mercado en la asigna-
ción del agua debe ir necesariamente acompañada de
nuevas capacidades y, en muchos casos, de mayores
atribuciones regulatorias y de gestión de las autorida-
des encargadas de este recurso. No debe extrañar que
en los países desarrollados los mercados de agua fun-
cionen generalmente con fuerte control de las autori-
dades respectivas. Estas tienen atribuciones para blo-
quear transacciones que no cumplan con ciertos requi-
sitos técnicos o legales, así como para restringir la
actividad de mercado cuando el interés público esté en
peligro. Incluso las autoridades de distribución que son
elegidas por los propios usuarios cuentan con atribu-
ciones restrictivas frente al mercado, como una forma
de minimizar transacciones que tengan efectos adver-
sos en terceros. En la sección siguiente se pasa revista
a algunos de los requisitos normativos y regulatorios
para un adecuado funcionamiento del mercado de
aguas.

IV
Requisitos regulatorios para la adecuada

operación del mercado de aguas en Perú

El primer requisito para que opere el mercado de aguas
es obviamente de carácter legal: se requiere una nue-
va norma que establezca la posibilidad de que los usua-
rios de agua puedan intercambiar bajo ciertas condi-
ciones sus derechos de agua (y apropiarse de los be-

neficios), en transacciones de carácter temporal o per-
manente, dentro de un sector o entre sectores. En un
marco legal de este tipo, es indispensable establecer
una institucionalidad capaz de generar algunos elemen-
tos importantes para el buen funcionamiento de dicho
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mercado, sobre todo en materia de manejar y reducir
externalidades, disminuir los costos de transacción y
evitar posiciones de dominio en el mercado.

En primer lugar, hay que definir a nivel agrega-
do e individual los derechos de agua correspondientes,
teniendo en cuenta algún parámetro objetivo, como el
uso previo. Este es un proceso extremadamente com-
plejo en el caso de la agricultura, donde el acceso al
agua ha sido muy distorsionado por grupos de interés
y donde no existen registros adecuados del uso indivi-
dual o colectivo del recurso. Será preciso realizar en
este caso una tarea compleja y delicada, que es la de
establecer el sistema básico de derechos de agua por
asignar, teniendo en cuenta factores técnicos, sociales
y hasta políticos. Es evidente que para ello se debe
diseñar un modelo participativo, de manera que los
usuarios actuales puedan demostrar que han hecho uso
pacífico y continuo del agua. El proceso de establecer
el sistema básico de derechos de agua es previo al pro-
ceso de otorgar efectivamente tales derechos, y es dis-
tinto de él.

Para el otorgamiento de derechos de agua es ne-
cesario crear y mantener un eficiente sistema de catas-
tro y registro público de ellos, que dé a los usuarios
plena seguridad jurídica en cuanto a sus derechos y
permita efectuar intercambios de ellos en condiciones
apropiadas. Asimismo, la autoridad encargada de otor-
gar los derechos de agua debe ser capaz de formali-
zarlos en un tiempo razonable, evitando así situacio-
nes de inestabilidad en los derechos adquiridos, y ha-
cerlo a un costo aceptable para los usuarios. Estas ta-
reas, que son de gran envergadura e involucran gran-
des costos, deberán ser asumidas de manera integral
por las autoridades políticas y las autoridades especia-
lizadas, ya que sin este proceso de titulación y regis-
tro de los derechos de agua no es posible que opere
eficazmente un mercado de este bien.

En la agricultura peruana, la enorme cantidad y
dispersión de los usuarios del agua sugiere que no será
posible otorgar títulos individuales a los agricultores
en el corto plazo y quizá ni siquiera en el mediano
plazo. Por lo tanto, lo más recomendable es llevar a
cabo un proceso de generación de derechos formales
de agua “en bloque” (por ejemplo, a nivel de las co-
misiones de regantes, que son unidades menores den-
tro de las Juntas de Regantes). Los usuarios individua-
les podrán tener un derecho individualizado dentro de
los derechos en bloque, pero a partir de un proceso
organizado y financiado por las propias Juntas de
Regantes.

Otro requisito fundamental para que opere el
mercado de aguas es el esquema regulatorio. Como
señalamos, uno de los problemas más importantes re-
lativos a este mercado es el de las externalidades (es
decir, de los efectos externos positivos o negativos que
puedan tener las transacciones en agentes no partici-
pantes). Por lo tanto, es preciso, definir claramente las
atribuciones de la autoridad de aguas para condicionar
las transacciones al compromiso de no generar
externalidades, o de compensarlas, y de brindar todas
las oportunidades y recursos del caso a los potenciales
afectados para que puedan participar en el proceso de
autorización de las transacciones. Además, las autorida-
des deberán tener gran capacidad de medir los impac-
tos de externalidades, lo cual implica mejores mecanis-
mos de medición y mayores recursos para la realización
de estudios y contratación de personal especializado.

El tema de las externalidades es especialmente
crítico en el caso de transacciones intersectoriales, así
como en situaciones de aguas reutilizadas dentro de un
mismo ámbito de uso. En ambos casos se requiere
capacidad técnica para establecer y medir los impac-
tos de externalidades, para que éstos sean tomados en
cuenta en el proceso de autorización y negociación de
transacciones de derechos de agua.

Otro elemento básico de regulación es el de las
reglas para evitar situaciones de dominio en el merca-
do de aguas. Al respecto, un instrumento legal impor-
tante es el de establecer el requisito de uso efectivo y
beneficioso del agua, para evitar la monopolización de
los derechos de agua y la especulación con ellos, y
generar incentivos para que dicho mercado opere más
activamente. En Perú existe una entidad encargada de
combatir las prácticas monopólicas, el Instituto Nacio-
nal de Defensa de la Competencia y de Protección de
la Propiedad (INDECOPI); este instituto debería estable-
cer parámetros adicionales para evitar situaciones de
esta índole en casos particulares.

El esquema regulatorio debe considerar asimismo
el tratamiento de los temas ambientales. En Perú ha
habido un debate sobre la legislación ambiental y los
instrumentos que tiene el Estado para alcanzar objeti-
vos ambientales. Según la legislación vigente, los mi-
nisterios son a la vez autoridad ambiental, situación
poco propicia para el logro de dichos objetivos. En el
caso del agua, los temas más importantes se refieren a
los estándares mínimos de calidad y la capacidad real
de las autoridades para hacerlos respetar. Se estima que
es necesario fortalecer la capacidad regulatoria en la
materia, creando una sola autoridad de aguas que vele
por estos estándares. Un tema adicional es la necesidad
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de establecer caudales mínimos ecológicos en los ríos,
lo que podría afectar de alguna manera al estableci-
miento de derechos y la operación del mercado.

Finalmente, cabe señalar que la operación de los
mercados de agua también tendrá impactos significa-
tivos en los modos de gestión del agua. Por ejemplo,
en el caso de la agricultura se debería eliminar la no-
ción de que el acceso al agua depende de un plan de

cultivo y riego o de lo que el agricultor desea sembrar.
El paso de este concepto al de que cada usuario tiene
una dotación fija por hectárea por año (por ejemplo,
proporcional a la oferta disponible ese año) implica un
cambio muy importante en la forma de gestión del agua
en los principales sistemas de riego de la costa perua-
na. Esto requerirá un proceso de capacitación del per-
sonal involucrado en la administración de este recurso.10

V
La experiencia con mercados de aguas

en otros países

La investigación sobre el rol y las implicancias de los
mercados de aguas no es muy amplia, en gran parte
porque este tipo de mercados no se desarrollan con
facilidad debido a factores institucionales, económicos
y políticos (Young, 1986). Sin embargo, a partir de la
década de 1980 se ha observado un mayor interés por
este tema, en los países tanto desarrollados como en
desarrollo. En los países en desarrollo este interés ha
venido aumentando a raíz de la apertura del mercado
de aguas en Chile en esa década y actualmente el tema
es considerado con mayor frecuencia tanto por inves-
tigadores y organismos internacionales como por au-
toridades políticas y activistas ambientales, tendencia
que probablemente se mantenga o aumente en el futu-
ro dada la necesidad de buscar mecanismos
institucionales alternativos para la asignación y uso
eficiente de este vital recurso. (Lee y Juraslev, 1998).

Hoy, la mayor parte de la literatura teórica y
empírica sobre los mercados de agua proviene de paí-
ses desarrollados, especialmente de zonas áridas con
gran desarrollo económico como el oeste y suroeste de
los Estados Unidos, algunas regiones de España y Aus-
tralia. Los mercados de agua desempeñan en estas zo-
nas un papel importante en la distribución intersectorial
de este recurso, por la cual los sectores urbanos e in-
dustriales adquieren agua de la agricultura. En dichas
zonas operan también mercados de agua dentro del sec-
tor agrícola, ya sea para compraventa de derechos o para
arriendos temporales del acceso al recurso. En la región
latinoamericana se han desarrollado algunos trabajos
importantes en Chile y México, países donde el merca-
do de aguas ya viene operando regularmente tanto en
la agricultura como en otros sectores.

Al revisar la literatura sobre el tema se ve que una
parte importante de los autores ha empezado a anali-
zar con mayor detalle las ventajas y desventajas de
introducir el mecanismo de mercado para asignar el
agua en las economías, en una situación de creciente
escasez del recurso y de fracaso en las formas tradi-
cionales de asignación de corte administrativo. Uno de
los argumentos a favor del mecanismo de mercado es
que los usuarios (especialmente agricultores) empiezan
a valorar realmente el agua como un bien económico
cuyo manejo eficiente puede significar beneficios con-
cretos. Asimismo, se considera que dicho mecanismo
es más eficiente para responder a los continuos cam-
bios que experimentan la oferta y la demanda de este
recurso móvil y de costosa medición y administración,
si se compara con la rigidez de la tradicional asigna-
ción administrativa (Lee y Juraslev, 1998).

Algunos trabajos que cabe destacar en el análisis
de los mercados de aguas en países desarrollados es el
reciente de Hanak (2002) para California, así como el
estudio conjunto de la Australian Academy of
Technological Sciences and Engineering (ATSE, 1999)
para el caso de Australia. Igualmente, los trabajos de
Colby, Randall y Bush (1993) presentan amplia infor-
mación empírica sobre el funcionamiento de los mer-
cados de aguas en los estados áridos de los Estados
Unidos, y encuentran diversos niveles de imperfeccio-
nes que limitan la eficiencia de tales mercados, sin que
esto implique que ellos sean menos eficientes que los
esquemas de carácter administrativo. En estos casos se

10 La agricultura consume el 85% del agua en Perú.
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trata de estudios sobre mercados de agua bastante
maduros y con complejidades que aún están lejos de
darse en países en desarrollo.

Un estudio interesante sobre el funcionamiento del
mercado de aguas en la agricultura estadounidense es
el de Miller (1987), que analiza empíricamente las
condiciones en las cuales un mercado de aguas con-
trolado por los propietarios del recurso es una alterna-
tiva más eficiente que un mercado sin mayor regula-
ción, debido al problema de las externalidades entre
regantes interdependientes en un mismo sistema de
distribución de agua.

 Los trabajos sobre el funcionamiento de los
mercados de agua en Chile pueden agruparse según dos
tendencias claramente definidas. Un grupo de investi-
gadores considera que el mercado de aguas en Chile

ha tenido efectos bastante positivos en términos de efi-
ciencia (Hearne y Easter, 1995; Thobani, 1997), y que
esto habría contribuido al notable crecimiento del sec-
tor agropecuario chileno en las décadas de 1980 y 1990.

Otro grupo de investigadores ha sido más cauto
y ha señalado que la legislación de aguas chilena, de
claro enfoque privatista, terminó generando serios pro-
blemas de acaparamiento y rigidez en la asignación de
derechos privados que no han podido ni pueden ser
resueltos por el propio mercado (Bauer, 1995; Solanes
y Dourojeanni, 1995). Las críticas de este grupo van
dirigidas a fallas en la asignación original de derechos
y a problemas generados por el control privado del re-
curso, pero no necesariamente a la operación del mer-
cado de aguas, que puede tener efectos positivos pese
a sus imperfecciones y limitaciones.11

11 En mi propia investigación sobre el funcionamiento de un mer-
cado de aguas en la agricultura en el valle chileno de Limarí
(Zegarra, 2002) encontré que este mercado ha sido beneficioso para
el desarrollo agrario de esa región, pero también que su funciona-
miento puede verse afectado por la estructura productiva del valle
y la variabilidad en la oferta de agua, incluso dentro de un sistema
altamente regulado. En efecto, la amplia presencia de cultivos per-
manentes de alto valor en este valle y la ocurrencia de una severa
sequía por tres años consecutivos originaron algunos problemas para
la operación del mercado de arriendos de agua, con alta volatilidad
de los precios y efectos adversos para la inversión en el corto y
largo plazo.

VI
Conclusiones

La experiencia peruana de la última década en lo que
se refiere al debate sobre una nueva ley de aguas indi-
ca que la idea de introducir el mecanismo del merca-
do para asignar los derechos de agua es aún muy po-
lémica y todavía está muy asociada a la idea de
“privatización” de esos derechos, pese a tratarse de
conceptos distintos. El rechazo se ha concentrado en
el sector de usuarios agrícolas, quienes consideran que
un mecanismo como el de mercado terminaría perju-
dicando sus intereses, aunque no han dejado en claro
cuáles serían las causas de esta posibilidad.

Frente a esta realidad, es preciso que en Perú se
continúe profundizando el debate sobre las ventajas y
desventajas de introducir el mecanismo de mercado en
una necesaria reforma de la gestión del agua. Aun si
se rechaza la idea, es preciso que el rechazo sea for-
mulado luego de haber discutido el tema sobre la base
de una adecuada información.

En primer lugar, cabe señalar que en el debate
actual influye todavía el que se llevó a cabo en la dé-
cada de 1990, cuando la propuesta de crear un merca-
do de aguas apareció directamente relacionada con el
modelo establecido por la legislación de Chile, país en
el cual la introducción del mecanismo de mercado se
realizó junto con la privatización del recurso. Además,
los intentos iniciales por cambiar la legislación de
aguas en Perú se hicieron en un entorno crecientemente

autoritario, con escaso debate y generando mucha in-
certidumbre en los usuarios del sector de la agricultu-
ra frente a un posible cambio radical en las reglas para
acceder al agua.

Así, pese al renovado escenario democrático en
Perú, donde temas de este tipo pasan ahora por una
amplia discusión nacional, los antecedentes menciona-
dos siguen distorsionando el debate sobre la reforma de
la legislación de aguas. Por esto, es indispensable cum-
plir ante todo con una tarea de aclaración conceptual que
lleve a distinguir nítidamente entre las propuestas actua-
les y aquéllas que prevalecieron en la década de 1990
(especialmente hasta 1996), y que marque las diferen-
cias con el Código de Aguas de Chile.

En segundo lugar, también se puede observar que
el debate sigue estando muy polarizado. Por ejemplo,
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el tema del mercado de aguas se trata como si existiera
una sola alternativa, siendo que puede haber múltiples
fórmulas que contemplen la regulación y control socia-
les de tal mercado conforme a criterios específicos.

Y es que existen muchos tipos y grados de mer-
cado posibles para el agua, asociados al sistema de
derechos de agua y a la institucionalidad para la ges-
tión y regulación de estos derechos. La posibilidad más
amplia es la de generar un sistema de derechos que
permita llevar a cabo intercambios intersectoriales e
intrasectoriales de los derechos mismos (compraven-
ta) y de todos sus atributos (arriendo, hipoteca, opción
de uso futuro), sin que intervenga la autoridad admi-
nistrativa.

Las fórmulas intermedias o condicionadas para la
operación de los mercados de aguas son más comunes
en los países desarrollados. En particular, la legislación
puede otorgar a la autoridad administrativa una impor-
tante cuota de poder de decisión respecto a transaccio-
nes intersectoriales, en la medida en que pueden estar
en juego intereses muy complejos. Asimismo, la legis-
lación puede otorgar a los propios usuarios organiza-
dos la capacidad de limitar los intercambios con otros
sectores o dentro de cada sector. Finalmente, es posi-
ble que se establezca que sólo se puede transar algún
atributo del derecho de agua (como el uso temporal, o
arriendo), y bajo condiciones específicas definidas por
la propia organización de usuarios.

Otro reto fundamental, mirando hacia el futuro,
es el de debatir lo más a fondo posible las ventajas y
desventajas del mercado de aguas en el caso de la
agricultura, sector que en la actualidad se opone radi-
calmente a este mecanismo. Lo que debe plantearse
ante todo es que dicho mercado debe estar sujeto a
diversos grados de regulación administrativa y que es
posible mejorar su funcionamiento para adecuarlo a las
necesidades de los productores agropecuarios en cada
caso particular. Más aún, incluso la introducción del
mecanismo de mercado puede ser una decisión autó-
noma de las asociaciones de regantes, como lo es en
España.

Pero lo que hay que explicar es que la posibili-
dad de intercambiar el agua entre agricultores sí tiene
algunas ventajas importantes para ellos. El hecho de
poder valorizar los ahorros (ganancias de eficiencia) en
el uso del agua genera un claro incentivo para invertir
en técnicas y prácticas que economicen este recurso:
sin ese incentivo, los agricultores no ven beneficios en
ahorrar agua y carecen de señales de eficiencia. Fren-

te a problemas graves de deterioro de suelos, dicha
posibilidad es realmente atractiva como instrumento de
política. Igualmente, un mercado de aguas aumenta la
eficiencia agregada de la producción agraria frente a
oscilaciones importantes en la oferta de agua, y permi-
te que los agricultores con cultivos más rentables pero
más expuestos al riesgo por falta de agua cuenten con
un instrumento adicional para protegerse ante esta
eventualidad.

Además, con un mercado que opera a base de
derechos de agua claramente definidos, los agriculto-
res en conflicto tienen incentivos para resolver sus
disputas mediante una negociación comercial, lo que
reduce la presión sobre el sistema administrativo y
permite que este sistema se oriente más a temas de
gestión.

Por otro lado, el efecto que tenga el funcionamien-
to del mercado de aguas en la equidad de un sistema
de riego depende fundamentalmente del buen o mal
funcionamiento de otros mercados, como el financie-
ro, así como de la definición inicial de los derechos de
propiedad.

Puesto que el agua es utilizada en casi todas las
actividades económicas y productivas, es preciso que
exista un sistema multisectorial de regulación. La agri-
cultura es sólo uno de los usuarios de este elemento, y
aunque importante, debe convivir en armonía con otros
sectores usuarios. No hay aquí una sola “cadena pro-
ductiva”, sino una matriz de interacciones entre secto-
res y tipos de usuarios.

Esto hace indispensable un esquema institucional
mucho más complejo, tanto para el establecimiento y
gestión de los derechos de propiedad del agua como para
la asignación del recurso dentro del sistema de derechos
y normas establecido. En este caso, lo recomendable es
crear autoridades multisectoriales a nivel de las cuen-
cas, con el fin de enfrentar esa complejidad adicional
a un nivel socioecológico y administrativo adecuado.

Se plantea en este trabajo, por último, que es re-
comendable impulsar en Perú la introducción de me-
canismos de mercado para la asignación y gestión del
agua en los diversos sectores, incluido el de la agri-
cultura, donde el país enfrenta en especial graves pro-
blemas de eficiencia, equidad y sostenibilidad. Una re-
forma de esta índole debe hacerse con cautela y en un
proceso de largo aliento, considerando en particular las
debilidades del propio Estado y de las organizaciones
de regantes, que deben tener un rol activo y voluntario
en la introducción de formas de intercambio del agua.
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Desempeño exportador de
las empresas chilenas:
algunos hechos estilizados

Roberto Álvarez E.

A pesar de la positiva evolución del desempeño exportador chi-

leno en las últimas décadas, las exportaciones siguen concentradas en

pocos productos, pocos mercados y en un número reducido de empre-

sas. En este trabajo se aborda este último punto, analizando el compor-

tamiento exportador de las firmas. Los principales hechos estilizados de

este fenómeno son los siguientes: sólo un grupo reducido de firmas es

capaz de exportar permanentemente, y estas empresas muestran nive-

les de productividad, capital humano y tamaño muy superiores al resto

de las empresas.
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I
Introducción

En las últimas décadas del siglo XX el sector externo
de la economía chilena se caracterizó por una fuerte
expansión y diversificación de sus exportaciones. La
mayor diversificación no sólo se puede apreciar por-
que se redujo la fuerte dependencia de las exportacio-
nes de cobre, que pasaron de representar más del 80%
de las exportaciones del país a principios del decenio
de 1980 a menos del 40% en la década de 1990, sino
también por la creciente introducción de nuevos pro-
ductos, la apertura de nuevos mercados y la entrada de
un número mayor de empresas a los mercados inter-
nacionales.

Entre 1970 y 1989, el número de productos expor-
tados se elevó de 1.200 a 1.490 y en el período 1990-
2002 subió de 2.300 a 3.750.1 En cuanto a la apertura
de nuevos mercados, se tiene que el número de países
de destino de las exportaciones chilenas aumentó de 31
en 1970 a más de 150 en 2002.

Sin embargo, a pesar de la positiva evolución del
desempeño exportador de Chile, que se analiza con
más detalle en la sección II, los datos muestran que las
exportaciones del país siguen concentradas en pocos
productos, pocos mercados y en un número reducido
de empresas. En efecto, el 50% de las exportaciones
chilenas se concentra en 10 productos, en 5 mercados
y en 25 empresas (ProChile, 2002).

Relacionado con esta alta concentración de las
exportaciones en pocas empresas, mercados y produc-
tos se da un fenómeno que no ha sido estudiado en
Chile y que constituye la principal motivación de este
trabajo: la existencia de un grupo importante de em-

presas que no logra consolidarse en los mercados in-
ternacionales. En efecto, casi un tercio de las firmas
no logra permanecer exportando por más de un año.2

Aunque existen diversos estudios acerca del im-
pacto de la liberalización comercial en Chile sobre el
crecimiento y la productividad,3 no hay mucha eviden-
cia respecto a las causas del dinamismo exportador.
Algunas contribuciones recientes son la de Agosin
(1999), quien estudia los determinantes del crecimiento
de las exportaciones de manufacturas, y la de Gutiérrez
de Pinheres y Ferrantino (1997), quienes analizan los
factores macroeconómicos que han influido en el pro-
ceso de diversificación de las exportaciones chilenas.

No obstante, existe escasa información empírica
respecto al desempeño exportador a nivel de la empre-
sa. Como excepciones en esta materia cabe mencionar
dos estudios: el de Álvarez y Crespi (2000a y 2000b),
que ha investigado el impacto de los instrumentos
administrados por ProChile sobre el desempeño de las
empresas y ha concluido que éstos generan un efecto
positivo sobre las empresas que los utilizan, incremen-
tando el número de mercados y el valor exportado; y el
de Macario (2000), que utiliza una muestra de empre-
sas exportadoras e investiga los factores determinantes
de la decisión de exportar, los potenciales beneficios
que podrían internalizar las empresas exportadoras y
el rol que los instrumentos de promoción han tenido
sobre el dinamismo de las exportaciones.

En esta área, durante los últimos años se ha de-
sarrollado una línea de investigación sobre los micro-
fundamentos del desempeño exportador, impulsada por
un proyecto del Banco Mundial cuyo objetivo era ana-
lizar los factores que llevan a las empresas a la deci-
sión de exportar, así como las consecuencias de tal
decisión (Banco Mundial, 1996). Una de las principa-
les conclusiones de estos estudios es que la entrada a
los mercados internacionales tiene costos irrecuperables
(sunk costs), por lo cual las empresas, una vez que se
transforman en exportadoras, tenderán a permanecer

  El autor agradece los valiosos comentarios y sugerencias de
Bernardita Escobar, Ronald Fischer, Pablo González, Dominique
Hachette, Patricia Noda y Alejandra Sanhueza, así como también a
los asistentes a los seminarios en el Departamento de Economía de
la Universidad de Chile, la Universidad de California Los Angeles,
y el Departamento de Investigación del Banco Interamericano de
Desarrollo. Además, agradezco a Erwin Hansen, quien colaboró
eficazmente en el procesamiento de la información, y a Marichu
Meyer y Anthony Lemus por su valiosa ayuda en ProChile. Esta
investigación contó con el financiamiento del Fondo para Políticas
Públicas y ProChile.
1 La cantidad de productos exportados después de 1990 no se pue-
de comparar con la de años precedentes porque en el registro de las
exportaciones se pasó en 1989 de la Nomenclatura Arancelaria de
Bruselas al Sistema Armonizado de Aranceles, que es más
desagregado.

2 En los últimos años, esta tasa anual de salida ha tendido a man-
tenerse en torno al 30%, salvo en 2000, año en que fue de casi 40%
(véase detalles más adelante, en el cuadro 8).
3 Como los de Rojas, López y Jiménez (1997), García, Meller y
Repetto (1996), Fuentes (1995), Figueroa y Letelier (1994), Marshall
(1992) y Tybout, De Melo y Corbo (1991).
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exportando aunque las condiciones se vuelvan desfa-
vorables (Roberts y Tybout, 1997; Bernard y Jensen,
2001). Por lo señalado en un párrafo anterior, el caso
chileno contradice esta aseveración. En efecto, un gru-
po importante de empresas que empiezan a exportar no
persiste en esta actividad.

En tal sentido, el objetivo de este trabajo es ana-
lizar cuáles son los principales hechos estilizados del
comportamiento exportador de las empresas chilenas
y extraer algunas conclusiones respecto a los princi-

pales factores que llevan a tener éxito en los merca-
dos internacionales.

A continuación, la sección II analiza los antece-
dentes relativos al sector exportador chileno. La sec-
ción III examina las características de las empresas
exportadoras y no exportadoras. La sección IV presenta
la fuente de los datos y resume los principales hechos
estilizados del desempeño exportador de las empresas
en el decenio de 1990 y la sección V ofrece las prin-
cipales conclusiones.

II
Antecedentes del sector exportador chileno

1. Crecimiento y diversificación de las exporta-
ciones

Uno de los principales beneficios de la apertura comer-
cial iniciada en el decenio de 1970 fue la reducción del
sesgo antiexportador implícito en el modelo de susti-
tución de importaciones. La racionalización de la com-
pleja estructura de barreras comerciales y la aplicación
de ciertas políticas de fomento permitieron un mayor
crecimiento y diversificación de las exportaciones chi-
lenas. Entre esas políticas cabe destacar la introducción
del reintegro simplificado, el uso de programas de con-
versión de deuda que facilitaron la entrada de la inver-
sión extranjera en el sector exportable, la participación
activa del Estado en el suministro de información, los
subsidios en el sector forestal y la política cambiaria a
partir de 1982 (Agosin, 1999).

Como se aprecia en el gráfico 1, antes de la aper-
tura comercial las exportaciones crecieron muy lenta-
mente. No obstante, desde mediados del decenio de
1980 el crecimiento del sector exportador ha sido muy
superior al de las décadas anteriores. En efecto, entre
1960 y 1973 el crecimiento medio anual de las expor-
taciones fue de 3,5% y en el período 1973-1983 alcan-
zó una tasa similar, de 3,6% al año. Sin embargo, fue
entre 1983 y 2002 que se observó el más rápido creci-
miento del sector exportador, con una tasa media anual
de 5,5%.4

Este crecimiento de las exportaciones fue acom-
pañado por un significativo aumento de su diversifica-

ción.5 Como se aprecia en el cuadro 1, en el período
1960-1973 el sector minero generaba más del 80% de
las exportaciones totales de Chile. Sin embargo, en las
décadas de 1970 y 1980 esa participación disminuyó
a 66,8% y 55,4%, respectivamente, y en la de 1990
llegó a menos del 50%. Por otro lado, los sectores
vinculados a la explotación de recursos naturales han
incrementado fuertemente sus exportaciones. Entre el
período previo a la apertura y finales de la década de
1990 el sector agrícola aumentó su participación en las
exportaciones chilenas de 3,2% a 10,1%, el sector
pesquero de 1,8% a 3,9% y el sector forestal de 1,9%

4 Véase en Ffrench-Davis (2002) un análisis de la relación entre
exportaciones y crecimiento en Chile.

GRAFICO 1

Chile: Exportaciones, 1960-2002a

(Indice: 1960=100)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de cifras del Banco Cen-
tral de Chile.

a Las exportaciones nominales fueron deflactadas de acuerdo al
Índice de Precios Externos que elabora el Banco Central de Chile.
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5 Álvarez y Lemus (2001) encuentran que el proceso de diversifi-
cación de las exportaciones ha tenido un ritmo más lento a partir de
la segunda mitad de la década de 1990, lo que sería consistente con
la apreciación cambiaria del período.
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a 7,9%. Pero el incremento mayor fue el experimenta-
do por la industria manufacturera, cuya participación
en las exportaciones totales aumentó sostenidamente
de 10,1% a 41,9%.

2. Desempeño exportador reciente

Si consideramos sólo la década de 1990, se aprecian
algunas características adicionales del proceso de di-
versificación de las exportaciones chilenas. En gene-
ral, la economía ha sido relativamente exitosa en las
tareas de exportar nuevos productos, abrir nuevos
mercados e incorporar nuevas empresas al proceso
exportador. Entre 1990 y 2002, el número de produc-
tos exportados aumentó de 2.300 a 3.750, el de mer-
cados de destino se elevó de 129 a 158 y el de empre-
sas exportadoras de 4.100 a 6.188 (cuadro 2). Estos
indicadores de desempeño exportador son sustancial-
mente mejores que los de décadas anteriores.6

A pesar de la positiva evolución del desempeño
exportador chileno, la economía aún presenta una alta
concentración de exportaciones en pocos productos,
pocos mercados y, sobre todo, en un número reducido
de empresas. Como se aprecia en el cuadro 3, son sólo
25 empresas las que generan casi la mitad de las ex-
portaciones chilenas. Si agregamos las firmas que ex-
portan entre 10 y 100 millones de dólares, menos del
4% de las empresas concentra más del 80% de las
exportaciones totales.

La alta concentración de las exportaciones en un
número reducido de productos se puede apreciar en el
cuadro 4. A pesar de que en 2002 el país exportó más
de 3.800 productos, sólo en los diez principales pro-
ductos exportados se concentró el 51,1% de las expor-
taciones nacionales.

No obstante, la evolución fue positiva respecto a
décadas anteriores. Como se aprecia en el cuadro 5, en

CUADRO 1

Chile: Exportaciones por sector, algunos períodos
(Porcentajes)

Período Minería Agricultura Pesca Forestal Manufacturas

1960-1973 86,5 3,2 1,8 1,9 10,1
1974-1980 66,8 5,5 4,0 7,3 27,0
1981-1990 55,4 10,2 7,4 7,9 32,3
1991-1999 45,9 10,1 3,9 7,9 41,9

Fuente: Álvarez y Lemus (2001).

CUADRO 2

Chile: Indicadores de desempeño
exportador, 1990-2002

Indicador 1990 1994 1998 2002

Empresas 4 100 5 844 5 847 6 118
Productos 2 300 3 622 3 828 3 750
Mercados 129 141 172 158

Fuente: DIRECON (1999) y ProChile (2002).

1970 los diez principales productos de exportación
representaban casi un 90% de las exportaciones chile-
nas. En 1980, esa participación se había reducido a
70%, y en 1994 a 59,8%.

En el cuadro 6 se aprecia que, a pesar de que se
han ido abriendo nuevos mercados y en la actualidad
se exporta a más de 150 países, en sólo cinco de ellos
se concentra alrededor del 50% de las exportaciones
chilenas.

La comparación histórica muestra que la concen-
tración de las exportaciones en un número pequeño de
mercados no ha cambiado significativamente a través
del tiempo. Como se aprecia en el cuadro 7, durante
el período de “economía cerrada” (1960-1973), los
cinco principales países de destino de las exportacio-
nes chilenas recibían 51,6% de ellas. En el período
1991-1999, la participación de estos cinco mercados
promedió 48,9%.

3. Entrada y salida de empresas exportadoras

A pesar del significativo incremento del número de
empresas exportadoras, existe un fenómeno preocupan-
te que constituye el principal motivo de esta investi-
gación. Este fenómeno es la poca persistencia de las
empresas exportadoras en los mercados internaciona-
les. En efecto, hay evidencia de que casi un tercio de
esas empresas no logra permanecer exportando más de
un año. Una proporción similar corresponde a firmas6 Al respecto, véase Ffrench-Davis y Sáez (1995).
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CUADRO 3

Chile: Número de empresas y participación en las exportaciones, 2002

Monto exportado (dólares) Nº de empresas % de empresas Exportaciones % de las
(millones de dólares) exportaciones

Menos de 100 000 3 656 59,8 78,2 0,4
Entre 100 000 y 1 millón 1 483 24,2 540,9 3,1
Entre 1 y 10 millones  757 12,4  2 474,8 14,2
Entre 10 y 100 millones  197  3,2  5 773,7 33,1
Más de 100 millones  25  0,4  8 562,6 49,1

Fuente: ProChile (2002).

CUADRO 4

Chile: Principales productos exportados,
2002

Productos Miles de millones %
de dólares

Cátodos de cobre 4 095,3 23,5
Minerales de cobre y sus concentrados 1 734,3 9,9
Uvas frescas 543,6 3,1
Celulosa de coníferas, semiblanqueada
  o blanqueada 497,9 2,9
Vinos con denominación de origen 471,8 2,7
Tablas aserradas de pino insigne 318,3 2,2
Harina de pescado 318,3 1,8
Filetes y carnes de salmón, frescos
  o refrigerados 300,8 1,7
Metanol 300,4 1,7
Cobre para el afino 253,7 1,5

Total 8 554,9 51,1

Fuente: ProChile (2002).

CUADRO 5

Chile: Participación de los 10 principales
productos exportados, algunos años

Año %

1970 89,8
1980 70,0
1985 70,6
1990 67,5
1992 64,2
1993 59,5
1994 59,8

Fuente: Ffrench-Davis y Sáez (1995).

CUADRO 6

Chile: Principales mercados de
destino, 2002

País Participación en las exportaciones
(%)

Estados Unidos  19,8
Japón 10,8
China 7,0
México 5,2
Reino Unido 4,9

Total  47,7

Fuente:ProChile (2002).

CUADRO 7

Chile: Participación por mercados
de destino principales

Período 5 países 10 países 15 países 20 países 25 países

1960-1973 51,6 78,2 90,8 93,3 97,7
1974-1980 47,0 70,1 81,3 89,5 92,1
1981-1990 47,7 68,0 81,6 87,8 89,9
1991-1999 48,9 66,3 81,3 87,3 89,9

Fuente: Álvarez y Lemus (2001).

que entran a los mercados internacionales sin haber
exportado el año anterior. Como se aprecia en el cua-
dro 8, durante el período 1995-1999 sólo alrededor
del 65% de las aproximadamente 6.000 empresas
exportadoras estaba constituido por firmas que pue-
den calificarse de exportadoras constantes por más de
un año.

Los antecedentes presentados en esta sección po-
nen de manifiesto la existencia de un fenómeno inte-
resante de estudiar. Aunque ha habido una positiva
evolución de los indicadores de diversificación de las
exportaciones chilenas y existe relativo consenso en
que el sector exportador está hoy significativamente
más diversificado que en décadas precedentes, persis-
ten algunos problemas importantes, como la alta rota-
ción de las empresas exportadoras. Aun cuando exis-
ten estudios relativos a este fenómeno en otras econo-
mías del mundo, en Chile se carece de evidencia em-
pírica al respecto.

Una mayor consolidación de las empresas expor-
tadoras podría ayudar a reducir la concentración de las
exportaciones chilenas, a través de la introducción de
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CUADRO 8

Chile: Dinámica de la entrada y salida de empresas, 1995-2002
(Número de empresas y porcentajes)

Año Entrantes Salientes Constantes Totales

1995 2 066 35,5 2 093 36,0 3 748 64,5 5 813
1996 2 094 36,1 2 102 36,2 3 711 63,9 5 805
1997 1 988 34,5 2 026 35,1 3 779 65,5 5 767
1998 2 007 34,3 1 927 33,0 3 840 65,7 5 847
1999 2 121 35,2 1 946 32,3 3 901 64,8 6 022
2000 1 826 32,2 2 182 38,5 3 840 0,68 5 666
2001 2 174 36,2 1 831 30,5 3 835 0,64 6 009
2002 2 164 35,4 2 055 33,6 3 954 0,65 6 118

Fuente: ProChile (2000) y (2002).

nuevos productos y la apertura de nuevos mercados.
En efecto, como se muestra en la sección siguiente, las
firmas que exportan permanentemente venden más
productos en los mercados internacionales y llegan a
un número mayor de mercados. Así, la conexión entre

la diversificación de las exportaciones y la consolida-
ción de las empresas está dada por el hecho de que las
empresas que exportan permanentemente están en
mejores condiciones de incorporar nuevos productos
y mercados a la canasta exportadora chilena.

III
Características de las empresas

exportadoras

1. Fuente de los datos

Para estudiar las características de las empresas y su
estatus exportador se cuenta con dos fuentes de infor-
mación complementarias. La primera corresponde a las
estadísticas de exportaciones del Banco Central de Chi-
le, con datos provenientes del Servicio Nacional de
Aduanas. Esta base de datos cuenta con información
de todas las empresas exportadoras en el período 1991-
1999 que cubre variables de desempeño exportador
como el valor de las exportaciones (medidas en dóla-
res), el número de mercados de destino (o países a los
que se exporta) y el número de productos exportados.
La segunda fuente es la base de datos de la Encuesta
Nacional Industrial Anual (ENIA) para el período 1990-
1996, que contiene información sobre diversas carac-
terísticas de las firmas, como empleo, valor agregado,
ventas e inversión, que pueden ser importantes para
explicar su desempeño exportador.

Una de las deficiencias que tiene la primera fuente
de información es que las empresas importadoras que
devuelven mercancías quedan registradas como expor-

tadoras en los datos que se originan en el Servicio Na-
cional de Aduanas; en tal caso, habría una sobreesti-
mación del número de empresas exportadoras y, en
mayor medida, del número de firmas que exportan
esporádicamente. Además, carece de información so-
bre variables que no sean aquellas relativas al compor-
tamiento exportador de las firmas.

Una falencia de la ENIA es que sólo cuenta con
información acerca del valor de las exportaciones y no
de los mercados de destino ni de los productos expor-
tados. Además, esta encuesta sólo se aplica a empre-
sas manufactureras.

Por tales motivos, el análisis que se muestra a
continuación utiliza ambas fuentes de información de
manera complementaria.

2. Algunos hechos estilizados

Con la información proveniente del Banco Central es
posible analizar las principales características de la
dinámica de la entrada y salida de firmas exportadoras
en el período 1991-1999, identificando los principales
hechos estilizados del fenómeno.
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Para ello, se dividen las empresas exportadoras en
dos grupos: las exportadoras permanentes, que se de-
finen como aquellas empresas que mantienen su acti-
vidad exportadora todos los años bajo estudio, y las
exportadoras esporádicas, que son aquellas que una vez
que entran a los mercados internacionales, salen en
algún año posterior.

a) Un porcentaje mayoritario de empresas no expor-
ta permanentemente
Uno de los primeros hechos estilizados es que la

tasa de entrada y salida de firmas es relativamente alta.
De hecho, durante el período 1991-1999 sólo un 6%
de las firmas puede catalogarse entre las exportadoras
permanentes y el 94% restante corresponde a empre-
sas que han exportado esporádicamente (cuadro 9).

No obstante, a medida que se reduce el período
de análisis, y por ello se relaja en cierta medida el cri-
terio para definir las exportadoras permanentes, éstas
incrementan su participación en el total de exporta-
doras. En definitiva, mientras más corto es el interva-
lo de tiempo analizado, mayor es el porcentaje de
empresas a las que se puede definir como exportadoras
permanentes. En efecto, si se toma el período 1996-
1999, un 23% de las firmas exportaron todos los años
del período y un 77% lo hizo esporádicamente. Aun-
que el porcentaje de exportadoras esporádicas se redu-
ce, no deja de representar una magnitud considerable.

b) La evidencia es similar a nivel sectorial
Un segundo hecho estilizado es que a nivel sec-

torial también se encuentra que entre las empresas
exportadoras es mayoritario el porcentaje de las que
exportan esporádicamente.

No obstante, cabe destacar algunas diferencias.
Como se ve en el cuadro 10, en el período 1991-1999
aproximadamente el 18% de las empresas exportadoras
pertenecientes al sector cobre y hierro pueden califi-
carse de exportadoras permanentes. Otros sectores en
los cuales las exportadoras permanentes tienen una
participación mayor son los de metales no ferrosos
(14,2%), petróleo y derivados (12,9%), productos plás-
ticos (11,5%), papel y celulosa (11,1%) y otros mine-
rales y piedras (11,0%). En cambio, en sectores como
los de servicios, muebles de madera, material de trans-
porte y carbón, las empresas exportadoras son funda-
mentalmente del tipo esporádico.

c) Existen diferencias al inicio del proceso expor-
tador de las empresas
Una tercera característica importante es que las

firmas que se definen como exportadoras permanen-

CUADRO 9

Chile: Empresas exportadoras por categoría
y por períodos

Período Esporádicas Permanentes Total
N° % N° % N°

1991-1999 16 255 94,1 1 015 5,9 17 270
1992-1999 14 597 92,4 1 198 7,6 15 795
1993-1999 13 016 90,2 1 420 9,8 14 436
1994-1999 11 487 87,3 1 667 12,7 13 154
1995-1999 9 739 83,3 1 949 16,7 11 688
1996-1999 7 897 77,3 2 326 22,7 10 223

Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas del Banco
Central de Chile.

CUADRO 10

Chile: Empresas exportadoras por categoría
y sector, 1991-1999

Sector a Descripción Esporádicas Permanentes
(%) (%)

111-130 Agricultura y pesca 92,3 7,7
220 Cobre y hierro 82,1 18,0
212 Carbón 100,0 0,0
230-240 Otros minerales y piedras 89,0 11,0
311-313 Alimentos, bebidas y tabaco 90,1 9,9
321 Textiles 94,3 5,7
322 Vestuario 97,0 3,0
323 Cuero y calzado 93,7 6,3
331 Maderas, exc. muebles 94,0 6,0
332 Muebles, exc. metálicos 98,7 1,3
341 Papel y celulosa 88,9 11,1
3432 Imprenta y editoriales 94,8 5,2
351 Sustancias y prod. químicos 91,1 8,9
352 Petróleo y derivados 87,1 12,9
361 Productos de caucho 95,7 4,3
362 Productos plásticos 88,5 11,5
369 Barro, loza y vidrio 92,1 7,9
371 Ind. básicas de hierro y acero 93,0 7,0
372 Metales no ferrosos 85,9 14,2
381 Productos metálicos 93,8 6,2
382 Maquinaria no eléctrica 96,8 3,3
383 Maquinaria y aparatos eléctricos 96,7 3,3
384 Material de transporte 99,4 0,6
385 Equipo prof. y científico 96,4 3,6
390 Otras industrias 95,5 4,5
900 Servicios 97,6 2,4

Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas del Banco
Central de Chile.

a Según la Clasificación Industrial Internacional Uniforme de to-
das las actividades económicas (CIIU).

tes presentan mejores indicadores iniciales de desem-
peño exportador que las empresas que exportan esporá-
dicamente.

En el cuadro 11 se muestran los resultados de la
comparación entre ambos grupos de empresas, utilizando
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el período completo 1991-1999 y un período más re-
ciente, el de 1996-1999. Para ambos períodos se cla-
sificaron las empresas exportadoras en esporádicas y
permanentes y luego se realizó una prueba de diferen-
cias de medias para tres indicadores de desempeño
exportador inicial: valor de las exportaciones, merca-
dos de destino y número de productos exportados.

En todos los indicadores analizados, el desempe-
ño inicial de los exportadores permanentes es superior
al de los exportadores esporádicos. Además, en todos
los casos la diferencia de medias es estadísticamente
significativa.

En el período 1991-1999, las empresas exporta-
doras permanentes exportaron en el año inicial (1991),
como promedio, 3,4 millones de dólares más que las
que no se consolidaron en los mercados internaciona-
les. Además, tenían casi tres mercados más de destino
y exportaban tres productos adicionales. Los resulta-
dos son similares si el período de comparación es 1996-
1999, salvo para los productos exportados, en los cua-
les la diferencia entre exportadores permanentes y es-
porádicos se incrementa en aproximadamente tres a
cuatro productos en ambos períodos.

d) El efecto mercado parece no ser importante
El hecho de ser un exportador permanente o un

exportador esporádico podría tener relación con el
mercado donde las empresas envían sus productos. Este
efecto mercado ocurriría si en algunos países se utili-
zaran en mayor medida políticas comerciales protec-
cionistas que perjudicaran la participación de empre-
sas chilenas en los mercados internacionales.

Para analizar este fenómeno, se ha clasificado a
las empresas de acuerdo a los principales mercados de
destino de las exportaciones chilenas. Aunque una
empresa puede exportar a varios países, en este caso
la clasificación se ha hecho de acuerdo con el princi-

pal país de destino de sus exportaciones.7 Según el
cuadro 12, pareciera no existir un fenómeno como el
descrito. Salvo en Japón, donde el porcentaje de fir-
mas exportadoras permanentes es más alto (17,2%), en
el resto de los socios comerciales de Chile existe una
distribución similar entre ambos grupos de empresas.

Se podría argumentar que un porcentaje importan-
te de los exportadores esporádicos surge por el deno-
minado “intercambio fronterizo”, un tipo de comercio
de carácter transitorio y de pequeña magnitud que de-
pende de circunstancias fortuitas, y que no está dado ne-
cesariamente por estrategias empresariales y/o ventajas
comparativas.8 Si esto fuera cierto, la probabilidad de ser
exportador esporádico sería mayor si la empresa expor-
tara mayoritariamente a los países fronterizos o más
cercanos. Efectivamente, el porcentaje de exportadores
chilenos que no se consolidan es mayor entre los que
venden al Mercosur y al resto de los países latinoame-
ricanos, y las diferencias son estadísticamente signifi-
cativas, aunque de poca magnitud.9

e) La evidencia es similar en la industria manufac-
turera
Utilizando información de la ENIA elaborada por el

Instituto Nacional de Estadísticas (INE), para todos los
años comprendidos entre 1990 y 1996, se puede agre-
gar un tercer grupo de empresas, las no exportadoras.

CUADRO 11

Chile: Indicadores de desempeño por categoría de empresas

Variable Permanentes Esporádicas Diferenciaa Permanentes Esporádicas Diferenciaa

1991-1999 1996-1999

Exportacionesb 4,6 1,1 3,4 4,9 1,4 3,5
(2,38) (2,39)

Mercados 4,7 1,8 2,9 4,6 1,6 3,0
(27,86) (27,11)

Productos 7,0 3,9 3,1 7,9 3,6 4,3
(10,02) (12,02)

'a Las cifras entre paréntesis corresponden a estadísticos t de igualdad de medias.
b Medidas en millones de dólares corrientes.

7 Por ejemplo, una empresa que exporta mayoritariamente a Argen-
tina queda clasificada como exportadora al Mercosur.
8 Agradezco este punto a Dominique Hachette.
9 Con el fin de explorar este fenómeno, se estimó un modelo probit
con variable dependiente dicotómica igual a 1 para los exportadores
permanentes, y 0 para el resto (exportadores esporádicos). Como
variable explicativa se incluyó una variable categórica por merca-
do. Los parámetros para el Mercosur y el resto de los países lati-
noamericanos resultaron negativos y significativos, pero señalaron
una diferencia pequeña de sólo 2 a 3 puntos porcentuales.
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CUADRO 12

Mundo: Distribución de empresas exportadoras esporádicas y permanentes en los
socios comerciales de Chile, 1991-1999

Socio comercial Esporádicas Permanentes Total

Unión Europea 2 357 93,3 170 6,7 2 527
Tratado de Libre Comercio de América del Norte 3 009 92,6 241 7,4 3 250
Mercosur 4 668 95,9 202 4,1 4 870
Resto de América Latina 4 905 95,3 240 4,7 5 145
Japón 379 82,8 79 17,2 458
Otros de Asia a 270 93,4 19 6,6 289
Resto del Mundo 667 91,2 64 8,8 731

Total 16 255 94,1 1 015 5,9 17 270

Fuente: Elaboración propia en base a estadísticas del Banco Central de Chile.

a Incluye China, Filipinas, Indonesia, Malasia, República de Corea, Singapur, Tailandia y la provincia china de Taiwán.

CUADRO 13

Chile: Clasificación de las empresas según su estatus
exportador, por sectores
(Porcentajes)

Sector Empresas Exportadoras Exportadoras Exportadoras
no exportadoras esporádicas permanentes esporádicas sobre el

total de exportadoras

Alimentos 77,1 17,4 5,5 76,0
Alimentos forrajeros 59,6 30,3 10,1 75,0
Bebidas 54,5 30,4 15,2 66,7
Tabaco 20,0 80,0 0,0 100,0
Textiles 71,6 22,7 5,7 79,9
Vestuario 79,7 18,6 1,7 91,7
Productos de cuero 63,5 32,4 4,1 88,9
Calzado 70,3 25,2 4,5 84,8
Maderas, exc. muebles 70,6 23,9 5,5 81,2
Muebles, exc. metálicos 85,0 12,4 2,6 82,9
Papel y celulosa 48,5 39,8 11,7 77,4
Imprenta y editoriales 81,3 17,3 1,4 92,3
Productos químicos 48,1 36,8 15,1 70,9
Otros prod. químicos 49,8 37,0 13,2 73,6
Refinerías de petróleo 0,0 0,0 100,0 0,0
Derivados del petróleo 42,9 42,9 14,3 75,0
Productos de caucho 71,1 18,4 10,5 63,6
Productos plásticos 67,3 28,3 4,5 86,4
Cerámica 70,0 16,7 13,3 55,6
Vidrio 47,6 23,8 28,6 45,5
Otros min. no metálicos 89,0 8,6 2,4 78,3
Ind. básicas hierro y acero 64,6 20,8 14,6 58,8
Metales no ferrosos 37,5 41,1 21,4 65,7
Productos metálicos 80,4 16,8 2,8 85,7
Maquinaria no eléctrica 77,9 18,5 3,7 83,3
Maquinaria eléctrica 52,9 38,8 8,2 82,5
Material de transporte 74,6 23,1 2,4 90,7
Equipo prof. y científico 54,5 36,4 9,1 80,0

Total 73,0 21,5 5,6 79,4

Fuente. Elaboración propia sobre la base de información de la ENIA.

En el cuadro 13 se muestra la distribución de las
empresas manufactureras según los tres tipos de estatus
exportador. Las empresas del sector industrial son

mayoritariamente no exportadoras (73%); un 21,5%
corresponde a empresas que exportan esporádicamente,
y sólo un 5,6% se puede calificar de exportadoras
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permanentes. Si consideramos sólo las empresas
exportadoras, casi un 80% corresponde a empresas que
no exportan permanentemente.

Este resultado para la industria manufacturera es
consistente con lo encontrado para el universo de em-
presas exportadoras (véase más atrás el cuadro 9).
Con datos de la ENIA, que no tienen el problema de
incluir empresas importadoras catalogadas como
exportadoras en la información provista por el Ban-
co Central, sigue siendo válido sostener que un por-
centaje mayoritario de firmas exportadoras correspon-
de a aquéllas que no son capaces de mantenerse en
los mercados internacionales. Es decir, el fenómeno
de alta presencia de empresas exportadoras es inde-
pendiente de la base de datos utilizada para la defi-
nición de ambos grupos de empresas y del período
que se habrá de considerar.

Analizando la distribución de empresas por sec-
tores puede inferirse que, salvo algunas excepciones,
el porcentaje mayoritario de empresas exportadoras
corresponde a las de actividad exportadora esporá-
dica.

Existe la posibilidad de que se esté exagerando la
importancia relativa de los exportadores esporádicos,
pues algunos son empresas que no sólo han dejado de
exportar, sino también que han salido del mercado.10

No obstante, si sólo consideramos las empresas que han
permanecido en el mercado los siete años estudiados,
efectivamente se reduce la importancia relativa de las
empresas exportadoras que no se consolidan, aunque
ésta sigue siendo más bien alta.

Tomando las empresas que han permanecido en
el mercado el período completo, en comparación con
la muestra total, se observa que el porcentaje de no
exportadoras se reduce de 73,0% a 64,2%, el de
exportadoras esporádicas aumenta de 21,5% a 23,1%
y el de exportadoras permanentes se eleva a 12,7%.
Esto significa que, aun considerando el grupo de fir-
mas que sobreviven todo el período en estudio, la
mayor parte de las empresas que exportan sólo lo hace
esporádicamente. La principal razón de este predomi-
nio de las exportadoras esporádicas es que las firmas
que han salido del mercado han sido primordialmente
las que no exportaban.

IV
Desempeño comparativo por grupos

de empresas

Diversos trabajos empíricos han confirmado que las
empresas exportadoras muestran mejores característi-
cas que las que venden solamente en el mercado in-
terno. En general, las firmas exportadoras son más
grandes, más productivas, hacen uso más intensivo de
capital y tecnología, y pagan salarios mayores.11

Para evaluar si esto es efectivo en el caso chileno,
se estudian las características de las empresas manufac-
tureras en los tres grupos definidos anteriormente. En
el gráfico 2 se muestran algunos indicadores de tama-
ño, productividad y densidad de capital físico para
empresas no exportadoras, exportadoras esporádicas y
exportadoras permanentes.

10 Agradezco a Bernardita Escobar por este punto.
11 Varios estudios documentan este fenómeno en empresas: por
ejemplo, Bernard y Jensen (1999) para Estados Unidos, Bernard y
Wagner (2001) para Alemania, Isgut (2001) para Colombia, y
Baldwin y Gu (2003) para Canadá.

GRAFICO 2

Chile: Desempeño comparativo
por tipo de empresa
(Índice: Exportadora permanente = 100)

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENIA.
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Los indicadores de tamaño, como ventas y em-
pleo, muestran que las firmas que exportan permanen-
temente son “más grandes” que aquellas que no expor-
tan o que exportan esporádicamente. Las empresas no
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exportadoras y las exportadoras esporádicas tienen
alrededor de 20% y 40%, respectivamente, del tama-
ño de las exportadoras permanentes.

En términos de productividad laboral, medida por
el valor agregado por trabajador y el salario promedio,
las diferencias entre grupos de empresas son también
bastante amplias. Las que exportan permanentemente
son “más productivas” que las que exportan esporádi-
camente, y aún más que las no exportadoras. Estas
diferencias de productividad podrían deberse a las
disparidades en la intensidad con que se hace uso de
capital. Se puede apreciar en el gráfico 2 que las expor-
tadoras permanentes hacen uso más intensivo de capi-
tal que las exportadoras esporádicas y que las no
exportadoras.

Siguiendo a Bernard y Jensen (1999),12 para ve-
rificar si las exportadoras permanentes muestran un
desempeño significativamente superior al resto utili-
zando un grupo más amplio de indicadores, se proce-
de a estimar lo siguiente:

Yit = α0 + α1Di
ES + α2Di

p + α3Zit + εit

donde Y es alguna variable característica de la empre-
sa (medida en logaritmo), DES es una variable categó-
rica si la empresa exporta esporádicamente, Dp es una
variable categórica si la empresa exporta permanente-
mente, Z es un vector de variables de control, como
año y sector productivo, i denota la empresa y t el año.
Al incluir una variable categórica por sector, se pro-
cede a comparar las empresas, considerando las dife-
rencias asociadas al sector al que pertenecen. Es de-
cir, dentro de un mismo sector se analiza si las empre-
sas exportadoras muestran mejores características que
las no exportadoras. Los sectores corresponden a la
Clasificación Industrial Internacional Uniforme de to-
das las actividades económicas (CIIU), a tres dígitos.

Si α1 es positivo, podemos inferir que las empre-
sas exportadoras esporádicas muestran un mejor des-
empeño que las no exportadoras. Análogamente, si α2
es positivo y mayor que α1, entonces las empresas que
exportan permanentemente tienen características supe-
riores a las exportadoras esporádicas y a las no exporta-
doras.

Los resultados de las estimaciones se pueden
apreciar en el cuadro 14. En la segunda columna de
este cuadro se muestra el parámetro asociado a la va-

riable que identifica a las empresas esporádicas (α1),
y en la tercera, el parámetro de la variable que identi-
fica a las exportadoras permanentes (α2). En la última
columna se presenta la diferencia entre ambos
parámetros (α2-α1). Esta diferencia puede interpretarse
como una especie de “premio” por avanzar en la con-
solidación exportadora, pasando de la exportación es-
porádica a la permanente.

De acuerdo con los resultados de las estimacio-
nes, el parámetro α1 es siempre positivo y significati-
vo, lo que permite inferir que el desempeño de las
empresas exportadoras esporádicas es superior al de las
no exportadoras. En términos de tamaño, las primeras
utilizan casi el doble de trabajadores y generan aproxi-
madamente dos a tres veces más valor agregado, valor
bruto de producción y ventas. Su acervo de capital es

12 A diferencia del presente trabajo, estos autores aplican la meto-
dología a sólo dos grupos de empresas, las exportadoras y las no
exportadoras.

CUADRO 14

Chile: Comparación de características por
grupos de empresasab

(Promedio 1990-1996)

Variable Exportadoras Exportadoras Diferencia
esporádicas permanentes

Empleo total 0,92 1,78 0,86
(79,07) (99,13)

Valor agregado 1,38 2,70 1,32
(77,96) (97,97)

Ventas 1,37 2,65 1,28
(78,78) (99,17)

Valor bruto 1,33 2,57 1,24
(7,65) (98,18)

Acervo de capital 1,59 3,01 1,42
(70,14) (90,97)

Valor agregado por trabajador 0,47 0,92 0,47
(40,51) (51,15)

Valor bruto por trabajador 0,41 0,78 0,37
(38,38) (47,44)

Ventas por trabajador 0,43 0,85 0,42
(37,66) (47,89)

Salario promedio 0,32 0,62 0,30
(45,80) (58,17)

Salario promedio empleados 0,45 0,82 0,37
(50,30) (59,46)

Salario promedio obreros 0,20 0,43 0,23
(30,53) (42,15)

Capital por trabajador 0,69 1,24 0,55
(42,54) (50,04)

Participación de calificados 0,09 0,20 0,11
en el empleo total (9,12) (13,58)
Gasto en licencias de venta 0,06 0,11 0,05c

(2,11) (2,48)

a Las cifras entre paréntesis corresponden a estadísticos t.
b En el cuadro no se incluyen los parámetros del término constante

ni las variables categóricas por sectores productivos.
c No significativa al 5%.
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2,6 veces el de una firma no exportadora. Su produc-
tividad laboral, medida a través del valor agregado por
trabajador, el valor bruto por trabajador o las ventas
por trabajador, es 40% a 50% mayor que la producti-
vidad de las empresas no exportadoras, lo que, como
era de esperar, les permite pagar salarios un 32% más
altos en promedio (45% en el caso de los empleados y
20% en el de los obreros). El hecho de que la producti-
vidad de las exportadoras esporádicas sea más alta que
la de las empresas no exportadoras podría deberse a

que las primeras cuentan con mayor capital por traba-
jador (69% más), y con una mayor densidad de capi-
tal humano. La participación de los empleados (califi-
cados) en el empleo total es un 9% más alta. Finalmen-
te, existen también importantes diferencias en la den-
sidad tecnológica. Las exportadoras esporádicas tienen
un gasto en licencias de venta que es 0,06 puntos por-
centuales mayor que el de las no exportadoras.

La comparación entre empresas exportadoras
muestra que las exportadoras permanentes tienen me-
jores características que las exportadoras esporádicas.
Las estimaciones indican que el parámetro α2 es posi-
tivo, significativo y mayor que α1. Las empresas que
exportan permanentemente generan 86% más empleo
y entre 120% y 130% más producción y ventas que las
exportadoras esporádicas; además, son entre 40% y 50%
más productivas, y pagan salarios entre 20% y 40% más
altos. Su capital por trabajador es casi 60% superior y
la densidad de capital humano en ellas es 11% mayor.
En esta comparación no se observan disparidades
estadísticamente significativas en el gasto en licencias
entre exportadoras esporádicas y permanentes.

Las diferencias entre los grupos de empresas exa-
minados, como se mostró previamente al comparar las
variables relativas al desempeño exportador inicial, son
también evidentes al inicio del período, y no sólo al
considerar el promedio de los años considerados. En
el cuadro 15 se puede apreciar que, según la mayoría
de los indicadores, ya en 1990 las empresas que ex-
portaban permanentemente tenían un mejor desempe-
ño que las exportadoras esporádicas y que las no
exportadoras.13 Estos resultados sugieren que existe una
correlación positiva entre el desempeño de las firmas
y su estatus exportador. Las empresas que se consoli-
dan en los mercados internacionales son aquellas que
presentan mayor productividad, tienen un tamaño su-
perior, cuentan con más capital físico y humano, y
pueden pagar salarios más altos.

13 La diferencia con la estimación anterior es que no se incluye la
variable categórica por año, sino que todas las variables bajo com-
paración están medidas en el año inicial.

CUADRO 15

Chile: Comparación de características
iniciales por grupos de empresas
exportadorasab

Variable Exportadoras Exportadoras Diferencia
esporádicas permanentes

Empleo total 0,89 1,73 0,84
(26,8) (35,9)

Valor agregado 1,41 2,68 1,27
(27,5) (36,0)

Ventas 1,37 2,59 1,22
(28,5) (37,0)

Valor bruto 1,30 2,48 1,18
(27,6) (36,0)

Acervo de capital 1,53 2,91 1,38
(25,3) (33,1)

Valor agregado por trabajador 0,52 0,95 0,43
(15,5) (19,4)

Valor bruto por trabajador 0,42 0,75 0,33
(14,1) (17,3)

Ventas por trabajador 0,47 0,84 0,37
(14,6) (18,0)

Salario promedio  0,34 0,64 0,30
(17,2) (22,4)

Salario promedio empleados 0,50 0,90 0,40
(19,1) (23,6)

Salario promedio obreros 0,22 0,43 0,21
(11,8) (16,1)

Capital por trabajador 0,67 1,21 0,54
(14,7) (18,4)

Participación de calificados 0,09 0,19 0,10
en empleo total (3,6) (5,1)
Gasto en licencias de venta 0,05 0,09  0,04c

(2,1) (2,8)

a Las cifras entre paréntesis corresponden a estadísticos t.
b En el cuadro no se incluyen los parámetros del término constante

ni las variables categóricas por sectores productivos.
c No significativa al 5%.
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V
Conclusiones

El desempeño exportador chileno desde mediados del
decenio de 1980 ha sido particularmente exitoso, ex-
hibiendo un fuerte crecimiento de las exportaciones y
una tendencia hacia una mayor diversificación de ellas.
No obstante, como se ha visto en las secciones prece-
dentes, el sector externo está aún fuertemente concen-
trado en un número reducido de mercados, productos
y empresas. Esto pone de manifiesto la existencia de
una serie de desafíos que deberán superarse para ge-
nerar una estructura de exportaciones mucho más
diversificada y, por lo mismo, menos expuesta a las
fluctuaciones internacionales.

En este trabajo hemos analizado uno de los aspec-
tos que pueden entregar antecedentes importantes para
mejorar la inserción internacional de la economía chi-
lena. Hemos hecho hincapié fundamentalmente en el
comportamiento exportador de las empresas, con mi-
ras a identificar algunos de sus hechos estilizados y
teniendo como acicate la existencia de un grupo con-
siderable de firmas que no logran exportar permanen-
temente. En concordancia con la evidencia presenta-
da, este problema de baja persistencia en la exporta-
ción está presente en la mayoría de los sectores expor-
tadores, y es independiente del período bajo estudio y
las fuentes de información utilizadas.

¿Por qué esto podría ser importante? Como se ha
expuesto en este artículo, las empresas que exportan
permanentemente lo hacen a más mercados y venden
más productos en los mercados internacionales. A

medida que nuevas firmas logren consolidarse como
exportadoras, mayores serán las posibilidades de acre-
centar la diversificación de las exportaciones chilenas.

Un segundo aspecto que surge de este estudio es
el de las considerables diferencias que existen entre
tipos de empresas. En general, y esto es consistente con
una serie de estudios en otras economías, las empre-
sas exportadoras exhiben mejores indicadores que las
no exportadoras, en términos de tamaño, productivi-
dad, calificación de la mano de obra o innovación tec-
nológica. En este trabajo no sólo encontramos que ta-
les diferencias existen en el caso chileno, sino también
que hay diferencias importantes entre tipos de empre-
sas exportadoras.

Aunque la evidencia presentada está lejos de re-
presentar una relación causal, estos hallazgos son con-
sistentes con la idea de que el desempeño exportador
está fuertemente relacionado con ciertas características
de las empresas; en otras palabras, son sólo las “bue-
nas” empresas las que logran exportar y permanecer
en los mercados internacionales. Así, al formular po-
líticas tendientes a mejorar la inserción internacional
de la economía chilena es preciso tener presente que
ciertas características de las empresas, como la produc-
tividad, el capital humano y la innovación tecnológi-
ca, son factores decisivos para el futuro éxito en la
actividad exportadora, y que el mejoramiento de estas
variables es condición necesaria para elevar el desem-
peño exportador.
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I
Introducción

Hay creciente acuerdo en que la heterogeneidad de las
empresas de los países en desarrollo tiene importantes
efectos. Este trabajo postula que el análisis de los nive-
les de las capacidades tecnológicas de las empresas
aporta elementos para comprender los orígenes de las
diferencias que ellas presentan. Tales diferencias desem-
peñan un papel central en la teoría del proceso evoluti-
vo, que destaca la trascendencia del aprendizaje en la
generación de cambio técnico (Nelson y Winter, 1982).
Según dicha teoría, los individuos, las empresas y las
economías nacionales crearán riqueza y lograrán tener
acceso a la riqueza de acuerdo con su capacidad de
aprendizaje (Lundvall, 1992). Se cuestiona en ella la
visión simplista que reduce el significado de la tecno-
logía a máquinas o manuales que indican los pasos que
han de seguirse. Por el contrario, la tecnología impli-
ca ante todo transmisión de conocimiento entre distin-
tos agentes; se caracteriza por tener componentes tá-
citos de conocimiento específico tanto de las personas
como de las prácticas internas de la empresa que la
genera; y se desarrolla a partir de los procedimientos
de búsqueda y aprendizaje para mejorar la eficiencia
productiva, generar nuevos productos e introducir mé-
todos de organización. En oposición a los enfoques
tradicionales, se señala que el desarrollo tecnológico
industrial no debe verse como un proceso que sólo se
puede promover por medio de la inversión en nuevos
equipos y la compra de tecnología importada. Para que
la tecnología pueda ser asimilada, bien operada y
mejorada, las empresas deben realizar inversiones y
acciones deliberadas de aprendizaje tecnológico. Por lo
tanto, no basta con comprar máquinas o contratar trans-
ferencia de tecnología para reducir la brecha tecnológi-
ca internacional. Las empresas deben investigar la tec-
nología, entenderla y documentarla para asimilarla y
mejorarla.

En el mismo sentido, Bell y Pavitt (1993) ponen
en duda la distinción entre innovación y difusión. Se-
ñalan que la difusión implica mucho más que la ad-
quisición de maquinaria y el conocimiento técnico
conexo, pues significa también cambio técnico conti-
nuo y a menudo incremental, para adecuarse a situa-
ciones específicas y alcanzar mejores estándares de
desempeño. Distinguen tres etapas en la dinámica del
cambio técnico en los países en desarrollo: en la pri-

mera se adopta tecnología con la incorporación de
nuevas instalaciones y se adapta o mejora la tecnolo-
gía original para adecuarla a la situación específica; en
la segunda se busca elevar la eficiencia inicial y se
modifica la tecnología para responder a los cambios en
los mercados de insumos y productos. Las dos etapas
descritas requieren una continua acumulación de cono-
cimiento y habilidades. En la tercera etapa, las empre-
sas pueden basarse en el conocimiento, la experiencia
y las nuevas destrezas adquiridas para introducir un
cambio técnico más sustancial. Los autores citados
definen las capacidades tecnológicas como las habili-
dades necesarias para generar y administrar el cambio
técnico, que incluyen destrezas, conocimientos y ex-
periencias distintas de las requeridas para operar los
sistemas técnicos.

 Numerosos estudios muestran que la capacidad
de aprendizaje y la acumulación de capacidades tec-
nológicas están detrás de la competitividad de los paí-
ses altamente desarrollados (Lundvall, 1992). Asimis-
mo, se ha comprobado que el éxito exportador de las
empresas sudasiáticas, particularmente coreanas y
taiwanesas, se ha debido no sólo a esquemas de polí-
ticas de mercado o importación de tecnología, sino
también al hecho de que éstos fueron acompañados por
un conjunto de acciones estratégicas destinado a incre-
mentar la capacidad de aprendizaje de esas empresas
(Pack y Westphal, 1986; Fransman, 1984; Amsden,
1992). Respecto del caso latinoamericano existen ya
varios estudios que muestran, para algunos sectores in-
dustriales, las modalidades de aprendizaje tecnológico
de las empresas y sus efectos en la modernización (Katz,
1997 y 1987). Por su parte, Cimoli (2000) analizó di-
versos aspectos del sistema nacional de innovación en
la industria mexicana.

La evidencia proporcionada por estos trabajos es
valiosa, ya que ellos examinaron por primera vez las
condiciones necesarias para la innovación desde una
perspectiva sistémica, rica en detalles. Gracias a ellos
se cuenta con un diagnóstico de las empresas que más
influyen en la economía y que constituyen uno de los
pilares del sistema nacional de innovación. Sin embar-
go, aunque hay estudios sobre la construcción de
indicadores con distintas fuentes y metodología, el
avance ha sido menor en la construcción de indicadores
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por empresa que provengan de una muestra de tamaño
significativo; de esta manera se podría esclarecer en for-
ma precisa el nivel de acumulación de las capacidades
tecnológicas.1 Estos indicadores de las capacidades tec-
nológicas de las empresas pueden contribuir a estable-
cer, en forma más fina que en los estudios de casos,
los factores que subyacen las diferencias entre empre-
sas y los efectos que ellos tienen en su desempeño.

Este trabajo aspira a avanzar por el mismo cau-
ce, es decir, a elaborar indicadores que permitan me-
dir las capacidades tecnológicas en la industria
mexicana.2 El propósito es dilucidar las actividades de
aprendizaje que más inciden en la capacidad para ad-
ministrar y generar el cambio técnico en las empresas
manufactureras mexicanas. El reto radica en la dificul-
tad de captar en toda su complejidad el concepto de
capacidades tecnológicas, que abarca muchos aspectos.
Esto lleva a utilizar algún método para avanzar hacia
su relativa simplificación. Creemos que la técnica es-
tadística apropiada es el análisis factorial, que puede
representar relaciones entre conjuntos de variables
interrelacionadas y explicar conceptos complejos sin

imponer previamente una estructura. La finalidad es
proveer herramientas para el análisis de las capacida-
des tecnológicas por medio de uno o varios índices, a
partir de los aportes de Bell y Pavitt (1992) y de Lall
(1992).3

Un segundo objetivo de esta investigación es iden-
tificar grupos de empresas por niveles de capacidades
tecnológicas, con la intención de analizar hasta qué
punto los niveles de cada grupo se relacionan con di-
ferencias significativas en el desempeño.

Este trabajo consta de cinco secciones. Tras esta
introducción (sección I), se hace una somera revisión
de estudios recientes sobre la construcción de índices
tecnológicos (sección II). Se describe la metodología
que se utilizó para elaborar los índices de capacidades
tecnológicas (sección III). Se analizan dichos índices,
así como las características de los grupos de empresas
industriales que se elaboraron sobre la base de los ín-
dices calculados, y se presentan algunas medidas de
desempeño de grupos con distintos niveles de capaci-
dades tecnológicas (sección IV). Por último, en la sec-
ción V se presentan las conclusiones.

1 Autores como Tremblay (1998) y Romijn (1999) han hecho pre-
sente la necesidad de indicadores robustos.
2 Agradecemos la participación del Instituto Nacional de Estadísti-
ca, Geografía e Informática (INEGI) en la estimación por estableci-
miento.

3 Véase una explicación más detallada del análisis factorial en la
sección III.

II
Construcción de indicadores o índices

tecnológicos: contribuciones recientes

En esta sección pasamos revista a algunos de los estu-
dios más influyentes sobre el tema. En ellos se encuen-
tran distintas formas de cuantificar las capacidades
tecnológicas de las empresas, así como estimaciones
de índices compuestos. Buena parte de esos estudios
utiliza las aportaciones de Bell y Pavitt (1992) y, en
especial, la taxonomía de Lall (1992), quien sugiere
formas de clasificar las capacidades tecnológicas de-
sarrolladas por la empresa con el fin de asimilar, adap-
tar y mejorar la tecnología adquirida. La taxonomía
mencionada distingue capacidades de inversión, de
producción y de vinculación. Para Lall, las capacida-
des de inversión son las habilidades necesarias para

identificar, preparar y obtener tecnología para el dise-
ño, la construcción, el equipamiento y el personal de
un nuevo proyecto. Los costos de capital del proyecto
dependen de la escala de producción, la composición
del conjunto de bienes producidos, la selección de tec-
nología y la comprensión que tenga la empresa de las
tecnologías involucradas. Las capacidades de produc-
ción van desde las habilidades básicas (control de ca-
lidad, operación, mantenimiento) hasta las más avan-
zadas (adaptación, mejora) y las más exigentes (inves-
tigación, diseño, innovación). Estas habilidades permi-
ten no sólo operar y mejorar tecnologías, sino también
efectuar esfuerzos internos para absorber o imitar la
tecnología comprada a otras empresas. Las capacida-
des de vinculación son las habilidades necesarias para
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el intercambio de información, tecnología y destrezas
entre empresas (proveedores, subcontratistas, consul-
tores, instituciones tecnológicas); influyen tanto en la
eficiencia productiva de la empresa como en la difu-
sión de la tecnología en la industria, y pueden desa-
rrollarse en distintos niveles. En el nivel primario la
empresa adquiere habilidades básicas, en el nivel me-
dio alcanza habilidades secundarias (es decir, de imi-
tación) y en el nivel más elevado logra las habilidades
innovativas más altas.

Algunas investigaciones que buscan identificar las
fuentes de aprendizaje y las actividades tecnológicas
de las empresas se basan en encuestas realizadas es-
pecialmente con este objeto, y otras en estadísticas
oficiales. En el primer grupo destacan los trabajos si-
guientes: Westphal, Kritayakirana y otros (1990), rea-
lizado con una muestra de 100 empresas tailandesas;
Lall y otros (1994), con el caso de cuatro industrias en
Ghana; Romijn (1999), centrado en la industria
pakistaní de bienes de capital; Wignaraja (2001), con
una muestra de empresas textiles y del vestido en las
islas Mauricio, y Tremblay (1998), basado en una
muestra de la industria papelera canadiense. La com-
plejidad de los aspectos analizados en la construcción
del índice es distinta en cada estudio.

 Romijn (1999), por ejemplo, mide las capacida-
des tecnológicas en función del grado de complejidad
involucrado en la fabricación de los bienes pertinen-
tes, basando su enfoque en los mecanismos de apren-
dizaje de la industria metalmecánica a pequeña esca-
la. Señala que la “diversificación hacia arriba” en esta
industria ocurre mediante un proceso de aprendizaje
por imitación de diseños y reproducción de bienes de
fabricación cada vez más compleja, de forma tal que
en un mismo parque de maquinaria y equipos es posi-
ble fabricar productos distintos, con diferentes grados
de complejidad, dependiendo del nivel técnico de las
operaciones realizadas; por lo tanto, la manufactura de
los distintos productos elaborados con un mismo par-
que de maquinaria puede requerir diferentes grados de
habilidades. Asimismo, en el trabajo citado se desarro-
lla un indicador de capacidad de producción, más que
de innovación o de inversión; se reúne una muestra de
50 productos de la industria local; se diseña un siste-
ma para identificar el nivel de capacidad de produc-
ción incorporado en cada bien, y se otorga una califi-
cación al grado de complejidad tecnológica (habilida-
des y conocimiento) de cada una de las operaciones
necesarias para fabricar el producto.

El índice tecnológico de Wignaraja (1998 y 2001)
retoma la taxonomía de Lall, pero se estima a partir

de dos capacidades tecnológicas, las de producción y
las de vinculación, debido a la falta de datos para las
de inversión. Examina 40 empresas de la industria del
vestido por medio de una encuesta. La categoría de
capacidades de producción está representada en el sis-
tema de puntajes por diez actividades técnicas que van
desde las tareas comunes de la ingeniería de procesos
(tasas de rechazo, estatus según las normas de calidad
de los productos industriales —ISO 9000—) a las de
ingeniería de producto (copiado, mejora o introducción
de nuevos productos). El incremento de la productivi-
dad también se incluyó en esta categoría. La categoría
de capacidades de vinculación está representada por
dos actividades técnicas: la transferencia de tecnolo-
gía a través de subcontratistas y aquélla por contacto
con empresas clientes del extranjero. Cada una de las
12 actividades técnicas que se han mencionado puede
ser calificada en distintos niveles, que a su vez refle-
jan niveles de competencia diferentes en esa capaci-
dad. Así, la posición que ocupe la empresa dependerá
del total de puntos que logre de un puntaje máximo de
24, resultado que se normaliza entre 0 y 1.

Por último, Tremblay (1998) mide las capacida-
des tecnológicas4 de la industria papelera de Canadá y
de India, para examinar la asociación de dichas capa-
cidades con la productividad total de los factores.
Cuestiona que en otros estudios no se haya distingui-
do entre capacidades tecnológicas y de producción, lo
que resulta en una visión estrecha de su composición,
particularmente en el trabajo de Romijn. Asimismo,
Tremblay examina la importancia asignada a las capa-
cidades tecnológicas de los recursos humanos y el
descuido de ellas en la estructura de grupos y en la
organización en la que los individuos trabajan. Por
último, señala que la mayoría de los estudios no incluye
las capacidades de generación ni mediciones del cam-
bio técnico. En la investigación de Tremblay los re-
cursos humanos, las habilidades o el capital humano
fueron evaluados por aspectos formales, como el nú-
mero de empleados que se dedican a actividades téc-
nicas y su nivel educativo (en función de tener al
menos un grado de licenciatura). Se usaron dos tasas:
el número de licenciados como proporción del total de
la fuerza de trabajo y el total de licenciados como pro-
porción de las ventas. Utilizando una escala de Likert,

4 En América Latina ha habido intentos de efectuar mediciones de
este tipo en Colombia, donde se ha realizado la Encuesta sobre
Desarrollo Tecnológico en la Industria Colombiana. Sin embargo,
a la fecha de este trabajo no se encontraron resultados en términos
de medición de las capacidades tecnológicas.
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los esfuerzos de cambio (o el compromiso organiza-
cional con el cambio) se midieron con cuatro variables:
escala, intensidad, rol y responsabilidad. La variable
escala evaluó la relación entre el número de individuos
comprometidos en el cambio y el total de individuos
empleados. La variable intensidad evaluó la frecuen-
cia con que se realizaron las actividades de generación
de cambio técnico. La variable rol fue definida por el
tipo de actividades realizadas (resolución de problemas,
ejecución, generación). Finalmente la variable respon-
sabilidad evaluó el compromiso con el cambio de cada
miembro de la organización.

Hay otros estudios que utilizan información cen-
sal o estadísticas oficiales. Tal es el caso del trabajo de
Yan Aw y Batra (1998) sobre la industria taiwanesa.
Dichos autores utilizan características específicas de las
empresas, como las actividades de investigación y
desarrollo y la capacitación en la planta, para cuantifi-
car sus esfuerzos por asimilar la tecnología adquirida.
Consideran que también son fuentes de conocimiento
otras variables, como la presencia de inversión extran-
jera directa, el uso de patentes extranjeras y el contac-
to con clientes internacionales por medio de las expor-
taciones. Introducen estas características en una fun-
ción de producción de frontera, para analizar de ma-
nera consistente la correlación entre la eficiencia de una
empresa y sus inversiones en investigación y desarro-
llo, capacitación y vinculación internacional. En el
estudio que estamos analizando se reconoce la eviden-
cia ofrecida por Westphal, Rhee y Pursell (1984) so-
bre la importancia de los clientes extranjeros en la
transferencia de tecnología. Yan Aw y Batra suponen
que esta adquisición de conocimiento técnico se efec-
túa a través de las exportaciones. De esta manera, más
que estimar un índice compuesto, realizan el análisis

en dos pasos. Distinguen dos grupos de empresas, las
exportadoras y las que no exportan, y posteriormente
estiman funciones de producción de frontera para unas
y otras con el fin de evaluar la contribución a la efi-
ciencia de las distintas actividades de aprendizaje.

Por último, Dutrenit y Capdevielle (1993) exami-
nan la evolución de la manufactura, utilizando la clasi-
ficación de trayectorias tecnológicas de Pavitt (1984),
que incluye una evaluación de las capacidades tecnoló-
gicas de las empresas. Para ello utilizan tres variables:
las remuneraciones medias (como aproximación a la
tecnología de habilidades), la inversión en maquinaria
y equipo (como aproximación a la tecnología dura) y
la investigación y desarrollo (como aproximación a la
tecnología blanda).

Los trabajos que hemos analizado enfrentaron,
como bien se señala en ellos, enormes dificultades de
información para construir sus índices de capacidades,
y se llevaron a cabo en gran medida mediante aproxi-
maciones. Nuestro estudio intenta, en la medida en que
se disponga de información, seguir de cerca la taxo-
nomía propuesta por Lall (1992).

Nuestra tarea será simplificar la vasta gama de
indicadores de la Encuesta Nacional de Empleo, Sala-
rios, Tecnología y Capacitación (ENESTYC)5 para llegar
a un número de indicadores más pequeño, pero repre-
sentativo. Dicha encuesta proporciona un número de
variables cuya importancia para la formación de capa-
cidades tecnológicas es incierta. Estimar un índice
compuesto otorgando la misma ponderación a todas
ellas nos parece incorrecto. Al mismo tiempo, ponde-
rarlas subjetivamente sin tener otra evidencia tampo-
co parece aceptable. Como se señaló al comienzo, con-
sideramos que la técnica estadística apropiada es en
este caso el análisis factorial.

III
Metodología y fuentes de información

Toda medida requiere un instrumento y un estándar
convenido. La variable producción se mide en tonela-
das o unidades, la rentabilidad en porcentaje sobre el
capital invertido, el costo en unidades monetarias. Las
variables que utilizamos en este estudio no se pueden
medir de esa manera, ya que por su complejidad con-
ceptual no son observables de manera directa y única.
El reto es considerable, sin embargo, es posible
aproximarse a las capacidades tecnológicas mediante

la construcción de variables que sí se pueden observar
de manera directa.

La metodología que se aplica en este estudio co-
rresponde a un análisis multivariado. Las técnicas
multivariadas consideradas en un primer momento

5 Que efectúa el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e In-
formática (INEGI) de México.
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fueron las de componentes principales o las de análi-
sis factorial. En tanto que las técnicas de componen-
tes principales son más adecuadas para derivar un
conjunto pequeño de combinaciones lineales de las
variables originales que dé cuenta del total de la
varianza, las técnicas de análisis factorial pueden ser-
vir mejor para hacer distinciones cualitativas
(Schilderinck, 1970; Tabachnick y Fidell, 2001). De
ahí que se decidiera utilizar el análisis factorial.

Un factor es una dimensión cualitativa en un eje
de coordinadas: define la forma en que las entidades
difieren, así como el tamaño de un objeto o su sabor
define una dimensión cualitativa. El análisis factorial da
una estructura dimensional a los datos, en el sentido de
indicar las características comunes presentes en ellos.

En dicho análisis se especifica un modelo formal
que describe cada variable mediante unos pocos facto-
res no observables comunes y un factor latente único.

Este último se basa en el supuesto de que hay un
número de factores causales que dan lugar a diversas
relaciones entre las variables. Otros nombres para es-
tos factores son los de componentes, condicionantes o
dimensiones. Su número es considerablemente menor
que el número de relaciones. En otras palabras, el
análisis factorial descubre dimensiones comunes, o
factores que las entrelazan por medio de variables en
apariencia no relacionadas; por lo tanto, da luces so-
bre la estructura subyacente de los datos.

El gran número de variables involucradas en la
construcción de los índices de capacidades tecnoló-
gicas dificulta el análisis y la deducción de conclu-
siones para elaborar tales índices. Con el análisis
factorial esperamos encontrar un número reducido de
variables que expresen los principales elementos
condicionantes del aprendizaje en la industria manu-
facturera mexicana.

Formalmente, el análisis factorial apunta a la se-
lección de un número pequeño de factores comunes
que reconstruyen un gran número de variables:

Z F a eij ip pj ij
p

h
= +

=
∑

1

donde
Z = las variables observadas
F = los factores comunes no observables directamen-

te de Z
e = el factor único análogo al residuo en el análisis

de regresión
a = las constantes que se utilizan para combinar los k

factores o coeficientes de carga. Estos coeficien-
tes indican el peso que se le asigna a cada factor.

Los factores se pueden inferir de las variables
observadas y se pueden estimar como una combinación
lineal de ellas de la siguiente manera:
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donde
F = el valor del factor
q = el coeficiente de carga
Z = las variables observadas.

La expresión anterior muestra la presencia de
patrones de movimiento comunes entre dos o más de
las variables en examen. Estos patrones se expresan en
coeficientes llamados cargas factoriales que indican en
qué medida las varianzas de las variables en cuestión
están representadas en este coeficiente por un factor.
A su vez, este factor es común a las variables que
forman parte de un patrón específico de movimiento
(Schilderinck, 1970).

1. Las fuentes de información

En este estudio se utilizaron dos fuentes: la ENESTYC y
la Encuesta Industrial Anual (EIA).6 La ENESTYC contiene
información, representativa a escala nacional, sobre las
características tecnológicas y de organización produc-
tiva, el nivel y tipo de empleo generado, la estructura
ocupacional, las remuneraciones y la capacitación de
las empresas manufactureras. Su base de datos cubre
8.181 establecimientos. Considera la totalidad de las
empresas grandes y medianas, y una muestra aleatoria
de las empresas pequeñas y microempresas. Por su
parte, la EIA abarca 6.675 establecimientos que cubren
200 clases industriales. Proporciona información esta-
dística sobre el comportamiento de las principales
variables económicas del sector manufacturero: entre
otras, personal ocupado, remuneraciones, costos y
gastos corrientes de operación, energía eléctrica, pro-
ducción y ventas netas, y activos.

Las variables referentes a la medición de las ca-
pacidades tecnológicas se obtuvieron de la ENESTYC de
1999. Esta encuesta consta de 115 preguntas con alre-
dedor de 570 opciones de respuestas. De ellas se se-
leccionaron inicialmente 50 preguntas con sus opcio-
nes de respuestas, que se aproximan a las capacidades
identificadas por Lall (1992). Sobre esta base se cons-
truyeron 26 variables relacionadas con la inversión, la

6 Como la ENESTYC, la EIA es llevada a cabo por el INEGI.
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producción y la vinculación entre empresas e institu-
ciones.

Las variables de aprendizaje e inversión en la
empresa son las cinco siguientes: compra de paquetes
tecnológicos o transferencia de tecnología desde la
empresa matriz, inversiones en tecnología administra-
tiva, inversiones en ingeniería básica, inversiones en
patentes y política de reclutamiento de personal.

Para las acciones de cambio en la esfera de la
producción se consideraron las siguientes variables:
i) investigación y desarrollo, ii) mejoras de la orga-
nización, iii) avance en la certificación de la calidad,
iv) existencia de mantenimiento preventivo y predictivo,
v) presencia de documentación de prácticas y normas,
vi) introducción de nuevas tecnologías, vii) asesoría téc-
nica, y viii) intensidad de la capacitación de personal
en los cuatro niveles de empleo: personal directivo, em-
pleados, obreros especializados y obreros generales.

Las actividades de vinculación entre empresas se
captaron en cinco variables: i) ventas o compras, ii) in-
vestigación y desarrollo, iii) capacitación, iv) utiliza-
ción y adquisición de maquinaria y equipos, y v) ac-
ciones de vinculación con universidades u otras insti-
tuciones.

Por último, siguiendo el análisis de Yan Aw y
Batra (1998) de las capacidades tecnológicas en la
industria taiwanesa, se tomó a las exportaciones de la
empresa como variable sustitutiva de la información
tecnológica proveniente de clientes del exterior. Esto
puede aplicarse a cierto tipo de empresas, como las que
fabrican partes y componentes, las que utilizan fran-
quicias o las de maquila,7 pero no puede hacerse ex-
tensivo a todas las empresas que exportan. Considera-
mos importante incluir esta variable para completar los
indicadores sobre las capacidades de vinculación.

Las variables relacionadas con las características
de la estructura o dinámica industrial se construyeron
con información de la EIA para los años comprendidos
entre 1993 y 1998. Estas variables se reflejan en los

indicadores siguientes: la productividad factorial y la-
boral, el tamaño medio del establecimiento, y la parti-
cipación de inversión extranjera directa en el capital
del establecimiento y en la producción bruta.

Se construyó una muestra con información cru-
zada de ambas encuestas, identificando en total 1.818
establecimientos. El 73% son empresas medianas (en-
tre 100 y 500 empleados), de las cuales 265 tienen
capital extranjero. Este grupo contribuye con el 34%
del producto bruto, 15% de las exportaciones y 45%
del personal ocupado de la muestra. Los establecimien-
tos grandes (más de 500 empleados) son 371, de los
cuales 115 tienen capital extranjero. Este conjunto
aporta el 65% del producto bruto, 84% de las exporta-
ciones y 53% del personal ocupado de la muestra.
Como se ve, en la muestra están bien representados los
establecimientos medianos y grandes, pero no los de
menor tamaño.

Buena parte de las variables son de naturaleza
binaria, debido a que así se capturaron en la encuesta.
Algunas de ellas abarcaban varios aspectos. Por ejem-
plo, la variable organización correspondía a la pregunta
sobre la posible adopción de cambios en la empresa,
como un sistema de producción sincronizado con la
demanda (“justo a tiempo”), la rotación de puestos de
trabajo, modificaciones en la disposición de las insta-
laciones y otros. La respuesta positiva en cada uno de
estos aspectos valía un punto. Mientras más cambios
informaba la empresa, más puntos obtenía con esta
variable. Las variables que se capturaron en forma
cuantitativa se estimaron como porcentajes y se les
asignaron rangos.8

Para llegar a los resultados se hicieron varios ejer-
cicios de análisis factorial, que permitieron eliminar
aquellas variables con cargas factoriales muy bajas
dentro de sus respectivos factores. Las variables eli-
minadas fueron la inversión en tecnología administra-
tiva, ingeniería básica y asistencia técnica; la inversión
en el uso de patentes, y las diversas actividades de
vinculación (exceptuando el contacto con clientes ex-
tranjeros mediante las exportaciones, la relación con
universidades y centros de investigación, la subcontra-
tación y las actividades conjuntas entre empresas).

7 Entre las industrias cuyas exportaciones implican una relación
directa con el cliente, que son en gran parte las de maquila, cabe
mencionar las que fabrican partes y componentes de vehículos au-
tomotores, electrodomésticos y computadores. Sin embargo, en otras
industrias es frecuente que, para fines de comercialización, se esta-
blezcan alianzas estratégicas con empresas extranjeras que cum-
plen con la función de transferir conocimientos.

8 Véase más detalles sobre la construcción de variables en el apén-
dice A.
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IV
Resultados

1. Estimación de los índices de capacidades tec-
nológicas

El resultado del análisis factorial realizado con las
variables descritas se presenta en el cuadro 1. En él se
identificaron cuatro factores (columnas A, B, C y D)
con un valor característico mayor que uno. El método
de rotación utilizado fue el de Varimax, que busca
minimizar el número de variables que tienen altas car-
gas en un factor. Las cargas factoriales más altas tie-
nen mayor asociación con la variable correspondien-
te. Esta matriz factorial permite interpretar las capaci-
dades de la empresa en cuatro dimensiones de apren-
dizaje que aglutinan a nuestras variables. La columna
E del cuadro muestra los coeficientes de comunalidad.9

En la columna A del cuadro 1 se aprecian altas
cargas factoriales en los porcentajes de personal capa-
citado en los cuatro niveles de empleo: personal direc-
tivo, empleados, obreros especializados y obreros ge-
nerales. Hay evidencia de que la capacitación de los
trabajadores es creciente, tanto en horas impartidas como
en calidad, aunque sin duda no está generalizada. En
nuestra opinión, esta pauta de comportamiento de las
empresas pone de manifiesto la presencia en ellas de
una política de formación de personal de carácter in-
tegral. De ahí el encabezado de dicha columna.

 En la columna B se observa un interesante pa-
trón de relaciones entre variables: avance en los siste-
mas de calidad y la certificación de la calidad, cam-
bios en la organización del proceso productivo, adqui-
sición de paquetes tecnológicos y transferencia de tec-
nología, políticas de reclutamiento de personal, de in-
vestigación y desarrollo y de aprendizaje por el con-
tacto con clientes internacionales a partir de las expor-
taciones. Las cargas factoriales más altas corresponden
a compra de tecnología (0,47), cambios en los siste-
mas de calidad y certificación de la calidad (0,46),
cambios en la organización del proceso de trabajo,

9 Esta información es fundamental en el análisis factorial; no así en
el método de componentes principales, en que se da cuenta del
porcentaje de la varianza explicada. Como señalan Dillon y Golstein
(1984), el análisis de componentes principales es un análisis de
varianza, en tanto que el análisis factorial centra su atención en la
cantidad de varianza que cada variable comparte con las otras. Por
lo tanto, el análisis factorial es un análisis de covarianza.

aprendizaje por el contacto con clientes extranjeros a
partir de las exportaciones (0,33) e investigación y
desarrollo en la empresa (0,31).

Como ocurre con otros países de industrialización
tardía, México depende de la adquisición de tecnolo-
gía del extranjero. Esta variable aparece interrelacio-
nada con otras variables de aprendizaje que son parte
de lo que puede denominarse innovación de mejora
continua. Las innovaciones en los procesos producti-
vos han significado en las empresas una búsqueda in-
tensa de la resolución de problemas. Las actividades
consiguientes han derivado en cambios en la organi-
zación de las operaciones productivas que pueden in-
volucrar una nueva disposición de las instalaciones, la
adopción de sistemas de producción justo a tiempo, la
formación de círculos de calidad y una mayor partici-
pación de los trabajadores (Coriat, 1992). Asimismo,
las empresas avanzan paulatinamente hacia lo que se
denomina una nueva cultura de la calidad. Esto impli-
ca adoptar un enfoque sistémico de medición a fin de
dar un mejor servicio al cliente, pero también signifi-
ca rehacer menos trabajos y bajar costos, lo que ha sido
muy evidente en la industria automotriz (Carrillo,
1993). Los departamentos de producción y calidad
dejan de hallarse separados y pasan a estar en conti-
nua comunicación. La presencia de la variable de in-
vestigación y desarrollo en la empresa denota su co-
nexión con los esfuerzos de asimilación, adaptación y
mejora de la tecnología importada, como ocurre en
países similares, y no una etapa de las capacidades de
innovación. Por último, el aprendizaje por el contacto
con clientes extranjeros a partir de las exportaciones
puede sugerir que el flujo de información se relaciona
con este proceso de innovación de mejora continua, el
que a su vez permite mayores exportaciones. La varia-
ble referida a la política de reclutamiento de la empresa
denota ante todo la calificación necesaria del empre-
sario para emprender estos cambios.

En la columna C, las cargas factoriales de las
variables relativas a la documentación de planes de
capacitación y de programas de seguridad ponen de
relieve la importancia de desarrollar sistemas de infor-
mación y documentación en las empresas. La selección
de indicadores precisos permite efectuar un análisis
certero encaminado a la identificación de problemas
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CUADRO 1

México: Resultados del análisis factorial, 1999a b

 Factores Coeficientes
Política de Innovación Sistemas de Inversión de
formación en mejora información y en nuevas comunalidadc

de personal continua documentación tecnologías
(A) (B) (C) (D) (E)

Cambios en la organización 0,01 0,40 0,16 0,11 0,20
Cambios en los sistemas y certificación de calidad 0,05 0,46 0,12 0,07 0,23
Compra de tecnología  –0,04 0,47 0,07 0,03 0,23
Política de reclutamiento de personal 0,13 0,28 0,12 0,15 0,13
Documentación de programas de capacitación 0,16 0,17 0,59 0,11 0,41
Documentación de programas de seguridad y normas 0,04 0,16 0,59 -0,02 0,38
% de pers. directivo capacitado 0,49 0,19 0,09 0,02 0,29
% de empleados capacitados 0,83 0,06 0,04 0,02 0,70
% de obreros especializados 0,67 0,07 0,06 0,05 0,46
% de obreros generales capacitados 0,66 –0,08 0,05 –0,04 0,45
Contacto con clientes del extranjero por medio de
  las exportaciones 0,04 0,33 0,01 0,09 0,12
Introducción de tecnología CNC y robots –0,01 0,15 0,04 0,65 0,45
Renovación de equipos y nuevas tecnologías 0,01 0,172 0,02  0,272 0,10
Investigación y desarrollo 0,08 0,31 0,06 0,15 0,13

Fuente: Estimaciones propias con información de la Encuesta Nacional de Empleo, Salarios, Tecnología y Capacitación (ENESTYC) de 1999.

a Método de extracción: factor de eje principal (principal axis factoring). Rotación de Varimax con normalización de Kaiser. La rotación
convergió en cinco iteraciones.

b Las negritas destacan las cargas factoriales altas.
c Los coeficientes de comunalidad miden la relación entre la varianza de cada variable y la varianza del resto de las variables.

críticos, gracias a lo cual las empresas pueden empren-
der la resolución de estos problemas con una visión de
largo plazo, y también hacer el seguimiento de los
resultados. Sin embargo, estas variables son sólo una
aproximación a lo que denominamos sistemas de in-
formación y documentación. La documentación de los
programas de capacitación involucra un conjunto de
temas que van desde los contenidos hasta las formas
de evaluación y seguimiento. Algo similar sucede con
la documentación de los programas de seguridad. Por
lo general las empresas que emprenden este tipo de
tareas ya cuentan con otros niveles de documentación
más básicos, como el de las normas y procedimientos
formales.

En la columna D se aprecia el esfuerzo tecnoló-
gico desde la perspectiva de la utilización de tecnolo-
gía dura: la introducción de nuevas tecnologías y la
renovación de equipos. Parte del conocimiento está, sin
duda, incorporado a las máquinas. En la medida en que
éstas se renuevan, la empresa adquiere nuevos cono-
cimientos y se ve alentada a realizar cambios comple-
mentarios. Distintos estudiosos han analizado la fuer-
te relación recíproca que existe entre la aplicación de
nuevas tecnologías y los cambios organizacionales
(Edquist, 1992; Hoffman, 1989). Un cambio en la or-

ganización puede traer consigo un cambio tecnológi-
co, o viceversa, o bien ambos pueden acompañarse y
condicionarse mutuamente.

La columna E presenta los coeficientes de
comunalidad,10 que son relativamente satisfactorios. Se
observa que estos son más altos en las actividades de
capacitación y documentación. Los coeficientes más
bajos (inferiores a 0,20) corresponden a las variables
renovación de equipo, investigación y desarrollo, y
política de reclutamiento de personal. Aun así, se de-
cidió no eliminar estas variables en el análisis porque
son complementarias de los factores identificados.

En suma, la utilización del análisis factorial per-
mitió distinguir las cuatro dimensiones más represen-
tativas del aprendizaje tecnológico en las empresas
industriales mexicanas. Se identificaron de preferencia
variables relativas a las capacidades de producción
identificadas en la taxonomía de Lall. De las variables
de inversión solamente aparecen la compra de tecno-
logía o de paquetes tecnológicos y la política de reclu-
tamiento de personal altamente calificado.

10 Como se dijo en el cuadro 1, estos coeficientes miden la relación
entre la varianza de cada variable y la varianza del resto de las
variables.
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Llama la atención que, en la variable de vincula-
ción, la relación con universidades y centros de inves-
tigación, la subcontratación y las actividades conjun-
tas entre empresas hayan quedado relegadas en el aná-
lisis factorial a los últimos lugares, con un coeficiente
de comunalidad inferior a 0,10. Una excepción nota-
ble, y que se consideró separadamente de dicha varia-
ble, fue el contacto con clientes extranjeros a través de
las ventas al exterior. Indudablemente, ha habido avan-
ces en las actividades de vinculación, presentes en al-
gunas de las empresas más destacadas, pero en una
muestra de gran tamaño no resultan significativas. En
otras palabras, se confirman resultados obtenidos por
otros autores en cuanto a que todavía es insuficiente
el contacto de las empresas mexicanas entre ellas y con
las universidades (Casas, de Gortari y Luna, 2000).

2. Análisis de agrupamientos

A partir de la información obtenida del análisis
factorial se calculó el puntaje de cada factor en cada
una de las observaciones. Los puntos factoriales repre-
sentan la relación de las distintas observaciones con
cada factor, y son altos cuando los coeficientes de
comunalidad y la razón entre las variables y los facto-
res son elevados.

El análisis de agrupamientos de empresas se lle-
vó a cabo utilizando los puntos factoriales, mediante
el método conocido como K means. Éste consiste en
identificar grupos de casos relativamente homogéneos
y se basa en un algoritmo que minimiza la distancia
euclidiana entre el caso i y el promedio del grupo que
contiene este caso. El procedimiento consiste en mo-
ver los n casos de un grupo a otro hasta llegar al pun-
to en que ninguno de estos traslados disminuye el error
en la partición, siendo este error la sumatoria al cua-
drado de las distancias euclidianas.

El análisis de agrupamientos que se presenta en
el cuadro 2 identifica varios patrones distintos de acu-
mulación de capacidades entre las empresas de la
muestra, con base en los cuatro factores mencionados
anteriormente. El perfil de los cuatro grupos identifi-
cados se resume como sigue. El grupo I consta de 741
establecimientos con el 62% del producto bruto y 75%
de las exportaciones totales de la muestra. Tiene el
nivel más alto de capacidades de innovación mediante
la mejora continua y la inversión en nuevas tecnolo-
gías, y el segundo más alto en sistemas de información
y documentación. Está compuesto primordialmente por
empresas grandes, que generan el 73% del producto
bruto del grupo, e incluye 204 empresas con capital
extranjero, que originan el 52% del producto bruto y
concentran el 78% de las exportaciones de la muestra.
El tamaño medio de los establecimientos que lo integran,
medido por la producción bruta y las exportaciones, es
mayor que en los otros tres grupos (cuadros 2 y 3).

El grupo II está integrado por 169 empresas que
generan el 10% del valor bruto de la producción y de
las exportaciones de la muestra. Tiene el nivel más alto
en política de formación de personal y un nivel medio
en sistemas de información y documentación. Al igual
que en el primer grupo, prevalecen en él empresas
grandes que originan el 70% del producto bruto y 90%
de las exportaciones de la muestra. Sólo incluye 29
empresas con participación extranjera. El tamaño me-
dio de los establecimientos, medido por el producto
bruto y por la exportaciones, respectivamente, es de
30% y 40%, es decir, menor que el del primer grupo
(cuadros 3 y 4).

El grupo III tiene el nivel más alto en sistemas
de información y documentación y no presenta ningu-
na diferencia en otros aspectos. Está compuesto por
627 empresas que generan 24% del valor bruto de la
producción y 13% de las exportaciones de la muestra.

CUADRO 2

México: Características de grupos de empresas, 1999

Grupos Núm. Tamaño de la empresa media Establecimientos con Participación en el
 (en miles de pesos de 1993)  participación de IED producto bruto de los

Producto bruto Exportaciones (número) establecimientos
con IED (%)

I 741 272 154 63 873 204 52
II 169 193 620 38 060 29 32
III 627 124 717 13 577 141 37
IV 247 61 769 3 948 24 9

Fuente: Estimaciones propias con información de la Encuesta Industrial Anual (EIA).
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CUADRO 3

México: Distribución de las capacidades tecnológicas en grupos de empresas, 1999

Grupos Número Política de formación Innovación de Sistemas de información Inversión en nuevas
de personal  mejora continua  y documentación tecnologías

I 741 –0,187 0,2753 0,2515 0,639
II 169 2,045 0,0087 0,1674 –0,0453
III 627 –0,1799 –0,0801 0,335 –0,6732
IV 247 –0,5312 –0,4853 –1,4933 –0,1523

Fuente: Estimaciones propias con información de la Encuesta Nacional de Empleo, Salarios, Tecnología y Capacitación (ENESTYC).

CUADRO 4

México: Características de los grupos de empresas, 1993-1998

Grupos Margen de Productividad Productividad total Cambio técnico Eficiencia
ganancia laboral de los factores

I 1,150 1,326 1,008 1,010 1,017
II 1,025 1,036 0,999 1,031 1,006
III 0,958 0,943 1,006 1,002 0,992
IV 0,867 0,696 0,987 0,957 0,985
Promedio 1,000 1,000 1,000 1,000 1,000

Análisis de la varianza

F 9,24 15,63 1,20 4,77 0,61
Probabilidad 0,00 0,00 0,31 0,00 0,61

Fuente: Estimaciones propias con información de la Encuesta Industrial Anual (EIA), varios años.

Hay 141 establecimientos con participación extranje-
ra, los que aportan el 37% del producto bruto y 51%
de las exportaciones de dicha muestra (cuadros 3 y 4).

El grupo IV incluye 247 empresas que aportan el
5% del producto bruto y sólo el 2% de las exportacio-
nes de la muestra. Tiene los niveles más bajos en to-
dos los factores. El tamaño de la empresa media es más
de cuatro veces menor que en el grupo I y bastante
inferior al de los grupos II y III. Debe recordarse que
la muestra analizada aquí corresponde a 1.881 empre-
sas de las 8.181 que abarca la ENESTYC, dado que no se
contaba con información sobre el desempeño en el
tiempo de todas ellas. Dicha muestra está ciertamente
sesgada hacia las mejores empresas. Haciendo un ejer-
cicio similar para el conjunto de los establecimientos
considerados en la ENESTYC, se verificó que el grupo I
incluía 1.981 empresas; el II, 869; el III, 2.014, y el
IV, 3.357. Así, si se considera el total de la ENESTYC,
el grupo con menores capacidades abarca el 41% del
total de los establecimientos y el que le sigue hacia
arriba el 24%.

Hubiera sido de esperar que en un grupo, parti-
cularmente el grupo I, se encontrara que todos los fac-
tores eran positivos. El que no ocurriera así en el aná-

lisis de agrupamientos no significa que no existan
empresas que tengan esas características. Encontramos
que en 76 de las 1.818 empresas los cuatro factores
aparecían positivos, y que lo mismo sucedía en 696 de
los 8.181 establecimientos incluidos en la ENESTYC (la
mayor parte de esos 696 correspondía a los grupos I y
II). Por otra parte, el hecho de que el grupo I no haya
destacado en política de formación integral de perso-
nal no significa que estos establecimientos le den poca
importancia a la capacitación.

3. ¿Están asociados los agrupamientos con los
niveles de desempeño?

Para responder a esta pregunta se compara el desem-
peño de los grupos considerados en términos de mar-
gen bruto de ganancia, productividad laboral, y produc-
tividad factorial estimada con el índice de Malmquist,
que permite descomponerla en cambio técnico y efi-
ciencia.11 Como señalan Cantner y Hanusch (2001), el

11 Véase en el apéndice B más detalles acerca del uso de la meto-
dología de Malmquist para estimar los índices de productividad total
de los factores, el cambio técnico y la eficiencia.
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uso de la productividad factorial puede parecer algo
pasado de moda, dadas las críticas surgidas principal-
mente en el contexto de ejercicios de contabilidad del
crecimiento, donde la determinación de la productivi-
dad factorial se basa en supuestos de equilibrio y con-
diciones de la teoría tradicional, combinada con el
supuesto de que la misma función de producción es
aplicada a todas las observaciones. El índice de
Malmquist no tiene estos supuestos y además permite
identificar tanto el cambio técnico local en la frontera
productiva como las observaciones que están por de-
bajo de la mejor práctica.12 El grupo I, que destaca por
sus altos índices de capacidades tecnológicas, presen-
ta los mayores índices de desempeño, salvo en mate-
ria de cambio técnico, donde el grupo II es ligeramen-
te superior (1.031 frente a 1.010).13 Es decir, las em-
presas con prácticas de documentación y planeación,
renovación de equipos y maquinaria y programas com-

plejos de mejora continua tienen mejor desempeño.
Algo similar ocurre con el grupo II, que tiene mejor
desempeño que los siguientes, con una excepción. Esto
sugiere que hay una asociación positiva entre capaci-
dades tecnológicas y desempeño.

Con el fin de determinar si las diferencias son
significativas se realizó un análisis de la varianza en
un sentido, cuyos resultados se muestran en los dos
últimos renglones del cuadro 5. Las diferencias ob-
servadas son significativas en tres de los cinco índi-
ces: el margen de ganancia, la productividad laboral y
el cambio técnico, lo cual respalda la hipótesis de que
las capacidades tecnológicas son un elemento decisi-
vo en la innovación y el desempeño empresarial. Un
análisis de la varianza entre cada grupo y el resto de
ellos (prueba de Scheffe) permite verificar que las
mayores diferencias ocurren entre el grupo I y el gru-
po IV, el rezagado.14

12 Véase en Cantner y Hanusch (2001) un completo análisis de la
utilización del índice de Malmquist en un contexto de heterogenei-
dad y cambio evolutivo.
13 Los índices se normalizaron respecto a los promedios de la
muestra.

V
Conclusiones

Este trabajo tiene el propósito de hacer un aporte
metodológico y analítico a la línea de investigaciones
abocadas a construir índices representativos de las
capacidades tecnológicas de las empresas manufactu-
reras mexicanas, y se ha preocupado de examinar la
distribución de estas capacidades en una muestra de
empresas.

En lo que se refiere a la construcción de índices
representativos de las capacidades tecnológicas, el
empleo del análisis factorial nos permitió simplificar
relaciones complejas en un número reducido de facto-
res (o dimensiones) comunes que las entrelazan me-
diante variables aparentemente no relacionadas. La
ventaja de esta aproximación frente a la de computar
un índice único mediante puntajes simples, como han
hecho otros autores, es que evitamos dar ponderacio-
nes subjetivas y dejamos al análisis factorial la tarea
de determinar el porcentaje de la varianza que es ex-
plicada por cada factor. Esta es una contribución del
presente trabajo.

En el caso que nos ocupa, después de un exhaus-
tivo análisis factorial exploratorio fue posible identifi-
car cuatro factores que expresan las principales fuen-
tes de aprendizaje en la empresa manufacturera: i) la
política de formación de personal, ii) la innovación de
mejora continua, iii) los sistemas de información y do-
cumentación, y iv) la inversión en nuevas tecnologías.

El primer factor, como su nombre lo indica, ex-
presa la definición de una política de formación del
personal en todos los niveles de la empresa: personal
directivo, empleados, obreros especializados y obreros
generales. Se observa un alto grado de correlación entre
estas variables, lo cual sugiere que cuando una empresa
tiene una política de capacitación, la tiene a todos los
niveles.

 El segundo factor está ligado a las actividades de
aprendizaje mediante la mejora continua. La presen-
cia de la labor de investigación y desarrollo en este
grupo de variables sugiere que, en la industria mexi-
cana, esta labor está vinculada con los esfuerzos de
asimilación, adaptación y mejora de tecnología impor-
tada —como ocurre en países similares— y no corres-
ponde a una etapa de capacidades innovativas. Las

14 Véase en el apéndice C el resultado de la prueba de Scheffe.
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actividades de aprendizaje están relacionadas con la
actividad exportadora, nuestra variable aproximativa a
la información tecnológica proveniente de clientes del
exterior, como proponen Yan Aw y Batra (1998) en
el caso de la industria taiwanesa. El proceso de mo-
dernización en México ha significado para las empre-
sas una búsqueda intensa de resolución de problemas,
más que de innovaciones radicales, lo que ha deriva-
do en cambios en la organización de las operaciones
productivas. Asimismo, las empresas avanzan paulati-
namente hacia lo que se denomina una nueva cultura
de la calidad, con certificaciones de calidad internacio-
nales. Por último, el aprendizaje por medio del con-
tacto con clientes extranjeros a partir de las exporta-
ciones puede sugerir que el flujo de información lo-
grado tiene vínculos con el proceso de innovación de
mejora continua, que a su vez permite acrecentar las
exportaciones

El tercer factor identifica los sistemas de docu-
mentación de procesos, normas escritas y planeación
de la empresa. No es posible adoptar un enfoque de
largo plazo sin una selección de indicadores precisos
que permitan efectuar análisis certeros para identificar
problemas críticos.

 El cuarto factor, por último, expresa el esfuerzo
tecnológico desde la perspectiva de la utilización de
tecnología dura, es decir, la introducción de nuevas
tecnologías y la renovación de maquinaria.

Aunque nuestras variables iniciales fueron selec-
cionadas siguiendo la taxonomía de Lall (1992), al fi-
nal del análisis las que predominaron fueron las capa-
cidades de producción. En lo que toca a las capacida-
des de inversión, es preciso mencionar la compra de
tecnología, las actividades de investigación y desarro-
llo, y la renovación de equipo e introducción de nue-
vas tecnologías.

Los resultados de la variable vinculación, en lo
que se refiere a la relación con universidades y cen-
tros de investigación, la subcontratación y las activi-
dades conjuntas entre empresas, expresan sin duda una
de las insuficiencias mayores en la capacidad de inno-
vación de las empresas mexicanas. Hay avances debi-
dos en menor medida al acercamiento de algunas
empresas a universidades, que no se reflejan a nivel
de la muestra, pero en medida mayor al contacto con
clientes extranjeros por medio de las exportaciones.

Para examinar la distribución de las capacidades en
la muestra utilizamos el análisis de agrupamientos, to-
mando como base el puntaje de cada observación para
cada factor. Se identificaron cuatro grupos de empresas
en función de sus índices factoriales de capacidades. El

grupo I presenta tres factores con niveles positivos: sis-
temas de documentación y planeación, introducción de
nuevas tecnologías e innovación de mejora continua. El
grupo II exhibe intensos programas de capacitación y
sistemas de planeación y documentación, seguido por
el grupo III, que sólo tiene sistemas de documentación
y planeación. El grupo IV acusa niveles negativos en los
tres factores, o sea, es el más atrasado.

 Si bien cabía esperar que la capacitación estuvie-
ra presente en el grupo I, las empresas de este grupo
tienen un promedio bajo en capacitación; en nuestra
opinión, es posible que la hayan realizado en el pasado
y que esto no se haya reflejado en el momento de la
entrevista; pero en todo caso, en relación con el segun-
do factor, correspondiente a la innovación de mejora
continua, se aprecia que las empresas tienen políticas de
reclutamiento de personal altamente calificado. Como
ya se explicó, el bajo número de establecimientos en el
grupo IV no indica que esto sea representativo de la
industria, ya que la muestra está sesgada hacia esta-
blecimientos medianos y grandes. En una muestra ma-
yor, el grupo más rezagado incluye el 41% de los es-
tablecimientos. La evidencia sobre el atraso estructu-
ral de las microempresas y pequeñas empresas sugie-
re que el porcentaje mayor de establecimientos en la
industria mexicana corresponde a este grupo.

Las características de los grupos confirman la
asociación entre el tamaño de las empresas y el nivel
de sus capacidades tecnológicas. Nuestros resultados
matizan los efectos de la inversión extranjera directa
en dichas capacidades. Es claro que hay un número
importante de empresas extranjeras en el grupo que
exhibe el nivel más alto de capacidades tecnológicas.
Pero no todas las empresas extranjeras tienen estas
características, como lo muestra el elevado porcentaje
de ellas que se encuentra en el grupo III.

Por último, es necesario volver al planteamiento
inicial respecto a la importancia de analizar el nivel de
las capacidades tecnológicas de las diversas empresas,
para entender mejor sus diferencias en la situación de
heterogeneidad que caracteriza a las economías en
desarrollo. El análisis de los indicadores de desempe-
ño en los grupos con distintos niveles de capacidades
tecnológicas mostró una asociación de las capacidades
tecnológicas y el desempeño en el caso de la produc-
tividad laboral, el margen de ganancia y el cambio
técnico. Esto indica que las capacidades tecnológicas,
a través de su efecto en el comportamiento innovativo
de las empresas, influyen positivamente en el desem-
peño y contribuyen a explicar las diferencias que se
observan en éste.
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Dado que los promedios de desempeño son de-
crecientes desde el grupo I al IV, resulta tentador su-
gerir que la distribución de los grupos según los pun-
tos factoriales podría reflejar un patrón de la acumu-
lación de capacidades en las empresas. La adquisición
de capacidades tecnológicas a partir del desarrollo de
sistemas de documentación y planeación (grupo III)
sería un mínimo necesario para el aprendizaje; luego,
en orden ascendente, vendrían los programas de capa-
citación en la planta (grupo II), y en seguida el esfuer-
zo más completo de aprendizaje por medio de la inno-
vación de mejora continua (grupo I) , que en el caso
mexicano incluye investigación y desarrollo. En esto
se corre el riesgo de presentar un análisis demasiado
simplista. La prueba de Scheffe sólo avaló este posi-
ble patrón de acumulación de capacidades en el caso
de la productividad del trabajo y del margen de ganan-
cias, donde las diferencias son significativas entre el
grupo I y los grupos restantes. En el caso del cambio

técnico, las grandes diferencias se dan entre el grupo
IV (el rezagado) y el resto. De ahí que haya margen
para la selección de estrategias empresariales de apren-
dizaje derivadas de las necesidades sectoriales de las
empresas y no necesariamente un avance en etapas
definidas. Sin embargo, ésta es una línea de investiga-
ción que está pendiente y en la cual hay que avanzar.
Si se demostrara, por ejemplo, que la documentación
es un primer paso, esto tal vez llevaría a que la políti-
ca tecnológica e industrial estableciera prioridades al
respecto.

En todo caso, nuestros resultados apuntan a la
necesidad de delinear una política tecnológica para
apoyar la acumulación de capacidades tecnológicas
empresariales. A la fecha ha habido algunos progre-
sos en los programas de apoyo, pero su cobertura si-
gue siendo insuficiente. Por lo demás, hemos encon-
trado que son pocas las empresas que tienen una es-
trategia integral de aprendizaje tecnológico.
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APENDICE A

Metodología para construir las variables a partir de la Encuesta Nacional
de Empleo, Salarios, Tecnología y Capacitación (ENESTYC)

Criterio para asignar
valores a la variable

Rangos de 1 a 3

“
“
“

Si directivos deben tener
al menos bachillerato
w=1
Si empleados deben
tener al menos
bachillerato,
x = 1
Si los obreros (generales
o especializados) deben
tener secundaria
completa
 y= 1 y z=1
Política de reclutamiento
= w + x + y + z
Valor máximo = 4

1,0

Valor máximo= 7

Valor máximo= 4

1,0

1,0

1,0
1,0

1= de 1% a 20%
2= de 20 a 39%
3= más de 40%

De 1 a 8

1,0

Grupo

Aprendizaje e
inversión

Producción

Vinculación

Variables

Compra de paquetes tecnológicos o
transferencia de la empresa matriz
Inversiones en tecnología administrativa
Inversiones en ingeniería básica
Inversiones en compra de patentes
Política de reclutamiento de personal calificado
para cada nivel de empleo

Investigación y desarrollo aplicados al proceso
productivo
Organización
(producción justo a tiempo+ceppa+rotación
+disposición de las instalaciones +participación
de los trabajadores +supervisión+estándares)
Calidad
(círculos de calidad +control total de
calidad+certificación +c. instrumental)
Enfoque de mantenimiento preventivo y
predictivo
Documentación (normas + capacitación)

Seguridad
Introducción de nuevas tecnologías: Compra
de tecnología

Intensidad de capacitación de personal
(personal directivo,empleados, obreros
especializados, obreros generales)

Subcontratación
Vinculación con universidades
Actividades conjuntas en:
Ventas o compras
Investigación y desarrollo
Capacitación
Utilización y compra de maquinaria y equipo
Acciones de vinculación con universidades u
otras instituciones

Flujos de información por contactos con
clientes del extranjero

Unidad en que se
expresa en la encuesta

% sobre la inversión

“
“
“

Número de empleados
por nivel de educación
formal requerido para
personal directivo,
empleados y obreros

1= sí

1= sí

1= sí

1= sí

1= sí

1= sí
CNC o robots=1

1= sí
Número de trabajadores
o empleados capacitados

1= sí
1= sí

1= sí
1= sí
1= sí
1= sí
1= sí

1= sí

Fuente: elaboración propia.

a Control del estado de la producción y el proceso.
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APENDICE C

Análisis de la varianza en un sentido: prueba de Scheffe

Grupo Grupo Productividad Cambio Eficiencia Productividad Margen
total de los factores técnico  del trabajo

I II 0,954 0,767 0,988 0,123 0,348
III 0,828 0,907 0,0762 0,000 0,001
IV 0,324 0,12 0,730 0,000 0,000

II I 0,954 0,767 0,988 0,123 0,348
III 1,000 0,513 0,992 0,900 0,878
IV 0,855 0,011 0,964 0,118 0,403

III I 0,828 0,907 0,762 0,000 0,001
II 1,000 0,513 0,992 0,900 0,878
IV 0,728 0,063 0,990 0,141 0,626

IV I 0,324 0,012 0,730 0,000 0,00
II 0,855 0,011 0,964 0,118 0,403
III 0,728 0,063 0,990 0,141 0,626

Fuente: Elaboración propia con información de la Encuesta Nacional de Empleo, Salarios, Tecnología y Capacitación (ENESTYC).

APENDICE B

Índice Malmquist de la productividad total de los factores

La construcción de este índice está basada en el concepto de
las funciones distancia del producto.15 Para cada uno de los
períodos estudiados, la tecnología S16 es el conjunto de
insumos (xt = (x1,........,xN)) y productos (yt = (y1,........,yN)).
La función distancia del producto en el periodo t, expresada
como D x yt t t

0 ( , ) 17 mide la máxima expansión de la produc-
ción que es posible alcanzar con un vector dado de insumos18

respecto a una función  frontera.  La función distancia del
producto para una industria dada tiene el valor de uno cuando
el nivel del producto corresponde al de la frontera de produc-
ción; es menor que uno cuando el nivel de la producción está
por debajo del de frontera, y  es mayor que uno cuando el
nivel de la producción está por encima del de  frontera.

De manera similar, la función distancia D x yt t t
1

1+ ( , ) es
la relación entre el producto alcanzado en el periodo t y el
máximo posible dada la tecnología del periodo t+1.

Según Caves, Christensen y Diewert (1982), el índice
Malmquist de productividad total de los factores  entre dos
períodos, por ejemplo t y t+1, puede tener como punto de
referencia la tecnología de cualquiera de los dos años. To-
mando como parámetro la tecnología del año t, el índice es

el siguiente M
D x y

D x yi
t

t t t

t t t=
+ +

0
1 1

0

( , )

( , )
 Cuando se toma como

parámetro la tecnología del periodo t+1 el índice se define

de la siguiente manera: M
D x y

D x y
t

t t t

t t t1
1 0

1 1 1

0
1

+
+ + +

+= ( , )

( , )
. Cuando M>1,

denota un aumento de la productividad entre el período t y t+1
y cuando M<1 denota una disminución de la productividad.

Färe, Grosskopf y Zhang (1994) demostraron que pue-
de considerarse el índice de Malmquist como una media
geométrica de las dos anteriores ecuaciones.

M y x y x
D y x

D y x

D y x

D y xi
t t t t

t t t

t t t

t t t

t t t( , , , )
( , )

( , )

( , )

( , )

/
+ +

+ + + + +

+=



















1 1 0
1 1

0

0
1 1 1

0
1

1 2

El índice así definido puede descomponerse en dos
partes: cambio en la eficiencia (acercarse a la frontera) y
cambio técnico (innovación). De la siguiente manera:

M y x y x
D y x

D y x
x

D y x

D y x

D y x

D y x
t t t t

t t t

t t t

t t t

t t t

t t t

t t t0
1 1 0

1 1 1

0

0
1 1

0
1 1 1

0

0
1

1 2

( , , , )
( , )

( , )
(

( , )

( , )
)(

( , )

( , )

/
+ +

+ + + + +

+ + + +=



















El método considera la posibilidad de trabajar con ren-
dimientos constantes a escala y variables. Los rendimientos
constantes a escala son apropiados cuando se supone que
todas las empresas producen a una escala óptima. Sin em-
bargo, la competencia imperfecta y otros obstáculos, como
pueden ser los financieros, ocasionan que las empresas no
se encuentren produciendo a esa escala óptima. Cuando las
empresas no tienen escalas óptimas y se suponen rendimien-
tos constantes a escala el cambio técnico se confunde con
eficiencias en la escala. Para separar del cambio técnico el
efecto de la escala es necesario calcular el índice del cam-
bio técnico en conformidad con el supuesto de rendimientos
constantes y variables a escala. La diferencia entre estos dos
índices indica una eficiencia o ineficiencia en la escala.

15 Veáse Färe, Grosskopf y otros (1994) y Caves, Christensen y
Diewert (1982).
16 S es un conjunto no vacío, cerrado y convexo y se supone además que
tanto los insumos como los productos están libremente disponibles.
17 La definición formal de las fronteras de producción es: Dt

0 (x
t ,

yt )= min {Θ : (xt , yt /Θ ) St }, xt εR N
+, t = (1, . . . ,T ). En otras

palabras la distancia Θ es la relación entre el producto observado y
el máximo posible, dado un nivel de insumos. Veáse Färe y
Grosskopf (1988).
18 Las funciones distancia también se pueden expresar en términos
de los insumos. Estas funciones miden la máxima disminución
posible en los insumos para el mismo nivel de producto.
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Basilea II: los países
en desarrollo y la
diversificación de la cartera

Stephany Griffith-Jones, Miguel Ángel Segoviano

y Stephen Spratt

La nueva propuesta para el acuerdo de Basilea tiene por objeto

armonizar de una mejor manera los requisitos de capitalización con el

riesgo real que los bancos tomen. Aquí se sostiene que las nuevas pro-

puestas podrían aumentar significativa e inadecuadamente el costo o

reducir el volumen de los créditos bancarios que se otorgan a los países

en desarrollo, debido a que harían mucho más estrictos los requisitos

necesarios para proporcionarles capital. El hecho de que las propuestas

no hayan tenido en cuenta las ventajas de la diversificación internacional

implica que se está sobreestimando el riesgo a nivel de la cartera. En el

presente trabajo se demuestra que, para una serie de variables (como la

rentabilidad bancaria) y para una serie de períodos, el grado de corre-

lación entre las economías desarrolladas es mayor que el que se regis-

tra entre países desarrollados y en desarrollo. También se demuestra,

mediante el uso de simulaciones, que el riesgo para una cartera distri-

buida entre economías desarrolladas y en desarrollo es menor que en el

caso de una cartera concentrada exclusivamente en economías desa-

rrolladas. En consecuencia, instamos al Comité de Basilea a introducir

explícitamente las evidentes ventajas de la diversificación internacional.

Stephany Griffith-Jones

Professorial Fellow,

Instituto de Estudios del Desarrollo,

Universidad de Sussex.

Consultora de la CEPAL

✒  s.griffith-jones@ids.ac.uk

Miguel Angel Segoviano

Candidato al doctorado en

London School of Economics

✒ m.a.segoviano@ise.ac.uk

Stephen Spratt

Vicepresidente,

Intelligence Capital

✒ s.spratt@gam.com



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

BASILEA II: LOS PAISES EN DESARROLLO Y LA DIVERSIFICACION DE LA CARTERA • STEPHANY GRIFFITH-JONES,
MIGUEL ANGEL SEGOVIANO Y STEPHEN SPRATT

154

I
Introducción

La primera vez que expresamos nuestras reservas con
respecto a las consecuencias que podría acarrear el pro-
puesto Nuevo Acuerdo de Capital de Basilea, conocido
como Basilea II, fue tras la publicación por el Comité
de Basilea del Segundo Documento Consultivo (CP2) en
enero de 2001.1 A partir de entonces, se han introduci-
do modificaciones a las propuestas que, en cierta me-
dida, responden a nuestras reservas originales.

 El último trabajo que preparamos sobre el tema
fue publicado en el Financial Regulator en septiem-
bre de 2002.2 En él reiteramos nuestras dudas acerca
de las consecuencias que podrían tener las propuestas
para las economías en desarrollo, evaluamos los posi-
bles efectos de las modificaciones que se habían anun-
ciado hasta esa fecha y pusimos de relieve dos aspec-
tos que aún resultaban preocupantes y que se exponen
a continuación.

 El primero de estos aspectos es que la aplica-
ción generalizada del enfoque basado en calificaciones
internas del riesgo3 por los bancos que operan a nivel
internacional se traduciría en un aumento (disminu-
ción) significativo de los requisitos de capital para
otorgar créditos a los deudores peor (mejor) clasifica-
dos. En la medida en que los requisitos de capital in-
fluyan en el precio y en la disponibilidad de crédito
bancario internacional, habría un acentuado incremento
del costo o una reducción del monto de los préstamos
internacionales a las economías en desarrollo y emer-
gentes. Dado que el nivel actual de estos préstamos es
muy bajo, existe el peligro de que tal situación se
“institucionalice”, de manera que incluso si mejorara
la situación mundial, disminuirían notablemente las
posibilidades de que los créditos de la banca interna-
cional contribuyeran al desarrollo de los países más
pobres.

Durante mucho tiempo se ha sostenido que una
de las principales ventajas de invertir en las economías
en desarrollo y emergentes radica en que su correlación
con los mercados “maduros” es relativamente baja.
Como se demuestra más adelante, este hecho es evidente
y, en consecuencia, son obvios los beneficios que —en
función del total de la cartera— podrían obtener los
bancos con carteras internacionales bien diversificadas.
Es decir, un banco cuya cartera de crédito esté bien
distribuida en una gama de mercados relativamente no
correlacionados, se expone a menos problemas simultá-
neos en todos esos mercados que un banco cuyos cré-
ditos se concentran en un número más reducido de
mercados relativamente más correlacionados. Así, pues,
para armonizar correctamente los requisitos de capital
con los riesgos reales que asume el banco, el Acuerdo
debiera tener en cuenta este efecto de la cartera: los
requisitos de capital para un banco con una cartera de
créditos internacionales bien diversificada debieran
reflejar el hecho de que su riesgo total es menor que
el de bancos con una cartera más concentrada. Actual-
mente las propuestas no contienen consideración algu-
na de esta índole, lo que indicaría que, al menos en este
ámbito, los requisitos de capital pueden no reflejar co-
rrectamente el riesgo real.

El argumento de que la correlación de los activos
es variable resulta evidente. Además, al parecer se re-
afirma la idea de que esta variabilidad influye en el
nivel total de riesgo de una cartera y, en consecuen-
cia, debe manifestarse en los requisitos de capital. En
efecto, el Comité de Basilea de Supervisión Bancaria
ha reconocido este hecho con las modificaciones que
ya ha introducido respecto a los préstamos para pymes.
Tras la publicación del documento consultivo en ene-
ro del 2001, hubo una preocupación generalizada por
el impacto negativo que podría tener en las pymes un
fuerte aumento de los requisitos de capital para acce-
der a préstamos. Después de intensos cabildeos, el
Comité reconsideró el tema y convino en que debía
separarse el trato a las pymes de los demás préstamos
a empresas, y que los deudores cuyas ventas anuales
sumaran menos de 50 millones de euros debían reci-
bir una reducción promedio de los requisitos de capi-
tal de un 10% respecto de las empresas grandes. El
fundamento de esta modificación es que la posibilidad

Deseamos agradecer a Danielle Nouy, Karsten Von Kleist, Marian
Micu, Serge Jeanneau y Philipp Klingelhofer por proporcionarnos
valiosos datos y estímulo para esta investigación. También agrade-
cemos a los profesores Charles Goodhart y Avinash Persaud por
sus sabios consejos en los aspectos conceptuales y prácticos del
trabajo. Por cierto, cualquier error corre por nuestra cuenta.
1 Véase Griffith-Jones y Spratt (2001).
2 Véase Griffith-Jones, Spratt y Segoviano (2002).
3 El enfoque (o método o fórmula) basado en calificaciones inter-
nas del riesgo corresponde a lo que en inglés se denomina internal
ratings based approach (IRB approach).
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de que una gran cantidad de pymes se declaren simul-
táneamente en incumplimiento de obligaciones es
menor que la posibilidad de que lo haga un pequeño
grupo de grandes deudores. Es decir, la correlación en
la probabilidad del incumplimiento es inferior. En
consecuencia, con una cartera de préstamos bien diver-
sificada en una amplia gama de pymes, los riesgos en
función de la cartera total serán menores que con una
cartera concentrada en unos pocos deudores grandes.

 Los resultados de nuestro trabajo empírico sugie-
ren que se justifica introducir una modificación simi-
lar con respecto a la diversificación internacional.

El segundo aspecto preocupante es que la utili-
zación de indicadores de riesgo sensibles a las fluctua-
ciones de los mercados —como lo prevé el enfoque
basado en las calificaciones internas— es intrínseca-
mente procíclica. El hecho de que los requisitos de ca-
pital marchen a la par con el ciclo económico implica
una ampliación de dicho ciclo a medida que los crédi-
tos cambian de categoría de riesgo según mejora o
empeora la situación económica. En consecuencia, la
tendencia natural de los operadores del mercado —in-
cluidos los banqueros— a subestimar los riesgos en
períodos de bonanza y a sobrestimarlos en épocas de
recesión se institucionalizará y legitimará mediante la
reglamentación propuesta. Por lo tanto, al experimen-
tarse un repunte de la economía, la impresión general
de que el riesgo es menor se traduciría en una flexibi-
lización de las condiciones crediticias, lo que fortale-
cería aún más esta impresión de bajo riesgo pero tal
vez llevaría a prolongar el período de bonanza y favo-
recer la acumulación de niveles más altos de riesgo
sistémico. A la inversa, durante una fase descendente
o una recesión, el aumento de los requisitos de capi-
tal, según lo establece el enfoque basado en las califi-
caciones internas, reduciría el incentivo para otorgar
créditos y —junto con la dificultad de conseguir capi-
tal en un período de recesión— podría ocasionar una
restricción pronunciada del crédito, en cuyo caso ni
siquiera los proyectos potencialmente rentables podrían
conseguir financiamiento. El peligro radica en que un
cambio desfavorable de la situación económica pueda
derivar en una recesión, o que una recesión existente
se prolongue o intensifique.

Las preocupaciones que hemos expuesto sobre los
efectos adversos que podría acarrear Basilea II se exa-
minaron en el marco de un análisis más general. De
acuerdo con éste, se sostuvo que los principales pro-
blemas que enfrentan los países en desarrollo para te-
ner acceso al financiamiento externo con miras a pro-
mover su crecimiento y desarrollo son: i) el bajo nivel
actual de flujos financieros de todo tipo (en especial,

pero no exclusivamente, de préstamos bancarios) y ii)
la creciente tendencia cortoplacista y procíclica de di-
chos flujos (Griffith-Jones, 2002). Dada nuestra visión
de este panorama general desalentador, continúa pre-
ocupándonos seriamente el hecho de que las propues-
tas de Basilea II puedan exacerbar estas tendencias
negativas, en lugar de contrarrestarlas.

En este artículo daremos a conocer los resultados
del trabajo empírico que realizamos para abordar el
primero de los dos aspectos preocupantes anteriormen-
te señalados. En nuestro más reciente estudio al res-
pecto se sugiere que una de las razones por las cuales
los requisitos de capital contemplados en las nuevas
propuestas podrían ser inadecuadamente altos para las
economías en desarrollo y emergentes es el hecho de
que no toman en cuenta las ventajas de la diversifica-
ción internacional. Además se plantea que, si pudiera
demostrarse que la correlación de los préstamos de
países desarrollados a países desarrollados es superior
a la que se da cuando se trata de préstamos a países
desarrollados y en desarrollo, podría sostenerse que el
nivel de riesgo de una cartera de préstamos diversi-
ficada internacionalmente entre deudores de países
tanto desarrollados como en desarrollo, sería menor
—en función del total de la cartera— que si se con-
centrara solamente en el otorgamiento de créditos a paí-
ses desarrollados. De ser así, sería posible, y ciertamen-
te conveniente, que el Comité de Basilea incorporara
las ventajas de la diversificación internacional en el
nuevo Acuerdo.

Este argumento es similar al utilizado para respal-
dar las últimas modificaciones, efectuadas en noviem-
bre de 2001, las que, respecto de los préstamos otor-
gados a las empresas, se tradujeron en un aplanamien-
to de la curva que determina los requerimientos de
capitalización como una función de las probabilidades
de incumplimiento de los créditos (IRB curve). En las
propuestas de enero de 2001, se partía implícitamente
de la base de que la correlación media de los activos
era igual a 0,2. Sin embargo, tras investigaciones em-
píricas llevadas a cabo por el Comité de Basilea, se
propuso modificar la fórmula basada en las calificacio-
nes internas, de manera que el coeficiente de correla-
ción disminuyera de 0,2 a 0,1 a medida que aumenta-
ra la probabilidad de incumplimiento. Es decir, mien-
tras mayor fuese la probabilidad de incumplimiento de
las empresas, menor sería la correlación, puesto que la
quiebra o la insolvencia pueden obedecer a diversos
factores no sistémicos que no siempre influyen en las
perspectivas de las demás empresas.

La afirmación de que la correlación de los acti-
vos es variable tiene fundamentos evidentes. Además,
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parece sólida la sugerencia de que esta variabilidad
influye en el nivel total de riesgo de una cartera y, en
consecuencia, debe manifestarse en los requisitos de
capital. Por lo tanto, aplicamos este criterio en nues-
tro trabajo empírico que, como se indicará más ade-
lante, justifica plenamente las razones para introducir
una modificación similar en la fórmula basada en las
calificaciones internas de los créditos diversificados
internacionalmente.

Durante largo tiempo se ha sostenido que una de
las principales ventajas de invertir en las economías en
desarrollo radica en que su correlación con los merca-
dos maduros es relativamente baja. Por lo tanto, nues-
tra primera hipótesis podría plantearse de la siguiente
manera:

Hipótesis 1: El grado de correlación entre los sectores
real y financiero de las economías desarrolladas es
superior al que existe entre las economías desarrolla-
das y en desarrollo.

Sometimos a prueba esta hipótesis, primero, cen-
trándonos concretamente en la relación directa entre los
préstamos y la rentabilidad de la banca internacional
y, en seguida, de una manera más general y a modo
de respaldo. Todos los resultados que obtuvimos apo-
yaron de manera significativa la validez de este plan-
teamiento. Esto proporcionó la base para una segunda
hipótesis, relacionada específicamente con la labor que
lleva a cabo el Comité de Basilea.
Hipótesis 2: La relación riesgo/rendimiento de una car-
tera de préstamos diversificada que incluye tanto regio-
nes desarrolladas como regiones emergentes y en desa-
rrollo es más eficiente que la de una cartera concentra-
da exclusivamente en países desarrollados. En conse-
cuencia, el nivel general de riesgo de la primera, medi-
do por las pérdidas no esperadas, deberá ser menor.

Para poner a prueba esta hipótesis, simulamos el
nivel de pérdidas no esperadas de dos carteras, una de

créditos que se distribuyen parejamente entre regiones
desarrolladas y en desarrollo, y otra de créditos que se
otorgan sólo a regiones desarrolladas. Los resultados
de estas simulaciones respaldan inequívocamente la
segunda de nuestra hipótesis, pues demuestra que las
pérdidas no esperadas que debería enfrentar en un caso
extremo una cartera concentrada puramente en deudo-
res de países desarrollados serían alrededor de 25%
más altas que las de una cartera repartida entre países
desarrollados y en desarrollo.

A nuestro juicio, todas las pruebas que realizamos,
utilizando diversas variables en diversos períodos, pro-
porcionan sólida evidencia en apoyo a nuestra hipóte-
sis. Esa evidencia se fortalece aún más con los resul-
tados de nuestras simulaciones de carteras de créditos,
las que mediante la aplicación de un método análogo
al que utiliza la mayoría de los bancos con sistemas
de análisis de riesgos técnicamente más avanzados,
demuestran las ventajas de la diversificación interna-
cional, tal como las concebirían los grandes bancos. En
su conjunto, la evidencia indica que, para no castigar
injustamente a las economías en desarrollo y emergen-
tes, el Comité de Basilea debería examinar detenida-
mente la conveniencia de incorporar las ventajas de la
diversificación internacional en el documento consul-
tivo final, próximo a publicarse. Confiamos en que las
pruebas que presentaremos a continuación demuestren
la validez de este punto de vista.

El presente artículo consta de cinco secciones.
Tras la presente introducción (sección I), se describen
las fuentes de información y la metodología utilizada
(sección II), se presentan los resultados del trabajo
econométrico (sección III), se incluyen las simulaciones
de dos carteras de crédito (sección IV) y se analizan las
connotaciones de los resultados obtenidos, formulando
algunas conclusiones (sección V). En los apéndices A
y B, por último, se presentan algunos detalles técni-
cos sobre el trabajo estadístico y de simulación.

Los países considerados son los siguientes:
— Países en desarrollo: Argentina, Brasil, Chile,

Ecuador, México, Panamá, Perú y Venezuela;
Filipinas, Indonesia, Malasia, Tailandia y la Re-
pública de Corea; Bulgaria, Polonia y Rusia;
Nigeria y Sudáfrica.

— Países desarrollados: Canadá y Estados Unidos;
Japón; Alemania, España, Francia, Italia y el
Reino Unido.

— Otros: Singapur; Finlandia, Grecia, Irlanda y
Portugal.
Las variables analizadas aparecen en el cuadro 1.

II
Fuentes e información
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CUADRO 1

Clasificación, descripción y otras características de las
variables analizadas, diversos períodos

Clasificación Clave Descripción Período Frecuencia Fuente

Sector financiero ROA Rentabilidad de los activos (bancarios) 1988-2001 Anual The Banker

Sector financiero ROC Rentabilidad del capital de primera línea 1988-2001 Anual The Banker
(bancario)

Sector financiero Sindicados Márgenes de los préstamos sindicados 1993-2002 Mensual Banco de Pagos
Internacionales (BPI)

Bonos GBIa Índice global de los bonos 1987-2002 Diaria JP Morgan/Reuters

Bonos EMBIb Índice de los bonos de mercados emergentes 1987-2002 Diaria JP Morgan/Reuters

Bonos EMBI+c Índice de los bonos de mercados emergentes 1987-2002 Diaria JP Morgan/Reuters
Plus

Acciones IFC Gd Standard&Poor y Corporación Financiera 1990-2002 Diaria CFI/S&P

Internacional (CFI) (mundial)

Acciones IFC Ie S&P y CFI (invertible) 1990-2002 Diaria CFI/S&P

Acciones COMP Países en desarrollo enumerados: índice 1990-2002 Diaria Reuters
compuesto de acciones

Macro GDP Tasa de crecimiento del PIB 1985-2000 Semestral FMI, Banco Mundial
(cálculos de los autores)

Macro GDP HP Descomposición del PIB según 1950-1998 Anual Estadísticas nacionales
Hodrick-Prescott (cálculos de los autores)

Macro STIR Tasa de interés nominal de corto plazo 1985-2000 Semestral Estadísticas nacionales (BPI)
o FMI, CFI

Macro STIRR Tasa de interés real de corto plazo 1985-2000 Semestral Estadísticas nacionales (BPI)
o FMI, CFI

Fuente: Elaboración propia.

a El GBI se compone de bonos públicos internos de tasa fija que se transan regularmente. El mercado de deuda interna de los países com-
prendidos es líquido y de libre acceso para los inversionistas extranjeros. El GBI excluye los pagarés con interés variable, los bonos per-
petuos, los bonos con vencimiento a menos de un año, los bonos destinados a mercados internos por razones tributarias y los bonos con
opción de compra, de venta y convertibles.

b El EMBI es un índice de bonos de mercados emergentes, elaborado por J.P. Morgan. Incluye los bonos Brady, denominados en dólares,
los eurobonos, y los préstamos e instrumentos de deuda interna emitidos por entidades soberanas y cuasi soberanas.

c El EMBI+ es una ampliación del EMBI. Registra a todos los instrumentos de deuda denominados en moneda extranjera de los mercados
emergentes.

d El IFC G (mundial) es un índice accionario de los mercados emergentes elaborado conjuntamente por la Corporación Financiera Interna-
cional (CFI) y Standard & Poor (S&P). No toma en cuenta las restricciones a la propiedad extranjera que limitan el acceso a algunos
mercados y acciones determinadas.

e El IFC I (invertible) se ajusta de manera de indicar las restricciones a las inversiones extranjeras en los mercados emergentes. En conse-
cuencia, representa un panorama más preciso del universo real al alcance del inversionista.

III
Resultados

Todas las pruebas de significación estadística realiza-
das respaldan plenamente nuestra primera hipótesis. En
cada uno de los casos se realizaron pruebas en las que
se hizo uso de la función de distribución acumulativa, a
fin de determinar la validez de los resultados obtenidos.

Las pruebas tuvieron por objeto demostrar, para cual-
quier nivel dado de correlación, la probabilidad de que
en la serie que considera los créditos de países desa-
rrollados a países en desarrollo la correlación sea me-
nor que en la serie que presenta los créditos de países
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desarrollados a otros países desarrollados. En los grá-
ficos 1 y 2 se muestran los resultados obtenidos en dos
de estas pruebas, como una ilustración de que en to-
dos los casos la correlación desarrollados/desarrolla-
dos predomina por sobre la correlación desarrollados/
en desarrollo (los demás resultados figuran en el apén-
dice A).

Es decir, para cualquier nivel de correlación x, la
probabilidad de que la correlación efectiva sea menor

GRAFICO 1

Pruebas de dominancia estocástica de
primer orden para determinar la correlación
de la rentabilidad de los activos bancarios
(1988-2001)

GRAFICO 2

Pruebas de dominancia estocástica de
primer orden para determinar la correlación
de la rentabilidad del capital de los bancos
(1988-2001)

Fuente: Análisis hecho para este estudio.
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que x es mayor en la serie de países desarrollados/en
desarrollo que en la serie de países desarrollados/de-
sarrollados.

Los resultados que aparecen en el cuadro 2 refuer-
zan la primera de nuestras hipótesis, tanto en un sen-
tido general como específico. A continuación presen-
tamos los resultados específicos del sector financiero
y, luego, aquellos relativos a las variables económicas
y financieras de carácter más general.

CUADRO 2

Coeficiente de correlación media

Variable Período Frecuencia Coeficiente de Coeficiente de Prueba estadística
correlación media correlación media  (HO: Mx = My)a

entre países entre países desarrollados
desarrollados y en desarrollo

Sindicados 1993-2002 Mensual 0,37 0,14 3,33 (3,29)
ROA 1988-2001 Anual 0,10 -0,08 4,40 (3,29)
ROC 1988-2001 Anual 0,14 -0,11 6,92 (3,29)
PIB 1985-2000 Semestral 0,44 0,02 9,08 (3,29)
PIB HP 1950-1998 Anual 0,35 0,02 9,41 (3,29)
STIRb 1985-2000 Semestral 0,72 0,23 11,09 (3,29)
STIRRc 1985-2000 Semestral 0,66 0,22 10,93 (3,29)
GBI-EMBI 1991-2002 Diario 0,78 0,53 5,45 (3,29)
GBI-EMBI 1991-1997 Diario 0,90 0,74 4,64 (3,29)
GBI-EMBI 1998-2002 Diario 0,42 0,09 5,87 (3,29)
CFI-COMP 1990-2000 Diario 0,58 -0,15 7,83 (3,29)
IFCG-COMP 1990-2000 Diario 0,58 -0,17 8,06 (3,29)

Fuente: Análisis hecho para este estudio.

a Valor crítico de 0,05% de la prueba unilateral (One-tailed test).
b Tasa de interés nominal de corto plazo.
c Tasa de interés real de corto plazo.
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Como puede apreciarse en el cuadro 2, se pusie-
ron a prueba todos los resultados a fin de asegurarse
de que fueran estadísticamente significativos. En todos
los casos lo fueron, con un nivel de confiabilidad del
99,5%. Además, se rechazó claramente la hipótesis
nula de que, en promedio, las correlaciones medias de
ambas series fuesen iguales (H0: Mx = My).

1. Análisis

En el cuadro 1 se observa claramente que en nuestras
pruebas utilizamos una amplia gama de variables fi-
nancieras, de mercado y macroeconómicas. Si bien
cabría sugerir que podría criticarse individualmente
cada una de estas variables, por constituir un indica-
dor en cierto modo imperfecto del comportamiento de
un mercado financiero, argumentaríamos con fuerza
que las distorsiones en los datos probablemente se
contrarrestarían recíprocamente, pues es poco proba-
ble que obedezcan a causas comunes. En consecuen-
cia, el hecho de que todas las pruebas estadísticas rea-
lizadas, sea cual fuere la variable, el período conside-
rado o la frecuencia apunten en la misma dirección, y
que luego de ser sometidas a otras pruebas resulten
estadísticamente significativas, demuestra inequívoca-
mente la validez de nuestra primera hipótesis.

En el caso de los márgenes de los préstamos ban-
carios sindicados, y partiendo del supuesto razonable
de que son indicativos del nivel de riesgo de tales prés-
tamos —y, en consecuencia, una variable sustitutiva
de la probabilidad de incumplimiento—, es evidente
que los riesgos, medidos de esta forma, han tenido una
tendencia a aumentar y disminuir conjuntamente den-
tro de las regiones desarrolladas que ha sido mayor que
la registrada en regiones desarrolladas y en desarrollo
en conjunto. Por consiguiente, este primer resultado
parece respaldar nuestra hipótesis. Es decir, en el pe-
ríodo 1993-2002, un banco con una cartera de présta-
mos distribuida entre las principales regiones desarro-
lladas y en desarrollo habría gozado de los beneficios
de la diversificación a nivel de la cartera. En efecto,
la correlación entre los riesgos que acompañan a los
créditos otorgados a cada una de estas regiones habría
sido menor que si la cartera hubiese estado concentra-
da únicamente en mercados desarrollados.

Asimismo, el hecho de que la correlación entre
la rentabilidad de los bancos en mercados en desarro-
llo y la de los bancos en mercados desarrollados sea
levemente negativa, en tanto que la correlación de la
rentabilidad de los bancos dentro de mercados desa-
rrollados es ligeramente positiva, refuerza aún más

nuestra hipótesis sobre las ventajas de la diversifica-
ción. No obstante, si bien hay muchos factores que
influyen en la rentabilidad del sistema bancario de un
país, parece razonable suponer que uno de los más
importantes sería la incidencia de los préstamos impa-
gos en su economía. En general, es probable que la
solidez y rentabilidad consiguiente de la economía de
un país influya notablemente en la rentabilidad de su
sector bancario. De esta manera, en el período consi-
derado, un banco que hubiese otorgado créditos a ban-
cos y empresas de diversos países desarrollados y en
desarrollo se habría visto favorecido por la diversifi-
cación, en comparación con uno que hubiese concen-
trado sus préstamos exclusivamente en mercados de-
sarrollados.

Asimismo, los resultados obtenidos del análisis de
las variables macroeconómicas, pese a ser más gene-
rales, indican que la tendencia de las economías desa-
rrolladas a evolucionar paralelamente es mayor que la
de economías desarrolladas y en desarrollo considera-
das en conjunto. Si se parte de la base de que la inci-
dencia de los créditos impagos de una economía es, al
menos en forma parcial, inversamente proporcional a
la tasa de crecimiento del producto interno bruto (PIB),
entonces habría menos probabilidades de que en los
bancos cuya cartera esté diversificada a nivel interna-
cional se produzca simultáneamente un incremento
pronunciado de la incidencia de esta clase de présta-
mos. En cambio, en el caso de los bancos que concen-
tren sus operaciones de crédito en mercados maduros,
cuya correlación es mayor, la probabilidad sería más
alta. Similares consecuencias pueden esperarse si se
consideran las fluctuaciones de las tasas de interés de
corto plazo como un indicador aproximado del ciclo
económico —ya que el alza de las tasas indica el tér-
mino del ciclo ascendente y la baja de las tasas el fin
del ciclo descendente—, lo que respalda aún más nues-
tra tesis. Tal como sucede con el crecimiento del PIB,
el hecho de que en los países desarrollados los ciclos
económicos —y en consecuencia las fluctuaciones de
las tasas de interés de corto plazo— estén más correla-
cionados que en una combinación de países desarro-
llados y en desarrollo, indica que seguramente la inci-
dencia de préstamos impagos será mayor en los pri-
meros que en la segunda.

Para muchos operadores del mercado, las fluctua-
ciones del precio y el rendimiento de los bonos guber-
namentales representan un buen indicador de las va-
riables macroeconómicas fundamentales de un país y
de las opiniones de los mercados sobre las perspecti-
vas económicas de éste. El hecho de que el valor de
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los bonos de países desarrollados marche mucho más
a la par que el de bonos de una combinación de países
desarrollados y en desarrollo indica que en los prime-
ros hay más correlación entre esas variables
macroeconómicas y la percepción de los mercados al
respecto. Similares resultados se obtuvieron al anali-
zar mercados bursátiles de algunos países. Nuestras
pruebas revelan una menor correlación entre los
mercados bursátiles de los mercados desarrollados y
en desarrollo. En consecuencia, en la medida en que
el mercado bursátil de un país sea el reflejo de dichas
variables macroeconómicas y de la percepción de los
inversionistas acerca del país, el hecho de que haya
menos correlación cuando se trata de países desarro-

llados y en desarrollo confirma aún más nuestra pri-
mera hipótesis.

Las pruebas mencionadas respaldan claramente
nuestra hipótesis de que el riesgo general de un banco
cuya cartera esté distribuida a nivel internacional en-
tre deudores de países desarrollados y en desarrollo
será menor que el de aquél que otorgue créditos ex-
clusivamente a países desarrollados. Con el objeto de
comprobar esta hipótesis en el contexto específico de
una cartera de préstamos de un banco, realizamos un
ejercicio de simulación, a fin de evaluar las pérdidas
no esperadas que podrían producirse en una cartera
diversificada entre países desarrollados, y otra diver-
sificada entre regiones desarrolladas y en desarrollo.

IV
Simulaciones de carteras de préstamos

Para comprobar nuestra segunda hipótesis, construimos
dos carteras de préstamos simuladas a fin de evaluar
las pérdidas no esperadas que cada una de ellas podría
sufrir. De esta manera, se puede comparar directamente
el comportamiento simulado de una cartera diversifi-
cada entre regiones desarrolladas y en desarrollo con
el de una cuyos préstamos se concentren exclusivamen-
te en los mercados desarrollados.

A continuación presentamos en detalle el contexto
básico para nuestra metodología y los resultados obte-
nidos. En el apéndice B se presenta información más
detallada, así como datos técnicos sobre la construc-
ción de las carteras simuladas.

1. Contexto

La calidad crediticia de la cartera de un banco puede
variar en cualquier momento, de manera que se hace
necesario calcular con frecuencia las pérdidas que la
institución podría sufrir en diversas circunstancias.
Dada la variabilidad a que está sujeta una cartera, es
probable que el cálculo de las reservas preventivas no
sea el mismo para los distintos períodos. La diferen-
cia entre las reservas preventivas calculadas para los
distintos períodos (debido a cambios en la calidad de
los créditos) hace que el banco pueda sufrir pérdidas,
las que en situaciones extremas podrían mermar su
capital. Estas pérdidas se denominan “pérdidas no es-
peradas”. De hecho, nuestra segunda hipótesis postula
que las pérdidas no esperadas de una cartera diversi-
ficada entre mercados desarrollados y en desarrollo

serán menores que las de una concentrada exclusiva-
mente en mercados desarrollados. En principio, respal-
dan esta hipótesis los resultados obtenidos a partir de
nuestro análisis estadístico, en virtud del cual se com-
probó que el coeficiente de correlación de las carteras
que combinan mercados de países desarrollados y en
desarrollo es menor que el de las que se concentran
exclusivamente en mercados desarrollados.

2. Simulación

La metodología utilizada corresponde a una modifica-
ción del conocido modelo CreditMetrics, que ha sido
aplicado ampliamente para calcular las pérdidas no
esperadas de una cartera. Adoptando un método aná-
logo, construimos dos carteras simuladas: en la prime-
ra, los préstamos se distribuyeron parejamente en las
principales regiones desarrolladas y en desarrollo; en
la segunda, éstos se concentraron exclusivamente en
las regiones desarrolladas. Posteriormente, programa-
mos un algoritmo, en el cual se simularon 10.000 “es-
cenarios de calidad” diferentes que podrían afectar a
dichas carteras y provocar, en consecuencia, cambios
en la clasificación crediticia.4 Cada escenario muestra

4 Entre las regiones en desarrollo figuran: África y el Medio Orien-
te, Asia y el Pacífico, los países en desarrollo de Europa y América
Latina. Entre las regiones desarrolladas se incluyen: los países de la
Unión Europea no pertenecientes a la Unión Económica y Moneta-
ria, aquellos pertenecientes a dicha unión monetaria, otros países
industrializados y centros extraterritoriales.
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un cambio en el valor de mercado de los activos de
los acreedores de la cartera y, por lo tanto, permite
evaluar la diferencia entre la calidad inicial y la cali-
dad final del crédito. Una vez simulados los escena-
rios de calidad de la cartera de préstamos, se pueden
calcular las pérdidas o ganancias generadas por la di-
ferencia entre su calidad inicial y final.

Las pérdidas o ganancias registradas en este pro-
ceso de simulación se utilizaron para construir un
histograma, en el que se resume la distribución de las
pérdidas de la cartera. A partir de esta distribución, se
definió un valor en riesgo (VaR) a partir del cual se
obtiene el valor de las pérdidas no esperadas de la
cartera.5 Estas pérdidas, divididas por el monto total de
la cartera, representan el porcentaje que, dada una pro-
babilidad determinada (definida en función del
percentil elegido), podría perderse en un caso extremo.

3. Resultados

Los resultados de nuestras simulaciones (cuadro 3)
respaldan firmemente nuestra segunda hipótesis. Como
puede apreciarse en el cuadro, las pérdidas no espera-
das de la cartera concentrada en deudores de países
desarrollados son, en promedio, casi un 23% más ele-
vadas que si la cartera hubiese estado distribuida en-
tre países desarrollados y en desarrollo.

4. Análisis

Las simulaciones muestran claramente que, a nivel de
carteras, la relación entre los riesgos y el rendimiento

de los bancos es más favorable cuando los créditos es-
tán distribuidos a nivel internacional. Dado que los
requisitos de capital supuestamente deberían cubrir las
pérdidas no esperadas, el hecho de que en nuestra si-
mulación dichas pérdidas sean menores cuando la car-
tera está diversificada revela que, para indicar con
precisión el riesgo real que pueden enfrentar los ban-
cos, Basilea II debería tener en cuenta el efecto de la
diversificación.

Naturalmente, siempre es posible poner en tela de
juicio las premisas sobre las cuales se basa una simu-
lación. En el presente trabajo, intentamos asegurar que
nuestros postulados fueran lo más razonables posible.
Uno de los aspectos que consideramos detenidamente
fue que, al partir de la base de que dentro de los paí-
ses no había diversificación por industrias, se podría
impedir que los países desarrollados, que generalmen-
te tienen más industrias que los países en desarrollo,
se vieran favorecidos por la diversificación. Sin em-
bargo, llegamos a la conclusión de que posiblemente
se haya sobrestimado las presuntas ventajas de esta
diversificación. Algunos estudios empíricos recientes,
elaborados por el Comité de Basilea de Supervisión
Bancaria, confirman esta impresión (Acharya, Hasan
y Saunders, 2002). Utilizando datos correspondientes
a 105 bancos italianos para el período 1993-1999, di-
chos autores buscaron pruebas empíricas que respal-
daran las ventajas que, en teoría, tendría la diversifi-
cación industrial, sectorial y geográfica. Aunque sus
resultados son hasta cierto punto sorprendentes, pare-
cen reforzar tanto las premisas sobre las cuales se basa
la simulación de la cartera de préstamos (es decir, que

CUADRO 3

Comparación de carteras no diversificadas por industrias
(Pesos y porcentajes)

Cartera diversificada entre países desarrollados Cartera diversificada entre países desarrollados
y en desarrollo

Total de préstamos = 117 625 333,00 Total de préstamos = 117 625 333,00

Percentil Valor de las Pérdidas Percentil Valor de las Pérdidas Diferencia
pérdidas no esperadas pérdidas no esperadas porcentual

99,8 22 595 312 19,21 99,8 27 869 349 23,69 +23,34
99,9 26 390 246 22,44 99,9 32 187 075 27,36 +21,96

Fuente: Análisis hecho para este estudio.

5 Naturalmente, la aplicación del modelo de cálculo del valor en
riesgo a la gestión del riesgo plantea muchos problemas y es objeto
de críticas. Véase, por ejemplo, Zigrand y Danielsson (2001) y
Persaud (2001). Sin embargo, este tipo de problemas escapa al al-
cance del presente trabajo. En nuestro estudio, la simulación tiene

por objeto mostrar, en términos generales, la diferencia relativa en
materia de pérdidas no esperadas que podría experimentar cada
cartera, como hacen actualmente muchos grandes bancos que ope-
ran a nivel internacional.
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no hay efectos de diversificación aparentes entre las
industrias) como, lo que es aún más importante, las
conclusiones generales de nuestro trabajo empírico.

Por consiguiente, a partir de los resultados obte-
nidos con respecto a la rentabilidad y el riesgo de los
créditos bancarios, concluimos que, en el caso de los
bancos (italianos) examinados en el estudio, la mayor
diversificación de los préstamos entre industrias pro-
duce una relación riesgo/rendimiento ineficiente, y la
diversificación por sectores produce una relación ries-
go/rendimiento ineficiente para los bancos cuyo nivel
de riesgo es relativamente elevado. Por otra parte, la
diversificación geográfica efectivamente mejora la re-
lación riesgo/rendimiento de los bancos cuyo nivel de
riesgo es bajo o moderado (Acharya, Hasan y
Saunders, 2002, p. 5).

Sin embargo, para cerciorarnos de que esta hipó-
tesis no distorsiona los resultados de la simulación, rea-
lizamos una segunda serie de simulaciones. En este
caso, se partió de la base de que había diversificación,
tanto geográfica como por industrias. Como se obser-
va en el cuadro 4, esta modificación, que asemeja más
la simulación a la realidad, tiene como consecuencia
la reducción del 50% de las pérdidas no esperadas de
la cartera; por lo tanto, ahora se acercan más al 8%,
cifra que se registra frecuentemente en la práctica y que
constituye la base de los requisitos de capital que, a
juicio del Comité de Basilea, se aplican al sistema en
su conjunto.

Asimismo, esta modificación también reduce,
aunque en menor medida, la diferencia entre las pér-
didas no esperadas simuladas en ambas carteras. Sin
embargo, la diferencia, de casi 17% en promedio, con-
tinúa siendo muy significativa y, por lo tanto, reafir-
ma aún más la solidez de los resultados obtenidos.

Otro aspecto que examinamos fue el hecho de que
las correlaciones no son constantes en el tiempo. Por

CUADRO 4

Comparación de dos carteras simuladas, diversificadas por industrias
(Pesos y porcentajes)

Cartera diversificada entre países desarrollados Cartera diversificada entre países desarrollados
y en desarrollo

Total de préstamos = 117 625 333,00 Total de préstamos = 117 625 333,00

Percentil Valor de las Pérdidas Percentil Valor de las Pérdidas Diferencia
pérdidas no esperadas pérdidas no esperadas porcentual

99,8 15 111 321 12,85 99,8 17 665 318 15,02 16,90
99,9 15 358 788 13,06 99,9 17 960 850 15,27 16,94

Fuente: Análisis hecho para este estudio.

supuesto, el peligro radica en que en los mercados
emergentes, las correlaciones aumentan radicalmente
en situaciones de crisis, a medida que el contagio pro-
paga la crisis de un país o región a otro. En este caso,
puede ocurrir que una cartera diversificada en varias
regiones emergentes y en desarrollo se vea afectada si-
multáneamente en cada una de ellas. Sin embargo, aun-
que ésta sea probablemente la impresión general acerca
del comportamiento de los mercados emergentes en si-
tuaciones de crisis, quizás sólo sea aplicable a un nú-
mero limitado de casos en que se den determinados
requisitos. Actualmente, y de hecho en la mayoría de
los casos, ello no es así. Kaminsky, Reinhart y Vegh
(2002) examinaron 200 años de crisis financieras en
países desarrollados y en desarrollo en busca de prue-
bas de contagio, y llegaron a la conclusión de que es
posible que se produzca un contagio “virulento” como
el aquí descrito, pero únicamente en ciertas circunstan-
cias. Entre las principales crisis que han afectado a los
mercados de países emergentes desde 1980, se sostiene
que la crisis mexicana de 1982, la devaluación mexica-
na de 1994, la devaluación del baht tailandés de 1997 y
la crisis rusa de 1998 de hecho tuvieron un efecto de
contagio importante. No obstante, salvo en el caso de
la moratoria rusa, que afectó a todas las regiones emer-
gentes y en desarrollo y en medida sorprendente al
mundo desarrollado (Davis, 1999), el contagio resultante
de otras crisis se limitó a la región de origen. Por lo
tanto, si la cartera hubiese estado distribuida en todas
las regiones emergentes y en desarrollo, no se habrían
producido simultáneamente problemas de la magnitud
descrita. Por otra parte, en casos más recientes —como
la devaluación en Brasil en 1999, en Turquía a comien-
zos de 2001 y los problemas desencadenados en Ar-
gentina hacia fines de 2001— el contagio ha sido
mucho menor y no se ha convertido en un fenómeno
de alcance general en los mercados emergentes.
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En Kaminsky, Reinhart y Vegh (2002) se sugie-
re que, para que una crisis se propague más allá de los
límites regionales, debe ser precedida por un período
de auge (o “burbuja”) de inversiones. De esta manera,
los actores que se encuentran fuera de la región se
involucran en lo que sucede en ella, por lo que en cierta
medida la crisis puede propagarse a otras regiones
emergentes e incluso a regiones en desarrollo por
medio de acreedores comunes. Por cierto, el contexto
actual no está marcado por un período de bonanza en
materia de flujos de capital hacia las economías emer-
gentes y en desarrollo. Además, es poco probable que
se produzca nuevamente este tipo de situaciones en el
futuro previsible, si se garantiza que no se darán las
condiciones necesarias para contagiar a todo el siste-

ma. Así, las ventajas de una diversificación amplia
seguirán existiendo.

Kaminsky y Reinhart (2002) también destacan
este hecho. Según sus investigaciones, las perturbacio-
nes financieras que se producen en la “periferia” (los
países en desarrollo) sólo tienen repercusiones
sistémicas más allá de la región vecina del país afec-
tado cuando atañen a los mercados de activos de algu-
no de los centros financieros más importantes (el
mundo desarrollado). Según dichos autores: los cen-
tros financieros cumplen así una función decisiva en
la propagación de las perturbaciones financieras; cuan-
do ellos se mantienen a salvo, los problemas que en-
frenta un mercado emergente se detienen en el límite
de la región (ibid., p. 3).

V
Conclusiones

El objetivo expreso del propuesto nuevo Acuerdo de
Capital de Basilea es el de armonizar mejor los requi-
sitos de capitalización con el riesgo real que los ban-
cos tomen. Se sostiene que este proceso hará que los
créditos bancarios tengan un marco regulatorio más
sólido y eliminará las numerosas anomalías que se
perciben en el Acuerdo vigente. En el presente traba-
jo, hemos tratado de demostrar que las nuevas propues-
tas podrían aumentar el costo y reducir el volumen de
los créditos bancarios que se otorgan a los países en
desarrollo, debido a que harían mucho más estrictos los
requisitos para proporcionar capital a deudores de alto
riesgo. Ello se justifica debido a que el capital asocia-
do con los deudores peor (mejor) clasificados debe au-
mentar (disminuir) significativamente según las cir-
cunstancias, lo que simplemente reflejaría una mayor
precisión en la medición del riesgo.

Sin embargo, como se demostró en este artículo,
el hecho de que hasta ahora las propuestas no hayan
tenido en cuenta las ventajas de la diversificación in-
ternacional indica que, al menos en este caso, no se ha
medido el riesgo con exactitud. Es decir, al excluir la
posibilidad de que los requisitos de capital impuestos
a los bancos excluyan los efectos de la diversificación,
se impone una medida inexacta del riesgo real a nivel
de la cartera. Actualmente, los bancos más tecnificados
suelen tomar en cuenta los efectos de la diversificación
en sus estrategias de préstamos internacionales. El
hecho de que la propuesta de Basilea II no permita

tomar en cuenta dicho efecto sugiere que el capital
regulatorio que se asociará a los préstamos otorgados
a los países en desarrollo será superior al que los ban-
cos se reservarían —y de hecho se reservan— basán-
dose en sus propios modelos.

El Comité de Basilea ya ha introducido una serie
de cambios a las propuestas presentadas en enero de
2001, entre los cuales los más importantes son los que
modifican la fórmula de calificación interna del ries-
go para tener en cuenta la variable de correlación de
los activos en relación con el incumplimiento, y los
cambios relativos a las pymes. Cuando se dio a cono-
cer el segundo documento consultivo, la impresión
general fue que los préstamos a las pymes podrían
verse afectados si aumentaban las exigencias de capi-
talización para otorgarlos. Tras intensas negociaciones,
el Comité de Basilea ha reconsiderado el asunto. No
cabe duda de que los cambios generales que se han
introducido en la fórmula de calificación interna del
riesgo en el crédito a las empresas (en el cual la curva
se ha aplanado significativamente), evidentemente fa-
vorecerán a las pymes. El Comité ha ido más allá y en
julio de 2002 dio a conocer un documento que desta-
caba los aspectos principales en los que se había lle-
gado a acuerdo, entre los cuales estaba el de dar a las
pymes el siguiente tratamiento:

Reconociendo los diferentes riesgos asociados con los
créditos a las pymes, y de acuerdo con el enfoque
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basado en la calificación interna del riesgo de los cré-
ditos otorgados a empresas, los bancos podrán hacer
una distinción entre los préstamos a pymes (es decir,
a empresas cuyas ventas anuales sean inferiores a 50
millones de euros) y los préstamos a empresas más
grandes. De acuerdo con el tratamiento propuesto, se
permitirá que los requisitos de capital para la partici-
pación en inversiones de las pymes sean menores que
aquellos exigidos a las empresas más grandes. La re-
ducción del monto de capital requerido podrá ser in-
cluso de 20%, según la importancia del prestatario, y
debería traducirse en una baja de aproximadamente
10%, en promedio, para el conjunto de las pymes pres-
tatarias en el marco de la calificación interna del ries-
go de los préstamos otorgados al sector empresarial
(Comité de Basilea de Supervisión Bancaria, 2002).

Así, en el caso de los créditos otorgados a pymes,
el Comité de Basilea ha reconocido el impacto que
puede tener la diferencia de correlación de los activos

en el nivel de riesgo de la cartera. Los resultados ob-
tenidos justifican plenamente que se introduzca una
modificación similar respecto de los créditos diversifi-
cados a nivel internacional.

Evidentemente, corresponde al propio Comité de
Basilea determinar la forma en que habrán de incor-
porarse estas conclusiones. Conociendo su experiencia
y capacidad profesional, a estas alturas no quisiéramos
sugerir cómo podrían realizarse tales modificaciones.
Sin embargo, dados los cambios que ya se han intro-
ducido en la calificación interna del riesgo para los
créditos a las pymes, así como el hecho de que las
modificaciones que proponemos parecerían tener una
base al menos igualmente sólida, no existen razones
teóricas, empíricas ni prácticas que impidan realizar
cambios encaminados a incorporar las ventajas de la
diversificación internacional.

APENDICE A

Pruebas de la función de distribución acumuladaa

A.1. Pruebas de predominio estocástico de primer orden
para determinar las correlaciones de los márgenes de los

préstamos de consorcio (1993-2002)
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A.2. Pruebas de dominancia estocástica de primer orden
para determinar las correlaciones de la rentabilidad

del capital de los bancos (1988-2001)
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A.3. Pruebas de dominancia estocástica de primer orden
para determinar la correlación de la rentabilidad de los

activos bancarios (1988-2001)
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A.4. Pruebas de dominancia estocástica de primer orden
para determinar la correlación del crecimiento

del PIB (1985-2000)
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Fuente: Análisis hecho para este estudio.

a Des./en des.= desarrollados/en desarrollo.

A.5. Pruebas de predominio estocástico de primer orden
para determinar la correlación de las tasas de interés real de

corto plazo (1985-2000)
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APENDICE B

Cálculo de las pérdidas no esperadas

Dado que la calidad de la cartera crediticia de los bancos
puede cambiar en cualquier momento, es necesario calcular
frecuentemente las pérdidas esperadas que dicha cartera
podría experimentar bajo diferentes situaciones de riesgo. En
vista de que dichos cambios en la calidad crediticia son con-
tinuos, lo más probable es que el cálculo de las reservas
preventivas sea diferente según el período de referencia. La
diferencia entre las pérdidas esperadas que se calculan para
distintos períodos (debido a los cambios de la calidad
crediticia) da lugar a que los bancos puedan sufrir pérdidas,
las que en casos extremos podrían llegar a menoscabar su
capital. Esta clase de pérdidas se denominan “pérdidas no
esperadas” y su cálculo constituye el objeto del presente
apéndice.

Las pérdidas no esperadas se generan debido a los cam-
bios en la calidad de los créditos que constituyen una carte-
ra. Para construir un modelo de estas variaciones en la cali-
dad de los créditos, aplicamos un método basado en la teo-
ría de cartera.

Este método6 ha sido ampliamente documentado y apli-
cado en diversos estudios financieros. Según éste, los
inversionistas forman su cartera de inversiones prestando
especial atención a que exista una relación óptima entre el
riesgo y el rendimiento. Para ello, los modeladores de ries-
go crediticio han desarrollado técnicas de evaluación de ries-
go que toman en cuenta los efectos que puede tener la di-
versificación de la cartera. Si bien es cierto que estos méto-
dos pueden perfeccionarse, estamos convencidos de que el
efecto de la diversificación de la cartera puede y debe for-
mar parte de la evaluación de riesgo con fines regulatorios.7

Como sostuvimos en el cuerpo de este trabajo y en documen-
tos anteriores, el hecho de que el marco regulatorio propuesto
castigue solamente a quienes asumen un riesgo elevado y no
estimule la diversificación de la cartera se traducirá en re-
sultados económicos negativos.

En el presente apéndice presentamos una variante de
la metodología CreditMetrics que se ha utilizado para simu-
lar las pérdidas no esperadas de los créditos de las carteras
examinadas.8 En J.P. Morgan (1997) se ha descrito el mo-
delo CreditMetrics como una visión cabal de una cartera de
créditos, pues considera las correlaciones entre los créditos
que la integran, lo cual determina el costo de la concentra-
ción excesiva y las ventajas de la diversificación. El propó-
sito de este apéndice es dar a conocer las modificaciones
introducidas en la metodología a fin de hacer posible su apli-

cación.9 A continuación nos referimos a la versión modifica-
da del CreditMetrics, que hemos denominado “modelo exhaus-
tivo del riesgo del crédito” (Full Credit Risk Model, FCRM).

El modelo exhaustivo del riesgo del crédito

En diversos estudios empíricos se sostiene que los incum-
plimientos crediticios están correlacionados. En este trabajo
se demuestra que también es posible diversificar el riesgo
crediticio. Para calcular la diversificación de la cartera ha-
bría que estimar las probabilidades de que cambie conjun-
tamente la calidad crediticia de cada uno de los créditos que
conforman dicha cartera y de que éstos se trasladen desde
su categoría crediticia (calidad crediticia) actual a cada una
de las categorías crediticias posibles. Para ello necesitaría-
mos conocer una serie de tablas de probabilidad conjunta
equivalente al número de pares de créditos que conforman
una cartera. Sin embargo, este objetivo es inalcanzable por
la falta de información confiable, la cantidad de datos que
sería preciso estimar y la complejidad de construir dicha
serie.

La metodología CreditMetrics se basa en dos elemen-
tos principales: el método de Merton para construir mode-
los de las variaciones en la calidad del crédito, y un método
indirecto para construir modelos de correlaciones entre los
créditos que conforman una cartera.

Finalmente, una vez construida una matriz de correla-
ciones entre los acreedores, esta metodología simula las
pérdidas no esperadas de la cartera.

a) El método de Merton para construir modelos de las
variaciones en la calidad del crédito

El método de Merton supone que el capital propio de
una empresa puede concebirse como una opción de compra
sobre sus activos con un precio de ejercicio (strike price)
igual al valor contable de sus deudas (Merton, 1974). Tras
este supuesto está la idea de que, dado que las acciones tie-
nen responsabilidad limitada, los accionistas tienen el dere-
cho, pero no la obligación, de pagar a los tenedores de deu-
da y hacerse cargo de los restantes activos de la firma. El
método implica que la calificación crediticia de un deudor
guarda relación con la diferencia entre el valor de mercado
de sus activos y su deuda.

De acuerdo con este método, el cambio en el valor de
los activos de una empresa determinada se relaciona con el
cambio en su calidad crediticia. En consecuencia, para cal-
cular la distribución de las probabilidades de variación de la
calidad crediticia, se puede utilizar la distribución de la ren-
tabilidad de los activos de la empresa. Para generalizar el uso
de este modelo se debe incluir, además de la condición de

6 Véase Markowitz (1959).
7 En esta oportunidad, no nos proponemos examinar las mejoras
que podrían introducirse en cada método.
8 Elegimos este modelo debido a la facilidad para construirlo y a la
disponibilidad de datos. No pretendemos pronunciarnos en favor de
una técnica específica para construir modelos de los riesgos del
crédito. 9 Véase una exposición detallada del tema en J.P. Morgan, 1997.
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incumplimiento, las posibles distintas calidades que un cré-
dito pueda tener.

La matriz de transición es la variable que resume las
probabilidades de transición de una calidad crediticia a otra.
Una vez conocidas las probabilidades de transición entre
diferentes categorías crediticias, y teniendo en cuenta el
modelo de Merton, se puede obtener el valor de mercado de
los activos que representan los valores límite entre las dis-
tintas categorías, como se aprecia en el gráfico B.1. Estos
valores límite cumplen con la condición de que si la varia-
ción del valor de mercado del activo (r) es lo suficientemente
negativa (es decir, inferior a ZE) el préstamo cae en incum-
plimiento; si ZE < r < ZD, el crédito pasa a la categoría D, y
así sucesivamente.

Teniendo en cuenta la matriz de transición empírica, se
puede calcular la probabilidad de que estos cambios ocurran
de la manera que se indica a continuación (para un crédito
clasificado inicialmente como X):

Prob(E|X) = (r<ZE) = ϕ(ZE)
Prob(D|X) = Prob(ZE <r <ZD) = ϕ(ZD) – ϕ(ZE)
Prob(C|X) = Prob(ZD <r <ZC) = ϕ(ZC) – ϕ(ZD)
Prob(B|X) = Prob(ZC <r <ZB) = ϕ(ZB) – ϕ(ZC)
Prob(A|X) = Prob(ZB <r <ZA) = I – ϕ(ZB)

donde:
r = valor de mercado implícito de los activos.
ϕ = función de distribución acumulativa para la distribu-

ción normal.

Desde este punto de vista, se puede calcular la matriz
de correlación de las variaciones en la calidad crediticia entre
deudores, a partir de un modelo que explique las fluctuacio-
nes del valor de los activos de los deudores.

La aplicación de este método presenta varios proble-
mas prácticos, entre los cuales el principal es el manejo de
matrices de correlación muy grandes. Además, no se pue-
den obtener las variaciones del valor de mercado de los ac-

tivos de cada uno de los deudores, ya que para ello sería
necesario disponer de información específica sobre la estruc-
tura financiera interna de cada uno de ellos. Estos dos in-
convenientes impiden aplicar una matriz de correlación ideal,
de manera que para introducir el efecto de la diversificación
de la cartera, aplicaremos un método indirecto, pero más
manejable.

b) Método indirecto para construir modelos de las corre-
laciones entre los créditos que conforman una cartera

A partir de la aplicación del método de Merton,
J.P. Morgan (1997) hace una distinción a priori entre los fac-
tores que determinan las variaciones del valor de los activos
de los deudores. Esta distinción proviene de dos componen-
tes fundamentales: el componente de mercado y el compo-
nente idiosincrásico. Por definición, este último no se
correlaciona con nada, ya que se refiere a factores propios
del deudor. En cambio, el componente de mercado cuenta
con todos los elementos que permiten la diversificación de
la cartera.

rtotal = WM rmercado + WI rIdiosincrásico

donde:
WM = porcentaje de la rentabilidad que corresponde al

elemento de mercado.10

rmercado = componente de mercado de la rentabilidad.
WI = porcentaje de la rentabilidad que corresponde al

elemento idiosincrásico.11

Iidiosincrásico = componente idiosincrásico de la rentabilidad.

En cambio, el componente de mercado de la rentabili-
dad se define como:

rMercado = HA rPIB país + (1-HA) rPIB actividad económica

donde:
HA = porcentaje del componente de mercado en el PIB

del país deudor, parámetro que se calcula median-
te el índice de Herfindahl.

rPIB país = rentabilidad en el PIB del país deudor.
(1-HA) = porcentaje del componente de mercado en el PIB

del país deudor.
rPIB actividad económica = rentabilidad en el PIB de la actividad

económica del deudor.

GRÁFICO B.1

Distribución de la rentabilidad
de los activos

Fuente: Análisis hecho para este estudio.

AE CD B

Ze Zd Zc Zb

10 En J.P.Morgan (1997) se explica cómo calcular estas pondera-
ciones. Tras las aplicaciones empíricas, se demuestra que un valor
aceptable para W es 70%, valor que adoptamos para nuestro estu-
dio.
11 La ponderación del elemento idiosincrásico se obtiene mediante
la siguiente ecuación:

w wI M= −1 2

El objetivo de esta ecuación es ser coherente con la variación del
valor de mercado de la rentabilidad estandarizada de los activos.
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El componente de mercado de la rentabilidad se divi-
de entre la actividad económica y la región geográfica. Cabe
preguntarse qué es más importante para el deudor, su activi-
dad económica o el país en que ésta se realiza. Dado que el
porcentaje de participación de estos factores de mercado en
el riesgo sistémico del deudor es exógeno al modelo, se
aplicó una metodología para resolver este problema de la
manera más objetiva posible (Segoviano, 1998).

El método se basó en que mientras más variada sea la
actividad económica de un país, menores serán las conse-
cuencias que tendrá un cambio repentino de su producción
en el valor de los activos de un deudor en dicho país. Den-
tro de este marco, es posible deducir que en los países de
escasa actividad económica, en que por lo tanto las activi-
dades económicas están muy concentradas, el factor más
importante para el valor de los activos del deudor será su
ubicación geográfica. Por esta razón, se intuye que, de pro-
ducirse una perturbación económica en el país, es posible que
ella haga disminuir el valor de los activos del deudor, pues-
to que es muy probable que éste pertenezca al rubro de las
actividades económicas afectadas.

De acuerdo con este razonamiento, calculamos un ín-
dice de Herfindahl, aplicando la siguiente fórmula para cada
grupo de países:

H
X

X
A

Ai

Aj
j

n
i

n

−

= ∑
∑

















1

1

2

donde:
XAi = valor de la participación de la actividad económica i

en el grupo de países A.12

Una vez considerados todos los elementos que consti-
tuyen el componente de mercado de la rentabilidad de los
activos, se debe calcular la correlación entre los deudores que
conforman una cartera de préstamos.

Dada una pareja de deudores, X e Y, que se dedican a
las actividades industriales, B y V, en los grupos de países
A y E, su rentabilidad se expresa de la siguiente manera:

r w r w H r w H rX IX IX MX A A MX A B= + + −( )1

El problema que plantea el cálculo de la correlación
entre cada pareja de acreedores de la cartera se resume de la
siguiente manera:

ρ ρ ρXY MX A MY E AE MX A MY E BVw H w H w H w H= + −( ) −( )1 1 13

donde:
ρAE = correlación entre los distintos grupos de países.14

ρBV = correlación entre las distintas actividades económi-
cas.15

Esta ecuación se resuelve para cada pareja de deudo-
res que conforman la cartera. Los resultados del cálculo de
la ecuación se reúnen en una matriz cuadrada (n x n), donde
n es el número de acreedores de la cartera. La matriz se deno-
mina matriz de correlación entre los acreedores y es única para
cada cartera. Esta matriz es una variable extremadamente
importante para la simulación de pérdidas no esperadas, puesto
que incorpora los elementos necesarios para cuantificar la
concentración/diversificación de la cartera.

Con estos elementos, en el próximo apartado presenta-
mos la forma en que se simulan los escenarios de calidad de
la cartera. A partir de éstos, se hace una estimación de la
distribución de las pérdidas, de la cual pueden obtenerse las
pérdidas no esperadas.

c) Simulación de escenarios de calidad de la cartera de
préstamos

Al combinar la matriz de transición con la matriz de
correlación entre los acreedores, simulamos escenarios de
calidad, a partir de los cuales se obtiene la distribución de
las pérdidas de la cartera crediticia.

Como se señaló anteriormente, la matriz de transición
indica las probabilidades de cambio en la calidad crediticia
que podrían afectar a los acreedores de una categoría deter-
minada. Además, se tiene en cuenta la correlación de las va-
riaciones en la calidad de los acreedores. Es decir, cuando
se produzcan perturbaciones económicas, los acreedores con
características similares tenderán a migrar juntos a catego-
rías de crédito similares. En cambio, si sus características
son diferentes, generalmente migrarán por separado a cate-
gorías de crédito diferentes. Ello implica que las carteras
concentradas en créditos con características semejantes mos-
trarán una mayor tendencia a sufrir más pérdidas no espe-
radas, debido a que no diversificarán los posibles riesgos
económicos.

Por otra parte, programamos un algoritmo para calcu-
lar diez mil escenarios de calidad posibles para cada una de
las (n x n) parejas de acreedores que conforman la cartera.
Cada escenario de calidad muestra un cambio en el valor de

12 Mientras mayor sea el índice de Herfindahl de un grupo determi-
nado de países, menor será la diversificación de la actividad econó-
mica. En consecuencia, el porcentaje del componente de mercado
explicado por el PIB del país deudor cobra una mayor importancia.
13 Debido a que se parte de la base de que las correlaciones entre
los componentes idiosincrásicos y los geográficos, entre los com-

ponentes idiosincrásicos y los de la actividad económica, y entre
los componentes de la actividad económica y los geográficos son
iguales a cero.
14 Estas correlaciones se calcularon entre los márgenes de los cré-
ditos sindicados correspondientes a cada grupo de países. Conside-
ramos que estos márgenes representan el grado de riesgo del siste-
ma financiero de cada grupo de países.
15 Estas correlaciones se calcularon entre los índices correspondientes
a cada una de las actividades económicas consideradas en el estu-
dio. Cada índice de actividad económica se construyó tomando en
cuenta la proporción de la actividad económica en el PIB de un país
representativo de cada grupo de países de la muestra.
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mercado de los activos de los acreedores de la cartera. Este
proceso se repitió diez mil veces. Los cambios de categoría
de los integrantes de la cartera permiten generar un volumen
de pérdidas o utilidades que representan la distribución de
las pérdidas de la cartera.

Para generar estos escenarios, se llevó a cabo el siguien-
te procedimiento:
i) Generación de números aleatorios uniformes.
ii) Transformación de estos números aleatorios en núme-

ros aleatorios estándares normales.
iii) Transformación de los números aleatorios estándares

normales en números aleatorios múltiples normales con
variación igual a la matriz de correlación entre los
acreedores.
Como se partió de la base de que el proceso que gene-

ra las variaciones en los activos sigue una distribución nor-
mal, utilizamos una distribución aleatoria múltiple normal a
fin de generar migraciones conjuntas de calidad, en que los
créditos con un alto grado de correlación tienden a trasladarse
conjuntamente.

d) Las pérdidas no esperadas

Una vez simulados los escenarios de calidad de la car-
tera de préstamos, se pueden calcular las pérdidas y/o ganan-
cias que genera la diferencia entre la categoría inicial y final
del crédito. Las pérdidas o ganancias obtenidas del proceso
de simulación se utilizaron para construir un histograma, en
el que se resume la distribución de las pérdidas de la cartera.

GRAFICO B.2

Distribución de las pérdidas de
la cartera crediticia

Fuente: Análisis hecho para este estudio.
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Para obtener la distribución de las pérdidas, es necesa-
rio ordenar las pérdidas no esperadas simuladas. A partir de
esta distribución, se determina un modelo de cálculo del va-
lor en riesgo, del cual se obtiene el monto de las pérdidas no
esperadas de la cartera. Al dividir las pérdidas no esperadas
por el valor total de la cartera, se obtiene el porcentaje, con
una probabilidad dada, que podría perderse en un caso extre-
mo. Por lo tanto, los requerimientos de capital deberían ser
los necesarios para que pudiesen absorber esas pérdidas.
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Los préstamos del BID
a las instituciones
de control presupuestario

Carlos Santiso

Los organismos financieros internacionales están mostrando un

renovado interés por lograr que las economías emergentes mejoren la

gestión del presupuesto nacional y fortalezcan la integridad de las finan-

zas públicas. Asimismo, están redescubriendo el papel de los parlamen-

tos nacionales y las entidades fiscalizadoras superiores en la supervi-

sión de los procesos presupuestarios y la rendición de cuentas en las

finanzas públicas. El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) otorga a

tales instituciones, para consolidar su contribución al proceso presu-

puestario, préstamos multilaterales con potencialidades aún

inexploradas y cuya eficacia podría acrecentarse. La segunda genera-

ción de reformas de las instituciones presupuestarias mejorará su capa-

cidad técnica y eficiencia operacional y supone tanto el fortalecimiento

de la gobernabilidad de las finanzas públicas, en particular la promoción

de vínculos más eficaces entre las entidades fiscalizadoras superiores y

las comisiones parlamentarias de presupuesto y cuentas públicas, como

la autonomía financiera e independencia política de las entidades

fiscalizadoras superiores.
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I
Explorando nuevos horizontes

  El autor se especializa en la economía política de la reforma de
la gobernabilidad y la rendición de cuentas de las finanzas públicas
en los mercados emergentes, particularmente en lo que se refiere a
la elaboración del presupuesto público y la auditoría externa. Escri-
bió parte de este ensayo mientras era investigador invitado en la
Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia, Seguridad y
Derechos Humanos de Argentina, en julio-agosto de 2003. Las
opiniones expresadas en el presente artículo son las del autor y no
reflejan necesariamente las de las instituciones mencionadas. El autor
agradece a Linn Hammergren, Javier Santiso, Lynette Asselin, María
Isabel dos Santos, Joachim Wehner, Warren Krafchik, John
Williamson, Enrique Paixão, Alfredo Fólica, Arturo Aylwin, Julio
Rodolfo Comadira, Miriam Ivanega, Delia Ferreira Rubio, Néstor
Baragli, Manuel Garrido, Patricia Llanos, Hernán Llanos, Simon
Gill, Yasuhiko Matsuda y a un crítico anónimo por su estímulo,
comentarios y sugerencias.

La calidad del proceso presupuestario es considerada
cada vez más un factor esencial para el buen gobier-
no. La transparencia y la supervisión de ese proceso
son indispensables para mejorar la gestión de las finan-
zas públicas, asegurar la debida rendición de cuentas
por parte del gobierno y reducir la corrupción. En
consecuencia, tanto el proceso presupuestario como la
responsabilidad e integridad en la gestión de las finan-
zas públicas son hoy objeto de renovado escrutinio.

En el decenio de 1990 surgieron reformas de se-
gunda generación para mejorar la elaboración del pre-
supuesto público y la gestión de las finanzas públicas
en las economías emergentes. Los enfoques tradicio-
nales se concentraban principalmente en mejorar el
desempeño y la eficacia dentro del poder ejecutivo,
sobre todo en los ministerios de finanzas, los organis-
mos de ejecución, la autoridad tributaria y los bancos
centrales. Sin embargo, en los últimos años se ha pres-
tado mayor atención al fortalecimiento de las institu-
ciones de gestión económica más allá del poder eje-
cutivo, y al mejoramiento de los mecanismos de su-
pervisión y rendición de cuentas. Esta segunda gene-
ración de reformas se ha debido en parte a nuevos
descubrimientos sobre los factores que determinan la
calidad de la política económica, y a la necesidad de
equilibrar las facultades presupuestarias discrecionales
del ejecutivo con mecanismos que aseguren la rendi-
ción de cuentas por parte del gobierno. Esto se ha tra-
ducido en un renovado interés en la credibilidad e in-
tegridad de las finanzas públicas y en el aporte de los
parlamentos nacionales y las entidades fiscalizadoras

superiores1 a la rendición de cuentas del gobierno en
materia presupuestaria.2

La inclusión de consideraciones de gobernabilidad
en la agenda de desarrollo ha llevado a los organismos
financieros internacionales a ampliar el alcance de sus
acciones para promover la reforma económica y me-
jorar la gestión financiera gubernamental. Estos orga-
nismos apoyan de manera significativa el refuerzo de
los órganos de gestión de las finanzas públicas en las
economías emergentes, en el contexto más amplio de
las reformas institucionales de segunda generación
(Santiso, 2004c y 2003a; Burki, Perry y otros, 1998).
La reducción de la brecha entre los aspectos económi-
cos y políticos de la gobernabilidad es una marcada
característica de las nuevas teorías de reforma del sec-
tor público, tendencia que se hace evidente en el en-
foque del BID.

En noviembre de 2000, el Banco Mundial adop-
tó una estrategia destinada a orientar su participación
en asuntos de gobernabilidad (Banco Mundial, 1997 y
2000), mientras que en julio del 2003 el BID actualizó
su programa para la modernización del Estado (BID,
2003). Estas acciones ponen de relieve la importancia
asignada a la contribución de los parlamentos y las
entidades fiscalizadoras superiores para hacer efecti-
vas las responsabilidades gubernamentales en la ges-
tión de las finanzas públicas.

El interés de los organismos financieros interna-
cionales en mejorar la rendición de cuentas en ese
sector obedece a consideraciones fiduciarias y de de-
sarrollo. Para reducir el riesgo fiduciario en créditos
vinculados a políticas y de apoyo directo al presupuesto
público es indispensable contar con sistemas de admi-
nistración presupuestaria vigorosos y confiables en los
países receptores (Santiso, s/f). Además, impulsados
por comprobaciones recientes de la poca eficacia de la

1 Las entidades fiscalizadoras superiores (supreme audit institutions)
se conocen por diversos nombres en los distintos países (oficinas
generales de contabilidad, de contraloría, de auditoría o tribunales
de cuentas, etc.). En este artículo la expresión “entidades
fiscalizadoras superiores” hace referencia a las instituciones encar-
gadas de la auditoría externa de los programas y cuentas públicas
del gobierno.
2 Véase Santiso (s/f, 2004a y 2004b), Haggard y McCubbins (2001),
Schedler, Diamond y Plattner (1999), y Mainwaring y Welna (2003).
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asistencia prestada y de la existencia de cooptación y
corrupción estatales, los organismos financieros inter-
nacionales han mejorado sus instrumentos de diagnós-
tico para evaluar la calidad del proceso presupuestario
público y la eficacia de los mecanismos de rendición
de cuentas en las finanzas gubernamentales.3 El Pro-
grama de gasto público y rendición de cuentas finan-
cieras (PEFA), por ejemplo, es una iniciativa de varios
donantes iniciada en diciembre de 2001, que tiene
como objetivo armonizar los estándares internaciona-
les de contabilidad, auditoría y control interno del sec-
tor público en los países en desarrollo y en transi-
ción.4 Las agencias bilaterales de cooperación estable-
cidas en el Grupo Utstein (Alemania, Noruega, Países
Bajos y Reino Unido) también han respaldado activa-
mente las instituciones de rendición de cuentas en los
países en desarrollo.5

En forma análoga, en el contexto de la ampliación
de la Unión Europea, el Tribunal de Cuentas Europeo
trabaja desde 1993 para aumentar la capacidad
institucional de las entidades fiscalizadoras superiores
en los países candidatos de Europa central y oriental,
como parte del proceso de convergencia hacia los
estándares aplicados por la Unión Europea a la gestión
y auditoría de las finanzas públicas.6 El programa
SIGMA,7 creado en 1992 por la Comunidad Europea y
la Organización de Cooperación y Desarrollo Econó-
micos (OCDE), ha contribuido a la modernización de
dichas entidades y al reforzamiento de los mecanismos
de control externos para el sector público de los paí-
ses candidatos. La posibilidad de acceder a la Unión
Europea constituyó un incentivo muy especial para
afianzar los sistemas de rendición de cuentas de las
finanzas públicas en los países que ingresarían a ella.
El proceso establecido para observar la aplicación de
los criterios acordados en Copenhague en 1997 permi-
tió que las reformas se ampliaran y consolidaran gra-
dualmente, lo que llevó a la incorporación de un pri-
mer grupo de 10 países en mayo de 2004.

En el caso de América Latina y el Caribe, las
iniciativas para el fortalecimiento institucional de los
ministerios de finanzas y los organismos tributarios
cuentan con el respaldo de los bancos multilaterales de
desarrollo y del Gobierno de los Estados Unidos, por
medio de la Oficina General de Contabilidad estado-
unidense y de la Agencia de los Estados Unidos para
el Desarrollo Internacional (USAID). Ya en las décadas
de 1920 y 1930, Estados Unidos prestó asistencia téc-
nica a países latinoamericanos para que instituyeran
bancos centrales y modernizaran sus sistemas financie-
ros gubernamentales (Drake, 1989). Las misiones
Kemmerer a los países andinos ayudaron a crear ofi-
cinas de contraloría y auditoría sólidas, responsables
de la contabilidad y auditoría central de las finanzas
del gobierno. Del mismo modo, desde comienzos de
la década de 1990 el Banco Mundial, el BID y la USAID

han ayudado a los países latinoamericanos a moderni-
zar su administración financiera mediante el estable-
cimiento de sistemas de gestión integrados (Dorotinsky
y Matsuda, 2002). A lo largo de esa década, Argenti-
na, Bolivia, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nica-
ragua y Venezuela recibieron préstamos y donaciones
para asistencia técnica destinados a mejorar sus siste-
mas de gestión financiera gubernamental.

En este ensayo se analizan los préstamos del BID

a las instituciones de control presupuestario y de ren-
dición de cuentas de las finanzas públicas en América
Latina y el Caribe, principalmente los otorgados a
entidades fiscalizadoras superiores y a parlamentos
nacionales. El respaldo del BID a la consolidación de
los organismos de auditoría externa y de las comisio-
nes de presupuesto parlamentarias forma parte de ac-
ciones más amplias destinadas a mejorar la adminis-
tración financiera del sector público en los países pres-
tatarios. No obstante, en este trabajo se argumenta que
la segunda fase de reformas económicas obliga a tra-
zar nuevos planes para fortalecer las instituciones vin-
culadas a la gobernabilidad de las finanzas públicas
(Krueger 2000), lo que implica considerar los factores
de economía política que determinan la reforma de la
gobernabilidad y el desarrollo institucional. En concre-
to, para asegurar una mayor supervisión y más inte-
gridad en la gestión de las finanzas públicas es preci-
so acrecentar los vínculos funcionales entre las insti-
tuciones que participan en el proceso presupuestario y
el sistema de control nacional.

El presente trabajo consta de cuatro secciones. A
continuación, en la sección II se examina brevemente
el nuevo enfoque de los organismos financieros inter-
nacionales frente a la gestión de las finanzas públicas,
que hace hincapié en la transparencia y la rendición de

3 Véase DFID (2001 y 2002), Brobäck y Sjölander (2002) y PEFA

(2003).
4 Véase www.pefa.org.
5 Véase, en particular, Centro Anticorrupción Utstein, www.u4.no.
Para más información sobre proyectos financiados por donantes
véase también www.respondanet.com.
6 Cabe señalar que, paradójicamente, el Tribunal de Cuentas Euro-
peo no ha podido certificar las cuentas de la Unión Europea en los
últimos ocho años. Esto refleja la dificultad para remediar las
disfunciones estructurales de los sistemas de administración finan-
ciera.
7 Support for Improvement in Governance and Management in
Central and Eastern European Countries.
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cuentas. En la sección III se analiza el otorgamiento
de préstamos en condiciones favorables a las entida-
des fiscalizadoras superiores y a los parlamentos de
América Latina y el Caribe por parte del BID. Se argu-
menta que existen posibilidades aún inexploradas de
aumentar la eficacia de las entidades fiscalizadoras
superiores y los parlamentos nacionales en la elabora-
ción del presupuesto público, lo cual supone conside-
rar la economía política de la reforma institucional.

Además de mayores recursos técnicos y eficiencia
operativa, la segunda generación de reformas requiere
el fortalecimiento de la independencia política y la
autonomía financiera de las entidades fiscalizadoras
superiores, así como la promoción de vínculos más
eficaces entre éstas y las comisiones parlamentarias de
cuentas públicas. La sección IV, por último, ofrece
algunas observaciones sobre los aspectos políticos de
la rendición de cuentas en las finanzas públicas.

II
Repensar la rendición de cuentas en

las finanzas públicas

Los organismos de rendición de cuentas del sistema
financiero público son un elemento esencial del nue-
vo paradigma de la economía del desarrollo y deter-
minan los recursos necesarios para llevar a cabo refor-
mas económicas de segunda generación más allá del
Consenso de Washington (Krueger, 2000; Kuczynski
y Williamson, 2003; Santiso, 2004c y 2003a). En la
primera fase de la reforma, las prescripciones norma-
tivas del Consenso de Washington impulsaron el pre-
dominio del poder ejecutivo en la elaboración del pre-
supuesto público y la formulación aislada de políticas
económicas. Sin embargo, el abuso del gobierno por
decreto efectuado por presidentes fuertes, así como la
delegación de la autoridad legislativa, con frecuencia
llevaron a neutralizar los mecanismos de rendición de
cuentas, a cooptar a las entidades fiscalizadoras supe-
riores y a restringir el papel de los parlamentos en el
proceso presupuestario (Santiso, 2001a y 2001b). En
consecuencia, las reformas de segunda generación que
se promueven en la actualidad suponen restablecer los
mecanismos que aseguran transparencia, supervisión y
rendición de cuentas en la elaboración y gestión del
presupuesto.

1. Gobernabilidad y finanzas públicas

El buen gobierno es un factor clave para que un país
logre un desarrollo económico y social sostenible. El
interés de los organismos financieros internacionales
por enfrentar los dilemas de gobernabilidad en los
países en desarrollo obedece en gran medida a la ne-
cesidad urgente de abordar las causas estructurales de

la corrupción. Este flagelo se convirtió en una preocu-
pación fundamental para el Banco Mundial en 1996,
cuando James Wolfensohn, entonces su nuevo presi-
dente, comprometió a la organización a combatir el
“cáncer de la corrupción”, cuyos efectos corrosivos en
la gestión económica y en la eficacia de la asistencia
son hoy bien conocidos. El Banco Mundial, por lo
tanto, comenzó a respaldar programas para fortalecer
el Estado de derecho, los sistemas judiciales, los sis-
temas de administración de las finanzas públicas y los
mecanismos parlamentarios de supervisión de las cuen-
tas públicas (Banco Mundial, 2000). Asimismo, en
1997 adoptó la estrategia de incorporar medidas antico-
rrupción en todas sus políticas y prácticas crediticias.

Según la definición estándar del Banco Mundial,
el concepto de gobernabilidad expresa ‘la manera en
que se ejerce el poder en la administración de los re-
cursos económicos y sociales de un país para alcanzar
el desarrollo’ (Banco Mundial, 1992, p. 1).8 Abarca la
forma de régimen político, el proceso mediante el cual
se ejerce la autoridad en la administración de los re-
cursos económicos y sociales para el desarrollo, y la
capacidad de los gobiernos para idear, formular y apli-
car políticas y desempeñar funciones. Sin embargo, ‘la
importancia de la credibilidad y el compromiso del
gobierno en materia de reformas de política se ha
dejado de lado como condición fundamental para la
eficacia de las reformas económicas’ (Ahrens, 2001,

8 En este artículo, las citas entre comillas simples han sido traduci-
das del inglés.
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p. 75). La credibilidad de la política económica depen-
de en gran medida de la eficacia de los mecanismos
de rendición de cuentas (Haggard y McCubbins, 2001;
Santiso, 2004a).

2. Aproximaciones a la reforma de la goberna-
bilidad

El concepto de gobernabilidad plantea dificultades a
los bancos multilaterales de desarrollo, que no quie-
ren ser considerados políticos y por eso adoptan la
doctrina de la neutralidad (Santiso, 2001c y 2004d).
Uno de los temas más conflictivos es la distinción entre
los aspectos económicos y políticos de la gobernabi-
lidad. Aunque el Banco Mundial reconoce que el con-
cepto es intrínsecamente político, hace hincapié en que
su propia participación mediante préstamos, asistencia
técnica y asesoramiento en materia de políticas se
encuadra solamente en dimensiones económicas. No
obstante, señala que la naturaleza del sistema político
está fuera del alcance del mandato establecido en el
Convenio Constitutivo de la institución. En forma
análoga, el Banco Asiático de Desarrollo (BASD), que
fue el primer banco regional en adoptar una política
de gobernabilidad en 1995, define la “buena
gobernabilidad” como “una acertada gestión para el
desarrollo” basada en cuatro “pilares” interrelaciona-
dos: rendición de cuentas, transparencia, predictibilidad
y participación. Para el BAsD, “buena gobernabilidad
es buen gobierno” (BAsD, 1995 y 1999). El Banco
Africano de Desarrollo (BAfD) tiene una concepción
parecida (BAfD, 2000).

El enfoque del BID con respecto a la reforma es-
tatal y la modernización del sector público tiene va-
rios rasgos en común con el del Banco Mundial, en
particular su sesgo técnico (Santiso, 2000). En teoría,
y del mismo modo que el Banco Europeo de Recons-
trucción y Desarrollo (BERD, 1992), el BID adopta un
punto de vista político más explícito frente a la refor-
ma de la gobernabilidad y, en general, es menos rea-
cio a involucrarse en áreas políticamente sensibles y
hacer frente a la economía política del desarrollo
institucional. La expansión de su mandato en 1994
amplió sus objetivos políticos, que ahora incluyen la
consolidación de la democracia. La política del BID

sobre la modernización del Estado se articuló por pri-
mera vez en 1996 y se actualizó en 2003 para incor-
porar aspectos relacionados con la economía política
de la reforma, en particular los sistemas de partidos,
las normas electorales y las relaciones entre los pode-
res ejecutivo y legislativo (BID, 2003). Las autoridades

del banco reconocen que la política influye en el de-
sarrollo y que, en consecuencia, sus préstamos y su
asistencia técnica deberían abordar más activamente
consideraciones de economía política (Payne, Zovatto
y otros, 2002).

Es innegable que la introducción de la agenda de
gobernabilidad llevó a las instituciones financieras
internacionales a ampliar el alcance de sus interven-
ciones y adentrarse en territorios inexplorados, entre
ellos la reforma judicial, el fortalecimiento parlamen-
tario y la lucha contra la corrupción. Entre 1996 y
2000, el Banco Mundial inició más de 600 programas
e iniciativas relacionados con la gobernabilidad en 95
países, y de 1997 a 1998 llevó a cabo 169 programas
de reforma de la administración civil del Estado en 80
países. Según estimaciones recientes, también empren-
dió 126 proyectos de reforma del sector público en
América Latina entre 1982 y 2002, por un total de
12.000 millones de dólares (Fuhr y Krause, 2003). La
mayoría de estos proyectos, generalmente vinculados
a políticas que hacen hincapié en la reforma fiscal, se
concentran en la elaboración del presupuesto público
y la gestión financiera del gobierno. En forma análo-
ga, la reforma legal y judicial se ha convertido en un
componente medular de la cartera de proyectos del
Banco Mundial vinculados a la gobernabilidad
(Santiso, 2004d). A partir de 1991, el Banco Mundial
ha financiado 480 proyectos en 84 países que se rela-
cionan con elementos de reforma legal y judicial, o los
incluyen, por un valor de 380 millones de dólares. Y
entre 1991 y 2001 aprobó 35 proyectos dedicados
exclusivamente a la reforma judicial.9 También ha es-
tablecido instrumentos de crédito con fines específicos
y ha actualizado su propia capacidad para evaluar el
desempeño judicial y promover la reforma judicial,
para lo cual ha realizado evaluaciones del sector judi-
cial desde 1994 y estudios institucionales y de
gobernabilidad más exhaustivos desde 1999.

Del mismo modo, entre 1993 y 2001 el BID apro-
bó 18 préstamos y 65 operaciones de cooperación téc-
nica para reformar los sistemas judiciales y moderni-
zar la administración de justicia en 21 de sus 26 paí-
ses miembros. Dichas operaciones representaron una
inversión de 461 millones de dólares (Biebesheimer y
Payne, 2001; Santiso, 2003b).

9 La Vicepresidencia Legal del Banco ha brindado asesoría legal a
más de 87 países en más de 45 áreas especializadas desde 1986. La
capacitación en materia de reforma legal y judicial también se ha
convertido en una actividad principal del World Bank Institute (WBI).
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En 1996, la Junta de Gobernadores del Fondo
Monetario Internacional (FMI) también exhortó a la
institución a promover la ‘gobernabilidad en todos sus
aspectos, lo que implica velar por el imperio de la ley,
mejorar la eficiencia y la rendición de cuentas en el
sector público y combatir la corrupción, como elemen-
tos indispensables de un marco en el cual las econo-
mías puedan prosperar’. Desde entonces, el papel del
FMI en materia de gobernabilidad se ha ampliado con-
siderablemente, para incluir factores de transparencia,
rendición de cuentas y predictibilidad de las finanzas
públicas (FMI, 1997 y 2001). El Fondo ha expresado
su estrategia de reforma de la gobernabilidad bajo el
manto neutral de su pericia técnica, concentrándose en
aquellos aspectos económicos de la gobernabilidad que
podrían tener consecuencias macroeconómicas impor-
tantes y que afectan la aplicación de las reformas eco-
nómicas. En 1997, la institución adoptó normas que
especificaban que sólo se involucraría “en los aspec-
tos económicos de la gobernabilidad” (FMI, 1997, p. 3),
a saber, la transparencia de las cuentas del gobierno,
la eficacia de la administración de los recursos públi-
cos y la estabilidad del marco regulatorio para la acti-
vidad del sector privado. No obstante, la posición del
FMI con respecto al contexto político de los países pres-
tatarios continúa siendo ambigua, como lo demuestra
su actuación respecto de Indonesia o Argentina.

Que el FMI se involucre en la reforma de la
gobernabilidad interna de un país se debe en parte al
nuevo papel que el Fondo desempeña en la adminis-
tración de la cuenta de capital y a su promoción del
ajuste estructural desde la década de 1980. Estas nue-
vas funciones implican necesariamente una participa-
ción más constante en la reforma de las políticas de
los países prestatarios, más allá del manejo de crisis
pasajeras. La supervisión, los créditos y la asistencia
técnica son las principales vías por las que el FMI fo-
menta la buena gobernabilidad. En cuanto a la super-
visión, el Fondo ha promovido enérgicamente
estándares y códigos de buenas prácticas por medio de
consultas conforme al Artículo IV de su Convenio
Constitutivo, sobre todo respecto de asuntos fiscales.

Desde fines de la década de 1990, el FMI ha reco-
nocido la importancia de la transparencia en la admi-
nistración de la política monetaria y financiera; en 2001
adoptó un Código de buenas prácticas de transparen-
cia fiscal.10 El cumplimiento de estos estándares por los

países se evalúa en los Informes sobre observancia de
códigos y normas (IOCN). Hasta fines de junio de 2002
se habían elaborado 264 informes referentes a 80 paí-
ses, de los cuales se han publicado 193. Estos instru-
mentos de diagnóstico complementan a los del Banco
Mundial que evalúan la calidad de los procesos de las
finanzas públicas, entre ellos los exámenes del gasto
público (PER) y las evaluaciones de la capacidad finan-
ciera de los países (CFAA). Aunque tienen diferentes
mandatos y desempeñan distintas funciones, las insti-
tuciones financieras internacionales están procurando
coordinar y armonizar mejor sus instrumentos de eva-
luación a lo largo del ciclo de las finanzas públicas,
desde la recaudación de los ingresos hasta la adminis-
tración de los gastos (PEFA, 2003).

3. Control presupuestario

Los parlamentos y las entidades fiscalizadoras exter-
nas cumplen un papel destacado en la elaboración del
presupuesto nacional, la rendición de cuentas en las
finanzas públicas y el control de la corrupción en la
nueva estrategia de modernización del Estado adopta-
da por el BID en julio de 2003.11 Después de una pri-
mera ola de reformas que se concentraban en la efi-
ciencia y efectividad de los sistemas de gestión finan-
ciera gubernamentales dentro del ejecutivo, la nueva
estrategia reconoce la importancia fundamental de los
mecanismos de transparencia y supervisión externa en
el proceso presupuestario. El papel de los parlamen-
tos nacionales en esta materia está siendo redescubierto
en la región.

En su esfuerzo por consolidar la gobernabilidad
democrática, el BID (2003) hace hincapié en la necesi-
dad de “reforzar la capacidad institucional del poder
legislativo”, especialmente mediante el respaldo a pro-
gramas concebidos para “el fortalecimiento de siste-
mas de asesoría técnica que mejoren la calidad de las
leyes y ayuden a que la función presupuestaria, de fis-
calización y control se ejerza sobre bases técnicas y
objetivas” (p. 12). Además, la estrategia permite al BID

brindar asistencia para “el incremento de la capacidad
técnica e independencia funcional de las instituciones

10 El FMI ha definido doce áreas clave, entre ellas contabilidad, fis-
calización, anticorrupción, supervisión bancaria, gobernabilidad,

transparencia fiscal y transparencia de las políticas monetaria y fi-
nanciera.
11 La estrategia se concentra en cuatro áreas de intervención prio-
ritaria: el sistema democrático; el imperio de la ley y la reforma de
la justicia; el Estado, los mercados y la sociedad, y la gestión pú-
blica.
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de control del desempeño de los poderes públicos,
como Contralorías, Tribunales de cuentas, Auditorías,
Defensorías, Fiscalías y Procuradorías” (p. 13).

Los parlamentos y las entidades fiscalizadoras su-
periores, en su calidad de tales, deben considerarse
como elementos clave de los sistemas de control na-
cionales. El BID reconoce que “los órganos de fiscali-
zación, supervisión y control no siempre tienen la in-
dependencia, objetividad y capacidad técnica que les
permitan velar por la observancia de la ley...” (BID,

2003, p. 5). “Los problemas de corrupción son de al-
guna forma expresión de la debilidad del Estado de de-
recho en su conjunto, pero llaman la atención también
sobre la debilidad de la administración financiera del
Estado” (p. 5). El enfoque del BID subraya la necesi-
dad de “fortalecer la capacidad fiscal del Estado y
mejorar la eficiencia y la transparencia de la gestión
del gasto” y de implantar “sistemas integrales de ges-
tión financiera y contable y el fomento de la transpa-
rencia al público de la información fiscal” (p. 18).

III
Otorgamiento de préstamos a instituciones

de control presupuestario

En los últimos años, las instituciones financieras inter-
nacionales han “redescubierto” la importancia del tema
del presupuesto público y, en especial, del papel de los
parlamentos y las entidades fiscalizadoras externas en
la gestión presupuestaria. En consecuencia, se está
reevaluando el aporte de las instituciones legislativas
a la formulación y supervisión de políticas presupues-
tarias, y se reconoce cada vez más que ellas son esen-
ciales para asegurar la rendición de cuentas por parte
del gobierno y la integridad de la gestión de las finan-
zas públicas. Se ha recalcado especialmente la impor-
tancia de las comisiones parlamentarias de presupues-
to y cuentas públicas, sobre todo en los sistemas pre-
sidenciales. Las mejores prácticas para la transparen-
cia presupuestaria establecidas por la Organización de
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE, 2001a)
incluyen consideraciones sobre el papel de los parla-
mentos en el proceso presupuestario, con lo cual lle-
van la delantera al Código de buenas prácticas de trans-
parencia fiscal del FMI, que tiende a limitarse a la ges-
tión presupuestaria dentro del poder ejecutivo. Esta
limitación también es evidente en el respaldo que brin-
dan los organismos financieros internacionales a los
países en transición para reformar sus procedimientos
presupuestarios. En efecto, la asistencia técnica ha ten-
dido a concentrarse ya sea en el lado del gasto, al pres-
tar apoyo a las oficinas de los primeros ministros y los
ministerios de finanzas, o bien en el lado de la recau-
dación, al brindar asesoramiento sobre reformas
tributarias y reforzar la capacidad de la autoridad
tributaria.

No obstante, los bancos multilaterales de desarro-
llo comenzaron recientemente a aumentar su respaldo
a las instituciones que formulan y supervisan las polí-
ticas presupuestarias, para lo cual han colaborado con
las entidades fiscalizadoras superiores y los parlamen-
tos nacionales. Aunque los programas de esos bancos
continúan estando limitados por cierto sesgo técnico
que les impide abordar temas de gobernabilidad deli-
cados, como los vínculos insatisfactorios entre los tri-
bunales de cuentas y las comisiones parlamentarias de
cuentas públicas, la situación está empezando a cam-
biar. En efecto, las relaciones disfuncionales entre los
componentes individuales de los sistemas de control e
integridad en las finanzas públicas merman la eficacia
de los mecanismos de control externos y los de super-
visión parlamentaria del presupuesto en América La-
tina; en general, dichos componentes tienden a actuar
de manera aislada. Esto permitió que la corrupción
floreciera casi sin limitaciones en países como Argen-
tina durante la presidencia de Carlos Menem (1989-
1999), o Perú durante el gobierno de Alberto Fujimori
(1990-2000), debido a que las instituciones encarga-
das de asegurar la integridad y la adecuada rendición
de cuentas fueron particularmente vulnerables a la
cooptación.

En última instancia, como se argumenta en este
ensayo, la eficacia de los sistemas nacionales que ve-
lan por la integridad y probidad en las finanzas públi-
cas depende en gran medida de la sinergia entre sus
diversos componentes, a saber: los sistemas contables
gubernamentales, los mecanismos de auditoría interna,
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ban el presupuesto estatal) y en el control de la ejecu-
ción del presupuesto (por medio de la comisión de
cuentas públicas). Un primer conjunto de iniciativas
respaldadas por el BID tiene como objetivo reforzar las
estructuras internas y procedimientos de esas asam-
bleas que dan forma al proceso legislativo. Hace hin-
capié en las comisiones parlamentarias involucradas en
el proceso presupuestario, en la etapa de aprobación o
de supervisión (es decir, las comisiones de presupues-
to y de cuentas públicas). Las comisiones de cuentas
públicas, consideradas ahora una importante institución
presupuestaria, son un vínculo esencial entre la respon-
sabilidad del parlamento de asegurar la rendición de
cuentas del gobierno en materia de finanzas públicas
y la función de contraloría externa realizada por las
entidades fiscalizadoras superiores (Wehner, 2002). Un
segundo conjunto de iniciativas del BID apunta a acre-
centar la capacidad de los parlamentos para efectuar
un análisis presupuestario independiente, para lo cual
ayuda a establecer o reforzar centros de investigación
parlamentarios y oficinas presupuestarias que asesoran
a las comisiones de cuentas públicas. Las operaciones
de crédito del BID han sido relativamente exitosas en
ayudar a los parlamentos a mejorar sus servicios de
investigación y asesoramiento. En el caso de Venezue-
la, han contribuido a la creación de oficinas de presu-
puesto parlamentarias, aunque éste es un ejemplo ais-
lado.

El fortalecimiento de las potestades presupuesta-
rias de los parlamentos también refleja un desplaza-
miento gradual de poder entre la rama ejecutiva y la
legislativa en los sistemas de gobierno presidenciales
latinoamericanos. Las asambleas legislativas se están
volviendo más fuertes, a medida que ganan terreno los
partidos de oposición. Aunque históricamente estuvie-
ron dominadas por mayorías pertenecientes al partido
gobernante o relacionadas con él, esto ha comenzado
a cambiar y muchos presidentes ya no controlan las
mayorías legislativas. Esta nueva dinámica de las re-
laciones entre el ejecutivo y el legislativo tiene un
efecto considerable en la formulación de políticas eco-
nómicas y la elaboración del presupuesto público. Las
asambleas legislativas están reafirmando gradualmen-
te sus facultades de control del presupuesto, en parte
como resultado de la asertividad adquirida reciente-
mente por la oposición parlamentaria. La situación de
gobierno dividido, en la que el presidente ya no con-
trola a la asamblea legislativa, se está generalizando
cada vez más en la región, y crea nuevas restricciones
a las facultades discrecionales del poder ejecutivo en
la elaboración del presupuesto público. La ola de

las entidades de control externas, los tribunales admi-
nistrativos y penales y las comisiones parlamentarias
de supervisión (Diamond, 2002). A continuación se
examina brevemente el respaldo brindado por el BID

tanto a los parlamentos nacionales como a las entida-
des fiscalizadoras superiores.

1. Préstamos a parlamentos nacionales

El fortalecimiento de la función parlamentaria es un
campo relativamente nuevo para los bancos
multilaterales de desarrollo. En la actualidad se tiene
más conciencia del papel de los parlamentos en el
proceso presupuestario y de su responsabilidad en el
proceso de rendición de cuentas por parte del
gobierno.12 Su rol en la elaboración del presupuesto es
fundamental, pues contribuyen a hacer efectivas las
responsabilidades democráticas y a proporcionar los
frenos y contrapesos necesarios para compensar la
discrecionalidad del ejecutivo en los sistemas presiden-
ciales. La tendencia general es a que el cuerpo legis-
lativo participe más en el proceso presupuestario, pero
debe demostrar que puede hacerlo de manera respon-
sable y garantizar la disciplina fiscal. Las parlamentos
latinoamericanos deben fortalecer los mecanismos
institucionales que promueven intervenciones respon-
sables desde el punto de vista fiscal.

Como muestra el cuadro 1, el BID aprobó siete
operaciones de crédito en América Latina y el Caribe
entre 1994 y 2003, por un total de 45 millones de
dólares. Este monto es parte de programas de reforma
parlamentaria que suman más de 60 millones de dóla-
res. El objetivo declarado de la financiación del BID es
afianzar las funciones representativas, legislativas y
fiscalizadoras de los parlamentos. La mayor parte de
los fondos señalados está destinada a inversiones en
áreas como la creación de infraestructura física, mejo-
ra de la tecnología de la información y gestión de re-
cursos humanos.

Una característica destacada de los préstamos del
BID a este sector es su interés especial en aumentar la
participación del parlamento en el proceso presupues-
tario, ante todo mejorando el trabajo de las comisio-
nes, su planificación estratégica y su capacidad de in-
vestigación. Las asambleas legislativas son institucio-
nes fundamentales en la formulación de la política
presupuestaria (por medio de las comisiones que aprue-

12 Véase Krafchik y Wehner (1998), OCDE (2001b), Manning y
Stepenhurst (2002) y Wehner (2003).
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activismo legislativo en el proceso presupuestario en
México se debe en parte al surgimiento de una oposi-
ción asertiva después que el Partido Revolucionario
Institucional, que había detentado el poder por muchos
años, perdiera en 1977 la mayoría en el parlamento
(Carbonell, 2002; Weldon, 2002). En Brasil, el parla-
mento ha sido tradicionalmente el escenario privilegia-
do para introducir asignaciones y modificaciones pre-
supuestarias con fines electorales (Samuels, 2002). In-
cluso en Argentina, país con partidos relativamente dis-
ciplinados, la elaboración del presupuesto público ha
sido en los últimos tiempos objeto de más conflictos
y regateos que en el pasado (Eaton, 2002; Jones, 2001).

El caso de México es ilustrativo. Desde 1997, este
país ha llevado a cabo una serie de reformas
institucionales orientadas a fortalecer el papel del par-
lamento en la formulación y supervisión de las políti-
cas presupuestarias. En 1998 se elevó la capacidad
técnica para el examen independiente del presupuesto
con el establecimiento en la cámara baja del Centro de
Estudios en Finanzas Públicas (CEFP), bien dotado de
recursos humanos y financieros. La capacidad de in-
vestigación del parlamento mexicano ya era relativa-
mente importante en esa época, porque existían el
Servicio de Investigación y Análisis (SIA) de la biblio-
teca parlamentaria y el Instituto de Investigaciones
Legislativas del Senado de la República (IILSEN), crea-
do en 1985 para brindar asesoramiento técnico gene-
ral al Senado. En consecuencia, el parlamento está

ahora mejor equipado que antes para cumplir con sus
responsabilidades presupuestarias. Cabe señalar que
uno de los principales obstáculos para la participación
legislativa en el proceso presupuestario suele residir en
su incapacidad para involucrarse en él, más que en
restricciones a las facultades presupuestarias del par-
lamento. Vemos así que al evaluar el papel real de las
asambleas legislativas en la el control presupuestario
es preciso tener en cuenta las capacidades técnicas con
que cuentan. En 1999, después de cuatro años de ne-
gociaciones, se estableció una oficina de contraloría
externa para asistir al parlamento en la supervisión de
las finanzas públicas federales y la certificación de las
cuentas públicas. La Auditoría Superior de la Federa-
ción (ASF) fue creada como organismo asesor de la
cámara baja del parlamento, para ayudar en el examen
de la instrumentación del presupuesto y la certificación
de las cuentas públicas del gobierno federal. En 2000,
el parlamento también aprobó la Ley Superior de Fis-
calización de la Federación. Como se dijo más atrás,
el surgimiento de una oposición parlamentaria efecti-
va como resultado de las elecciones de 1997 —oposi-
ción que a la larga derrotó en las elecciones de 2000
al que fuera durante mucho tiempo el partido gober-
nante— aumentó considerablemente los incentivos y
las capacidades para que el poder legislativo efectuara
una fiscalización presupuestaria eficaz.

El reconocimiento cada vez mayor de la impor-
tancia de los parlamentos en el control eficaz del

CUADRO 1

América Latina: Préstamos del Banco Interamericano de
Desarrollo a parlamentos nacionales

Año País Título  Cantidad (millones de dólares) Años
Total Préstamo Financiación de Período de

del BID  contrapartida desembolso

2003 Perú Programa de fortalecimiento institucional
del Congreso peruano 10 7 3 4,5

2000 Honduras Modernización del Congreso hondureño 3,25 2,60 0,65 4

2000 República Programa para modernizar el Congreso Nacional y la 28 22,30 5,70 3
Dominicana Contraloría General (25,55)a

1999 Colombia Modernización del Congreso de la República 10 6 4 ...

1999 El Salvador Modernización y fortalecimiento de la asamblea legislativa 4,40 3,50 0,90 4

1996 Panamá Proyecto para modernizar la asamblea legislativa 4,10 2,80 1,30 4
1994 Perú Desarrollo institucional del poder legislativo 3,74 2,70 1,04 ...

Total 61,04

Fuente: Sobre la base de proyectos aprobados hasta octubre de 2003, www.iadb.org.

a Cantidad asignada al parlamento.
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presupuesto, permite a éstos acceder a fuentes de aná-
lisis independientes, en lugar de depender de los datos
proporcionados por el gobierno. El acceso a la infor-
mación presupuestaria es estratégico, dado que es la
oposición la que tiene mayores alicientes para aumen-
tar los recursos con que cuenta el parlamento para ana-
lizar el presupuesto y fiscalizar eficazmente el desem-
peño gubernamental (Messick, 2002; Rubio Llorente,
1993). Contar con personal profesional capaz y con
conocimiento experto dentro del poder legislativo es
condición necesaria para que las asambleas legislati-
vas puedan ejercer sus funciones de fiscalización de
manera adecuada y responsable. La falta de funciona-
rios profesionales y la ausencia o debilidad de los ser-
vicios de asesoramiento a las comisiones parlamenta-
rias son graves obstáculos para llevar a cabo con efi-
cacia las funciones presupuestarias de las asambleas
legislativas. Los parlamentarios, incluidos los que per-
tenecen a las comisiones de presupuesto y cuentas
públicas, tienen sus propios asesores políticos. Sin
embargo, las comisiones parlamentarias permanentes
carecen de los servicios de asesoría e investigación
necesarios y de asesores permanentes técnicamente
calificados y con memoria institucional. Esto también
está comenzando a cambiar. Aunque menos poderosas
que la Oficina Congresional del Presupuesto (Estados
Unidos), hoy tienden a aparecer poco a poco incipien-
tes oficinas de presupuesto en los parlamentos de toda
América Latina. Esto se debe al reconocimiento cada
vez mayor tanto de las deficiencias actuales en este
campo como del aporte que pueden hacer los parlamen-
tos a la fiscalización presupuestaria. Chile, México y
Venezuela ya tienen incipientes oficinas parlamenta-
rias de presupuesto, mientras que Argentina y Colom-
bia consideran su establecimiento.

El BID, en una actitud comprensible, se muestra
renuente a involucrarse en la reforma de la estructura
de incentivos que configuran el papel de los parlamen-
tos en el proceso presupuestario, sobre todo en lo que
se refiere a la calidad del proceso legislativo, el papel
de los partidos políticos y grupos parlamentarios, las
relaciones entre el ejecutivo y el legislativo y las nor-
mas electorales. En efecto, se trata de áreas muy com-
plejas y delicadas, que no se prestan a soluciones de
parche ni a la trasposición de respuestas institucionales.
Lo que se requiere frente a ellas es una cabal compren-
sión de los intereses e incentivos que moldean el com-
portamiento de los individuos en contextos institucio-
nales. El BID, que pertenece a los gobiernos prestata-
rios y emplea a prestigiados forjadores de políticas
originarios de la región, está en inmejorables condicio-

nes de comprender esta dinámica. Sin embargo, sus
operaciones crediticias tienden a apuntar al funciona-
miento interno de los parlamentos, y no miran la ela-
boración y fiscalización del presupuesto público como
un proceso integral. De esto resulta que con frecuen-
cia esas operaciones no logran generar el efecto
sistémico que podrían tener sobre la calidad del pro-
ceso presupuestario y el papel del parlamento en la
fiscalización del presupuesto público.

La naturaleza del régimen político y la calidad del
sistema político partidario, según se reconoce de ma-
nera creciente, son variables clave. En particular, ‘los
partidos opositores son los que tienen el mayor incen-
tivo para controlar al gobierno’ (Messick, 2002, p. 2)
y garantizar la fiscalización efectiva de la administra-
ción financiera gubernamental. En muchos sistemas
parlamentarios, como el del Reino Unido, el presiden-
te de la comisión de cuentas públicas es un represen-
tante del principal partido opositor. En última instan-
cia, el grado de cohesión y disciplina de los partidos
políticos determina en gran medida la eficacia de las
instituciones de rendición de cuentas y la calidad de las
relaciones entre el ejecutivo y el legislativo. Es compren-
sible entonces que estos sean temas extremadamente
difíciles y áreas de participación altamente conflicti-
vas para las instituciones financieras internacionales.

Un obstáculo fundamental para reforzar la fisca-
lización parlamentaria del presupuesto es que en el
parlamento sólo la oposición, de haberla, tiene interés
en hacer más eficaz esa fiscalización y, por lo tanto,
incentivos para crear o fortalecer la capacidad de la
asamblea legislativa para realizar una evaluación inde-
pendiente. El fortalecimiento de las instituciones par-
lamentarias de presupuesto debe abordarse necesaria-
mente en el marco más amplio de las relaciones entre
los poderes ejecutivo y legislativo en los sistemas de
gobierno presidenciales.

En Venezuela, por ejemplo, con el apoyo del BID

se creó en 1997 la Oficina de Asesoría Económica y
Financiera de la Asamblea Nacional (OAEF). Su objeti-
vo era mejorar los servicios de asesoramiento técnico
del parlamento en materia de política fiscal. Esta nue-
va estructura pudo aprovechar fuentes de investigación
y análisis legislativo ya existentes, como el Servicio
Autónomo de Información Legislativa (SAIL) creado en
1994. No obstante, las tensiones entre el poder ejecu-
tivo y la asamblea legislativa desde que el presidente
Hugo Chávez asumió el gobierno socavaron el funcio-
namiento de la OAEF: esta se cerró en febrero de 2000,
se reabrió en junio de ese mismo año al reactivarse el
préstamo del BID que había sido suspendido, y en 2002-
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2003 estuvo nuevamente bajo presión (Rojas y
Zavarce, 2004). El caso de Venezuela es de particular
interés, porque allí el BID se convirtió, quisiéralo o no,
en un actor en la pugna entre el poder ejecutivo y el
legislativo por las potestades presupuestarias.

2. Préstamos a entidades fiscalizadoras superio-
res

Prestar a las entidades fiscalizadoras superiores es tam-
bién algo relativamente nuevo para los bancos
multilaterales de desarrollo (Llanos, 2002). En teoría,
estas entidades actúan como un mecanismo de control
fundamental para garantizar que el gobierno responda
por la manera en que administra las finanzas públicas.
Son instituciones estatales independientes, responsables
de fiscalizar el desempeño del gobierno y las cuentas
públicas y, en algunos casos, de supervisar el sistema
de auditoría interna.13 Aunque se ha avanzado mucho
en los últimos años para mejorar el cumplimiento de
las disposiciones legales y financieras en el gasto gu-
bernamental, todavía queda mucho por hacer para ase-
gurar la evaluación adecuada del desempeño del go-
bierno y el efectivo control externo de la ejecución del
presupuesto. En muchos países latinoamericanos estas
tareas continúan siendo deficientes y los informes de
auditoría externa no logran mejorar el proceso de ela-
boración del presupuesto.

Hace relativamente poco que los bancos multilate-
rales de desarrollo comenzaron, aunque modestamen-
te, a prestar ayuda a las auditorías generales y a refor-
zar las entidades fiscalizadoras superiores. El respal-
do del BID a estas instituciones ha creado expectativas
en muchos países, porque tiene lugar en una etapa
fundamental del proceso de reforma y modernización
del Estado. A medida que los países entienden que la
existencia de instituciones sólidas de rendición de
cuentas es fundamental para asegurar una gestión acer-
tada de las finanzas públicas y la eficacia de los me-
canismos anticorrupción, sobre todo en los sistemas de
gobierno presidenciales de América Latina, el apoyo
del BID a las entidades fiscalizadoras superiores se in-
serta en el contexto más amplio del fortalecimiento de
la administración financiera gubernamental. En tal

calidad los préstamos del BID constituyen un poderoso
mecanismo para afianzar la mano de los reformadores.
El caso de Chile es particularmente ilustrativo, porque
el plan de financiación de 25 millones de dólares acor-
dado con el BID en 2001 ha permitido a la entidad
fiscalizadora superior chilena desarrollar su programa
de consolidación institucional, lo que habría sido im-
posible sin ese respaldo. Desde 1993, el BID ha apro-
bado nueve operaciones crediticias para el fortaleci-
miento institucional de las entidades fiscalizadoras
superiores latinoamericanas, por más de 50 millones
de dólares en el contexto de proyectos con este propó-
sito por más de 90 millones de dólares, mientras se tra-
mitan dos nuevas operaciones por más de 12 millones
de dólares. Al aprobarse estas últimas, la cartera de
préstamos alcanzaría a unos 65 millones de dólares
(cuadro 2). Estos créditos, si bien siguen siendo con-
siderados “innovadores” —y por lo tanto, “pilotos”—
por el BID, se han ido intensificando desde el año 2000.

No obstante, la dimensión financiera de estas
operaciones varía de un país a otro, tanto en términos
absolutos como relativos. En consecuencia, las expec-
tativas acerca de sus resultados deben ser realistas. El
cuadro 3 muestra la contribución de los préstamos del
BID al presupuesto de las entidades fiscalizadoras su-
periores en Brasil, Chile, Colombia y Nicaragua.

Hay varios aspectos que merecen destacarse. En
primer lugar, los préstamos bilaterales representan sólo
una parte del presupuesto de las instituciones beneficia-
rias, pero aun así esa parte puede ser considerable en
algunos casos. Mientras que en Nicaragua el BID contri-
buye con casi el 30% del presupuesto anual de las en-
tidades fiscalizadoras superiores, en Brasil la cifra ape-
nas llega al 1%. En Chile y Colombia los préstamos del
BID representan alrededor del 18% y el 11%, respecti-
vamente, del presupuesto anual de esas entidades. Como
era de esperarse, la cifra tiende a ser más alta en países
más pequeños, pues el BID considera estos proyectos
como “préstamos innovadores”. En segundo lugar, las
asignaciones presupuestarias a las entidades
fiscalizadoras superiores han tendido a aumentar en los
últimos años, aunque su porción del presupuesto nacio-
nal continúa siendo pequeña: en Brasil, el presupuesto
del Tribunal de Cuentas de la Unión representa sólo el
0,08% del presupuesto federal (TCU, 2002, p. 38). En
tercer lugar, la financiación de contrapartida suele ser
considerable, como lo es en Brasil (50%), Chile (40%)
o Colombia (45%). Estos últimos dos aspectos reflejan
la importancia cada vez mayor que los gobiernos nacio-
nales adjudican al fortalecimiento de las funciones de
auditoría externa. Por tanto, al evaluar los resultados de

13 En algunos países, las entidades fiscalizadoras superiores tam-
bién actúan como organismo supervisor de la auditoría interna del
gobierno. Aunque este ensayo se concentra en la auditoría externa,
cabe señalar que los vínculos (o ausencia de ellos) entre las funcio-
nes de auditoría internas y externas son fundamentales (Diamond,
2002).
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CUADRO 2

América Latina: Préstamos del Banco Interamericano de Desarrollo
a entidades fiscalizadoras superiores nacionales

Año País Título  Cantidad (millones de dólares)
Total Préstamo Financiación de Período de

del BID  contrapartida ejecución
(años)

2004 Perúa Modernización de la Contraloría General y 14,50 10,15 4,3 4
desconcentración del sistema nacional de control

2002 Brasil Modernización del Tribunal de Cuentas de la Unión 10 5 5 3

2002 Chile Modernización de la Contraloría General de la República 25 15 10 4,5

2002 Nicaragua Programa de Modernización de la Contraloría General 6 5,40 0,60 4
de la República

2000 Colombia Fortalecimiento de la Contraloría General de la República 42 23 19 4
(CGR) y la Auditoría General de la República

2000 Hondurasd Fortalecimiento y modernización de la Dirección de 3 2,5 0,50 …
Probidad Administrativa

2000 República Programa para modernizar el Congreso Nacional y la 2,45 2,45 … 3
Dominicana Contraloría General  (28) c

b

1999 El Salvador Modernización y fortalecimiento del Tribunal de Cuentas 4 … … …

1994 Uruguay Modernización del Tribunal de Cuentas  1,50 1,41 0,09 …

1993 Caribe Entidades fiscalizadoras de los países del Caribe  0,81 0,60 0,21 …

Total 109,26 64,91

Fuente: Proyectos aprobados o en preparación hasta mayo de 2004, www.iadb.org.

a Operación de crédito en fase de aprobación.
b Monto global del proyecto para modernizar el parlamento y la entidad fiscalizadora superior.
c Cantidad asignada a la entidad fiscalizadora superior. Por ser imposible distinguir la proporción correspondiente a la contraparte local, se

asigna el total al préstamo del BID.
d Operación de crédito en fase de diseño.

CUADRO 3

América Latina: Préstamos del Banco Interamericano de Desarrollo
(Millones de dólaresa y porcentajes)

País Presupuesto anual de las Préstamos anuales del BID

entidades fiscalizadoras superiores En millones de dólares Como porcentaje del presupuesto anual
En millones de dólares  de las entidades fiscalizadoras superiores

Brasil (2003) 242,2 1,6 0,8
Chile (2002)  19,0 3,3 1,4
Colombia (2003)  54,3 5,8 1,6
Nicaragua (2002)  5,2 1,5  28,8

Fuente: Elaboración propia con datos de los informes de las entidades fiscalizadoras superiores.

a Debido a la fluctuación del dólar en los últimos años se aconseja precaución al utilizarlo como referente.

estos proyectos innovadores se debe tener en cuenta no
sólo su dimensión financiera, sino también su conteni-
do técnico y su enfoque institucional.

En general, los préstamos del BID tienden a con-
centrarse en mejorar la eficiencia administrativa de las

entidades fiscalizadoras superiores mediante el desa-
rrollo estratégico y organizacional; la gestión, capaci-
tación y formación de recursos humanos, y el mejora-
miento de la tecnología de la información, los equipos
y la infraestructura. También incluyen disposiciones



R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4

LOS PRESTAMOS DEL BID A LAS INSTITUCIONES DE CONTROL PRESUPUESTARIO • CARLOS SANTISO

183

para mejorar las relaciones con la sociedad civil. Ade-
más, los proyectos del BID hacen marcado hincapié en
perfeccionar la fiscalización del cumplimiento de las
normas legales y financieras, función central de las
entidades fiscalizadoras superiores. En algunos casos,
como el de Brasil, contienen también disposiciones res-
pecto a “iniciativas innovadoras”, especialmente audi-
torías de desempeño o ambientales, o técnicas de au-
ditoría para los organismos reguladores de servicios de
utilidad pública. Por lo demás, tales préstamos apun-
tan habitualmente a mejorar la fiscalización operacio-
nal de los programas de gobierno, especialmente en el
sector social, más que a realzar el papel de las entida-
des fiscalizadoras superiores en la fiscalización del pre-
supuesto nacional y la certificación parlamentaria de
las cuentas públicas. Se piensa, al parecer, que estas
últimas funciones centrales de dichas entidades mejo-
rarían de manera natural, aunque no automática, como
resultado o efecto secundario del fortalecimiento de
tales entidades en su conjunto.

Es entonces paradójico que los préstamos del BID

aborden sólo con renuencia los vínculos funcionales
entre las entidades fiscalizadoras superiores y las co-
misiones de cuentas públicas. Como muestra el cua-
dro 4, la eficacia final de dichas entidades fiscalizado-
ras está determinada por una serie de factores institu-
cionales, como las facultades conferidas, la autoridad
supervisora, los procedimientos para designar y desti-
tuir, y el alcance del mandato y su duración. Estas son
áreas en las que el BID es reacio a comprometerse. De
hecho, las entidades fiscalizadoras superiores en Amé-
rica Latina se caracterizan por su gran diversidad. En
Argentina, por ejemplo, el Auditor General de la Na-
ción (AGN) es un órgano colegiado que brinda asesora-
miento técnico al parlamento para asegurar la rendi-
ción de cuentas por parte del gobierno y la fiscaliza-
ción del presupuesto; su presidente es designado por
el principal grupo opositor en el parlamento. En paí-
ses como Chile, Perú o Brasil, las entidades fiscaliza-
doras superiores son nominalmente autónomas, tanto
del poder ejecutivo como del legislativo. En Brasil, el
Tribunal de Cuentas de la Unión es un órgano cole-
giado con una larga historia institucional que funge
también de tribunal administrativo. Concentra su tra-
bajo de fiscalización en verificar que se cumplan los
programas gubernamentales y las tareas de los orga-
nismos del gobierno. Por lo tanto, su principal “clien-
te” es la administración pública a la que fiscaliza. En
los países andinos, como Chile y Perú, las entidades
fiscalizadoras superiores se definen como instituciones
de gobernabilidad, independientes tanto del poder eje-
cutivo como del legislativo.

Las entidades fiscalizadoras superiores están par-
ticularmente expuestas a intromisiones políticas y a la
cooptación por intereses partidarios, sobre todo en los
sistemas de gobierno presidenciales. La experiencia de
la Contraloría General de la República de Perú entre
1993 y 2000 es ilustrativa. Una primera estrategia para
evitar tal cooptación es la de reforzar los vínculos fun-
cionales entre las instituciones de rendición de cuen-
tas de carácter horizontal, que forman parte del siste-
ma de fiscalización nacional (O’Donnell 1998;
Schedler, Diamond y Plattner, 1999). En consecuen-
cia, las consideraciones de economía política son cla-
ves para explicar la eficacia de las entidades fiscaliza-
doras superiores, concebidas como partes integrales de
los sistemas nacionales de control y de prevención de
la corrupción.

Una estrategia para impedir la cooptación de las
entidades fiscalizadoras superiores consiste en refor-
zar sus lazos con las otras instituciones que forman
parte del sistema nacional de control, especialmente el
poder judicial (tribunales administrativos y penales) y
el poder legislativo (comisiones de cuentas públicas).
Estén o no ligadas nominalmente con los parlamentos,
las entidades fiscalizadoras superiores se hallan vincu-
ladas funcionalmente con ellos en la “cadena de super-
visión de las finanzas públicas”. Esto es evidente en
el caso de Colombia, como lo refleja un esfuerzo con-
junto del BID y el gobierno colombiano para reforzar
la rendición de cuentas del gobierno, la probidad en
las finanzas públicas, la fiscalización presupuestaria y
el cumplimiento de la ley. En abril de 2003, el BID

aprobó un préstamo de 14 millones de dólares (como
parte de un programa de 20 millones de dólares) a la
Procuraduría General de la Nación, que es la oficina
judicial a cargo del control y la disciplina de los orga-
nismos públicos. Este programa completa un ciclo de
diez años de financiación para modernizar los órganos
de control y aplicación de la ley en la administración
de las finanzas públicas. En marzo de 2000 se conce-
dió un préstamo de 23 millones de dólares (como par-
te de un programa de 42 millones de dólares) a las
oficinas de la Contraloría General de la República y
la Auditoría General de la República, y en diciembre
de 1995 se destinaron 9,5 millones de dólares (como
parte de un programa de 15,7 millones de dólares) a
modernizar la administración de justicia y la Fiscalía
General de la Nación. Estos tres préstamos contaron
con una financiación de contrapartida considerable
(77,7 millones de dólares), que reflejó el compromiso
de Colombia con los programas.

Las entidades fiscalizadoras superiores brindan,
directa o indirectamente, importantes servicios de
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asesoramiento a los parlamentos en el ejercicio de sus
funciones ligadas a la rendición de cuentas. Sin embar-
go, los vínculos entre esas entidades y las comisiones par-
lamentarias de presupuesto y cuentas públicas son bas-
tante débiles, y se caracterizan, en el mejor de los casos,
por una cortés indiferencia. Los préstamos a las entida-
des fiscalizadoras superiores tienden a pasar por alto la
naturaleza disfuncional de las relaciones de tales entida-
des con los parlamentos. Aunque los préstamos del BID a
las asambleas legislativas procuran incrementar la parti-
cipación de los parlamentos en la política presupuesta-
ria, el respaldo de este banco a las entidades fiscalizadoras
superiores tiende a pasar por alto el papel que ellas de-
ben desempeñar en el control y fiscalización del presu-
puesto. Sólo en unos pocos países, como la República
Dominicana en 2000 y El Salvador en 1999, el BID con-
sideró la relación entre las entidades fiscalizadoras supe-
riores y los parlamentos, y otorgó préstamos simultáneos
a ambas instituciones. En el caso de la República Domi-
nicana ambos préstamos se fusionaron en uno.

Sin embargo, las operaciones del BID tienden a sos-
layar el contexto de gobernabilidad más amplio en el que
operan las entidades fiscalizadoras superiores, así como
los incentivos que condicionan la rendición de cuentas
en materia de finanzas públicas. Rara vez procuran po-
tenciar deliberadamente la independencia política y au-
tonomía financiera de esas entidades. Los criterios que
orientan la designación y destitución de sus integrantes
y la duración de su mandato, así como los procedimien-
tos que regulan la contratación, el ascenso o el despido
del personal profesional, son factores esenciales de una
efectiva independencia de las entidades fiscalizadoras
superiores. La aplicación de criterios de designación fe-
hacientes y la estabilidad en el cargo contribuyen a que
los integrantes de las entidades fiscalizadoras superiores
actúen con independencia. Además, contar con recursos
financieros asegurados es también condición necesaria,
aunque no suficiente, para institucionalizar a las entida-
des fiscalizadoras superiores y protegerlas de la intromi-
sión política (INTOSA, 2001).

La politización del procedimiento para designar a los
integrantes de las entidades fiscalizadoras superiores y a
su personal representa un gran obstáculo para la efectiva
independencia de estas entidades. Cuando el gobierno
controla la mayoría en el parlamento, tanto en los siste-
mas parlamentarios como en los presidenciales las desig-
naciones suelen reflejar transacciones políticas. Además,
los mandatos por períodos breves que coinciden con el
presidencial tienden a reducir los incentivos para que esos
integrantes ejerzan la independencia política que puedan

tener. En última instancia, tales incentivos individua-
les motivan el comportamiento institucional de las
entidades fiscalizadoras superiores. En Argentina,
por ejemplo, la constitución y la ley sobre adminis-
tración financiera estipulan que los auditores gene-
rales sean designados por un período renovable de
ocho años. Sin embargo, para aumentar la indepen-
dencia del órgano colegiado AGN, en 1994 se esta-
bleció mediante una reforma constitucional que su
presidente debe pertenecer al principal partido opo-
sitor. Como resultado, los presidentes del AGN cam-
bian cada vez que se modifica la mayoría en el go-
bierno. Además, debido a la extrema politización de
la administración pública, hay una alta rotación de
personal, lo que ha impedido que se consolide la ca-
pacidad técnica y el “espíritu de cuerpo” dentro de
esta entidad fiscalizadora superior. Una administra-
ción pública preparada y reconocida, que ofrezca es-
tabilidad en el cargo y perspectivas laborales razo-
nables dentro de la institución, es un factor determi-
nante para asegurar el profesionalismo en la auditoría
externa de las finanzas del gobierno.14

En general, reforzar la capacidad técnica de las
entidades fiscalizadoras superiores no significa ne-
cesariamente mejorar su eficacia, ni ha impedido que
sean cooptadas, como lo ilustra el caso de Nicara-
gua. Sin embargo, garantizar la independencia real
de esas entidades es esencial para poder hacer efec-
tivas las responsabilidades del gobierno, como se
recalcó en la declaración de principios de la Orga-
nización Internacional de las Entidades Fiscaliza-
doras Superiores (INTOSAI) en Lima en 1977, y más
recientemente en el informe del grupo de trabajo de
INTOSAI sobre la fiscalización independiente de los
gobiernos (INTOSAI, 2001). Es bien sabido que una
deficiencia inherente al Estado en los países en de-
sarrollo es la fragilidad de los mecanismos
institucionales para la rendición de cuentas de carác-
ter horizontal anclados en las instituciones estatales
cuya función es fiscalizar al gobierno y refrenar al
Estado (Mainwaring y Welna, 2003).

14 Además, los préstamos del BID han concentrado sus esfuerzos
en los niveles nacional o federal. Los mecanismos para la
auditoría interna y externa de las finanzas del gobierno son par-
ticularmente débiles a nivel local, y con frecuencia son cooptados
por las elites del lugar. El BID está apenas comenzando a respal-
dar a las entidades fiscalizadoras superiores subnacionales en los
sistemas federales y a acompañar su desconcentración en los
Estados unitarios.
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Trascurridos ya diez años desde la aparición del tema
de la gobernabilidad a la cabeza de la agenda para el
desarrollo, se justifican nuevas aproximaciones a la
reforma de la gobernabilidad y al desarrollo institucio-
nal. En especial, es preciso reducir la brecha entre los
aspectos económicos y políticos de la financiación
multilateral para el desarrollo. El estudio de la posi-
ción del BID con respecto a la modernización de la
administración financiera es particularmente ilustrati-
vo, por ser éste el más político de los bancos multilate-
rales de desarrollo.

Todavía es difícil saber cuáles han sido los efec-
tos de los préstamos otorgados por el BID a parlamen-
tos y entidades fiscalizadoras superiores. Como seña-
la Kaufmann (2003, p. 3), ‘debemos tener en cuenta
que este esfuerzo se ha realizado en el contexto de un
bajo desarrollo relativo en el complejo y multidiscipli-
nario campo de la gobernabilidad y la lucha contra la
corrupción’.15 La evaluación de los resultados plantea
varias dificultades. Primero, hay que definir
indicadores de impacto para este nuevo tipo de proyec-
to destinado deliberadamente al fortalecimiento
institucional. Segundo, y aún más importante, es pre-
ciso establecer indicadores que midan el desempeño y
el impacto final de las propias instituciones de control.
Y tercero, hay que determinar hasta qué punto y en qué
forma hay que encarar los aspectos políticos de la
rendición de cuentas en las finanzas públicas. Al ha-
cer todo esto, el número y la diversidad de variables
explicativas se amplía considerablemente. Reconocer
la importancia de los aspectos políticos de la elabora-
ción presupuestaria y de la economía política de la
rendición de cuentas en las finanzas públicas es sin
duda un paso adelante.

No obstante, al otorgar préstamos a los parlamen-
tos nacionales y a las entidades fiscalizadoras superio-
res, el BID muestra cierta renuencia a involucrarse en
la economía política de la rendición de cuentas presu-
puestaria y en los aspectos políticos de la integridad
en las finanzas públicas. La mayor parte de la finan-

ciación otorgada por el BID a las entidades de control
presupuestario se destina a inversiones materiales,
como la creación de infraestructura, a la tecnología de
la información y a la gestión de recursos humanos. En
un pasado más reciente, el respaldo del BID también
apuntó a modificar los procedimientos y reforzar las
estructuras que enmarcan el proceso presupuestario en
el parlamento, como las comisiones de presupuesto y
finanzas, y los servicios de investigación y oficinas de
presupuesto parlamentarios. Sólo unos pocos parlamen-
tos de países latinoamericanos, entre ellos los de Bra-
sil, Chile, Perú y Venezuela, cuentan con capacidad de
investigación y de asesoramiento independientes. En
estos casos el BID recomienda afianzar esa capacidad,
mientras aboga por que se establezca allí donde no
existe.

Los organismos financieros internacionales justi-
fican su enfoque apolítico aduciendo que las mejoras
técnicas que se introduzcan pueden, con el tiempo,
contribuir a mejorar la gobernabilidad, sin perderse en
las complejidades de la política. El hecho de conside-
rar la gobernabilidad como un tema técnico les ha
permitido justificar su participación en temas de
gobernabilidad, sin sobrepasar sus respectivos manda-
tos. No obstante, hay límites para este consenso
tecnocrático. El enfoque funcionalista descrito crea la
ilusión de que las soluciones técnicas pueden resolver
los problemas políticos. Pero las reformas instituciona-
les en la elaboración del presupuesto público son in-
trínsecamente políticas (Shepsle, 1999; Wildavsky,
1964 y 1992). Aunque en general se formulan en el
lenguaje de la eficiencia, las reformas de las finanzas
públicas afectan las relaciones de poder, dado que el
presupuesto es un escenario clave para la negociación
política. Las decisiones sobre quién controla el pro-
ceso presupuestario y cómo se determinan las asig-
naciones presupuestarias son intrínsecamente políti-
cas. Por lo tanto, el intento de separar las facetas
económicas y políticas de la elaboración del presu-
puesto público es, en gran medida, artificial. Como
subraya Kaufmann (2003, p. 33), ‘la adecuada com-
prensión de las fuerzas políticas que afectan a la for-
mulación de políticas y, lo que está relacionado, del
conjunto de incentivos institucionales necesarios para

IV
Aspectos políticos de la rendición de cuentas en

las finanzas públicas

15 En este artículo las citas entre comillas simples corresponden a
traducciones del inglés.
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el progreso’ son fundamentales para entender la diná-
mica de la reforma presupuestaria.

El BID (2003, p. 9) reconoce de hecho que los
“proyectos limitados a cambiar los elementos instru-
mentales o a fortalecer simplemente capacidades téc-
nico-organizativas, sin alterar la estructura de incenti-
vos que afectan a la voluntad política de aplicar estos
nuevos instrumentos o capacidades, tienen por lo ge-
neral un impacto muy reducido. Esto supone la nece-
sidad de contemplar al mismo tiempo cambios que
condicionan la efectividad de las alteraciones instru-
mentales y organizacionales. Por ejemplo, de poco
sirve [...] promover sistemas de gestión financiera sin
el desarrollo de una autoridad presupuestaria con la
independencia profesional, el poder y la capacidad de
hacerlos cumplir.” En efecto, las iniciativas de refor-
ma fracasan no sólo porque son incompletas, sino tam-
bién porque con frecuencia se conciben para resolver
dificultades técnicas cuando en realidad el problema
está en el marco institucional.

Es preciso asegurar una más amplia comprensión
de la gestión del proceso presupuestario. Las entida-
des fiscalizadoras superiores y las comisiones de cuen-
tas públicas ocupan posiciones clave en la administra-
ción de las finanzas públicas (Wehner, 2003; Petri,
1998). La calidad del control parlamentario de las finan-
zas gubernamentales depende esencialmente de la dis-
ponibilidad de información fiable y de análisis indepen-
dientes del presupuesto, proporcionados con regularidad
por las entidades fiscalizadoras superiores. Al mismo
tiempo, la eficacia y los resultados finales de la labor
de estas entidades dependen en gran medida de que los
parlamentos apliquen las recomendaciones contenidas
en los informes de auditoría que ellas elaboran. De aquí
que sea crucial la calidad del vínculo funcional y las
relaciones institucionales entre las comisiones de cuen-
tas públicas del parlamento y las entidades
fiscalizadoras superiores (SIGMA, 2002). Asimismo, la
capacidad de estas entidades para cumplir con su man-
dato depende en gran medida de su independencia de
los gobiernos y, al mismo tiempo, de la cooperación
que presten los organismos gubernamentales.

Las relaciones entre las entidades fiscalizadoras
superiores y las comisiones de cuentas públicas son
decisivas para asegurar una efectiva rendición de cuen-
tas por parte del gobierno. La eficacia que en definiti-
va tengan unas y otras se deberá en gran medida a los
mecanismos institucionales y las estructuras de incen-
tivos. En primer lugar, los informes y las recomenda-
ciones de las entidades fiscalizadoras superiores son
inútiles si no son llevados a la práctica por otras ins-

tituciones que forman parte del sistema de control, en
especial la propia administración pública (responsabi-
lidades administrativas), el poder judicial (responsabi-
lidades penales) y el parlamento (responsabilidades
políticas). Su eficacia, por lo tanto, está condicionada
a la cooperación de otras instituciones estatales. Ade-
más, en muchos casos, sobre todo en los sistemas de
gobierno presidenciales, para nombrar a los integran-
tes de las entidades fiscalizadoras superiores se nece-
sita el consentimiento de una mayoría calificada de par-
lamentarios (con frecuencia de dos tercios), que incluye
al partido gobernante. Las transacciones políticas que
tienen lugar suelen socavar la independencia política
del candidato elegido.

En segundo lugar, la disposición de las comisio-
nes de cuentas públicas a ejercer sus poderes y pedir
cuentas al gobierno también está determinada por fac-
tores de gobernabilidad más amplios. Estas comisiones
son un reflejo del accionar político en el parlamento y
de la naturaleza de las relaciones entre el ejecutivo y el
legislativo (Morgenstern y Nacif, 2002). En efecto, su
composición refleja la del propio parlamento y, por lo
tanto, el partido gobernante suele controlarlas. A dife-
rencia de lo que sucede en sistemas de gobierno par-
lamentarios, en los cuales dichas comisiones son pre-
sididas por un representante de la oposición, en Amé-
rica Latina la presidencia de las comisiones de presu-
puesto y cuentas públicas tradicionalmente recae en un
miembro del partido gobernante. De hecho, puede
aducirse que la eficacia de los mecanismos de rendi-
ción de cuentas de carácter horizontal depende en últi-
ma instancia de la efectividad de los mecanismos de
rendición de cuentas de carácter vertical, en particular
las normas electorales y las estructuras partidarias.

El comportamiento mismo de los miembros del
parlamento está determinado por los incentivos a los
cuales ellos responden. Las relaciones entre el poder
ejecutivo y el legislativo pasan necesariamente por la
intermediación de los partidos políticos y las normas
electorales, dado que existe la posibilidad de que el
control se diluya cuando el partido o coalición gober-
nante tiene una posición mayoritaria en el parlamen-
to. Investigaciones recientes sobre los aspectos políti-
cos de la elaboración del presupuesto en Brasil16 mues-
tran que la participación del poder legislativo en el
proceso presupuestario sólo puede entenderse cuando
se tienen en cuenta los partidos políticos y las normas

16 Véase Mainwaring y Welna (2003), Morgenstern y Manzetti
(2003) y Figueiredo (2001 y 2003).
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electorales. Puesto que el poder ejecutivo domina la
elaboración del presupuesto y controla su ejecución, la
participación de los partidos en el proceso presupues-
tario depende de sus relaciones con el ejecutivo
(Pereira y Mueller, 2002). En efecto, los mecanismos
de rendición de cuentas en sistemas de gobierno pre-
sidenciales que aúnan el peso del ejecutivo y las ma-
yorías legislativas tienden a ser ineficaces.

Por lo tanto, existe un potencial inexplorado en la
asistencia que brindan los bancos multilaterales de de-
sarrollo a las entidades fiscalizadoras superiores y a las
comisiones parlamentarias de cuentas públicas de Amé-
rica Latina. La segunda fase del respaldo multilateral a
las instituciones presupuestarias debería encaminarse a
fortalecer la independencia política y la autonomía fi-
nanciera de las entidades fiscalizadoras superiores y a
promover vínculos más eficaces entre éstas y las comi-
siones parlamentarias de cuentas públicas. El análisis de
los préstamos del BID con frecuencia revela que no se
consideraron tales vínculos en el diseño de sus interven-
ciones. En general, las operaciones crediticias del BID

tienden a concebirse como intervenciones autónomas.
Esto tiene la ventaja de protegerlas de interferencias
externas injustificadas, pero también la desventaja de
impedir las sinergias entre ellas.

Por lo demás, las instituciones financieras inter-
nacionales también deberían concebir iniciativas inte-
gradas que abarquen todo el ciclo presupuestario y la
gestión y supervisión del proceso presupuestario en su
conjunto. Para hacerlo habría que coordinar los pro-
yectos que apuntan a modernizar los sistemas de in-
formación sobre las finanzas públicas dentro del eje-
cutivo con aquellos orientados a realzar el papel de las
entidades fiscalizadoras superiores y de las comisio-
nes parlamentarias. También habría que vincular de
manera más metódica las medidas para mejorar la

administración de las finanzas públicas y la rendición
de cuentas públicas, con aquellas que apuntan a con-
solidar el Estado de derecho, reformar la administra-
ción pública, fortalecer las asambleas legislativas y
combatir la corrupción.

Más importante aún, al otorgar préstamos
multilaterales para fortalecer las instituciones de con-
trol presupuestario es preciso aprovechar la dinámica
de poder estructural. Como recalca Messick (2002,
p. 1), ‘para tener éxito es preciso cambiar los incenti-
vos a los funcionarios públicos […] La estructura cons-
titucional y la cohesión partidaria son factores clave
para la independencia de la asamblea legislativa’. Es
probable que las acciones para acrecentar la capacidad
técnica y analítica mediante la creación o desarrollo de
servicios de investigación parlamentarios o el perfec-
cionamiento de las técnicas de investigación en las
instituciones fiscalizadoras continúen siendo ineficaces,
mientras no exista suficiente espacio político para que
estos recursos sean utilizados de manera efectiva. Tam-
bién es probable que los avances técnicos se vean li-
mitados por dinámicas políticas adversas y restriccio-
nes en materia de gobernabilidad. La cuestión funda-
mental es dilucidar si el hecho de dotar de mayor ca-
pacidad técnica a las entidades fiscalizadoras las for-
talecería, o si una mayor independencia y asertividad
las llevaría a crear y utilizar más capacidad técnica. El
enfoque del BID tiende a confiar en la primera teoría, y
se concentra en mejorar la capacidad técnica de las
instituciones. No obstante, hay razones para creer que
la segunda teoría puede ser una buena orientación
complementaria, y es por eso que figura en la nueva
estrategia para reformar el Estado y modernizar el
gobierno adoptada en 2003 por el BID.17

(Traducido del inglés)
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Informes periódicos institucionales

Estudio económico de América Latina y el Caribe 2002-2003,
LC/G.2208-P, Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta:
S.03.II.G.2, CEPAL, Santiago de Chile, noviembre de 2003, 404 páginas.

Esta edición del Estudio económico de América Latina y el
Caribe, 2002-2003, que es la número 55 de la serie, contiene un
análisis de la evolución de la economía regional en el año 2002 y
de las tendencias observables a mediados del 2003. La publicación
consta de dos partes, dedicadas respectivamente a la región y a los
países, y de un anexo estadístico con datos de alcance regional. La
información estadística utilizada en la mayoría de los análisis se
presenta en un CD-ROM.

La primera parte comprende tres capítulos. En el capítulo I
se da a conocer un panorama sintético de la situación y las tenden-
cias de las principales variables macroeconómicas en la región. El
capítulo II comprende cuatro áreas temáticas: el sector externo, la
política económica, el desempeño interno y el problema de la deu-
da externa. En la sección dedicada al sector externo se examina la
evolución de los componentes de la balanza de pagos, los precios
de los productos básicos, los términos del intercambio, los flujos de
capital y las condiciones crediticias. A continuación, se pasa revista
a las dimensiones fiscal, cambiaria y monetaria de la política eco-
nómica, en tanto que el desempeño interno se analiza en términos
de crecimiento, inversión, inflación, remuneraciones y empleo. Por
último, el problema de la deuda externa se estudia a partir de las
nuevas modalidades de renegociación aplicadas por algunos países
durante el primer semestre de 2003. En el capítulo III se plantea la
conveniencia de impulsar el fortalecimiento de una banca de desa-
rrollo que incentive la inversión, en vista de la actual escasez de
financiamiento de largo plazo, las asimetrías de información y la
segmentación de los sistemas financieros nacionales.

La segunda parte del Estudio consiste en una serie de notas
sobre la evolución macroeconómica reciente de 27 países de la re-
gión. Los cuadros y gráficos correspondientes difieren de los pre-
sentados en ediciones anteriores, debido a la metodología empleada
en esta oportunidad. Entre los cambios realizados en este ámbito
destacan la nueva medición en valores corrientes del financiamiento
de la inversión, el cálculo de las tasas de interés real a partir de tasas
nominales anuales mensualizadas y el recálculo de las cifras mone-
tarias como promedios anuales. Por otra parte, en los índices de
exportaciones e importaciones de bienes y de los términos del in-
tercambio se utiliza 1997 como año de referencia, aun cuando las
series originales corresponden a una estimación en dólares a pre-
cios constantes de 1995, al igual que en otras publicaciones de la
CEPAL. Además, se ha aumentado a 25 el número de cuadros inclui-
dos en el anexo estadístico.

Panorama social de América Latina 2002-2003, LC/G.2209-P,
Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta: S.03.II.G.185,
CEPAL, Santiago de Chile, 348 páginas.

La edición 2002-2003 del Panorama social de América Latina ana-
liza temas relacionados con varios de los Objetivos de Desarrollo
del Milenio. En tres de los cinco capítulos —los relativos a pobre-
za, hambre y desigualdades de género— se examinan las posibili-
dades de que los países de la región cumplan, para el año 2015, las
metas aprobadas por los Estados Miembros de las Naciones Unidas
en esas áreas.

Entre los capítulos que se refieren a los Objetivos de Desa-
rrollo del Milenio, destaca el dedicado al problema del hambre y la
inseguridad alimentaria, en cuya elaboración colaboró el Programa
Mundial de Alimentos. En él se presentan antecedentes sobre la
magnitud y evolución de la subnutrición y la desnutrición infantil
en 24 países de América Latina y el Caribe, así como sus principa-
les causas.

En el capítulo sobre pobreza se exponen cifras de su inciden-
cia en los países latinoamericanos en 2001 y 2002, y una estima-
ción de su magnitud en el conjunto de la región en 2003. Se pone
de relieve que el proceso de superación de la pobreza está estanca-
do desde 1997, pese a lo cual muchos países siguen teniendo posi-
bilidades de reducir a la mitad la pobreza extrema en el año 2015.

En el capítulo sobre género se indica que, en América Latina,
la situación de pobreza afecta a más mujeres que hombres y que la
mayoría de los hogares indigentes están encabezados por mujeres.
Asimismo, sin el aporte monetario de las mujeres, la pobreza au-
mentaría al menos diez puntos porcentuales en la mayoría de los
países. Se analizan, además, otras desventajas que sufren las muje-
res, como la vinculada a la falta de reconocimiento social y al tra-
bajo doméstico no remunerado, la lentitud del progreso de su parti-
cipación política, sobre todo en cargos que suponen toma de deci-
siones, así como el mayor desempleo y la discriminación salarial.

En el capítulo sobre gasto social se presenta información so-
bre 18 países de América Latina, y un análisis de su evolución en
la década pasada. Se señalan los efectos que tuvo la desaceleración
del crecimiento económico que se inició en 1998 en el gasto social
y se destaca que la mayor prioridad otorgada al gasto público so-
cial, en términos de porcentaje del PIB, evitó una disminución ma-
yor en términos per cápita.

En el último capítulo se examinan las principales políticas que
rigen el mercado de trabajo y se hace hincapié en algunas iniciati-
vas interesantes, destinadas a combatir el desempleo, la baja cali-
dad del empleo y el subempleo. Sobre la base de información pro-
vista por los ministerios de trabajo de los países, se analiza la hete-
rogeneidad existente en materia de edad mínima legal para trabajar,
salario mínimo, formas de contratación, y derechos de sindicalización
y huelga. Se señala que, a pesar de algunos avances legislativos,
siguen observándose graves problemas en el cumplimiento de la
normativa vigente. En la sección dedicada a la agenda social inter-
nacional se presenta una reseña de los principales acuerdos adopta-
dos en la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible (conoci-
da también como Rio+10) que se realizó en Johannesburgo,
Sudáfrica, en agosto-septiembre del 2002.

La inversión extranjera en América Latina y el Caribe 2003,
LC/G.2226-P, Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta:
S.04.II.G.54, CEPAL, Santiago de Chile, mayo de 2004, 146 páginas.

En 2003, los flujos de inversión extranjera directa (IED) recibidos por
América Latina y el Caribe siguieron disminuyendo en forma sos-
tenida, por cuarto año consecutivo. Debido al descenso del último
año, la región mostró el peor desempeño en el ámbito mundial. Esta
situación se vio agravada por el aumento constante de las remesas

Publicaciones
recientes
de la CEPAL
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de utilidades y otras salidas de recursos derivados de la IED, razón
por la cual se han restringido sus efectos en lo que respecta a la
balanza de pagos. No obstante, la declinación de las entradas de IED

durante los últimos años ha variado de una subregión a otra y de un
país a otro dentro de América Latina y el Caribe. En México y la
Cuenca del Caribe los ingresos sufrieron menos variaciones, mien-
tras América del Sur fue la más afectada. En esta última subregión
destaca la estabilidad de la Comunidad Andina y la brusca contrac-
ción en el Mercosur, sobre todo Brasil.

En la publicación se otorga especial importancia a las estra-
tegias de las empresas transnacionales interesadas en mejorar su
eficiencia para la conquista de terceros mercados. Por consiguiente,
se dedica un capítulo a la evolución de la IED en América Latina y
el Caribe y los otros dos a diferentes aspectos de tales estrategias.
Por una parte, se examina lo ocurrido en Costa Rica, Honduras,
Jamaica y la República Dominicana, considerados como centros de
costos en actividades intensivas en mano de obra y cuyos produc-
tos son de bajo valor agregado. Por otra, se analizan los desafíos
que se les plantean a los centros de manufacturas en Brasil y Méxi-
co en la cadena productiva de la industria automotora.

Anuario estadístico de América Latina y el Caribe 2003,
LC/G.2224-P, Publicación de las Naciones Unidas, N° de venta:
E/S.04.II.G.1, CEPAL, Santiago de Chile, mayo de 2004, 548 pá-
ginas.

La edición 2003 del Anuario estadístico de América Latina y el
Caribe contiene una selección actualizada a comienzos de diciem-
bre de las principales series estadísticas disponibles sobre la evolu-
ción económica y social de los países de la región.

A partir de la edición del 2002, el Anuario se ha difundido
también en formato electrónico, en un disco compacto de datos.
Además del texto de la publicación impresa, dicho disco incluye
cuadros en formato Excel, en los que se presentan las series com-
pletas a partir de 1980, con el objeto de facilitar el análisis de la
información.

No se han introducido modificaciones en la estructura con
respecto a la edición 2002. Los cuadros del capítulo sobre balanza
de pagos mantienen en su presentación las orientaciones para su
versión analítica extraídas de la quinta edición del Manual de ba-
lanza de pagos, publicada por el Fondo Monetario Internacional en
1993.

La primera parte comprende indicadores socioeconómicos
derivados (tasas de crecimiento, proporciones o coeficientes), que
representan una visión resumida de cada área de interés y que cons-
tituyen antecedentes para que la información pueda ser utilizada en
análisis especializados. En este conjunto de indicadores se han in-
cluido los que se emplean en las evaluaciones regionales periódicas
del proceso de desarrollo de América Latina y el Caribe que realiza
la Secretaría de la CEPAL.

En la segunda parte figuran las series históricas en números
absolutos, lo que permite su posible utilización para una gran varie-
dad de propósitos. En la mayoría de los cuadros estadísticos apare-
cen cifras referidas a un mismo tema, ordenadas de manera que se
facilite la comparación entre países y entre éstos y los totales o
promedios regionales. Al respecto, sólo los cuadros de balanza de
pagos y cuentas nacionales son una excepción, ya que han sido ela-
borados por países.

Aunque en la actualidad 33 países latinoamericanos y del
Caribe son miembros de la Comisión, los cuadros en que se presen-
tan totales regionales por lo general corresponden a la suma de datos

referentes a 25 países. En este sentido, cabe señalar que las estadís-
ticas de los países del Caribe son menos completas, razón por la cual
la cobertura regional varía según el área temática que se aborda. Al
respecto, se siguen haciendo esfuerzos por superar esta situación y
se espera contar en el mediano plazo con información completa, al
menos sobre los grandes esquemas estadísticos macroeconómicos,
como las cuentas nacionales, la balanza de pagos y el comercio
exterior.

En la mayoría de los cuadros, los países aparecen en orden
alfabético, excluyéndose aquellos sobre los que se carece de datos
o en los que las cantidades son nulas o mínimas.

Los indicadores de la primera parte del Anuario correspon-
den, en general, a los años 1980, 1985 y 1990, y al período com-
prendido entre 1994 y 2000. Cuando los datos no están suficiente-
mente actualizados, se presenta el último año disponible para cada
país. Algunos de los indicadores basados en información censal se
consiguen sólo en torno a los años en que se han efectuado los cen-
sos respectivos. Las series estadísticas de la segunda parte, tanto las
de origen nacional como las estimaciones regionales, presentan datos
de los años 1980, 1985 y 1990 y el período comprendido entre 1995
y 2000.

Dada la excelente acogida de los usuarios, así como el buen
grado de aproximación alcanzado en versiones anteriores, continúan
publicándose estimaciones preliminares del año de edición del Anua-
rio (en este caso 2003). Se trata de un esfuerzo realizado en el últi-
mo bimestre de cada año para informar a la comunidad internacio-
nal sobre la evolución macroeconómica de los países de la región
en el período que se examina. Al respecto, cabe formular la siguiente
precisión: debido a las diferentes fechas de cierres, en ciertos casos
las cifras históricas de los últimos años de los cuadros del Anuario
pueden acusar pequeñas diferencias con las del Balance preliminar
de las economías de América Latina y el Caribe, 2003, por el dis-
tinto momento en que se obtuvo la información contenida en cada
una de dichas publicaciones.

Este documento también puede ser consultado a través de la
página web de CEPAL: (http://www.eclac.cl/deype/publicaciones) o en
http://www.eclac.cl/publicaciones/, bajo informes periódicos.

Otras publicaciones

Energía y desarrollo sustentable en América Latina y el Cari-
be, Cuadernos de la CEPAL, N° 89, LC/G.2214-P, Publicación de las
Naciones Unidas, Nº de venta: S.03.II.G.160, CEPAL, Santiago de
Chile, diciembre de 2003, 230 páginas.

Este volumen constituye la versión en español de la Guía para la
formulación de políticas energéticas, elaborada por la CEPAL en el
marco del proyecto “Energía y desarrollo sustentable en América
Latina y el Caribe”. Este proyecto, desarrollado en conjunto con la
Organización Latinoamericana de Energía (OLADE) y la Sociedad
Alemana de Cooperación Técnica (GTZ), permitió examinar, a tra-
vés de una serie de estudios de caso en varios países de la región, el
aporte de las políticas energéticas a la mejora de las condiciones de
sustentabilidad del desarrollo.

El objetivo central de esta Guía es presentar los elementos
básicos necesarios en los procesos de identificación y formulación
de políticas energéticas conducentes a una mayor sustentabilidad del
desarrollo, así como también analizar los instrumentos y enfoques
que permitan mejorar las condiciones de viabilidad de las políticas
que se formulen.
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En su primera parte, esta Guía aporta las bases conceptuales
de la relación entre política energética, sustentabilidad y reforma:
los conceptos de sustentabilidad, las dimensiones de la
sustentabilidad, y la política energética y la sustentabilidad del de-
sarrollo.

En su segunda parte, entrega todos los elementos necesarios
para formular la política energética: el proceso de formulación de
políticas; los objetivos e instrumentos de la política energética; los
enfoques y herramientas en el proceso de formulación de políticas
energéticas y, finalmente, la materialización de dichas políticas.

Especial interés reviste el anexo del capítulo VI, en el que se
presentan los principales resultados de los seminarios-talleres reali-
zados sobre la base de la primera versión de la Guía, a fin de ilus-
trar su empleo en el proceso de formulación de una propuesta de
política energética y exponer los temas planteados en la agenda de
dichos encuentros.

Una década de desarrollo social en América Latina 1990-1999,
Libro de la CEPAL, N° 77 (LC/G.2212-P), Publicación de las Nacio-
nes Unidas, N° de venta: S.03.II.G.143, CEPAL, Santiago de Chi-
le, marzo de 2004, 293 páginas.

La última década del siglo XX fue de gran trascendencia para
América Latina, dado que en ese período se produjeron cambios
importantes que constituyeron un punto de quiebre respecto de lo
que venía sucediendo en la región; se trata fundamentalmente de la
reactivación del crecimiento económico y la reducción de la pobre-
za en los primeros años de ese período. Asimismo, fue relevante la
demostración del impacto que las crisis internacionales tuvieron en
los países latinoamericanos, en especial durante la segunda parte de
la década.

En este libro se realiza un análisis de lo acaecido en el perío-
do 1990-1999 y se retoman temas de interés para la CEPAL, aplican-
do el mismo enfoque que ha caracterizado al Panorama social de
América Latina.

En primer término, se analiza un conjunto de dimensiones
“objetivas” —pobreza, distribución del ingreso, empleo, estratifica-
ción ocupacional, papel de la educación, transmisión intergenera-
cional de las oportunidades de bienestar y contribución del gasto
social al mejoramiento del bienestar de la población— y sus
interrelaciones con el crecimiento económico. Además, se recurre a

los resultados de encuestas de opinión llevadas a cabo en un núme-
ro importante de países, con el fin de describir la reacción subjetiva
de la población latinoamericana a los cambios registrados en la
década.

Este contrapunto entre las dimensiones objetivas y la subjeti-
vidad individual resulta particularmente relevante, sobre todo por-
que el enfrentamiento de los desafíos de la agenda de desarrollo
social en los próximos años exige tomar en cuenta todos estos fac-
tores, a fin de lograr un nuevo compromiso ciudadano que dé res-
paldo a las políticas públicas aplicadas para alcanzar los objetivos
de crecimiento y realce de la equidad.

Los transgénicos en América Latina y el Caribe: un debate
abierto, Libro de la CEPAL, N° 78 (LC/G.2227-P), Publicación de
las Naciones Unidas, N° de venta: S.04.II.G.74, CEPAL, Santiago de
Chile, mayo de 2004, 416 páginas.

Desde su aparición a mediados del decenio de 1990, los cultivos
transgénicos, junto con despertar grandes expectativas, han ocasio-
nado intensos debates que aún están lejos de agotarse. Se trata de
un fenómeno de especial importancia para América Latina y el
Caribe, tanto por la amplitud de la superficie cultivada —Argentina
ocupa el segundo lugar en el mundo a este respecto— como por el
hecho de ser la región de mayor biodiversidad del planeta, centro
de origen de rubros tan cruciales para la alimentación mundial como
el maíz y la papa.

El libro, que reúne diversos puntos de vista sobre la materia,
pretende constituir un primer aporte al análisis del impacto econó-
mico, social y ambiental de estos cultivos en la región. En sus dis-
tintos capítulos se abordan aspectos conceptuales, aspectos prácti-
cos (como la experiencia de Argentina y México) y los problemas
relativos al régimen de propiedad intelectual vigente sobre los pro-
ductos biotecnológicos. Esa diversidad de puntos de vista está en
consonancia con la naturaleza multifacética del fenómeno, cuyo es-
tudio exige la confluencia de disciplinas, tales como la microbiología
molecular, la economía, la sociología y las ciencias ambientales.

Los autores del libro aspiran a entregar a los gobiernos de la
región, así como a sus medios académicos y empresariales, elemen-
tos de juicio que contribuyan al análisis de las posibilidades y los
peligros vinculados a las nuevas tecnologías, y permitan avanzar
hacia la elaboración de políticas nacionales al respecto.
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